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pResentación

Suele primar, en el imaginario colectivo de las sociedades centroamericanas, la idea de que al hablar de reformas fiscales se alude únicamente a temas de tributación. Se obvia, por consiguiente, una noción más abarcadora sobre el tema, lo cual implica tanto la cuestión impositiva como el gasto público, la transparencia fiscal, el endeudamiento público y otros aspectos financieros, pero además una importante dimensión política, como lo es el pacto político de las élites que se ubica detrás de estos aspectos de la fiscalidad pública y, ultimadamente, se localiza en la base de la definición de quién paga más y por qué, cómo se invierten los recursos públicos y en beneficio de quién o quiénes. Desmontar concepciones simplistas en las que solo se ve la punta del iceberg –no su basamento profundo, que se adentra en los recovecos de la historia y que tiene que ver tanto con el poder político como con la configuración de las élites y, finalmente, con la historia sobre cómo se han construido los Estados contemporáneos– es una tarea que se facilita al leer un texto como  Política fiscal: expresión del poder de las élites centroamericanas. En todo caso, se trata de una tarea que contribuye a la construcción de sociedades más conscientes acerca del rol de la fiscalidad hoy en día. 

Es interés del Instituto Centroamericano de Estudios Fiscales y del Centro de Estudios Latinoamericanos y Latinos de la American University contribuir, con libros como este, a incentivar y mejorar la calidad del debate xiii
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sobre estos temas de cardinal importancia para la construcción de Estados más democráticos. Pero en el marco de la búsqueda de más democracia no solo en el sentido político formal sino, sobre todo, pensando en sociedades en donde los beneficios del desarrollo se distribuyan para todos y todas, en condiciones más equi tativas e igualitarias. 

En este libro, desde una perspectiva diacrónica, se ana liza la situación de Guatemala, El Salvador, Honduras, Nicaragua y Costa Rica, examinando en cada caso dos va riables fiscales relevantes para entender y comprender el actuar de las élites nacionales de cara a la política fiscal. 

Aunque con obvias diferencias entre los países, el análisis conjunto permite la construcción de un común denominador con un claro mensaje: la política fiscal, en los Estados contemporáneos, constituye el sucedáneo de la noción de pacto social que, desde otras perspectivas, aunque con similares propósitos, planteara Rosseau en la filosofía po lítica del siglo xviii en términos de aquellos consensos sociales que, justamente, ayudarían a los grupos humanos a defenderse de la barbarie contenida en el «estado de naturaleza». En otras palabras, el tipo de Estados democráticos contemporáneos que queremos está ineludible-mente marcado por el tipo de política fiscal que, como colectivos, estamos dispuestos a asumir. El rol de las élites políticas y económicas en estas decisiones es, por consiguiente, un rol protagónico, debido a que, en su calidad de élites, ostentan cuotas de poder, con las cuales influencian la configuración de los Estados según sus intereses y agenda, realidad que roza fuertemente con el cuestionamiento de la noción de soberanía popular preconizada también en la filosofía política clásica. 

Y es que si algo advierte este libro es que los Estados cen tro americanos se han construido como un farallón desde el cual se han defendido los intereses de las élites, 
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en detrimento del bienestar de las grandes mayorías. La evidencia da cuenta de diversos episodios en donde las decisiones se inclinan para favorecer a familias y a grupos clientelares en estrecha relación con los gobiernos; las le yes favorecen a segmentos mino ritarios y avasalla la ten dencia de las autoridades públicas a tomar decisiones en las cuales se olvida, justamente, el carácter público de su investidura. Sin embargo, el libro muestra también que esto es una realidad dinámica, en la cual las élites ejercen el poder en cuotas que, dependiendo de circunstancias diversas, puede cambiar de manos y formas, registra auges y caídas, y en términos generales, evoluciona en el tiempo. 

La política fiscal en Centroamérica es un ejemplo útil y significativo para entender la evolución de fenómenos complejos como la evolución de las élites, el ejercicio del poder y la conformación de los Estados en Centroamérica. 

El recorrido analítico de carácter histórico que ofrece Política fiscal: expresión del poder de las élites centroamericanas es, sin duda, poco halagüeño. La responsabilidad sobre la deuda social hacia los sectores poblacionales más poster-gados se reviste de explicaciones, incluso de nombres y apellidos de familias pertenecientes a las distintas élites que, durante décadas, han diseñado a su conveniencia la política fiscal en los países de la región. El mensaje es cla ro: mientras la élite política siga prestándose a pactos corporativos poco transparentes con las élites económicas, las políticas fiscales de los países continuarán siendo ine-quitativas. Consecuentemente, los Estados tendrán pocas posibilidades de atender las necesidades de la población y de garantizar a la ciudadanía sus derechos fundamentales. 

Sin embargo, este libro también muestra que la estructuración de las cuotas de poder no es rígida, y como ocurre en toda sociedad alrededor del orbe, el cambio es posible. 

Está claro que esta luz de esperanza para Centroamérica 
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se ve opacada ante una realidad que invita a comprender que un cambio puede ser mejora o deterioro. El entendimiento de la política fiscal en Centroamérica debería ayudarnos a las y los centroamericanos a comprender, y asumir que el ejercicio del poder es una ecuación en la que intervienen cuotas en equilibrios sumamente inestables. 

Cuando ese equilibrio se ha roto en el pasado, el resultado es el conflicto, el cual en la región ha conocido extremos trágicos como la guerra fraticida y el genocidio. 

Pero también, el entendimiento de nuestra política fiscal debería sugerirnos rutas a seguir, luces al final de nuestros múltiples e intrincados túneles. En la relación de cuotas de poder, Centroamérica debería lograr incorporar a la sociedad civil, a la ciudadanía, a los hombres y mujeres, organizados e informados, que pueden –y seguramente deben– comenzar a moldear mecanismos más equitativos y democráticos para el ejercicio del poder, con el fin de deliberar y tomar decisiones más favorables a las soluciones de los problemas de las mayorías. Mayorías que hoy, en pleno siglo xxi y aún con los significativos avances tecnológicos y científicos y con la riqueza que se genera en la re gión, continúan sufriendo hambre, enfermedad, igno-rancia y exclusión, elementos reveladores de Estados dé-

bi les y fiscalmente incapaces de satisfacer las necesidades humanas más básicas; Estados cuyas democracias son frágiles y desprovistas de garantías para subsistir en el futuro. 

Eric Hersherg

Jonathan Menkos Zeissig

Director

Director Ejecutivo

Centro de Estudios 

Instituto 

Latinoamericanos  

Centroamericano de 

y Latinos, 

Estudios Fiscales

American University

pRólogo

Es un honor presentar este importante trabajo sobre la región centroamericana, pues el mismo constituye una decidida contribución para entender a las élites de la región a través del lente de las finanzas públicas. La combinación de los conceptos de élite y finanzas públicas es especialmente reveladora porque evidencia la estrecha relación entre el Estado, la economía y la sociedad. Esto nutre a las ciencias sociales con la sabiduría y experiencia centroamericana. 

Además, las observaciones hechas por personas de la re-gión sobre su propia región poseen algo que estudiosos de la materia como yo no podemos alcanzar: su sentido de autenticidad. 

Estas perspectivas más propias y auténticas sobre la región son especialmente importantes porque las experiencias de Centroamérica le ofrecen un barómetro al resto de América Latina y a todo el mundo en desarrollo. En estas páginas se encuentran observaciones reveladoras sobre los cambios en las relaciones de clase, el papel del Estado, el funcionamiento de la democracia y la sociología fiscal. 

Los capítulos incluidos muestran cómo la élite centroamericana se transformó durante los últimos treinta años. La estructura de las élites sigue cambiando, promoviendo particularmente a las élites posicionadas xvii
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para intermediar en la integración internacional, pero con diferencias y especificidades nacionales. Entre los actores más importantes, destaca que los sectores financieros se han posicionado para coordinar actividades en cada país, y la integración global ha lanzado a ciertas élites al papel de intermediación entre el capital nacional, regional, e internacional. Al mismo tiempo, la élite de cada país refleja bases nacionales influenciadas por la historia y la actualidad social, algo que confiere ritmos nacionales a los patrones de concentración, consolidación y circulación de estos mismos grupos. 

Con  Política fiscal: expresión del poder de las élites centroamericanas se da un paso adelante en el entendimiento de los cambios en las élites nacionales, sus relaciones con el exterior y el rol de la burguesía nacional en la acumulación de capital, el desarrollo nacional y la construcción del Estado. 

Así, resaltar el papel del Estado es otra contribución importante de este libro. Ello porque se reconoce y toma en cuenta las especificidades estatales en un período neoliberal. Las necesidades que la élite tiene del Estado han cambiado significativamente desde los tiempos de la protección e industrialización vía la sustitución de importaciones; sin embargo, el Estado ahora es más importante que antes. La élite de cada país está profundamente interrelacionada con él, una institución determinante para sus posibilidades de consolidación nacional y proyección internacional. Por eso la élite se ha preocupado por coordinarse con las organizaciones gremiales y así ejercer influencia; y con los partidos políticos para comunicar sus preferencias. En ciertos casos, las élites también han buscado ocupar posiciones directamente en la institucionalidad de gobierno y del Estado en general. 

Existen variaciones en la estructura, el potencial y la visión 

Prólogo
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de las mismas, dependiendo de la capacidad en que se encuentran y apoyan dentro de las instituciones del aparato estatal. 

Tanto en el pasado como en la actualidad, entre las ca racterísticas institucionales más relevantes se encuentra que la profundidad y el funcionamiento de los regímenes democráticos muestran variaciones importantes. En cuanto a las variaciones en las instituciones democráticas, el análisis destaca los incentivos y capacidades de los actores sociales. Al mismo tiempo, considera cómo los actores so ciales –especialmente las élites– buscan imponer sus preferencias a las instituciones. Esto abre la posibilidad de tomar en cuenta los proyectos de desarrollo alternativo que incorporan los intereses de clases medias y populares. 

Son las democracias regionales que posibilitan, y al mismo tiempo limitan, la articulación y competencia entre proyectos de desarrollo alternativos. 

Finalmente, es importante aprovechar esta oportunidad para notar la contribución de este libro al antiguo campo de la sociología fiscal. La sociología fiscal reconoce que las finanzas públicas exhiben las posibilidades de las sociedades, sus ideologías, su posición en el mundo, y la profundidad de sus injusticias. Es a través de las finanzas públicas que podemos entender la historia, la actualidad y el futuro de los países centroamericanos y, de manera general, cómo los Estados movilizan recursos de sus sociedades, para qué fines, y en beneficio de quiénes. Es un área de investigación interdisciplinaria y difícil de ejecutar en una forma que sirva a, al menos, tres objetivos: entender la sociología fiscal; comunicar el conocimiento encontrado; y, utilizar las observaciones para contribuir al desarrollo digno de las sociedades que se estudian. 

 Política fiscal: expresión del poder de las élites centroamericanas cumple con estos objetivos y con muchos más. Tiene la 
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misión de contribuir con la comunidad académica, tomadores de decisión de políticas públicas, y con el público interesado en entender y mejorar sus sociedades. 

Aaron Schneider

Universidad de Denver, 2014 

pRólogo a la segunda edición Fue luego de la lectura atenta y cuidadosa de la primera edición en inglés del libro de Aaron Schneider  StateBuilding and Tax Regimes in Central America, publicado en 2012,1 

que en el Instituto Centroamericano de Estudios Fiscales (Icefi) surgió el convencimiento de profundizar el estudio de la política fiscal, pero desde una perspectiva que partiera del análisis económico convencional, de la macroeconomía y la contabilidad estatal, tocando la economía política y aventurándose en la antropología política, la sociología y la historia. Cuando a finales de 2014 nuestro libro estaba prácticamente terminado, rendimos tributo y agradeci-miento a Aaron Schneider, solicitándole que escribiese el prólogo, en el cual atinadamente concluía con los que fueron, precisamente, nuestros objetivos al escribir y publicar   Política fiscal: expresión del poder de las élites centroamericanas: contribuir con la comunidad académica, con los tomadores de decisiones sobre políticas públicas, y con el público interesado en entender y mejorar sus sociedades. 

Con apuestas metodológicas más bien aventuradas, el libro fue publicado con la esperanza de lograr un aporte 1. Schneider, A. (2012).  StateBuilding and Tax Regimes in Central America. New York: Cambridge University Press. 
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novedoso, o incluso no convencional, que llenara vacíos de conocimiento y estimulara la profundización de las líneas de investigación y análisis presentados. Por ello agradecemos de manera sincera y profunda al Centro de Estudios Latinos y Latinoamericanos de la American University, a la Fundación Ford, a la Embajada de Suecia en Guatemala, a Christian Aid y a F&G Editores por haber creído en la capacidad y criterio del Icefi, brindándonos apoyo financiero e institucional para la primera edición y la primera reimpresión del libro. 

El libro fue bien recibido por la crítica, de la cual podemos citar, como un altísimo honor, las revisiones y apreciaciones de Edelberto Torres-Rivas,2 alguien que 

–se gún confirmarán quienes lo conocieron– era reacio a los elogios y particularmente mordaz en sus comentarios. 

Sin embargo, Edelberto nos animó al obsequiarnos comentarios como este: «la retórica del elogio debe ser breve cuando está bien fundada: la publicación del Icefi no tiene paralelo ni semejanza con estudios relativos a la temática de lo fiscal. El esfuerzo constituye un enorme paso adelante en el conocimiento empírico del Estado como herramienta de las élites dominantes, cuyos intereses controlan el poder económico y los recursos de poder en las relaciones entre el Gobierno y el Estado. En general, la política fiscal es un ejemplo directo y complejo para entender la evolución de los grupos dominantes, su constitución y el ejercicio del poder».3

2. Por ejemplo, véase: Torres-Rivas E. (2017). «Las élites y sus desencuentros por el capital financiero».  Revista Centroamericana de Estudios Fiscales, vol. 2, núm. 2, 123-127. 

3. Torres-Rivas E. (11 de abril de 2015). «¿Usan o abusan los ricos del poder fiscal?».  Plaza Pública. Recuperado de https://www. 
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El equipo del Icefi realizó la investigación durante el período de 2011 a 2014, en el cual Centroamérica se carac terizaba en términos muy generales por superar el trauma del golpe de Estado en Honduras de 2009, que revivió de manera amarga y amenazadora las tragedias de las dictaduras y la violencia. En Guatemala asumía el poder, electo popularmente, un exgeneral del Ejército; en El Salvador gobernaba una alianza de centro izquierda, incluyendo a la exguerrilla; en Nicaragua reinaba una cal-ma tensa, con un debilitamiento creciente del régimen democrático; y en Costa Rica continuaba una imposibilidad casi alarmante de lograr acuerdos para frenar desequilibrios y riesgos de insostenibilidad fiscal crecientes, lo cual ha venido amenazando bases democráticas y de bienestar social en ese país. 

Desde entonces, la dinámica política y social de Centroamérica ha demostrado ser muy activa, siempre con un vínculo con la forma en que las élites y los estamentos de poder configuran, controlan o influyen en la política fiscal. Y con ello, el libro ha aportado elementos de análisis y conclusiones que guardan relación con aspectos de la evolución del acontecer político en Centroamérica, en algunos casos, incluso anticipándolos. 

En abril de 2015, solo dos meses después de la primera presentación pública del libro en Guatemala, el país se vio sacudido por eventos extraordinarios ocasionados por las capturas que el Ministerio Público (mp) y la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (Cicig) realizaron en el marco de un escándalo de corrupción en la administración tributaria y aduanera guatemalteca, detonando una crisis política mayúscula. Es relevante que plazapublica.com.gt/content/usan-o-abusan-los-ricos-del-poder-fiscal
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los acontecimientos acaecidos en Guatemala en 2015 

hayan tenido como punto de partida, justamente, un caso de control y captura de una de las instituciones más importantes para la implementación de la política fiscal, uno de los temas abordados en el capítulo dedicado al caso de este país. La misma tendencia se observa en los casos investigados y perseguidos penalmente por el mp y la Cicig en 2016, 2017 y 2018, relacionados con anomalías en los contratos de inversión pública en infraestructura y el financiamiento electoral ilícito, precisamente la segunda variable analizada en el capítulo dedicado a Guatemala. 

El libro ilustra cómo las élites han buscado ejercer control sobre la política fiscal para socializar costos privados, una práctica que en la Nicaragua actual está dando un giro inquietante. En febrero de 2019, el Gobierno nicaragüense incrementó los impuestos con el propósito de cubrir los costos asociados con la crisis política y social desatada en 2018; sin embargo, si se siguen el análisis y las conclusiones del capítulo dedicado a este país, podrán entreverse los mismos objetivos y prácticas en las élites que ejercieron el poder en Nicaragua durante la década de 1990 y el inicio de la década de 2000, por un lado, y la actual élite emergente y enquistada en el régimen del presidente Ortega, por el otro. 

Las enormes dificultades para aprobar una reforma tributaria en Guatemala, también estudiadas en el libro, parecieran estarse reproduciendo en Costa Rica. Por un lado, la Sala iv de lo Constitucional costarricense remeda a la Corte de Constitucionalidad guatemalteca en cuanto a un rol activo, desmontando y expulsando del ordenamiento jurídico diversos intentos de reformar el sistema tributario (lo cual es urgente). Y cuando en agosto de 2018 Costa Rica logra la aprobación de una reforma tributaria, el paralelismo con el caso guatemalteco estudiado en el libro 
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es relevante en tanto que lo aprobado resulta ser una versión debilitada de las propuestas originales. Es decir, asistimos a los mismos fenómenos políticos, pero en países, momentos y circunstancias particulares distintos. 

En El Salvador, el ocaso del gobierno del partido de la exguerrilla, el Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (fmln), y con ello el fracaso por reformar la estructura fiscal heredada de los gobiernos de la Alianza Republicana Nacionalista (Arena), muestra la profundidad con la que esa estructura fue configurada bajo el control de las élites décadas atrás; y quizá mucho peor: cómo una élite emergente, llamada a reformarla, pudo haber optado por acomodarse, manteniéndola. Así, incluso el gobierno de la otrora guerrillera y luego opositora izquierda de El Salvador conservó elementos de la estructura fiscal diseñada por los tanques de pensamiento de la élite al final de la década de 1980, incluyendo, por ejemplo, la ausencia de un impuesto predial que grave el patrimonio. 

Después del golpe de Estado de 2009, Honduras volvió a vivir una crisis política grave con la reelección en  2017 del presidente Juan Orlando Hernández, algo que la  Constitución Política  prohibía explícitamente. Con semejante debilidad, en Honduras la política fiscal continúa siendo una expresión del poder de las élites, por un lado incapaz de erradicar exenciones fiscales onerosas y abusivas pero, por el otro, agudizando la injusticia de un sistema tributario regresivo. Todo esto concede una actualidad perniciosa al análisis contenido en el capítulo dedicado a Honduras. 

En todos los casos, los hechos apuntan a la validez de una de las principales conclusiones del libro: las formas en que las élites ejercen poder para configurar, controlar o influenciar la política fiscal constituyen fenómenos dinámicos, los cuales abarcan aspectos diversos de la 
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fiscalidad pública que incluyen el tributario, el gasto o el crédito públicos. Quizás por ello la demanda por este trabajo persiste, y se hace necesaria y justificada una segunda edición, lo cual confirma que el estudio de la política fiscal es una suerte de ventana desde la cual el analista estudioso puede acercarse a entender el comportamiento de las élites y los estamentos de poder en Centroamérica. Es decir, en la región continúa siendo válida una de las hipótesis centrales del libro: que la política fiscal constituye una de las principales –si es que no la principal– relación del Estado con la sociedad. 

El Icefi agradece muy sinceramente el generoso apoyo financiero de Oxfam, que nos permite ofrecer la segunda edición de este libro de manera gratuita y, con ello, accesible a todo el público. 

Al publicarse esta segunda edición en 2019, este pró-

logo no puede concluir sin un homenaje de agradeci miento y admiración a Edelberto Torres-Rivas, quien, como ya mencionamos, sin duda ha sido nuestro crítico más insigne, y quien falleciera el 31 de diciembre de 2018. Este libro llevará siempre sus comentarios y críticas como aliciente inequívoco para continuar estudiando las complejidades de la realidad de Centroamérica, algo a lo que Edelberto dedicó su vida con un legado extraordinario y valiosísimo. 

Guatemala, Centroamérica, 

febrero de 2019

una peRspectiva Regional sobRe la inteRvención de las élites 

económicas centRoameRicanas   

en la política fiscal

introducción

Metodológicamente, podría pensarse que un análisis regional de la política fiscal requeriría el análisis económico de las principales variables fiscales, las mismas en cada país, con el propósito de lograr comparaciones consistentes desde una perspectiva regional. Este libro no hace esto. 

En los capítulos subsiguientes se presentan estudios de caso para Guatemala, El Salvador, Honduras, Nicaragua y Costa Rica, y en cada uno se analiza la evolución durante las últimas décadas de dos variables fiscales, las cuales no necesariamente son las mismas para todos los países estudiados. 

Entonces, ¿qué valor agregado puede ofrecer el análisis regional de la evolución del gasto público y los privilegios fiscales en Costa Rica, la estructura de la carga tributaria y el endeudamiento público en El Salvador, la carga tributaria y la inversión pública en infraestructura en Guatemala, el gasto tributario en Honduras, la deuda interna y el gasto tributario en Nicaragua? ¿Qué tienen en común? ¿Es posible extraer conclusiones consistentes del análisis de un conjunto de variables tan disímiles y que seguramente no son una muestra representativa de la fiscalidad pública en la región? Si se trata de un análisis con las técnicas y 1
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herramientas de las ciencias económicas tradicionales, seguramente no. 

Pero el propósito de este libro no es practicar el análisis económico tradicional para lograr un estudio o compendio sobre fiscalidad pública en Centroamérica. Otras publicaciones del Icefi logran ese cometido con la debida especialización y rigurosidad, propia de estudios serios en el campo de las ciencias económicas.1 El objetivo de este libro es acercarse a comprender la evolución de las élites y el ejercicio del poder en Centroamérica por medio del análisis de aspectos relevantes de la política fiscal en los países de la región, es decir, la lucha por el poder en la “arena fiscal” centroamericana. Por esta razón las variables fiscales elegidas para cada país son relevantes no desde una perspectiva del análisis económico tradicional, o con el propósito de tabular cifras comparables, sino porque evidencian o son clave para entender las acciones de una élite económica en la búsqueda de sus objetivos o en la implementación de su agenda de intereses, acciones que necesariamente incluyen la influencia o control de la política fiscal. 

Que una élite económica  necesite influenciar o controlar la política fiscal para ejercer su poder, es un hecho bien entendido. Según Schneider (2013), «la construcción del Estado es más importante, y a la vez más difícil, en una época en la que los recursos, la información, los productos y (a veces) las personas fluyen a través de las fronteras con mayor rapidez que nunca. En tales circunstancias, las tareas de construcción del Estado deben volver a emprenderse poniendo en tela de juicio las responsabilidades de los Estados con sus ciudadanos, las responsabilidades 1. Por ejemplo, consúltense los informes centroamericanos de política fiscal. 
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de los Estados con quienes detentan el capital, y sus responsabilidades con otros Estados. Ningún aspecto refleja estos potenciales conflictos con mayor claridad que la política fiscal, a través de la cual las autoridades estatales reúnen los recursos necesarios para gobernar y negocian, en el proceso, las contribuciones de los ciudadanos. Los ciudadanos forman grupos y asociaciones para negociar sus obligaciones y los beneficios que esperan a cambio, y establecen instituciones políticas para formalizar estas relaciones entre el Estado y la sociedad. Los conflictos por los impuestos son un buen punto de partida para evidenciar que los sectores emergentes, como resultado de su integración mundial, están llevando a cabo una agenda para la construcción del Estado. Los impuestos expresan en términos fiscales las maneras en que se organizan los grupos y cómo avanzan en un proyecto para sus Estados; y es a través de los impuestos que podemos identificar si se está desarrollando una construcción del Estado, y de qué manera. La política fiscal institucionaliza quiénes pagan por cuáles beneficios y quiénes los disfrutan.»

Sin duda, Schneider logró un gran salto adelante en el estudio y comprensión de la influencia de las élites centroamericanas sobre los sistemas tributarios en la región. Sin embargo, como el propio Schneider muestra a profundidad, las élites centroamericanas no son homogéneas, y existe diversidad en cuanto a sus intereses y agendas. Y de forma consistente, es diversa también la forma en que han buscado influenciar la construcción de los Estados vía la política fiscal, no sólo en el componente tributario, sino también a través del gasto o el endeudamiento públicos. Así, este libro se apoya y parte en gran medida del trabajo de Schneider, para lanzarse a explorar la evolución de las élites centroamericanas y su ejercicio del poder, también en otras áreas de la política fiscal. 
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Desde la perspectiva de la comprensión de cómo las élites en cada país de la región centroamericana han buscado alcanzar sus objetivos e intereses es que, aunque la obtención de privilegios fiscales en Costa Rica, Honduras y Nicaragua, la descentralización de la inversión pública en infraestructura en Guatemala, la política de endeudamiento público en El Salvador y Nicaragua, la estructura de la carga tributaria en El Salvador y Guatemala, en rigor del análisis económico son fenómenos distintos, este libro busca notar que su evolución en el tiempo obedece, y se explica por el mismo fenómeno político. Es decir, la evolución de las variables fiscales seleccionadas, aunque diferentes por su naturaleza económica fiscal, se explica por los esfuerzos de las élites económicas por ejercer el poder, alcanzar sus objetivos y satisfacer sus intereses. 

En este contexto existe diversidad de objetivos, métodos y, sobre todo, resultados en la forma en que las élites centroamericanas han ejercido influencia sobre la política fiscal. Así, sin pretender comparaciones entre variables fiscales, los estudios de caso en los cinco países permiten identificar los siguientes objetivos comunes: 1)  Adecuar la política fiscal para maximizar ganancias, argumentando estímulo a actividades productivas, crecimiento económico y generación de empleo; 2)  Socializar costos privados al cubrirlos con deuda pública u otras distorsiones en la política fiscal; 3)  Conformar la política fiscal al servicio de objetivos empresariales privados de expansión, consolidación o migración a otras actividades o sectores. 

A continuación se analizarán estos objetivos, estudiando los métodos o formas en los que se buscó influenciar o controlar la política fiscal. El análisis regional permitirá ver que los resultados de estos esfuerzos de las élites han 
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sido diversos, y con ello, ilustrar precisamente su evolución en las últimas décadas. 

1. 

AdecuAr lA políticA fiscAl   

pA r A m A x i m izA r gA nA nci As, 

A rgum entA ndo est í m ulo A 

Ac t i v i dA des product i vAs, 

cr eci m i ento económ ico y 

gener Ación de em pleo



Estrechamente vinculado al debate ideológico en cuanto al efecto del gasto público y la tributación sobre el crecimiento, el tamaño del Estado y el desarrollo económico en general, en la que por un lado una visión tipo neokeynesiana considera que el gasto público y un Estado fuerte contribuye al crecimiento, y en contraposición, visiones tipo neoclásicas o liberales que abogan por un Estado mínimo y efectos perniciosos del gasto público y la tributación sobre el crecimiento y la actividad económica. 

Así, en casi todos los países el empresariado privado argumenta y ha gestionado privilegios fiscales, típicamente exenciones o exoneraciones, como un mecanismo para incentivar a sectores económicos específicos. 

La evolución de las teorías y corrientes de pensamiento económico influyen significativamente en Centroamérica. 

El abandono del modelo de sustitución de importaciones y la adopción de políticas de estímulo fiscal al sector exportador dieron paso y contexto a expresiones de poder importantes en la región. Sin embargo, la búsqueda de un trato fiscal privilegiado entre el Estado y el sector exportador en Centroamérica no siempre se ha expresado a través de 
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exenciones o exoneraciones tributarias. Los exportadores centroamericanos también han obtenido privilegios fiscales por el lado del gasto público. Por ejemplo, los denominados certificados de abono tributario (cAt) en el caso de Costa Rica, constituyeron subsidios estatales para los exportadores, los cuales al final de la década de 1980 se situaron en torno al 1% del pib y superaron el 6% del gasto del gobierno central. Las cifras dan cuenta que, de 1986 a 1998, en promedio el 17.1% de las transferencias corrientes se destinó a los exportadores de productos no tradicionales. 

La élite exportadora costarricense tuvo éxito, ya que los certificados lograron un impacto significativo en el incremento de las exportaciones de productos no tradicionales a terceros mercados, logrando un aumento importante, pero no sostenido en el empleo y un incremento de la inversión de capital nacional y extranjero destinada las actividades económicas favorecidas. Sin embargo, los beneficios se concentraron en un espacio económico limitado y en un grupo relativamente pequeño de empresas que recibieron la mayor cantidad de beneficios. Es decir, si bien el objetivo propuesto se logró relativamente, quienes al final concentraron los beneficios del incentivo fueron los sectores, empresas y regiones que siempre habían presentado una situación de relativo privilegio: empresas grandes ubicadas en la región central de Costa Rica (la zona de mayor riqueza relativa). 

Sin embargo, el caso de los cAt costarricenses es más una excepción. La forma principal en la que las élites centroamericanas han buscando incrementar sus ganancias influyendo en la política fiscal ha sido por medio de regímenes especiales como los de maquila y zona franca, en los cuales los beneficiarios gozan de exenciones de impuestos, un esquema impulsado por sectores empresariales de todos los países de la región. Sin embargo, el caso de Honduras muestra cómo una élite económica ha 
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logrado incrementar sus beneficios económicos a través de privilegios fiscales mucho más allá de lo que ofrecen los regímenes de maquila y zona Franca. Según Gómez-Sabaini,  et al. (2012), las distorsiones de las exenciones de impuestos «[…] parecen superar ampliamente a los beneficios generados debido al aumento de la corrupción, el incremento en la evasión impositiva, las dificultades para administrar los principales impuestos y el aumento de la regresividad del sistema tributario dado que, en general, una parte considerable de los beneficios que implican las exoneraciones establecidas son aprovechados por los contribuyentes con mayores niveles de ingreso de la sociedad.»

El desorden y la manipulación de la política fiscal resultante de las acciones de la élite económica hondureña por maximizar sus ganancias alcanzó tal punto, que en la Ley para el Fortalecimiento de los Ingresos, Equidad Social y Racionalización del Gasto Público, aprobada por el Congreso Nacional en marzo de 2010, se pedía a los beneficiarios que se inscribieran en el Registro de Exoneraciones (Icefi, 2012:  78). En otras palabras, el Estado hondureño no conocía, ni controlaba el monto total de las exoneraciones. Los datos, aún con la falta de estadísticas que podrían subestimarlos, permiten concluir que en el caso hondureño, pero de forma similar en el resto de países de la región, los argumentos que supuestamente justificaban las exenciones de impuestos, más que un instrumento de política pública, constituyen privilegios injustificados para grupos de la élite económica con acceso al poder político. 

El caso nicaragüense ilustra que las élites no sólo han accionado para la creación o ampliación de privilegios fiscales, sino también para bloquear su eliminación, como una forma de maximización de ganancias. El análisis muestra que desde 1992, consultores del Fondo Monetario 
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Internacional (fmi) propusieron el desmantelamiento de las exenciones y el trato fiscal especial en Nicaragua (fmi, 2000, 2010). Sin embargo, ni la influencia del fmi a través de la promoción de las políticas fiscales del Consenso de Washington –que incluyen, entre otros aspectos, el principio de la generalidad y neutralidad del sistema impositivo–, ni importantes reformas fiscales realizadas en los últimos quince años, han logrado modificar la prevalencia histórica en Nicaragua de exoneraciones, ni el trato fiscal especial, que favorecen a determinados sectores económicos, en detrimento de otros. La élite empresarial logró influir de manera determinante para que prevalecieran exenciones fiscales especiales durante el proceso de discusión en la Asamblea Nacional y por medio de cabildeo (lobby) directo de los empresarios con el Poder Ejecutivo. 

Con la finalidad de preservar las ganancias extra derivadas de privilegios fiscales, el empresariado nicaragüense incluso ha demostrado su capacidad de acoplarse a los vaivenes políticos. Durante la década de 1980, aunque se incrementaron las tasas del impuesto a la renta y no se impulsaron nuevas medidas tributarias a favor de los empresarios, el denominado grupo de los «empresarios patrióticos» fue ampliamente favorecido con créditos otorgados por la banca estatal, con tasas de interés reales negativas, condonaciones de deudas y asignaciones de divisas a un tipo de cambio sobrevaluado. La cúpula empresarial se ha representado a sí misma y negociado directamente con el gobierno de turno. Aunque naturalmente más inclinada a favor de los gobiernos liberales del período 1990-2006, dada la continuidad en las políticas de libre mercado durante 2007-2012, el entendimiento y la colaboración entre el empresariado y el gobierno del izquierdista presidente Ortega han sido más estrechos que lo que se observó durante los gobiernos liberales. 
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Esto ilustra que en la consecución del objetivo de maximizar ganancias, no sólo gana la élite económica: otros sectores pueden resultar beneficiados al procurar los intereses de la élite. El caso nicaragüense es emblemático, en el sentido que el gobierno ha mantenido los tratamientos fiscales especiales, para con ello mantener una alianza estratégica con el gran capital. 

Además del lobby político o legislativo para el bloqueo de reformas dirigidas a eliminar privilegios fiscales, una de las modalidades más arraigadas en las élites económicas centroamericanas para alcanzar su objetivo de maximización de ganancias es el bloqueo de otro tipo de reformas, especialmente las orientadas a elevar la carga tributaria. 

Además del “tradicional” cabildeo o lobby durante el proceso legislativo, un mecanismo usado intensivamente por las élites centro americanas para el bloqueo de reformas tributarias es la impugnación judicial o en tribunales constitucionales, de forma particularmente intensiva en los casos costarricense y guatemalteco, pero con casos notables en todos los países de la región. El caso guatemalteco es analizado a profundidad en este libro, el cual destaca desde un punto de vista estructural, porque la influencia de las élites económicas fue patente en 1985 cuando se redactaron artículos constitucionales especiales para la protección de los derechos de los contribuyentes, pero también en la naturaleza e integración de una todopoderosa Corte de Constitucionalidad, ante la cual es sumamente fácil accionar en contra de la legislación.2

2. La Ley de Amparo, Exhibición Personal y Constitucionalidad establece que cualquier persona, con el auxilio de tres abogados colegiados activos, tiene legitimación para plantear la inconstitucionalidad de leyes, reglamentos o disposiciones de carácter general. 

10

 Política fiscal: expresión del poder de las élites... 

Las facilidades para impugnar legislación ante la Corte de Constitucionalidad guatemalteca le otorgaron un importante y significativo poder de veto a quien tuviese la capacidad técnica (o recursos económicos para contratar especialistas con capacidad técnica) de preparar acciones de inconstitucio nalidad, pero sobre todo, a quien tiene poder para presionar o incidir en las decisiones de un pequeño grupo de magis trados constitucionales.3 La élite económica guatemalteca ha hecho uso intensivo de este poder de veto, prácticamente desde 1985 en que se promulgó la Constitución, y en numerosos y diversos ámbitos, pero destaca notoriamente el uso de la acción de inconstitu ciona lidad para impugnar la legislación aprobada resultado de reformas tributarias. 

Pero como se mencionó arriba, la impugnación de la legislación tributaria ante tribunales constitucionales no es exclusiva de Guatemala como forma en la que las élites han ejercido el poder e influencia. Durante la década de 1980, la élite económica salvadoreña accionó en contra de reformas tributarias de manera similar a la registrada en Guatemala y Costa Rica. Sin embargo, durante esa década la élite económica salvadoreña registró una evolución que la distinguió de los grupos de poder económico tradicional en Guatemala y Costa Rica. 

En el Salvador, la élite tradicional diseñó estrategias para transitar de un accionar “destructivo” de maximizar ganancias impugnando legislación tributaria, a uno 

“constructivo” mediante el desarrollo de capacidades técnicas y la captura del Estado a través de un proyecto político partidario y la generación e implementación de 3. En el caso guatemalteco, la Corte de Constitucionalidad está integrada por cinco magistrados titulares, cada uno de los cuales tiene un suplente. 
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políticas de Estado favorables a sus intereses. Desde el inicio de la década de 1990 y con el final de la guerra civil en 1992, la élite salvadoreña configuró el sistema tributario desde los Poderes Legislativo y Ejecutivo, logrando la implementación de una agenda diseñada desde un tanque de pensamiento, también bajo su control o influencia. Aunque sin duda este “modelo” salvadoreño significó éxitos para la élite económica por más de una década, su sostenibilidad en el tiempo dependía del éxito electoral de su partido po lí tico. Sin embargo, aún cuando la élite económica salvadoreña ha perdido su influencia en el gobierno luego de derrotas electorales, continúa sin enfrentar una reforma tributaria suficientemente profunda que quiebre el modelo de acumulación diseñado en la década de 1980, e implementado en la década de 1990. 

Los estudios de caso revelan que, independiente de la herramienta o del canal usado, las élites tradicionales centroamericanas han buscado alterar o influenciar la política fiscal de conformidad con su interés básico de incrementar ganancias. Esta es una motivación muy fuerte, o quizá natural en el empresariado de la región, recurriendo a medios diversos según sus estrategias, costos y capacidades. 

Un interés común detrás de estrategias tanto constructivas (como legislación de privilegios fiscales o reformas «a la medida» de los intereses de un sector con poder), o des-tructivas (como la impugnación de legislación). 
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2. 

sociAlizAr costos privAdos Al 

cu br i r los con deudA públicA u ot r As distor siones en l A polít icA fiscA l En muchos casos, para las élites económicas centroamericanas los privilegios fiscales, el bloqueo de reformas tributarias o la captura de la capacidad legislativa y ejecutiva del Estado, han sido formas para maximizar sus ganancias en su estructura y capacidades existentes. En su discurso y visión ideológica, una política fiscal blanda supuestamente estimula el crecimiento y su expansión. Sin embargo, muchas veces esto resulta «insuficiente» para cubrir los costos de competir en mercados en proceso de globalización, con lo cual otro de los objetivos de las élites centroamericanas ha sido influenciar o manipular la política fiscal para cubrir los costos de su expansión, transformación o modernización, para insertarse en las condiciones más ventajosas posibles en la economía globalizada, en el mejor de los casos. En otros, cuando las élites centroamericanas han sufrido pérdidas, han buscado manipular la política fiscal a fin de cubrirlas con recursos públicos, demasiadas veces provenientes de regímenes tributarios regresivos. 

El caso de la evolución de la deuda interna nicaragüense es emblemático como ejemplo de cómo la élite manipuló decisiones de política fiscal para socializar costos privados. 

Por un lado, en 1993 el Gobierno emitió bonos del Tesoro para indemnizar o compensar los bienes confiscados por la Revolución de la década de 1980, y por otro, al final de la década de 1990 el Banco Central y el Gobierno Central emitieron bonos para cubrir las quiebras de varios bancos privados entre 1999 y 2001. En ambos casos, las élites económicas y políticas nicaragüenses entraron en un acuerdo para proteger los intereses de la estructura de 
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poder dominante, argumen tando razones de Estado y de estabilidad financiera para la contratación de deuda interna. 

El costo económico de este arreglo entre élites se reflejó, y aún se refleja, en el presupuesto nicaragüense. 

La debilidad del Gobierno de la presidenta Chamorro y la fortaleza del Frente Sandinista de Liberación Nacional 

–que al inicio de la década de 1990 continuó controlando a la Policía y a las Fuerzas Armadas– lideraron en Nicaragua la devolución de los bienes confiscados a sus antiguos propietarios, inclusive a los no vinculados con la familia Somoza. Lo anterior llevó al Gobierno a convocar un proceso de concertación y a la emisión gradual, pero masiva, de bonos de pago por indemnización (bpi) a veinte años plazo y al 3% de interés. Los bpi tenían el objeto de compensar a los confiscados de la década de 1980, ya que no era factible la devolución de sus bienes. La emisión de bonos fue el origen de la deuda interna de Nicaragua en la que el déficit fiscal se financió con emisión monetaria. 

La primera emisión de los bpi nicaragüenses tuvo lugar en 1993, a un plazo de quince años. Los saldos de la deuda interna por emisión de los bonos alcanzaron en 2003 los us$ 853 millones (alrededor de 19% del pib). El servicio (capital e intereses) de esta deuda se incorporó al Presupuesto General de la República, alcanzando los us$  124.5 millones en 2007, equivalentes al 11.4% del gasto total del gobierno central. En 2008 y 2009, el servicio de los bpi fue equivalente al 10.2% del gasto total del gobierno central en esos mismos años. Los bienes expropiados fueron, en su mayor parte, privatizados durante la denominada «piñata» a inicios de la década de 1990, por lo que el costo del pago de los bpi (muy elevado con relación al reducido presupuesto del gobierno central), fue socializado a través del pago de su servicio en el presupuesto general de la República. 
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Sin embargo, el caso de los bpi no ha sido el único en el que costos privados se han socializado en Nicaragua a través de la deuda pública interna. Como consecuencia del cambio de gobierno en 1990, se creó nuevamente una banca comercial privada y la banca estatal desapareció durante el período 1990-2011. Los propietarios de los nuevos bancos privados incluían a actores tanto de las viejas como de las nuevas élites económicas nicaragüenses. 

Entre las primeras se encontraban algunos empresarios que emigra ron en la década de 1980 y, entre las segundas, había una mezcla de empresarios sandinistas y antiguos funcionarios de la banca estatal. Entre 1990 y 2001 tuvieron lugar varias quiebras bancarias, muchas de ellas resultado de operaciones fraudulentas y contrarias a las normas prudenciales y leyes bancarias vigentes. Sólo en el aparatoso caso de la quiebra del Interbank, cuyos directivos tenían estrechas relaciones con el fsln, la Superintendencia de Bancos estimó inicialmente que las pérdidas que ocasionó al Estado la quiebra de Interbank superaron los us$ 220 millones. Los cuatro principales bancos quebrados representaban el 38% de los activos del sistema bancario y manejaban el 48% de la cartera neta de créditos (Banco Central de Nicaragua,  Boletín financiero, diciembre de 2001). 

El procedimiento adoptado por el Estado nicaragüense para absorber estas pérdidas cambiarias incluyó medidas por parte de la Superintendencia de Bancos y del Banco Central de Nicaragua (bcn), los cuales promovieron que otros bancos privados adquirieran los activos y pasivos de los bancos en quiebra. Dado que los pasivos resultaron mayores que los activos, el bcn procedió a la emisión de certificados negociables de inversión (Cenis), a elevadas tasas de interés, para cubrir la brecha entre los activos y pasivos asumidos por el banco adquirente. Los bancos 
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adquirentes fueron motivados a obtener la mejor cartera de los bancos quebrados para ampliar sus operaciones, escogiendo únicamente a los mejores clientes de aquellas entidades en liquidación. El total de deuda pública emitida en la forma de Cenis entre 2000 y 2003 ascendió a us$ 

814 millones (19.8% del pib de 2003). Aunque los bonos que resultaron de las quiebras bancarias fueron emitidos por el bcn y aparecen como pasivos de esa entidad, el responsable de esa deuda fue el gobierno central, razón por la cual anualmente se incorpora su pago en el presupuesto general de la República (bcn, 2004). 

Este mecanismo de socialización de pérdidas de la banca privada nicaragüense fue anómalo, ya que la naturaleza de los Cenis era controlar la liquidez de la economía vía operaciones de mercado abierto y no para cubrir deudas bancarias. Ni la Ley Orgánica del Banco Central ni la Ley de la Superintendencia de Bancos, las facultaban a crear deuda interna para cubrir deudas bancarias. En caso de insolvencia de instituciones financieras debió seguirse el procedimiento establecido en la Ley de la Superintendencia de Bancos. Además de esta ilegalidad, el Gobierno de los presidentes Alemán y Bolaños concedieron garantía al bcn para cubrir los bonos emitidos ante las quiebras bancarias, y luego, en 2002 se acordó que el Estado asumiría el pago de los Cenis emitidos por el  bcn para cubrir la brecha entre activos y pasivos asumidos por los bancos adquirentes, y que se pagaría al bcn los saldos deudores que resultasen de la liquidación de los activos. Las juntas liquidadoras de las entidades quebradas debían transferir al bcn dichas liquidaciones. 

Sin embargo, la Constitución de la República de Nicaragua establece que el presidente no tiene más facultades que las que le otorga la ley y que la creación de deuda pública interna era y es una facultad exclusiva de la Asamblea 
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Nacional, por lo que la deuda interna generada es, además, ilegal. 

Este caso nicaragüense destaca por la agresividad y flagrancia con la que se recurrió a la deuda pública para cubrir las pérdidas derivadas de las quiebras bancarias, y así salvaguardar la estabilidad financiera y proteger los intereses de las élites. Las pérdidas resultantes de las quiebras bancarias fueron socializadas e incrementaron sustancialmente la deuda interna, la cual está siendo pagada por los contribuyentes nicaragüenses, principalmente consumidores, trabajadores y comerciantes. Sin embargo, lamentablemente no es el único. En el libro se destaca también el caso del saneamiento de la banca salvadoreña, a cuenta de costos fiscales. 

En 1989, la Fundación Salvadoreña para el Desarrollo Económico y Social (Fusades) publicó «Hacia una economía de mercado en El Salvador: bases para una nueva estrategia de desarrollo económico y social», conteniendo la estrategia financiera diseñada para El Salvador, en la que «[...] una vez saneada la situación actual de los bancos y fortalecido el organismo fiscalizador será posible entrar en una política de privatización de la banca y posteriormente en la apertura de nuevas instituciones privadas». Esta publicación de Fusades se convirtió en el mapa de las medidas neoliberales para desarrollar al país, que se ejecutarían durante la década de 1990. Para justificar la privatización de la banca, en 1989 el Gobierno del presidente Cristiani argumentó que la crisis de insolvencia del sistema financiero se debía a la intervención del Estado y a su incapacidad administrativa de realizar, de manera eficiente, tareas de intermediación financiera. Sin embargo, entre estos argumentos nunca se consideró el grado de responsabilidad de muchos deudores que lograron que las entidades a nacionalizar les 
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concedieran créditos cuantiosos, que nunca pagaron, pese a tener capacidad suficiente para hacerlo. 

De acuerdo con los intereses del sector de la élite salvadoreña que tenía planeado comprar los bancos a privatizar al inicio de la década de 1990, se estableció una agenda previa a la privatización que garantizara los altos niveles de rentabilidad esperados. Naturalmente, una de las condiciones previas a lograr era el saneamiento de las carteras crediticias de los bancos y financieras estatales, plagadas de activos tóxicos vinculados a créditos otorgados en los días anteriores al Golpe de Estado de octubre de 1979 y previo al proceso de nacionalización de bancos privados operado en marzo de 1980. Previo a la nacionalización, las autoridades de los bancos privados autorizaron créditos cuantiosos a personas con capacidad de pago suficiente, que luego incumplirían las obligaciones con los bancos luego nacionalizados. 

Este proceso se desarrolló en varias etapas: reestructuración administrativa y gerencial; evaluación de la cartera de crédito, que según los estudios realizados, al 31 

de diciembre de 1989 la mora crediticia del sistema financiero alcanzaba aproximadamente us$  760 millones, y ocasionaba pérdidas por más de us$ 540 millones; aprobación de la Ley de Saneamiento y Fortalecimiento de Bancos Comerciales y Asociaciones de Ahorro y Préstamo (Fosaffi), la cual autorizó al Banco Central de Reserva (bcr, banco central salvadoreño) la emisión inicial de bonos por valor de us$ 164.7 millones, lo cual incrementó el déficit cuasifiscal del país, y posteriormente autorizó al bcr emisiones adicionales de bonos, por us$ 100 

millones y us$ 23.5 millones al Ministerio de Hacienda. 

Con estas emisiones, la cobertura de las pérdidas generadas por los préstamos fraudulentos de 1979 y 1980 

totalizó us$ 288.2 millones, constituyendo la socialización 
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de pérdidas y abusos privados mediante una deuda pública que impactó los déficit fiscal y cuasifiscal de El Salvador. La tasa de interés de los bonos de saneamiento emitidos por el bcr fue del 14% (costo del financiamiento del déficit cuasifiscal), y el Fosaffi quedó designado como el ente encargado de recuperar los fondos. Con el endeudamiento público aprobado en la ley del Fosaffi de El Salvador se sanearía la cartera de los bancos estatales y, con ello sus acciones resultarían atractivas para los agentes privados. 

Estos casos en Nicaragua y El Salvador, pero con otros similares en el resto de países de la región, resultan profundamente injustos desde el punto de vista de la política fiscal. La injusticia radica en el hecho que la deuda pública tarde o temprano la pagan los contribuyentes, y debido a las estructuras predominantemente regresivas que caracterizan a los sistemas tributarios centroamericanos, quienes tienen menor capacidad de pago, pagan propor-cionalmente a sus ingresos más impuestos que quienes tienen mayor capacidad contributiva, y con ello, cargan con el servicio de la deuda pública en una fracción mayor, relativa a sus ingresos. 

3. 
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Según el pensamiento económico liberal o neoclásico, el Estado y los impuestos son elementos nocivos o perjudiciales 
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para el crecimiento económico y el desarrollo sano del sector empresarial privado. Sin embargo, la evidencia muestra que este no siempre es el caso, ya que los empresarios centroamericanos en muchas ocasiones se han servido del Estado para alcanzar sus objetivos de expansión, consolidación o migración a otras actividades o sectores económicos y de negocios. 

Un caso emblemático es el sector construcción guatemalteco, el cual durante la década de 1990 buscó hacerse del control de las decisiones sobre el presupuesto de inversión pública para obtener ventajas sobre sus compe tidores y sobre otras actividades económicas y, por su puesto, conseguir mayores ganancias. Uno de los mecanismos usados por la Cámara Guatemalteca de la Construcción (cgc) para este propósito fue lograr que sus miembros ocuparan puestos importantes en el Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda (civ), especialmente durante las administraciones de los presidentes Arzú (1996-1999) y Berger (2004-2007). Este nivel de influencia y control, sumado al capital y capacidades, permitió que las empresas agremiadas en la cgc aseguraran la adjudicación de contratos estatales para la ejecución de proyectos de obras públicas de gran envergadura. 

Adicional a la captura de entidades del Estado, el sector de los empresarios constructores guatemaltecos buscó instrumentalizar el proceso de descentralización del Estado para adaptarlo a sus intereses. Por un lado, el gobierno del presidente Arzú implementó un procedimiento de retiro voluntario para los trabajadores de la Dirección General de Caminos (dgc) del civ, con lo cual desmanteló muchas de sus capacidades. Por otro, la cgc incidió fuertemente para que el Gobierno creara la Unidad de Conservación Vial, con un fideicomiso del mismo nombre como ente ejecutor de fondos del presupuesto, 
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un segundo factor clave para el crecimiento de un sector emergente de contratistas. El fideicomiso de Covial facilitó y simplificó enormemente los mecanismos de contratación, con lo cual, por un lado se aceleró significativamente el crecimiento de la inversión pública en infraestructura vial y el acceso a los contratos por parte de los empresarios grandes y tradicionales de la cgc y, por el otro, se permitió una enorme diversificación, desconcentración y descentralización de los contratistas, muchos de ellos extrabajadores de la dgc, cesados durante la reforma estructural de esa entidad. 

La «democratización» del acceso a los contratos estatales de inversión pública en infraestructura vial que permitió la creación del Covial y el desmantelamiento de la  dgc, suponía una estrategia para la expansión de la cgc, cuyos miembros accederían con mayor agilidad y facilidad a contratos de obras en el presupuesto de inversión pública. Sin embargo, este proceso también significó el surgimiento de contratistas ubicados en el interior del país (descentralización geográfica acelerada). Poco a poco, estos nuevos contratistas se vincularon con poderes económicos y políticos locales, incluyendo no solo a empresas formales, sino también a ong al margen del control estricto (pero también burocrático) que exigía la Ley de Contrataciones del Estado en el caso de los contratos con la dgc. Este sector emergente de nuevos contratistas en Guatemala, si bien atomizado en empresas y ong pequeñas y con acceso a contratos casi exclusivamente en el ámbito local, en conjunto puede que hoy cuente con un capital acumulado que exceda al de los empresarios grandes y formales agremiados a la cgc. Pero más que poder económico, hoy gozan de mayor influencia y poder político, ganados vía el financiamiento de campañas electorales de candidatos a cargos en gobiernos locales o diputaciones 
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distritales: invertir capital económico para ganar cuotas de poder político. 

Los datos en la investigación del caso de Guatemala son notables. En 1998, las empresas contratistas que trabajaban para Covial eran alrededor de 84; la mayoría empresas nuevas surgidas a partir del desmantelamiento de la dgc y que no estaban agremiadas en la Asociación Guatemalteca de Contratistas de la Construcción (Agcc), una de las dos asociaciones principales de la cgc. Para 1999, el número de contratistas de Covial casi se había cuadriplicado (328 empresas). En 2012, el Registro de Precalificados del civ reportaba 6,072 contratistas activos con la dgc y Covial, cifra que en noviembre de 2013 

mostraba una reducción sustancial luego de un proceso de depuración de ese registro, hasta llegar a 2,092 

contratistas. La Agcc reporta que en 2012 contaba con 76 asociados, de los cuales, según el reporte de noviembre de 2013, solamente 44 figuraban como contratistas activos en el Registro de Precalificados del civ. 

Estas cifras evidencian un crecimiento muy acelerado en el número de contratistas del civ durante el período 1998-2013, es decir, un crecimiento vertiginoso en el número de oferentes en el mercado de los contratos estatales de inversión en infraestructura. Sin embargo, la demanda reflejada en el presupuesto de inversión pública en infraestructura se había reducido como porcentaje del pib (al caer del 5.8% del pib, en 1999, al 3.3% , en 2012). 

Desde una perspectiva política, el crecimiento tan grande en el número de contratistas es un factor que ha incidido en que la cgc tenga una cuota cada vez más pequeña de poder político. Por su origen y naturaleza, los contratistas emergentes capturaron la cuota creciente de poder político derivada de las facultades de las municipalidades y los 
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Consejos Departamentales de Desarrollo, para tomar de-ci siones en la inversión pública. 

Este es un ejemplo relevante porque, si bien un sector de la élite tradicional guatemalteca empleó las herramientas y los canales estándar para ejercer el poder, a saber, la captura de instituciones del Estado y el impulso de reformas estructurales según sus intereses, el resultado final no fue el que seguramente deseaba la cgc al final de la década de 1990. Las acciones de la cgc tuvieron éxito en cuanto a que se facilitó significativamente el acceso a los contratos de inversión pública en infraestructura, y las estructuras administrativas del mantenimiento vial se descentralizaron de manera efectiva, pero fracasaron en cuanto a que los beneficios de estos esfuerzos terminaron repartiéndose en algunos miembros de la cgc, pero también en un gran número de contratistas pertenecientes a un poderoso sector emergente, surgido precisamente como resultado de las reformas estructurales impulsadas por la élite tradicional. 

Es decir, el caso del plan de expansión de los contratistas de la construcción de Guatemala nos muestra que las élites tradicionales no siempre obtienen el éxito deseado al llevar a cabo sus planes. Como es natural en el mundo de los negocios, la implementación de planes de captura o conformación del Estado tiene asociados riesgos, y la posibilidad que los resultados sean distintos a los originalmente previstos, es real. 

Pero, por supuesto, en Centroamérica existen muchos otros casos en los cuales los resultados de una acción de la élite tradicional para influenciar la política fiscal para alcanzar sus objetivos expansionistas son exitosos. En la sección anterior se analizó cómo un sector de la élite económica salvadoreña se sirvió de la deuda pública bonificada emitida por el Banco Central de Reserva (bcr) 
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y el Ministerio de Hacienda para «limpiar» la cartera morosa de la banca estatal y que luego, una vez saneada de activos tóxicos, privatizó y compró a través de su influencia o control de ciertas entidades estatales (incluso, con opacidad y anomalías). Ahora bien, en realidad el propósito de esta instrumentalización de la política fiscal, en particular de la deuda pública en El Salvador fue que el sector de la élite económica que lo operó buscaba migrar de la actividad cafetalera hacia el sector financiero. 

Poco más de una década después de esta privatización de la banca estatal, este mismo sector de la élite salvadoreña recurriría de nuevo a servirse de la política fiscal, esta vez logrando que el Estado le concediera exenciones tributarias para vender los bancos privatizados a bancos transnacionales, concretando una segunda migración de actividad o sector económico. Sin embargo, como se vio en la sección anterior, este fue un proceso en el que los costos de la evolución de un sector de la élite cafetalera tradicional 

–primero a una élite financiera, y luego para diversificarse a otros sectores vía la venta de los bancos nacionales a bancos transnacionales– fueron cubiertos mediante deuda pública. En otras palabras, quienes se beneficiaron fueron los miembros de esa élite que evolucionó de cafetaleros a banqueros, y quienes pagan el costo de esa transición son la mayoría de los salvadoreños, como consumidores y, con ello, contribuyentes de los impuestos indirectos (y también como ciudadanos cuyas oportunidades se ven mermadas debido a las limitaciones financieras de un Estado que invierte muy poco en mejorar la cobertura y calidad de los servicios de salud, educación, construcción y mantenimiento de infraestructura para el desarrollo económico). 
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 Dos variables fiscales relevantes   

 para el caso de Guatemala : la carga tributaria y la inversión pública en infraestructura Un estudio exhaustivo de la política fiscal guatemalteca requiere, posiblemente, analizar numerosas variables, la elaboración de series históricas, el comparar con otros países, así como otros enfoques multidisciplinarios. Sin embargo, ese no es el propósito de este estudio, que trata, más bien, de comprender aspectos relevantes de la evolución de la política fiscal en Guatemala como un reflejo de la reconfiguración e influencia de las élites económicas en la conformación del Estado y el ejercicio del poder. Por esta razón, se opta por identificar dos variables fiscales, no como una muestra completa o representativa –en el sentido estadístico de la política fiscal guatemalteca–, sino por su relevancia para el propósito planteado. 

Así, se eligieron la carga tributaria y la inversión pública en infraestructura como dos variables fiscales. 

Estas se consideran relevantes y con potencial particularmente valioso para ilustrar cómo la influencia y el ejercicio del poder de las élites económicas guatemaltecas 25
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han evolucionado durante el período comprendido entre 1980 y 2012. Por supuesto, se insiste que estas no son las únicas variables fiscales importantes en Guatemala y que otras pueden contribuir a complementar el análisis. Sin embargo, por su relevancia, son las que, de acuerdo con el criterio de los autores, resultan de más ayuda para alcanzar el objetivo del estudio. 

La selección de la carga tributaria como variable relevante para este estudio obedece al hecho de que quizá la principal característica de las finanzas públicas guatemaltecas sea una carga tributaria crónicamente baja. 

Los numerosos intentos de reforma tributaria han resultado en incrementos insostenibles en el tiempo debido al efecto combinado de choques económicos externos y la acción de las élites económicas. En este estudio interesan particularmente las variaciones en el indicador: se buscará explicar si sus alzas y bajas obedecieron a fenómenos económicos (por ejemplo, una crisis económica mundial que golpea la economía de un país pequeño como Guatemala), o si son el resultado de una acción de la élite tradicional para dejar de pagar impuestos (por ejemplo, un paro empresarial o la impugnación de una reforma tributaria ante la Corte de Constitucionalidad). 

Este indicador muestra la forma en que las élites económicas, por un lado, han permitido cierto crecimiento en la carga tributaria, pero frenándolo y limitándolo según sus intereses, incapacitando al Estado para asegurar el nivel de tributación mínimo requerido para atender las necesidades sociales. Se procederá a analizar qué actores, instituciones y procesos explican la carga tributaria guatemalteca, y cómo esta ha cambiado en el tiempo, definiendo la manera como las élites del país han actuado para reducir sus obligaciones tributarias. 
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La segunda variable de relevancia es la inversión pú-

blica en infraestructura o dentro de los rubros de gasto público de capital. Se parte del análisis del impacto que tuvieron los procesos de privatización y reforma institucional de las entidades responsables de la construcción de obras públicas, operados en la segunda mitad de la década de  1990.1 Estas reformas movieron a Guatemala hacia un modelo en el que, prácticamente, la totalidad de la inversión pública en infraestructura era ejecutada mediante la contratación de agentes privados, y no por las propias entidades estatales. Esta apertura o facilidad para que cada vez más agentes no gubernamentales operaran como contratistas del Estado tuvo como consecuencia (posiblemente no prevista por quienes impulsaron las reformas de finales de la década de 1990) que un negocio que veinticinco años atrás era dominado casi en su totalidad por grupos de la élite económica tradicional, llegara a convertirse en la actualidad en un mercado agresivamente competitivo entre miembros de dicha élite y un sector emergente de contratistas del Estado. 

En Guatemala (como en otros países), los contratistas del Estado tienen fuertes incentivos para buscar la captura de las entidades estatales a cargo de la inversión pública en infraestructura, sobre todo si se considera que los montos presupuestados se han convertido en verdaderos botines millonarios. Así, quienes logran acceder o desarrollar medios para ejercer presión sobre los administradores del presupuesto de inversión pública ganan una cuota importante de poder. La hipótesis que sustenta la elección de esta variable se basa, precisamente, en el terreno perdido 1. Específicamente, durante el gobierno de Álvaro Arzú Irigoyen (1996-1999), en un proceso de alguna manera vinculado con los lineamientos de política del Consenso de Washington. 
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por los contratistas del Estado pertenecientes a la élite tradicional, otrora hegemónicos en el sector construcción. 

El análisis de las cifras revela que, en las últimas décadas, el presupuesto de inversión pública en infraestructura se ha mantenido, más bien, magro. En promedio, entonces, el presupuesto público de inversión ha per manecido relativamente constante, pero el número de contratistas se ha incrementado significativamente desde las reformas de finales de la década de 1990. Así, el tamaño del sector ha continuado más o menos igual, pero el nú-

mero de empresas ha crecido. Esta es la cuota de poder que, en la actualidad, los contratistas de la construcción pertenecientes a la élite tradicional disputan a los nuevos contratistas. Llama la atención, al respecto, la falta de va riación del indicador, pese a un cambio significativo de los actores e instituciones.2

En principio, el conflicto entre los contratistas de la élite tradicional y los emergentes es de naturaleza económica: ambos sectores se disputan los contratos y quizá, más importante, los pagos para contratos contemplados en el presupuesto de inversión pública en infraestructura. Pero ante una debilidad estructural o profunda del sistema político electoral, la naturaleza de esta cuota también es política, en el sentido de que las obras de inversión pública 2. En condiciones teóricamente puras de mercado, un incremento sustancial en el número de contratistas (la oferta) debió obedecer a un incremento sustancial en el número y monto de contratos; es decir, a un aumento significativo en el presupuesto de inversión pública en infraestructura. El caso se estima relevante porque en Guatemala las privatizaciones y demás reformas institucionales de finales de la década de 1990 incrementaron la oferta, con demanda constante. La hipótesis es que esto redujo la cuota de poder real que poseían los contratistas del Estado pertenecientes a la élite tradicional. 
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han llegado a constituir «moneda» para el pago de favores políticos electorales. Y, en Guatemala, la índole política de estas cuotas pasa por el financiamiento de campañas electorales y, con ello, se encuentra a una distancia muy corta del poder criminal y violento. 

1. 

cAr ActerizAción breve de lA 

evolución de l A polít icA fiscA l 

guAt e m A lt ecA dur A nte el per íodo 1980-2012



Durante la década de 1980, la situación de las finanzas públicas se caracterizó por una merma en los ingresos asociada con el deterioro de la actividad económica, de las capacidades de control y fiscalización de la administración tributaria, inestabilidad política, entre otros factores adversos. Estas condiciones resultaron en debilidad e inestabilidad de la carga tributaria y, con ello, generaron serios problemas para financiar el gasto público. Durante el primer lustro de la década, en el que quizá se registró el período más cruento de la guerra civil que desangró al país, el promedio de la carga tributaria no superó el 7%. 

Por su parte, el gasto público se concentró en la contrainsurgencia,3 además de considerar, desde la segunda mitad de la década de 1970, un programa ambicioso de 3. El presupuesto destinado al gasto militar durante el enfrentamiento armado guatemalteco debe considerarse como uno de carácter contrainsurgente. 
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inversiones.4 Este incremento en los gastos del Gobierno y el estancamiento de los ingresos fiscales dieron como resultado un incremento del déficit fiscal, el cual alcanzó niveles históricos. Durante los primeros cinco años de la década de 1980, el promedio del déficit fiscal fue del 4.3% 

del producto interno bruto (pib), y llegó al 7.4% en 1981, en un ambiente de guerra civil, gravísimas condiciones sociales5 y sin crecimiento económico. 

La maltrecha situación de las finanzas públicas heredada de los gobiernos militares se evidenciaba en la persistencia de la debilidad de la carga tributaria, insuficiente para atender las tan notorias necesidades sociales de un país en guerra civil. Esta situación obligó al gobierno de Vinicio Cerezo a impulsar una reforma tributaria en 1987, con lo cual se logró un incremento leve de la carga tributaria.6 

Sin embargo, tal como había sucedido en ocasiones anteriores, la inconformidad del sector privado no se hizo esperar. 

Cabe indicar que en 1987 las acciones del empresariado guatemalteco en contra de la reforma tuvieron una relevancia particular, ya que los inconformes disponían de un nuevo mecanismo para mostrar su malestar: la nueva Constitución aprobada en 1985 y la Corte de Constitucionalidad (cc) creada por ella. Esta nueva institucionalidad facilitó la posibilidad de impugnar las leyes vía acciones de inconstitucionalidad. Así, la reforma tributaria 4. Entre este se consideraba la construcción de mega proyectos, como la hidroeléctrica Chixoy, la carretera de la Franja Transversal del Norte y el Puerto Quetzal. 

5. Condiciones que incluían la perpetración de un genocidio y crímenes de lesa humanidad. 

6. En 1986, la carga tributaria fue del 7%. Con las modificaciones realizadas, se logró elevarla en 1987 a un 8.1%, y en 1988, a un 8.7%. 
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de 1987 fue impugnada por el sector privado ante la cc, lo cual la ubica como la primera de muchas reformas tributarias que serían objetadas mediante ese mecanismo. 

En cuanto al gasto público –pese a que la vuelta a los gobiernos democráticamente electos suponía esfuerzos para la reorientación del gasto público hacia las prioridades de carácter social–, el gobierno del presidente Cerezo enfrentó una oposición constante del sector privado para financiar un gasto público más democrático, lo cual impidió materializar plenamente los esfuerzos progresistas. 

A pesar de las dificultades políticas y del conflicto con el sector privado, con la transición a gobiernos democrá-

ticamente electos y la vigencia de la nueva Constitución, durante el segundo lustro de la década de 1980 el gasto público logró un aumento. Sin embargo, el déficit fiscal se incrementó financiado con un aumento en la deuda pública, la cual durante 1986 y 1987 alcanzó cifras históricas (con saldos del 60 y el 52% del pib, respectivamente). 

Un nuevo intento por fortalecer la carga tributaria se materializó en 1991, con la creación de un impuesto extraordinario y la emisión de bonos de emergencia. Durante ese año, como resultado de estas acciones, los ingresos tributarios crecieron en más del 40%. Poste riormente, en 1992, una nueva reforma tributaria fue aprobada y de nuevo fue motivo de conflicto entre el sector privado y el Gobierno. Sin embargo, este conflicto quedó en un segundo plano en la arena política, cuando el 25 de mayo de 1993 el presidente Serrano perpetró un autogolpe de Estado. 

Pasada la crisis política ocasionada por el autogolpe de Estado y durante el primer semestre de 1994, la cc decretó la inconstitucionalidad de un componente clave de la reforma de 1992. Esto provocó una caída aguda de los ingresos tributarios, obligando al gobierno de transición 
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del presidente de León Carpio a impulsar una nueva reforma tributaria. Como parte del acuerdo político entre el Gobierno y la oposición política de ese entonces, el Congreso aprobó un incremento a la tasa del impuesto al valor agregado (ivA), que cobraría vigencia al momento de suscribirse un acuerdo de paz que pusiera fin a la guerra civil o el 1 de enero de 1996, lo que ocurriese primero. 

Durante ese período, el gasto público experimentó una fuerte contracción, comparada con la de la década anterior. Hasta antes de la firma de los Acuerdos de Paz, durante los años comprendidos entre 1991 y 1996, la tasa promedio de crecimiento anual del gasto público fue del 12.6%, en tanto que, en promedio, su participación dentro de la economía fue del 9.6% del pib. En contraste, durante el período 1986-1990, la participación del gasto en la economía fue del 11.7% del pib, mientras que la tasa promedio de incremento anual rondó el 30%. 

El 29 de diciembre de 1996 finalizó formalmente el conflicto armado interno con la firma de la Paz. La guerra y la debilidad de los ingresos no habían permitido al Estado cumplir con sus funciones desarrollistas, razón por la cual en los Acuerdos se incluyó un apartado para la modernización del Estado y la política fiscal. El Gobierno se comprometió a incrementar la carga tributaria a más tardar en 2000, en al menos el 50% con respecto a lo registrado en 1995.7 Por el lado del gasto, se comprometió 7. En la actualidad, luego de la modernización en el sistema de cuentas nacionales operada en 2001, el valor oficial de la carga tributaria de 1995 se sitúa en 8.8%, con lo cual la meta mínima indicativa tiene un incremento del 50% sobre ese valor, es decir, llega al 13.2%. Antes de la actualización de las cuentas nacionales, la cifra oficial para la carga tributaria de 1995 era del 8%, con lo cual la meta mínima indicativa correspondiente al incremento acordado del 50% era del 12%. Este valor porcentual quedó fijo 
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a incrementar el gasto social prioritario y a reducir el gasto militar.8

En 1996, los raquíticos niveles de recaudación obligaron al gobierno del presidente Arzú a impulsar reformas tributarias. Adicionalmente, en 1998 el Ejecutivo logró la creación de la Superintendencia de Administración Tributaria (sAt). A pesar de esto, a la administración Arzú le fue imposible cumplir las metas previstas en los Acuerdos de Paz. Se inició el proceso de una convocatoria para un pacto fiscal, el cual se suscribió el 25 de mayo de 2000. 

En  2000 y 2001, el gobierno de Alfonso Portillo aprovechó la mayoría parlamentaria del partido oficial para aprobar medidas tributarias, logrando un incremento de la carga tributaria pero aún por debajo de la meta mínima indicativa de los Acuerdos de Paz. Debido al discurso populista del presidente Portillo, la organización de disturbios y desorden público, y la propagación de escándalos de corrupción e intentos por aprobar impuestos dirigidos a sectores empresariales específicos, dieron lugar en el ideario popular, confundiendo la naturaleza técnica del acuerdo (un incremento del 50% sobre la carga tributaria registrada en 1995 y no un valor fijo o particular), lo cual ha causado confusión y hasta controversia. Por ejemplo, la carga tributaria de 2007 fue del 12.1%, con lo cual a criterio –erróneo– de algunos, en ese año se logró alcanzar la meta mínima indicativa establecida en los Acuerdos de Paz, cuando en realidad el valor correcto de la meta desde 2001 ha sido del 13.2%. 

8. Para 2000, el incremento acordado para el gasto público como porcentaje del pib en educación, salud, seguridad ciudadana, el Organismo Judicial y el Ministerio Público, debía ser de por lo menos un 50% de lo registrado en 1996. También se acordó que a partir de 1997 el Gobierno debía orientar no menos del 1.5% 

de los ingresos tributarios al subsidio para soluciones habitacionales de tipo popular. 
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a un enfrentamiento agudo entre el Gobierno y el sector privado. Así las cosas, el gobierno del presidente Portillo concluyó su período con un incremento sustancial en los gastos de capital, los cuales se ubicaron, en 2003, en un 5.1% del pib (el gasto total alcanzó el 15.1%, un máximo histórico para Guatemala), lo cual impactó el déficit fiscal con un incremento por el orden del 2.6% del pib, el nivel más alto hasta entonces. 

El nuevo gobierno que asumió el poder en 2004 

encontró una legislación tributaria mutilada, pero su afinidad con el empresariado permitió reformas legislativas que restituyeron los impuestos cercenados e incrementaron la carga tributaria a su máximo histórico del 12.1%, en 2007. En cuanto al gasto público, en 2004 el Gobierno combinó una política de contención del gasto corriente y expansión del gasto de capital, con énfasis en la inversión pública en infraestructura (alcanzando en 2006 el máximo histórico del 5.3% del pib) que, combinada con el incremento de la carga tributaria, logró reducir el déficit fiscal por debajo del 2% del pib. 

En 2007, la economía de Estados Unidos de América comenzó a reflejar problemas, que posteriormente llevarían a una recesión mundial. En ese marco, Guatemala sufrió una caída en su carga tributaria: luego del 12.1%, de 2007, cayó al 10.3%, en 2009. Por ello, desde el inicio del gobierno del presidente Álvaro Colom, en 2008, se impulsó una reforma fiscal integral, con componentes de calidad del gasto público, transparencia y tributación. Por razones de carácter político y pese a varios intentos, el Gobierno fracasó en el esfuerzo por la aprobación de la reforma fiscal integral. 

Con el objetivo de mitigar el choque externo de la gran recesión mundial (en particular la caída aguda en la carga tributaria), el Gobierno implementó una política 
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fiscal moderadamente contracíclica,9 financiada con endeudamiento público de emergencia. Como resultado de este esfuerzo, pese a una caída en la carga tributaria de 1.7 puntos porcentuales del pib, el gasto público total se sostuvo por arriba del 14% del pib, y el gasto social según la clasificación de los Acuerdos de Paz se incrementó a un máximo histórico del 7% del pib. El déficit fiscal se incrementó al 3.3% del pib, en 2010, cifra muy similar al 3.1% del pib de 1999, durante los años de implementación más intensiva del programa de paz preconizado en los referidos Acuerdos. 

Sin embargo, la política fiscal contracíclica financiada con endeudamiento público es insostenible en el tiempo. 

En 2012, el gobierno del presidente Otto Pérez Molina arrancó con la aprobación de la reforma tributaria que la administración de Colom había intentado sin éxito. Esta 9. En términos generales, una política fiscal se define como contracíclica si las tasas impositivas disminuyen (aumentan) y el gasto gubernamental aumenta (disminuye) en malos (buenos) tiempos económicos. Se denominan contracíclicas las variables que tienden a disminuir durante la fase de expansión y a aumentar durante la de contracción. Así, una política de gasto público es contracíclica cuando el Gobierno aumenta el gasto con el fin de estimular el dinamismo del mercado interno, contrarrestando una fase de contracción económica, ya sea una desaceleración o recesión. 

De esta manera, la política fiscal modera los efectos del ciclo económico. Por el contrario, una política fiscal  procíclica puede amplificar los efectos del ciclo económico. La política fiscal es procíclica si las tasas impositivas aumentan (disminuyen) y el gasto del Gobierno disminuye (aumenta) en malos (buenos) tiempos. 

Finalmente, una política fiscal puede ser neutral o acíclica cuando las tasas de los impuestos y el gasto del Gobierno permanecen constantes a lo largo del tiempo. En cierta medida, este tipo de política no amplificaría ni moderaría los efectos del ciclo económico (Abdih, Lopez-Murphy, Roitman y Sahay, 2010). 
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reforma se concentró en la tributación directa con una ley nueva y moderna para el impuesto sobre la renta (isr) y el fortalecimiento de la administración tributaria. 

2. 

lA cArgA tributAriA como   

i ndicA dor de l A i nfluenci A   

y poder de l As élites

 2.1. Una carga tributaria creciente pero insuficiente, y débil en impuestos directos En Guatemala, la carga tributaria puede calificarse como raquítica. Es la más baja de Centroamérica, incluyendo a Panamá (país que complementa su carga tributaria baja con los ingresos no tributarios provenientes de la operación de la Zona del Canal), y también una de las más exiguas del continente americano,10 siendo mayor solamente a la de de Haití y de países con abundantes regalías por la explotación de recursos naturales, como México o Vene-zuela, que perciben ingresos derivados de su producción petrolera. 

También, desde el punto de vista histórico, la carga tributaria de Guatemala ha sido crónicamente baja, aunque 10. Entre varias referencias véase, por ejemplo, el  Segundo Informe Centroamericano de Política Fiscal, «La política fiscal en Centroamérica en tiempos de crisis» (2012), del Instituto Centroamericano de Estudios Fiscales (Icefi). Disponible en línea en: 

org/la-politica-fiscal-de-centroamerica-en-tiempos-de-crisis-2/>. 

Véase, en particular, la gráfica 14, página 43. El  Informe reporta que la carga tributaria promedio de Latinoamérica es del 16%, la de Centroamérica es del 13%, y la de Guatemala se ubica en torno al 11%. 
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Gráfica 1

centRoaméRica:  

caRga tRibutaRia de los gobieRnos centRales (2012) Fuente: Icefi, con base en estadísticas de bancos centrales y ministerios y secretarías de Hacienda, Finanzas o Economía de la región. 

con una tendencia general creciente. Durante el período 1980-2012, por cada quetzal de producción se destinaron, en promedio, solamente alrededor de nueve centavos al pago de impuestos. Sin embargo, la carga tributaria de Guatemala no permanece raquítica por falta de intentos de elevarla. En efecto, durante el referido período se pueden contabilizar por lo menos nueve reformas tributarias mayores,11 número que se eleva considerablemente al contar reformas o medidas aisladas de política tributaria. 

11. Las reformas consideradas «mayores» a las que se hace referencia son las de 1983,  1985,  1987,  1992 y 1994; las de 1996-1999 

(asociadas con la firma de los Acuerdos de Paz); las de 2000-2003 

(vinculadas con el Pacto Fiscal); y las de 2004-2005, 2008-2012 

(propuestas por el Grupo Promotor del Diálogo Fiscal). Sin embargo, como se indicó, en todos los años del período 1980-2012 se aprobaron reformas o medidas de política tributaria. 
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Gráfica 2

guatemala:  

caRga tRibutaRia neta de la administRación centRal (1980-2012)

Tendencia creciente

Firma de los 

Firma del Pacto Fiscal

Acuerdos de Paz

Nota: en el período 1980-2000 se utilizó el pib que corresponde al año base 1958; para 2001-2012, el pib empleado fue el del año base 2001. 

Fuente: elaboración del Icefi, con base en datos del Ministerio de Finanzas Públicas (Minfin) y el Banco de Guatemala (Banguat). 

El efecto de las reformas tributarias y el impulso que se derivó de momentos políticos clave –como el final de la guerra civil con la firma de los Acuerdos de Paz, en diciembre de 1996, o la suscripción del Pacto Fiscal, en 2000– lograron el crecimiento de la carga tributaria a lo largo de los treinta y tres años del período 1980-2012. 

Por ejemplo, el promedio de la recaudación de la etapa previa a la firma de la Paz (1980-1996) fue del 7.7%, en tanto que el promedio del período posterior (1997-2012) fue del 11.1%. Sin embargo, el crecimiento se logró solo en los años inmediatamente posteriores a la firma de la Paz (1997-2003), para luego estancarse en torno al 11.5% 

(2003-2007), y posteriormente caer como consecuencia 
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del impacto de la crisis mundial (2008-2010). Sin embargo, pese a este crecimiento, la carga tributaria de Guatemala continúa siendo insuficiente; en particular, permanece sin cumplir la meta mínima indicativa contemplada en los Acuerdos de Paz  (la cual continúa vigente como el umbral mínimo de recursos tributarios que el gobierno guatemalteco necesita para cumplir sus objetivos de desarrollo equitativo y paz). 

Pero, ¿por qué pese a numerosas reformas tributarias y a una tendencia creciente, la carga tributaria de Guatemala continúa siendo insuficiente y la más baja de la región? 

¿Por qué ha resultado imposible alcanzar la meta mínima indicativa de los Acuerdos de Paz? Estas no son preguntas que puedan responderse de forma inmediata. Por un lado, el análisis de las cifras muestra que, al igual que en otros países latinoamericanos, la estructura de la carga tributaria se encuentra claramente sesgada hacia los impuestos sobre el consumo, lo cual refleja resistencia de los estratos socioeconómicos que más concentran riqueza o falla estruc tural en los impuestos directos.12 Las cifras también muestran que, durante el período de análisis, la tributación directa en Guatemala sí se ha fortalecido y mejorado, pero de forma aún insuficiente, pues los impuestos indirectos constituyen la principal fuente de recursos tributarios del Estado. 

12. Se entiende por  impuesto directo o imposición directa la que grava directamente las fuentes de riqueza, la propiedad o la renta. 

Ejemplos de esta clase de impuestos directos son los que gravan la renta, el patrimonio, las sucesiones, la propiedad de bienes inmuebles y muebles, etc. Se entiende por  impuesto indirecto o imposición indirecta la que grava el consumo. Su nombre radica en que no afecta de manera directa los ingresos de un contribuyente, sino que recae sobre el costo de algún producto o mercancía. Actualmente, el impuesto indirecto más importante es el ivA. 
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Gráfica 3

guatemala:  

estRuctuRa de la caRga tRibutaRia neta, poR impuestos diRectos e indiRectos (1995-2012) Nota: en el período 1995-2000 se utilizó el pib que corresponde al año base 1958; para 2001-2012, el pib empleado fue el del año base 2001. 

Fuente: elaboración del Icefi, con base en datos del Minfin y el Banguat. 

En promedio, durante el período 1995-2012, los impuestos directos contribuyeron con un cuarto del total de ingresos tributarios, y las tres cuartas partes restantes correspondieron a impuestos indirectos. Durante este lapso de dieciocho años se registró crecimiento tanto en la contribución de los impuestos directos como en la de los indirectos, pero la de los primeros ha sido más dinámica. 

En 2012, el aporte a la carga tributaria de los impuestos directos fue del 3.4% del pib, lo cual es más del doble que el de 1995, que se ubicó en un 1.6% del pib. Por su parte, 
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en 2012 el aporte de los impuestos indirectos a la carga tributaria fue del 7.8% del pib, es decir, un 19% mayor que el de 1995, que se ubicó en un 6.3% del pib. Este crecimiento se asocia principalmente con los incrementos en la tasa del ivA operados en 1996 y 2001. 

Es decir, las cifras evidencian que en Guatemala hoy se pagan más impuestos que hace treinta años, y más del doble de impuestos directos que hace veinte años. En otras palabras, es claro que la tributación sí ha mejorado. 

El problema es que, pese a estos avances, por un lado, los ingresos continúan siendo insuficientes para financiar el gasto público que se requiere para atender las enormes necesidades del país y, por el otro, las mejoras están a la zaga de las que se han logrado en el resto de países de la región. Esta situación –caracterizada por una mejora que se ubica claramente por debajo de los niveles tan urgentemente requeridos, y también por debajo de los logros del resto de países centroamericanos– sugiere una situación de tipo político. El final de la guerra y los avances en la democratización de Guatemala (por pequeños o insostenibles que sean) movieron a algunos actores, incluyendo a la élite tradicional, a ceder en su resistencia a tributar, pero solo hasta cierto punto. En todo caso, la carga tributaria de Guatemala es menor al mínimo socialmente necesario. 

Otras cifras ayudan a dimensionar cuán pequeña o insuficiente es la mejora en la carga tributaria que Guatemala ha logrado en las últimas tres décadas. Por ejemplo, las estimaciones de evasión tributaria muestran una diferencia significativa entre impuestos directos e indirectos. En Guatemala, la evasión del isr se estima entre el 60 y el 70% de su potencial recaudatorio (uno de los niveles más altos de evasión del isr en Latinoamérica), en tanto que 
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la del ivA es de alrededor del 35%.13 Es decir, en el escenario hipotético o teórico de erradicar la evasión del isr, la contribución de este impuesto sería de más del 11% 

del pib, más de lo que actualmente se recauda por impuestos indirectos. Si adicionalmente se erradicara también la evasión del ivA, la carga tributaria sería de alrededor del 22% (prácticamente el doble del 10.9% registrado en 2012), con contribuciones iguales de impuestos directos e indirectos. Según estudios del Icefi, con este nivel de carga tributaria en un plazo de diez años se podría solucionar los principales problemas en educación, salud, des nutrición infantil e infraestructura.14

13. Entre varias referencias véase, por ejemplo, el  Segundo Informe Centroamericano de Política Fiscal,  «La política fiscal en Centroamérica en tiempos de crisis» (2012), del Icefi (sección a partir de la página 50). Este documento reporta que Guatemala es el único país de los estudiados en el que la brecha de recaudación de las personas (69.9%) es superior a la de las empresas (62.8%), en tanto que la del  ivA es de alrededor del 35%. Véase también el estudio 

«Estimación del incumplimiento tributario en América Latina 2000-2010», publicado en septiembre de 2012 por el Centro Interamericano de Administraciones Tributarias (ciAt), disponible en línea en: 

info=ktcore.actions.document.view&fDocumentId=7643> (para el nivel de incumplimiento tributario del isr, véase el cuadro núm. 

5, en la página 28). 

14. Véanse, por ejemplo, las investigaciones siguientes: «La inversión pública en juventud» (2011, ); «¿Derechos o privilegios? El compromiso fiscal con la salud, la educación y la alimentación en Guatemala» (2009, ); «Más y mejor educación en Guatemala (2008-2021) ¿Cuánto nos cuesta?» (2008, 
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El análisis de las cifras de evasión muestra que, si bien en los últimos dieciocho años se ha duplicado el aporte del isr a la carga tributaria, el grado de incumplimiento en este impuesto es tan significativo que se le puede señalar como la principal causa de un nivel tan bajo en la carga tributaria global, con la consecuente imposibilidad de alcanzar los parámetros mínimos socialmente requeridos. 

Las cifras sugieren que, en realidad, se requiere no solo duplicar la contribución a la carga tributaria del isr de 1995, sino más bien, triplicarla. En términos más concretos: la carga tributaria en Guatemala no es baja porque los consumidores no paguen tributos indirectos como el ivA, sino porque una gran cantidad de generadores de renta no pagan el isr. Y siendo Guatemala un país con un grave problema de inequidad e injusticia en la distribución de la riqueza,15 la debilidad del isr y con ello la insuficiencia educacion-en-guatemala-2008-2021-cuanto-nos-cuesta-parte-1/>), entre otros. 

15. Véase, por ejemplo, el recuadro 3 del  Segundo Informe Centroamericano de Política Fiscal,  «La política fiscal en Centroamérica en tiempos de crisis» (2012), del Icefi. La desigualdad no es un problema exclusivo de Guatemala, sino de toda la región centroamericana y de toda Latinoamérica. Con base en datos de  SocioEconomic Data Base for Latin America and the Caribbean (sedlAc, del Centro de Estudios Distributivos, Laborales y Sociales de la Universidad Nacional de La Plata, Cedlas, y el Banco Mundial), el Icefi reporta el índice de Gini del ingreso per cápita de los hogares durante el período 2005-2009: Costa Rica, 0.533; El Salvador, 0.473, Guatemala, 0.544; Honduras, 0.570 (el país más desigual de la región); Nicaragua, 0.523; Panamá, 0.544; Centroamérica, 0.531; y para Latinoamérica, 0.518. Según esa misma información, en cuanto a la distribución del ingreso per cápita de los hogares, en Guatemala el 10% más pobre de la población percibe solamente el 1.1% del ingreso,  versus el 10% más rico que percibe el 43.2%. Los datos para el resto de países de la región son similares: Costa Rica 1.5% - 37.9%; El Salvador 1.4% - 36.2%; Honduras 0.6% - 45.0% 

44

 Política fiscal: expresión del poder de las élites... 

crónica de la carga tributaria (pese a algunas mejoras en las últimas décadas) señalan a las élites económicas tradicionales, que por siglos han amasado y concentrado la mayoría de la riqueza del país. 

 2.2. La Corte de Constitucionalidad : su naturaleza e integración

En su versión actual, fue creada mediante la promulgación, en  1985, de la Constitución Política de la República.16 

Esta Corte es el máximo tribunal en materia constitucional,17 

de jurisdicción privativa, cuya función esencial es la defensa del orden constitucional. Actúa como tribunal colegiado con independencia de los demás organismos del Estado y ejerce las funciones específicas que le asignan la Constitución y la Ley de Amparo, Exhibición Personal y Constitucionalidad. En particular, en cuanto a la legitimación activa, destaca que la Ley de Amparo, Exhibición Personal y Constitucionalidad establece (literal d) del artículo 134) (de nuevo, el país más desigual de la región); Nicaragua 1.3% - 41.9%; Panamá 1.0% - 40.8%; Centroamérica 1.1% - 40.8%; y Latinoamérica 1.2% - 40.2%. 

16. En la Constitución de 1965 se contemplaba la figura de la Corte de Constitucionalidad solamente con carácter transitorio y no autónomo. Con el golpe de Estado del 23 de marzo de 1982 se suspendió la Carta Magna de 1965, con lo cual se disolvió esa versión previa de Corte de Constitucionalidad. 

17. Un elemento que es motivo de controversia ya que, según la Ley de Amparo, Exhibición Personal y Constitucionalidad ,  las decisiones de la Corte Suprema de Justicia (el mayor nivel jerárquico dentro del Organismo Judicial) pueden ser anuladas o modificadas por la cc. Pero, según esa misma ley, las decisiones de la cc son inapelables. 
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que   cualquier persona,  con el auxilio de tres abogados colegiados activos, tiene legitimación para plantear la inconstitucionalidad de leyes, reglamentos o disposiciones de carácter general. Con estas facilidades, no es de extrañar que la legislación tributaria haya sido el blanco de numerosas acciones de inconsti tucionalidad. 

La Constitución (artículo 269) establece que la Corte de Constitucionalidad (cc) se integra con cinco magistrados titulares, cada uno de los cuales tiene un suplente. Cuando la cc conoce asuntos de inconstitucionalidad en contra de la Corte Suprema de Justicia, el Congreso de la República, el presidente o el vicepresidente de la República, el número de sus integrantes se eleva a siete, escogiéndose por sorteo, entre los suplentes, a los dos magistrados adicionales. Los magistrados duran en sus funciones cinco años y son designados de la siguiente manera: uno por el pleno de la Corte Suprema de Justicia; uno por el pleno del Congreso de la República; uno por el presidente de la República en Consejo de Ministros; uno por el Consejo Superior Universitario de la Universidad de San Carlos de Guatemala (la única universidad estatal en Guatemala); y uno por la Asamblea del Colegio de Abogados. Simultáneamente a la designación de cada magistrado titular, se elige el respectivo suplente ante el Congreso de la República. 
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 2.3.  El sector privado y la   

 Corte de Constitucionalidad :   

 poder para vetar (mutilar) legislación tributaria Nueva Constitución, 

 nuevo mecanismo de impugnación

Previo a la creación de la cc, la élite económica tradicional usaba diversos métodos de presión para resistirse a las reformas tributarias. Por ejemplo, en 1985 el gobierno  de facto del general Mejía Víctores impulsó una reforma que estableció un impuesto temporal sobre las exportaciones de café a los mercados fuera de cuota, es decir, países no miembros de la Organización Internacional del Café; introdujo un impuesto selectivo al consumo y modificó el isr, la ley del papel sellado y el ivA. También eliminó las exenciones a la avicultura18 y aumentó el impuesto al consumo de bebidas alcohólicas, cervezas y aguas gaseosas. 

Esta reforma tributaria provocó el rechazo unánime del sector privado, que inmediatamente empezó una campaña de resistencia; pero, a diferencia de su reacción en contra de la reforma tributaria de Ríos Montt (dos años antes, en 1983), los empresarios presentaron un frente único en contra de los impuestos. El sector privado inició una ofensiva en los medios de comunicación. La Cámara de Comercio de Guatemala pidió a sus socios no retirar mercaderías de las aduanas y una delegación del Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y Financieras (Cacif) se reunió con miembros 18. La supresión de exenciones a la industria avícola suponía una lesión a los intereses de la poderosa Corporación Multi-Inversiones, que entre sus divisiones cuenta con la cadena de restaurantes de comida rápida «Pollo Campero». 
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de la Asamblea Nacional Constituyente. Como resultado de las presiones del sector privado, a las que se unieron dirigentes políticos y la prensa, el Gobierno suspendió y posteriormente derogó los cuatro decretos de la reforma. 

Además, destituyó al ministro de Finanzas Públicas e inició una ronda de diálogos con el sector privado (con el acompañamiento de la prensa, candidatos presidenciales y dirigentes laborales y religiosos) para la «salvación económica nacional».19

Con la creación de la cc, a partir de 1985, la élite tradicional empezó a contar con un espacio en el cual podía vetar las reformas tributarias «legalmente» (de hecho, vía un procedimiento institucionalizado en la propia Constitución), complementando así los mecanismos de resistencia usados hasta entonces. El primer gobierno democráticamente electo luego de las dictaduras militares también fue el primero en ver mutilada su reforma tributaria en la cc debido a las acciones interpuestas por el sector privado. En el plan nacional de desarrollo para el período 1987-1991, el gobierno de Vinicio Cerezo sostenía que para cumplir con sus propósitos era imperativo aumentar los ingresos fiscales. Se recurriría entonces a un «pragmático programa de readecuación tributaria, que debía basarse en principios de justicia y equidad, de manera que los grupos de mayores ingresos contribuyeran en mayor medida al financiamiento del desarrollo nacional». En consecuencia, el Gobierno buscaba darle más peso a los impuestos directos y racionalizar el gasto público (Icefi, 2007). 

El paquete fiscal de 1987 estaba compuesto por nueve proyectos de ley, que presuntamente habían sido negociados 19. Para mayor detalle, véase el estudio del Icefi  Historia de la tributación en Guatemala, desde los mayas hasta la actualidad (2007). 
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con el Cacif. El ministro de Finanzas Públicas, Rodolfo Paiz Andrade, reconoció años más tarde que era muy difícil que el sector privado estuviera de acuerdo en aumentar los ingresos por medio de la tributación. En esas negociaciones, según el ministro, «[…] daba la impresión que de nuevo [el Cacif ] lo que estaba haciendo simplemente era una estrategia de ganar tiempo… pero no había, yo nunca encontré, la buena voluntad para discutir las opciones, porque se hubiera podido discutir y no estar de acuerdo, pero ni siquiera (se pudo) discutir las opciones» (Icefi, 2007, citando a Valdez y Palencia).20

La asamblea general del Cacif se pronunció a favor de un «rotundo no a los impuestos» y exigió que el Gobierno declarara una moratoria de sesenta días antes de enviar el paquete tributario al Congreso. El sector privado adelantó que, si no se aceptaban sus términos, recurriría a medidas de hecho como paros en la producción y no pagar impuestos (Icefi, 2007).21 El oficialismo, que contaba con mayoría simple en el Congreso, logró aprobar el grueso de las reformas, incluyendo una nueva ley del isr. Según el Cacif, la publicación en el diario oficial de los decretos aprobados acababa con las posibilidades de diálogo entre el sector privado y el Ejecutivo, agregando: «[…] a partir de ahora rompemos el diálogo, con profunda indignación; habrá una oposición firme, total, profunda, al paquete 20. Por otro lado, se conoció que el sector privado había preparado una serie de recomendaciones sobre la política fiscal que no coincidían en absoluto con los planteamientos del Gobierno. A finales de julio, la comisión negociadora del Cacif había recomendado que en lugar de nuevos impuestos se revisaran los gastos de operaciones, se evitara la duplicación de funciones y se racionalizara la inversión pública. 

21. A la petición de moratoria se sumaron otros sectores, como la Iglesia católica y algunos sindicatos. 
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tributario hasta que el Gobierno acepte lo que el pueblo pidió: que el futuro de los guatemaltecos se base en la reactivación económica y no en la recesión impositiva» 

(Icefi, 2007). 

El Cacif convocó a un paro empresarial, lo que dio paso a una comisión mediadora, presidida por el arzobispo de la Iglesia católica. El Gobierno y el sector privado pactaron un acuerdo que incluía la revisión de los aspectos técnicos de las leyes que formaban parte del paquete tributario y del compromiso gubernamental de no nacionalizar la banca, ni de intervenir el comercio exterior. 

Las negociaciones se prolongaron hasta noviembre de 1987. A principios de diciembre, el Cacif declaró sentirse traicionado por el Gobierno, pues según su criterio este no estaba respetando los acuerdos alcanzados por la comisión, por lo cual dio por terminada la «tregua jurídico-económica» y resolvió hacer uso de la acción de inconstitucionalidad (para entonces un nuevo instrumento legal que permitía impugnar leyes y reglamentos). 

Efectivamente, el Cacif impugnó ante la cc las leyes del isr, del impuesto único sobre inmuebles (iusi), las reformas al  ivA y al impuesto sobre circulación de vehículos.22 

Como consecuencia de estas impugnaciones, la cc resolvió con lugar parcial o total doce expedientes. El efecto de los recursos de inconstitucionalidad no permitió que la reforma tributaria de 1987 fuera sostenible, y aunque la carga tributaria aumentó transitoriamente en 1988, volvió luego a caer. El episodio de 1987 sería solo el primero entre muchos similares. 

22. M.V. Barrios, C.A. Herrera y P. Rodas Martini (1996).  Recientes reformas tributarias en Guatemala: la experiencia externa, las reformas legislativas recientes y las declaraciones de inconstitucionalidad. Guatemala: Asíes, versión revisada, pp. 59-60. 
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El siguiente capítulo en esta historia fue la reforma tributaria de 1992, planteada a fines de agosto de 1991, cuando el ministro de Finanzas Públicas del gobierno de Serrano Elías presentó a la Comisión de Finanzas Públicas y Moneda del Congreso de la República su «Plan de Modernización Tributaria». Con esta reforma, el Gobierno esperaba obtener más ingresos fiscales mediante la ampliación de la base tributaria, la simplificación del sistema de recaudación y la transformación de la estructura tributaria hacia una más progresiva. 

La estrategia política del gobierno de Serrano Elías para buscar la aprobación de las reformas fue diferente a las del pasado. Se llevaron a cabo negociaciones y acuerdos con el sector privado antes de aprobar las leyes y, en el trasfondo de la aprobación del programa de modernización tributaria, el Gobierno contaba con las presiones del Fondo Monetario Internacional (fmi) para crear condiciones macroeconómicas estables, requisito para firmar un acuerdo de contingencia con dicha institución.23 El Cacif se involucró en la discusión del paquete tributario,24 al punto de que las reformas al isr fueron discutidas y negociadas entre el Ejecutivo y el sector privado (incluyendo una simplificación importante del impuesto y reducción de tasas para las empresas). Pese a ello, el empresariado recomendó al Congreso «[…] tomar en cuenta la situación económica del país y diseñar un esquema tributario acorde con esa realidad».25

La reforma tributaria del gobierno de Serrano Elías fue aprobada por el Congreso de la República entre mayo 23. Icefi (2007), citando a  Inforpress, núm. 990, 9 de julio de 1992, p. 10. 

24. Icefi (2007), citando a Valdez y Palencia, pp. 220-221. 

25.  Ibid., pp. 225. 
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y noviembre de 1992. Incluyó cinco decretos: leyes nuevas para el isr, el ivA, timbres fiscales, el impuesto a la distribución de combustibles y medidas de armonización arancelaria regional.26 Sin embargo, a pesar de las negociaciones y acuerdos previos, la Cámara de Industria de Guatemala (cig, miembro del Cacif ), atacó a la nueva ley del isr vía acciones de inconstitucionalidad (especialmente en contra de los pagos trimestrales a cuenta de la liquidación del impuesto al final del ejercicio fiscal).27 

Además de este conflicto con el sector privado, el presidente Serrano Elías tuvo que encarar otras fuentes de inestabilidad, como las negociaciones de paz con la guerrilla, la violencia incontrolable, la corrupción gubernamental, el descontento por el nivel del salario mínimo, e incluso un intento de golpe de Estado. 

La crisis del gobierno de Serrano Elías desembocó en el autogolpe de Estado del 25 de mayo de 1993. Su sucesor, el presidente de transición Ramiro de León Carpio, asumió la Presidencia en un estado general de crisis.28 El 17 de marzo de 1994, el diario oficial publicó las sentencias de la cc en las que se decretaba la inconstitucionalidad 26. Decretos del Congreso de la República números 26-92, 27-92, 37-92, 38-92 y 52-92, respectivamente. 

27. Expedientes acumulados de la cc números 262-92, 326-92, 352-92 y 41-93. Quienes interpusieron los recursos fueron varios, además de la cig. 

28. Crisis en cuya solución la cc tuvo un papel central, pues fue la entidad que decretó la inconstitucionalidad de los decretos y acciones presidenciales de Serrano Elías para operar el autogolpe de Estado. También avaló las acciones del Congreso de la República y el nombramiento de Ramiro de León Carpio como presidente de transición. Tan dignas y ya históricamente reconocidas acciones evidencian que evaluar y entender el rol de la cc es una tarea compleja. 
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de los pagos a cuenta del isr introducidos en la reforma tributaria de 1992, provocando un desplome en la recaudación de este impuesto y, con ello, de la carga tributaria: del 8.4%, de 1992, y el 8.1%, de 1993, al 6.9%, en 1994. Esta caída en más del 1% del pib, las presiones de un eventual incumplimiento del acuerdo con el fmi y acciones desesperadas del Gobierno por buscar financiamiento en el Club de París, solo podían tener una salida: una nueva reforma tributaria impulsada por el gobierno de transición, esta vez en 1994. 

Y el análisis de la reforma tributaria de 1994 también es el análisis del siguiente episodio de operación del sector privado en la cc en contra de una reforma tributaria. 

Luego de asumir el poder, en julio de 1993, el gobierno de Ramiro de León Carpio presentó un plan cuya estrategia económica se fundamentaba en «[…] el mantenimiento y consolidación de bases macroeconómicas estables, la integración en la economía mundial, el fomento de la inversión privada y el aumento de la calidad del gasto público, orientado básicamente al combate efectivo de la pobreza extrema […]». En materia fiscal, el plan se propuso continuar con los programas de modernización tributaria y de racionalización del gasto público, bajo «los principios de austeridad, honestidad, transparencia y racionalidad».29

En abril de 1994, el Ejecutivo anunció que enviaría al Congreso un paquete de iniciativas de ley con propuestas de reformas a las leyes del isr, el ivA y el impuesto de salida del país. Días después remitió al Congreso un proyecto de impuesto extraordinario que gravaba los ingresos de personas individuales y jurídicas con ingresos 29. Icefi (2007), citando el documento de la Presidencia de la República de Guatemala (1993).  Plan de gobierno de los 180 días.  

Guatemala: Tipografía Nacional, p. 15. 
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brutos anuales superiores a los Q 500 mil. Esta medida fue rechazada inmediatamente por el Cacif, amenazando con el cierre de empresas, con riesgo de una recesión económica. 

El Gobierno no se dio por vencido y, en septiembre de 1994, presentó nuevas iniciativas de ley con el propósito de aumentar los ingresos fiscales por medio de reformas al isr, el ivA y el Código Tributario. También pretendía establecer un impuesto a la telefonía internacional, incrementar el impuesto de salida del país y reformar las leyes de los impuestos selectivos al consumo de bebidas y tabacos. Sin embargo, la intención gubernamental chocó de nuevo con los intereses del sector privado, pues se volvió a enfrentar la oposición general del Cacif a lo propuesto. El Ejecutivo, conociendo el terreno que pisaba, señaló que las medidas eran «propuestas a negociar con Cacif».30

La discusión de las iniciativas de ley se prolongó cuando el Congreso se opuso a la intención del Ejecutivo de aprobar la reforma mientras se discutía el presupuesto de ingresos y gastos para 1995. Debido a que Ramiro de León Carpio fungía como presidente transitorio luego del autogolpe de Estado de Serrano Elías, el Ejecutivo carecía del apoyo de un partido político o de una bancada parlamentaria oficialista. Aun con esta debilidad política, el Gobierno intensificó su cabildeo buscando un acuerdo con los partidos representados en el Congreso de la República, los cuales prácticamente se encontraban en contienda electoral, anticipándose a los comicios de 1995.31 

30. Icefi (2007), citando a  Inforpress, núm.1100, 8 de septiembre de 1994, pp. 8-9. 

31. Los principales partidos políticos en contienda electoral anticipada eran el Frente Republicano Guatemalteco (frg, fundado 
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Durante esta negociación entre el Congreso y el Ejecutivo de transición (representado por el presidente de León Carpio y la ministra de Finanzas Públicas, Ana de Molina), el jefe de la bancada del Frente Republicano Guatemalteco (frg) en el Congreso de la República, Juan Francisco Reyes López,32 hizo ver que los puntos álgidos por el ex jefe de Estado, general Efraín Ríos Montt), y el Partido de Avanzada Nacional (PAN, fundado por quien resultaría electo presidente de la República en las elecciones de 1995, Álvaro Arzú Irigoyen). 

32. Posteriormente, en 1999, Reyes López resultaría electo vicepresidente de la República. Como abogado y notario, en su ejercicio profesional privado Reyes López actuó como ponente de acciones de inconstitucionalidad en contra de la reforma tributaria de 1987 y de otra legislación de interés fiscal: en contra de la ley del isr (expediente de la cc número 295-87); en contra del Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano, aprobado en Guatemala mediante el Decreto Ley 123-84 y ratificado mediante el Acuerdo Gubernativo 771-85 

(expediente de la cc número 3-88); de nuevo en contra de la ley del isr (expedientes acumulados de la cc números 4-88 y 22-88); del impuesto sobre circulación de vehículos (expedientes acumulados de la cc números 68-88 y 81-88); de la Ley del Impuesto de Solidaridad, Extraordinario y Temporal, y de la emisión de Bonos del Tesoro de Emergencia Económica 1996, Decreto del Congreso de la República No. 31-96 (expedientes acumulados de la cc números 886-96, 887-96, 889-96, 944-96 y 945-96), entre otros. 

En estos ataques en contra del isr y de otra legislación tributaria, resulta de interés notar que Reyes López figure como ponente al lado de, entre otros, Juan Luis Bosch Gutiérrez, quien junto a Felipe Bosch Gutiérrez y Dionisio Gutiérrez Mayorga es uno de los altos directivos de la Corporación Multi-Inversiones. Alrededor de quince años después de esta actuación conjunta, Reyes López y los Gutiérrez se enfrentarían, el primero como vicepresidente de la República y los Gutiérrez desde el sector privado. Estos enfrentamientos alcanzarían un punto álgido durante el «jueves 
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en la negociación eran las reformas al isr (principalmente la cuota anual de Empresas Mercantiles, una versión fuerte del impuesto auxiliar al isr), y el incremento de la tasa del ivA del 7 al 10%. Reyes López condicionó el apoyo de su partido a la reforma tributaria a que el gobierno saliente de Ramiro de León Carpio cargara con el costo político de la aprobación (especialmente de las reformas al isr), pero que los beneficios de la recaudación adicional los recibiera quien ganara las elecciones (especialmente el incremento a la tasa del ivA).33 Aceptando esta condición, el Ejecutivo de transición y el Congreso de la República finalmente alcanzaron un acuerdo político que viabilizó la aprobación de la reforma tributaria, el cual se formalizó en la manera en que cobraría vigencia el incremento a la tasa del ivA: el 1 de enero de 1996 o al firmar la paz, lo que ocurriese primero.34

Producto del acuerdo político, en noviembre de 1994, el Congreso aprobó cinco decretos mediante los cuales se reformaban las leyes del impuesto al consumo de bebidas, del iusi, del ivA (incrementando la tasa general del 7 al 10%), del isr (con la introducción de la cuota anual de empresas mercantiles con carácter temporal hasta 1998, incremento de las tasas y restitución de los pagos a cuenta negro y viernes de luto» (24 y 25 de julio de 2003), cuando las turbas del frg sitiaron las oficinas de la corporación Multi-Inversiones, en la zona 10 de la ciudad capital. 

33. Que esta propuesta proviniera del frg tenía lógica: al final de 1994 este partido tenía posibilidades serias y reales de ganar las elecciones de 1995. 

34. El último de los doce Acuerdos de Paz se firmó el 29 de diciembre de 1996, en tanto que el incremento del ivA cobró vigencia el 1 de enero de 1996. El presidente Arzú, ganador de las elecciones de 1995, tomó posesión del cargo el 14 de enero de 1996. 
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decretados inconstitucionales por la cc por acción presentada por la cig en contra de la reforma tributaria de 1992, ahora con una redacción que superaba el vicio de inconstitucionalidad), y del impuesto sobre circulación de vehículos.35 Por su parte, ya en 1995 la cc había contribuido al fortalecimiento de la tributación al ratificar la constitucionalidad de la sanción penal de la defraudación tributaria, tipificada como delito por primera vez en Guatemala. 

Sin embargo, el sector privado rechazó las reformas aprobadas y acudió a la cc para impugnarlas, presentando, entre otras, acciones de inconstitucionalidad en contra de la cuota anual de empresas mercantiles introducida como un impuesto auxiliar al isr.36 Este ataque jurídico tuvo éxito cuando en abril de 1995 el  Diario de Centro América (diario oficial) publicó las resoluciones de la cc en las que se decretó inconstitucional la cuota anual. El Gobierno volvió a la carga, logrando que el Congreso de la República aprobara una nueva versión del impuesto auxiliar,37 esta vez reacondicionando el impuesto a las 35. Decretos del Congreso de la República números 56-94, 57-94, 60-94, 61-94 (la cuota anual de empresas mercantiles contenida en el artículo 15 de este Decreto), y el 70-94, respectivamente. 

Estos documentos fueron publicados en el  Diario de Centro América en diciembre de 1994. 

36. Expedientes de la cc números 167-95, 173-95, 179-95, 181-95 

y 186-95, según resoluciones publicadas el 6 y el 20 de abril de 1995. 

37. Ley del Impuesto a las Empresas Mercantiles y Agropecuarias, Decreto del Congreso de la República número 32-95. El Congreso aprobó este decreto el 27 de abril de 1995, solo una semana después de la publicación de los fallos de la cc que declararon inconstitucional la cuota anual de empresas mercantiles; se publicó en la edición del  Diario de Centro América del 3 de mayo de 1995. 
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empresas mercantiles y agropecuarias (iemA) para superar los vicios de inconstitucionalidad (aunque el cambio resultara en una versión más débil que la cuota anual, declarada inconstitucional).38

Pese al debilitamiento del impuesto auxiliar al isr, la reforma de 1994 fue exitosa al lograr cierta recuperación en la carga tributaria, elevándola del 6.9%, en 1994, al 8.8% , un año más tarde. En estas condiciones de recuperación y con la enorme expectativa de lograr un acuerdo de paz firme y duradera es que inicia el gobierno del presidente Álvaro Arzú. La gestión del nuevo gobierno arrancó en enero de 1996 con los ingresos tributarios adicionales producto del incremento a la tasa del ivA, del 7 al 10%. En mayo de 1996, la administración del presidente Arzú también logró que el Congreso de la República aprobara un nuevo impuesto auxiliar al isr, ahora denominado impuesto de solidaridad, extraordinario y temporal (iset),39 el cual incluía la opción de liquidar la obligación tributaria adquiriendo bonos del Tesoro. 

38. El debilitamiento de esta versión del iemA se formalizó al determinar la base imponible. Según el artículo 4 de la Ley del Impuesto a las Empresas Mercantiles y Agropecuarias, la base imponible constituía la cuarta parte de los activos netos, producto de restar del activo total los créditos fiscales pendientes de reintegro, el total de pasivos y las utilidades retenidas. El resultado de este cálculo era una base imponible muy reducida, lo cual generaba una obligación tributaria mucho menor a la que resultaba para la cuota anual de empresas mercantiles, declarada inconstitucional. 

39. Mediante la Ley del Impuesto de Solidaridad, Extraordinaria y Temporal, y de la emisión de Bonos del Tesoro de Emergencia Económica 1996, Decreto del Congreso de la República No. 31-96. Según el séptimo párrafo del artículo 6 de esta Ley, el iemA y el iusi podían acreditarse a cuenta del Iset. 
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La administración gubernamental de aquel momento gozó del apoyo del sector privado aglutinado en el Cacif; por ejemplo, consultó y prácticamente redactó de manera conjunta con dicho sector la iniciativa de ley para el iset, con el objetivo de evitar ataques en la cc. No obstante, la ley del iset sí fue impugnada y la cc decretó la inconstitucionalidad de la opción de pago con Bonos del Tesoro. Estas impugnaciones no fueron acciones orgánicas u organizadas por el Cacif como rechazo al gobierno de Arzú, sino de un partido político y de particulares que actuaron por cuenta propia.40 A diferencia de la cuota anual de empresas mercantiles de la reforma de 1994, el que el sector privado no atacara en la cc con el mismo vigor al iset constituía un precedente muy conveniente para el mismo sector. Mientras el Gobierno se mostrara afín a sus intereses, se le permitiría la implementación de impuestos especiales de carácter extraordinario y temporal, cuya recaudación apoyaba a la administración gubernamental de su predilección. Sin embargo, podían retirarse o impugnarse ante la cc si el cambio de gobierno resultaba 40. Expedientes acumulados de la cc números 886-96, 887-96, 889-96, 944-96 y 945-96. La acción de inconstitucionalidad fue promovida por Juan Francisco Reyes López, Ismael Mockson Rivas y Servicios de Supervisión, Administración y Consultoría, Sociedad Anónima; Juan Francisco José Blanco García; Ennio Marsicovétere Mendizábal y Transportes Tikal, Sociedad Anónima, quienes actuaron con el auxilio de los abogados Erick Orlando Ovalle Martínez, Carlos Manuel Ovalle Leranoz y Homero Nelson López Pérez, y por el Partido Político Unión del Centro Nacional, que además impugnó los artículos 5 incisos 7, 11, 21 y 22 de la ley citada y actuó con el auxilio de los abogados Juan Ayerdi Aguilar, Ramiro Adolfo Quiñónez Valencia, Carlos Arnulfo Rodríguez y Rodríguez y Ronaldo Porta España. 
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contrario a sus intereses, tal como sucedió con la administración de Alfonso Portillo, a partir de 2000. 

El incremento en la tasa del ivA y los acuerdos entre el gobierno de Álvaro Arzú y el sector privado permitieron la vigencia de medidas que lograron elevar la carga tributaria del 8.8%, de 1995, a un 9.7%, en 1996, y a un 10.3%, en 1997. Es en este clima de bonanza cuando en enero de 1997 el Congreso de la República aprobó una iniciativa de ley presentada por el Ejecutivo para reformar la ley del isr41 que, entre otras medidas, redujo gradualmente la ta sa para las empresas, del 30 al 25%.42 Sin embargo, la ex tinción de la vigencia del iset, en junio de 2007, reveló el problema de los impuestos extraordinarios y temporales: políticamente viables ante el sector privado, pero al caducar creaban agujeros financieros en el presupuesto del Estado. 

La reducción en el isr y la extinción del iset obligaron al Gobierno a impulsar nuevas medidas tributarias. En particular, se logró que en noviembre de 1997 el Congreso aprobara un decreto43 para reacondicionar una vez más el iemA, para sustituir al iset. Con el propósito de evitar inconstitucionalidades, en noviembre de 1998 el gobierno de Álvaro Arzú volvió a reacondicionar el iemA, dándole mayores posibilidades de sobrevivencia jurídica.44

41. Decreto del Congreso de la República No. 36-97. 

42. Esta reducción gradual de la tasa del isr para las empresas se aprobó con el calendario siguiente: 30% en 1997; 27.5% en 1998, hasta alcanzar el 25%, en 1999. 

43. Reformas a la Ley del iemA (Decreto 32-95), Decreto del Con greso de la República No. 116-97, aprobado el 27 de noviembre de 1997, publicado en la edición del  Diario de Centro América del 23 de diciembre de 1997, y con vigencia el 1 de enero de 1998. 

44. La última oración del segundo considerando de la Ley del iemA, Decreto del Congreso de la República No. 99-98, establecía. 

esta Ley dice: «Y que para neutralizar señalamientos de 
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La convivencia no conflictiva entre el sector privado y el gobierno de Álvaro Arzú se reflejó, por un lado, en la aprobación de legislación de interés del empresariado,45 

incluyendo reformas que permitieron procesos de privatización y desincorporación de activos del Estado. Por otro lado, también se observó en la escasez de ataques a la legislación tributaria durante el período 1996-1999 

(con excepción de dos casos significativos analizados adelante). Aprovechando esta ventana de oportunidad, en  1997 el Gobierno logró las siguientes reformas inconstitucionalidad por doble tributación, [el iemA] sea acreditable al pago del Impuesto Sobre la Renta o a la inversa, según el régimen que adopte el contribuyente». Este mecanismo de créditos en doble vía (iemA 

isr) asegura la operación de impuesto mínimo: si la obligación del isr supera la del iemA, este último se acredita a cuenta del isr; si por el contrario es la obligación del iemA la que supera a la del isr, este se acredita a cuenta del primero. Este mecanismo se mantuvo en todas las versiones posteriores del impuesto auxiliar del isr: el impuesto extraordinario y temporal de apoyo a los Acuerdos de Paz (ietAAp, vigente de 2004 a 2008), y el Impuesto de Solidaridad (Iso, vigente de 2008 a la fecha). 

45. Reducción y racionalización de aranceles mediante un calendario de desgravación que en el transcurso de tres años (por conducto del Ministerio de Economía y el Acuerdo Gubernativo 483-96), establece para las materias primas y bienes intermedios no producidos en Centroamérica el 0%; para las materias primas producidas en Centroamérica, un 5%; para los bienes intermedios y de capital producidos en Centroamérica, el 10%; y para los bienes finales, el 15%. El Gobierno también impulsó la aprobación de nuevos incentivos fiscales y, en 1996, fue aprobada una ley para una zona franca específica en el puerto de Champerico (decretos del Congreso de la República números 27-96,  137-96 y 40-98). También se aprobaron sanciones más drásticas al contrabando y la defraudación aduanera (Decreto del Congreso de la República No. 103-96) y Ley de Inversión Extranjera (Decreto del Congreso de la República No. 99-98). 
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importantes de interés fiscal: la Ley de Minería, la Ley Orgánica del Presupuesto, la Ley del Organismo Ejecutivo, una ley que suprimió una enorme cantidad de exenciones, exoneraciones y deducciones de impuestos, una nueva ley del iusi, reformas al impuesto a la distribución de combustibles y al impuesto al consumo de bebidas.46

En 1998, la Cámara de Comercio de Guatemala presentó una acción de inconstitucionalidad en contra de estas reformas al impuesto al consumo de bebidas alcohólicas; en este caso, la cc falló a favor de los ponentes, decretando la inconstitucionalidad de la base imponible del impuesto. Sin embargo, la cc emitió este fallo hasta mayo de 2000, con lo cual no afectó al gobierno de Álvaro Arzú, sino al del Presidente Portillo.47 El Cacif también rechazó el iemA (aunque no lo impugnó ante la cc), y el nuevo iusi. 

46. Decretos del Congreso de la República números 48-97, 101-97, 114-97, 117-97, 122-97, 123-97 y 132-97, respectivamente. En esta lista también destacan las reformas al iemA a las que se hizo referencia en párrafos anteriores con los decretos del Congreso de la República números 116-97 y 99-980. 

47. Expediente de la cc número 829-98, para la acción de inconstitucionalidad promovida por Federico Alfonso Polá de la Peña (ex gerente de la Cámara de Comercio de Guatemala), con el auxilio de los abogados Juan José Figueroa del Valle, Hugo Roberto Figueroa Ruiz y Hugo Roberto Figueroa Ovalle. La cc emitió la sentencia definitiva hasta el 10 de mayo de 2000, publicada en la edición del  Diario de Centro América del 25 de mayo de 2000 

(curiosamente, el día en que se firmó el Pacto Fiscal). En su sentencia definitiva, la cc declaró inconstitucionales los artículos 10 y 7, literal b, y no suspendió el resto de los artículos impugnados. 

Como consecuencia, se suprimió el fundamento legal para la determinación de la base imponible y las tasas del impuesto, quedando imposibilitado el cobro. 
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La Cámara del Agro manifestó que el iusi subiría el pre cio de los alquileres y que el sector agrícola sufriría doble tributación, pues sus ingresos o activos serían gravados también por el iemA.48 Cuando el iusi cobró vigencia, la protesta se propagó, involucrando no solo al sector privado, sino también a diversas organizaciones campesinas, sindicales y populares,49 las cuales manifestaron con una posición similar a la de la Cámara del Agro. Estas señalaron que el impuesto incrementaría el precio de los alquileres, tanto de vivienda como de la tierra para el cultivo. Se registraron incidentes violentos en los departamentos de Totonicapán, Quiché y Quetzaltenango.50 Mientras tanto, en diciembre de 1997 la Asociación de Municipalidades de la República de Guatemala (¡no la Cámara del Agro!) presentó ante la cc un amparo en contra del Congreso de la República por la aprobación del iusi. Por su parte, los partidos políticos de oposición llamaron a la población a que se abstuviera de pagar el impuesto. 

48. Icefi (2007), citando a Valdez y Palencia, pp. 381 y 383. Esta protesta carecía de sustento técnico, ya que la segunda oración del primer párrafo del artículo 2 del Decreto No. 116-97, con el cual se había reformado el artículo 6 del Decreto No. 32-95, Ley del iemA, referente a la determinación del impuesto, decía: «Al impuesto [el iemA] determinado se resta el Impuesto Único Sobre Inmuebles pagado durante el trimestre, cuando se determine el impuesto sobre la base de los activos». 

49. Incluyendo a la Central General de Trabajadores de Guatemala (cgtg), la Unidad de Acción Sindical y Popular (uAsp), el Comité de Unidad Campesina (cuc) y la Coordinadora Nacional de Organizaciones Campesinas (cnoc). Incluso, la Premio Nobel de la Paz, Rigoberta Menchú Tum, participó en estas protestas en contra del iusi. 

50. Icefi (2007), citando a  Inforpress, núm.1261, 27 de febrero de 1998, p. 7. 
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El volumen de la protesta y la presión precipitó la renuncia del ministro de Finanzas Públicas. Además, a solicitud expresa del propio presidente Álvaro Arzú, el Congreso derogó la Ley del iusi, aprobada en 1997. El Ejecutivo presentó una nueva iniciativa de ley para el impuesto, la cual fue aprobada por el Congreso el 26 de febrero de 1998, de urgencia nacional y con el voto de la mayoría calificada de diputados.51 Este episodio, que incluso implicó la salida de un importante ministro de Estado, es peculiar porque el sector privado (en particular la Cámara del Agro) era el más interesado en vetar el nuevo  iusi, pero la protesta y la movilización estuvo a cargo de los sectores populares, aun cuando ese impuesto pretendía cumplir los Acuerdos de Paz. 

Pese a estos conflictos, los resultados fiscales durante todo el gobierno de Álvaro Arzú evidenciaron un acuerdo entre esa administración y el sector privado. La carga tributaria continuó su ascenso, pasando del 10.3%, en 1997 (y estancándose en ese valor, en 1998), hasta llegar al 11.0%, en 1999. Esta ventana de oportunidad también se reflejó en la posibilidad de reformas estructurales, de las cuales, en materia tributaria, destaca la creación en 1998 de la Superintendencia de Administración Tributaria (sAt), entidad que reemplazó las dependencias centralizadas y crónicamente debilitadas por la corrupción, por una entidad autónoma y descentralizada. 

51. Decreto del Congreso de la República número 15-98. El artículo 48 de este Decreto derogó el Decreto No. 122-97. 
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 Uso intensivo de las acciones de 

 inconstitucionalidad en contra de la legislación tributaria (2000 a 2003) Entre las múltiples y diversas consecuencias de la creación de la sAt, en 1998, para este estudio resulta particularmente relevante el seguimiento cuantitativo que esta entidad realizó con respecto al impacto que sobre la recaudación tributaria tuvieron las acciones de inconstitucionalidad presentadas durante el período 2001-2003. Y es que este esfuerzo técnico de la sAt resultó necesario, ya que durante ese lapso el sector privado guatemalteco recurrió intensivamente a las acciones de inconstitucionalidad en contra de la legislación tributaria, lo cual se vio incluso reflejado en caídas sensibles en la carga tributaria, en contraste con el incremento sostenido que este indicador registró durante el gobierno anterior (1996-1999). 

Pese al avance en las negociaciones y la expectativa por la suscripción de un pacto fiscal, la victoria electoral del frg en 1999 y el cambio de autoridades operado el 14 de enero de 2000 supusieron el rompimiento de los acuerdos que habían mantenido una relación razonable-mente cordial entre el gobierno anterior y el Cacif. El 20 

de junio de 2000, esta cúpula empresarial y el Colectivo de Organizaciones Sociales (cos) suscribieron el  Acuerdo Político para el Financiamiento de la Paz, el Desarrollo y la Democracia, que incluía una propuesta de reforma tributaria y la implementación de programas de gasto público prioritario y de reactivación económica y social. Sin embargo, el Gobierno no participó en este proceso de negociación y presentó al Congreso su propio paquete de reforma tributaria, antes de la suscripción del  Acuerdo Político 
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asociado con el Pacto Fiscal. Esta divergencia naturalmente socavó la implementación del Pacto.52

Con el propósito de conciliar ambas iniciativas, se inició una nueva ronda de negociaciones dirigida por el vice presidente de la República, Juan Francisco Reyes Ló-

pez, en la cual participaron los signatarios del  Acuerdo Político y representantes del Legislativo y el Ejecutivo. En esta etapa la discusión se centró en el tema tributario, dejando de lado los demás aspectos del pacto. Finalmente, al no alcanzar un acuerdo entre las partes, el proceso de negociación se rompió. 

Las iniciativas de ley que el gobierno del presidente Portillo presentó al Congreso de la República, un día antes de la firma del  Acuerdo Político del Pacto Fiscal, incluyeron una ley que restituía la base imponible y las tasas del impuesto al consumo de bebidas alcohólicas (decretadas in cons titucionales por una acción ante la cc de la Cámara de Comercio),53 y la supresión de privilegios y beneficios fiscales, así como el aumento de las tasas del isr, entre otras reformas.54 En junio de 2000, el frg como partido oficial y con mayoría parlamentaria no tuvo dificultades para aprobar esta propuesta. 

El Cacif rechazó el procedimiento de aprobación y el contenido de las medidas tributarias de junio de 2000, 52. Icefi (2007), citando a la Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Guatemala (Minugua), «El pacto fiscal un año después; informe de verificación» (Guatemala, mayo de 2001). 

53. Decreto del Congreso de la República No. 43-2000. 

54. Decreto del Congreso de la República No. 44-2000, que reformó las leyes del isr, del ivA, de timbres fiscales y de los impuestos sobre pasajes aéreos internacionales, circulación de vehículos, productos financieros y de salidas del país. También ordenó a la sAt la realización de un censo fiscal para actualizar el Registro Tributario Unificado. 
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esta vez con la cuota de legitimidad que ofrecía su participación activa en el proceso hacia un pacto fiscal, en contraste con las acciones unilaterales del nuevo gobierno. Este sería el primero de varios y cada vez más intensos conflictos entre el sector privado y el gobierno del frg. 

En diciembre de 2000, el gobierno del presidente Portillo continuó logrando que el Congreso aprobara medidas de política tributaria, las cuales incluyeron un nue vo impuesto específico a la distribución de cemento;55 

nuevas reformas al isr, a los timbres fiscales y al impuesto a la distribución de combustibles;56 y, de nuevo, reformas al impuesto a las bebidas luego de un escándalo por la alteración en la publicación en el diario oficial de las tasas aprobadas por el Congreso en junio.57 Las reformas 55. Decreto del Congreso de la República No. 79-2000. 

56. Decreto del Congreso de la República No. 80-2000. 

57. Decreto del Congreso de la República No. 82-2000. El escándalo al que se hace referencia se produjo porque el 27 de julio de 2000 

el Pleno del Congreso de la República aprobó el Decreto No. 43-2000, en el que las tasas del impuesto se listaban en una tabla. Sin embargo, cuando el documento fue publicado en la edición del Diario de Centro América del 2 de agosto de 2000, la tabla de las tasas del impuesto era distinta a las tasas aprobadas por el Pleno. 

Los miembros de las bancadas de oposición se percataron de la alteración y la denunciaron, solicitando la apertura de un expediente penal por falsedad ideológica y material a los diputados oficialistas del frg, cuyas firmas aparecieron falsificadas en la copia publicada de la ley. Por la forma en que se destruyeron las evidencias del caso, la prensa hizo un símil de este escándalo con el famoso caso estadounidense «Watergate» que terminó en la dimisión del presidente Nixon, denominando el caso guatemalteco «Guarogate». 

Para más detalle y para tener un seguimiento cronológico de este caso, puede consultarse el análisis de la Fundación Rigoberta Menchú Tum, en . 
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continuaron en 2001, cuando en julio el Congreso aprobó reformas para reforzar las sanciones penales a los evasores y contrabandistas;58 el incremento a la tasa del ivA, del 10 al 12%;59 reformas al isr, los impuestos sobre circulación de vehículos y sobre distribución de combustibles y el arancel de importación;60 la creación de un timbre de control fiscal;61 un incremento sustancial a las tasas del iemA, además de incluir a las maquilas y zonas francas 58. Decretos del Congreso de la República número 29-2001, reformas al Código Tributario, y número 30-2001, reformas al Código Penal, a la Ley contra la Defraudación y el Contrabando Aduanero y el Código Procesal Penal. 

59. Decreto del Congreso de la República No. 32-2001, con vigencia a partir del 1 de agosto de 2001. 

60. Decreto del Congreso de la República No. 33-2001. 

61. Decreto del Congreso de la República No. 35-2001. Fue suspendido provisionalmente por la cc por acción de inconstitucionalidad interpuesta por la Compañía de Jarabes y Bebidas Gaseosas «La Mariposa» (miembro de la cig), según el expediente 1412-2001. Fue derogado por el Decreto del Congreso de la República No. 64-2001, Ley del Impuesto Específico sobre la Distribución de Bebidas Alcohólicas Destiladas, Bebidas Alcohólicas Mezcladas y Alcoholes para Fines Industriales. Este timbre de control fiscal fue impugnado ante la cc por numerosas empresas o cámaras pertenecientes al Cacif, como la Embotelladora «San Bernardino» (cig, Expediente cc  1413-2001); la Cervecería Nacional, S.A. (cig, Expediente cc  1414-2001); Jorge Briz Abularach, por la Cámara de Comercio (Expediente 1415-2001); Cervecería Centroamericana, S.A. (cig, Expediente cc  1416-2001); Fábrica de Bebidas Gaseosas Salvavidas, S.A. (cig, Expediente 1417-2001); Embotelladora Central (Expediente cc 1420-2001); cig (Expediente cc  1426-2001); Héctor Palomo González (Expediente  cc  1439-2001); Distribuidora «El Progreso» 

(Expediente cc 1457-2001); y Bebidas Tropicales, S. A. y la empresa mercantil Unión Vinícola Americana (Expediente cc 1476-2001). 

La mayoría de estas acciones de inconstitucionalidad fue declarada 
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como sujetos obligados a pagar este impuesto auxiliar del isr; incremento al impuesto al consumo de cigarrillos y nuevas reformas al impuesto de distribución de combustibles.62

Por un lado, esta andanada de por lo menos doce decretos del Congreso suscritos entre 2000 y 2001, que reformaron la totalidad de los impuestos e incluso crearon uno nuevo (el del cemento, en 2000), generó un incremento importante en la carga tributaria: del 11.0%, en 1999, al 11.2%, en 2000, con una caída al 10.8%, en 2001, pero que luego se elevó al que por años fue un máximo histórico de 11.9%, en 2002.63 Pero, por otro lado, hubo reacciones agresivas de rechazo por parte del Cacif y otros sectores sociales y, con ello, se vino una andanada aún mayor de impugnaciones ante la cc. Según el registro de la sAt, se presentaron por lo menos veintiocho acciones de inconstitucionalidad en contra de los decretos aprobados sin materia, ya que cuando la cc las conoció el Congreso ya había derogado el Decreto No. 35-2001. 

62. Decreto del Congreso de la República No. 36-2001. Las tasas del iemA se incrementaron del 2.5 al 3.5% para los contribuyentes que optaran por el cálculo sobre el activo neto (es decir, un incremento del 40% sobre la obligación tributaria), y del 1.25 al 2.25% para los contribuyentes que optaran por el cálculo sobre los ingresos brutos (es decir, un incremento del 80% sobre la obligación tributaria). Debido a que las maquilas están exentas del isr, su inclusión como sujetos pasivos del iemA les impedía acreditar el impuesto auxiliar a cuenta del isr o viceversa, lo cual vulneraba su capacidad de pago. Esto sería impugnado y luego decretado inconstitucional por la cc. 

63. Este incremento en la carga tributaria fue bien visto por las instituciones financieras internacionales. De hecho, constituyó condiciones  ex ante que favorecieron la suscripción y vigencia en 2002 y 2003 de los Acuerdos de Derecho de Giro suscritos con el fmi. 
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entre 2000 y 2001 en materia tributaria, muchas de ellas interpuestas por el Cacif y otros sectores del empresariado. 

La cc emitió fallos favorables a los ponentes de estas acciones de inconstitucionalidad, suspendiendo total o parcialmente algunas de las leyes aprobadas. El Gobierno reaccionó rápidamente a las suspensiones provisionales por inconstitucionalidad dictadas por la cc en 2001, impulsando en noviembre de ese año la aprobación en el Congreso de más decretos conteniendo nuevas reformas: al ivA, con relación a reglas para facturar;64 al impuesto al consumo de bebidas (dolarizando las tarifas);65 y al impuesto al consumo de cigarrillos.66

En 2002, estas reformas y las anteriores continuaron siendo declaradas total o parcialmente inconstitucionales por la cc, lo cual generó como reacción del Gobierno la aprobación en el Congreso de más decretos. En respuesta a las suspensiones provisionales por inconstitucionalidad dictadas por la cc, en febrero de 2002 el Congreso aprobó un nuevo conjunto de leyes para el impuesto al consumo de bebidas (ahora volviendo a las tarifas en quetzales, luego de las inconstitucionalidades decretadas por la cc 64. Decreto del Congreso de la República No. 62-2001. 

65. Con el objeto de minimizar el impacto de las mutilaciones por sentencias de la cc, el Ejecutivo optó por proponer al Congreso separar en varios decretos este impuesto, uno por tipo de bebida. 

Así, por ejemplo, si la cc decretaba la inconstitucionalidad del hecho generador del impuesto para la cerveza, se lograba que esta decisión no alcanzara a las bebidas alcohólicas destiladas, a otras fermentadas o a las no alcohólicas. De esa manera, el Congreso aprobó los decretos números: 60-2001, impuesto para vinos; 61-2001, para las cervezas y otras bebidas de cereales fermentados; 63-2001, para bebidas gaseosas y otras no alcohólicas; y el 64-2001, para bebidas alcohólicas destiladas. 

66. Decreto del Congreso de la República No. 65-2001. 
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por las tarifas en dólares estadounidenses).67 En mayo de 2002, el Legislativo aprobó reformas al ivA y a los timbres fiscales;68 en junio, reformas al Código Tributario;69 en octubre, reformas al ivA/Paz;70 y en diciembre, reformas al tratamiento del ivA y timbres fiscales para los bancos y las sociedades financieras.71

Sin embargo, el final de 2002 estuvo marcado por el inicio de lo que se llegó a conocer como la «guerra de aranceles», la cual constituye, quizá, el episodio de mayor intensidad en el conflicto entre el gobierno de Portillo y el sector privado debido a la legislación tributaria. Este conflicto fue detonado en diciembre de 2012 por la publicación de la sentencia de la cc que decretó la inconstitucionalidad de las reformas aprobadas en 2001 al impuesto a la distribución de combustibles; el punto más ál gido del problema se caracterizó porque el plazo que trans currió entre las sentencias de la cc para las acciones de inconstitucionalidad presentadas por el sector privado y las reacciones legislativas y arancelarias del Gobierno se redujo a sólo días. 

La «guerra de aranceles» concluyó en abril de 2003, luego de que el Congreso aprobara nuevas reformas a la ley del impuesto a la distribución de combustibles.72 Sin 67. Decretos del Congreso de la República números 7-2002 (vinos); 8-2002 (cervezas); 9-2002 (bebidas gaseosas y otras no alcohólicas); y 10-2002 (bebidas alcohólicas destiladas). 

68. Decreto del Congreso de la República No. 34-2002. 

69. Decreto del Congreso de la República No. 23-2002. 

70. Decreto del Congreso de la República No. 66-2002. El ivA/

Paz es la asignación específica de una fracción de la recaudación del ivA para financiar programas y proyectos relacionados con el proceso de paz de Guatemala. 

71. Decreto del Congreso de la República No. 88-2002. 

72. Decretos números 4-2003 y 11-2003. 
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embargo, durante el resto de 2003 los conflictos sociales y políticos no cesaron, sino al contrario, se agudizaron críticamente. Adicional a la tensión usual de los años electorales, en julio de 2003 se registraron los violentos disturbios que se llegarían a conocer como «jueves negro y viernes de luto».73

Además de los conflictos políticos y sociales, el último año del gobierno de Portillo también fue el año en el que se frenó el crecimiento de la carga tributaria, retrocediendo del 11.9% de 2002 al 11.7% de 2003. Y como se ha visto, esta caída no se registró por ausencia de reformas tributarias en años anteriores, sino más bien por el impacto de las acciones de inconstitucionalidad (véase la tabla 1). Según la  sAt, en el período 2000-2003 se regis traron setenta ac ciones de inconstitucionalidad, de las cuales cuarenta y tres explícitamente están relacionadas con el Cacif, las cámaras empresariales o empresas inte grantes del Cacif.74

73. Los eventos del 24 y 25 de julio de 2003. En esos días, simpatizantes del frg se concentraron en varios sectores de la ciudad capital para ejercer presión en varias entidades, con la intención de forzar la inscripción de Ríos Montt como candidato presidencial. Sin embargo, las manifestaciones se tornaron violentas, degenerando en una situación caótica al ausentarse las fuerzas de seguridad (presuntamente por una orden del propio presidente Portillo). Además de presionar por la candidatura, los revoltosos atacaron algunos edificios y oficinas centrales de las empresas en conflicto con el Gobierno. Durante las protestas falleció trágicamente un reportero de radio y televisión. 

74. Véase 

download/196-inconstitucionalidades.html>. 
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 Reformas acordadas entre 2004 y 2011, y bloqueo parlamentario :   

 menos impugnaciones ante la cc

Pese a las manifestaciones violentas y el desorden social con los que se presionó para lograr la inscripción del general Ríos Montt como candidato presidencial, el frg perdió las elecciones de 2003 ante la victoria del partido Gran Alianza Nacional (Gana), y la elección de Óscar Berger Perdomo como presidente de la República. La llegada de Berger y el partido Gana al poder supuso el re torno a una relación armoniosa entre el Gobierno y el sector privado, como la que se registró durante la administración de Álvaro Arzú (1996-1999). Sin embargo, la realidad fiscal de Guatemala al inicio de 2004 era muy distinta a este idilio político, y particularmente difería de cómo el presidente Álvaro Arzú encontró las finanzas públicas en su primer año de gobierno (1996). 

La intensidad y profundidad del conflicto entre el sector privado y el gobierno de Portillo alcanzaron, sin intención de los ponentes, al primer año de la administración de Óscar Berger.75 El ejercicio fiscal de 2004 arrancó con la recaudación tributaria perforada por varias inconstitucionalidades decretadas por la cc en contra de los impuestos al consumo de bebidas,76 a la distribución del petróleo,77 

el isr78 y el iemA.79

75. En todo caso, los eventos del «jueves negro y viernes de luto» 

alimentaban el temor dentro del empresariado y otros sectores. 

76. Expedientes de la cc números 629-2003, 641-2003, 1806-2003 

y 1882-2003. 

77. Expedientes de la cc números 361-2003 y 684-2003. 

78. Expedientes de la cc números 1806-2003 y 1339-2003. 

79. Expedientes de la cc números 1766-2001 y 181-2002. La 
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La nueva administración enfrentó entonces la necesidad de medidas urgentes para restituir estos tres impuestos y cubrir la brecha fiscal significativa creada por las sentencias de la cc. El Gobierno se apoyó en la Comisión de Seguimiento del Pacto Fiscal (cspf). Sin embargo, se cometió el error de excluir a los sectores sociales, lo cual generó protestas. Pese a este conflicto, en junio de 2004 el Gobierno logró que el Congreso de la República aprobara reformas extensas al isr,80 así como la creación del impuesto extraordinario y temporal de apoyo a los Acuerdos de Paz vigencia de esta inconstitucionalidad es motivo de controversia: la acción de inconstitucionalidad que dio origen al expediente 1766-2001 fue interpuesta por los abogados Eduardo Palomo Escobar, Roberto René Alonzo Castañeda y Juan Eladio Campos Moraga en 2001, y la que dio origen al expediente 181-2002 fue interpuesta por el Cacif con el auxilio de los abogados Eduardo Palomo Escobar, Roberto René Alonzo Castañeda, Juan Eladio Campos Moraga, Rodrigo Rosenberg Marzano (quien se hizo trágicamente famoso en 2009, por haber provocado una crisis política ya que previo a su muerte filmó un video en el que acusó de su asesinato al entonces presidente Álvaro Colom Caballeros, su esposa y dos financistas de su campaña electoral), Lucrecia Mendizábal Barrutia y Olga María Pivaral Alejos, en 2002. Sin embargo, la Corte emitió su sentencia hasta el 15 de diciembre de 2003, la cual se publicó hasta la edición del  Diario de Centro América del 2 de febrero de 2004, y cobró vigencia el día siguiente. Se ha especulado que el frg pudo haber incidido en la cc, ya que el Cacif impugnó la norma en 2001 y 2002, en el marco del conflicto con el gobierno de Portillo y el frg, pero los efectos de la sentencia perjudicaron las finanzas públicas hasta el primer año del gobierno de Berger. 

80. Decreto del Congreso de la República No. 18-2004, el cual destaca la creación de un régimen simplificado tipo  flat tax que deja al isr usual como régimen optativo. 
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(ietAAp).81 Este último era una copia del iemA, que estaría vigente hasta 2007 y tendría tasas decrecientes; suprimía, además, las causales de inconstitucionalidad, especialmente en cuanto a su aplicación a maquilas, zonas francas y otros entes que gozan de exención del isr. También se aprobó una nueva ley para el impuesto sobre distribución de bebidas alcohólicas, restituyéndolo luego de que fuera decretado inconstitucional por la cc.82 La restitución del impuesto a la distribución de combustibles tuvo que esperar hasta mayo de 2005.83

Sin embargo, en 2004 el gobierno de Berger no solo impulsó la aprobación de reformas tributarias, sino al igual que en la administración de Álvaro Arzú, promulgó legislación de interés para el sector privado. En particular, destaca que en noviembre de 2004 el Congreso ratificara una ampliación de los privilegios fiscales que gozaban las maquilas y las zonas francas,84 extendiéndolos a operaciones domésticas y no únicamente a reexportaciones. En 2006, se aprobó la denominada Ley Antievasión I,85 con varias medidas de fortalecimiento de la administración tributaria. 

El Cacif no impugnó ante la cc estas reformas. 

Además de un clima político de entendimientos razonables entre el Gobierno y el sector privado, estas reformas se vieron apoyadas por un período de bonanza económica reflejada en un crecimiento acelerado del pib. 

81. Decreto del Congreso de la República No. 19-2004. El Organismo Legislativo, mediante el Decreto No. 69-2007, pro rrogó el ietAAp hasta finales de 2008. 

82. Decreto del Congreso de la República No. 21-2004. 

83. Decreto del Congreso de la República No. 38-2005. 

84. Decreto del Congreso de la República No. 38-2004. 

85. Formalmente, Disposiciones Legales para el Fortalecimiento de la Administración Tributaria, Decreto del Congreso de la República No. 20-2006. 
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No solo se alcanzó sino que se sobrepasó la meta mínima indicativa del 6% que los Acuerdos de Paz habían establecido para ese indicador. Además, durante el período se registraron tasas altas de crecimiento del valor cif86 de las importaciones,87 y la inversión, tanto pública como privada, registró crecimientos consecutivos y acelerados. La combinación de los efectos de las reformas y de los factores económicos y extraeconómicos que caracterizaron el desempeño favorable de esta etapa se reflejó en la evolución de la carga tributaria: del 11.5%, en 2004, cayó al 11.2%, en 2005, para crecer al 11.9%, en 2006, y alcanzar el máximo histórico del indicador: 12.1%, en 2007. 

La Unidad Nacional de la Esperanza (une) ganó los comicios de 2007 y Álvaro Colom Caballeros resultó electo presidente de la República. La bonanza económica registrada en 2007 y el máximo histórico alcanzado en ese año parecían augurar condiciones fiscales favorables para el nuevo gobierno. Sin embargo, varios factores incidieron para que, en vez de sostener los resultados positivos, se produjera deterioro.88 Las condiciones económicas en 86.  Cost, Insurance and Freight (costo de las importaciones incluyendo seguro y flete). 

87. Tasas que superaban la tasa de crecimiento del pib nominal. 

Es decir, el dinamismo de las importaciones durante ese período logró que la recaudación aduanera generara crecimientos acelerados en la carga tributaria. 

88. Desde el punto de vista estructural, el sistema de retenciones del ivA creado en la denominada Ley Antievasión I, de 2006, sí logró recaudar recursos adicionales durante dicho año y, sobretodo, durante 2007. Pero, por las características de diseño de este sistema, la recaudación adicional funcionaba como un adelanto, por lo que el incremento en la carga tributaria no resultó sostenible en 2008 

y, principalmente a partir de 2009, empezó incluso a generar pasivos contingentes al Estado. 
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el entorno internacional empezaron a deteriorarse de manera cada vez más severa a partir de finales de 2007. 

Ya en 2008, el entorno económico mundial sugería la posibilidad de una crisis de grandes proporciones. A finales de 2008 y durante el siguiente año, el mundo estaba atravesando la peor crisis económica y financiera global en más de ochenta años, con un antecedente comparable únicamente con la Gran Depresión de la década de 1930. 

El principal factor que determinó el deterioro de la carga tributaria entre 2008 y 2010 fue el impacto de esta crisis económica mundial en Guatemala. El canal de transmisión de la crisis a los países en vías de desarrollo fue el desplome del comercio mundial. Las cifras muestran que las importaciones y exportaciones de prácticamente la totalidad de los países pasaron de registrar tasas positivas de crecimiento, antes de la crisis, a contracciones severas en 2009.89 El deterioro del comercio mundial evidenció que la carga tributaria de los países latinoamericanos depende fuertemente de los impuestos asociados con el comercio exterior, los derechos arancelarios a la importación (dAi), y el ivA sobre importaciones, lo cual constituye una seria debilidad estructural de sus sistemas tributarios. La caída de la carga tributaria fue la constante en la región, obligando a los países a tomar medidas de emergencia. 

Guatemala no fue la excepción, ya que la carga tributaria registró una caída considerable al pasar del 12.1% de 2007, al 10.3% de 2009 (el mismo nivel de diez años atrás, en 1998). Como parte de su programa económico, el Gobierno presentó en el primer semestre de 2008 el Programa de 89. Véase el  Segundo Informe Centroamericano de Política Fiscal,  «La política fiscal en Centroamérica en tiempos de crisis» (2012), del Icefi. Disponible en: 
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Modernización Fiscal90 con medidas en materia de tributación, gasto público y transparencia. El componente tributario de este Programa incluía una reforma integral entre cuyos elementos destacaba una nueva ley del isr, una reforma integral a la tributación indirecta y medidas de fortalecimiento de la administración tributaria (que luego se conocerían como Ley Antievasión II). El sector privado bloqueó el proceso de presentación del isr ante el Congreso de la República, argumentando que, debido a los efectos de la crisis económica global, ello debía posponerse hasta que iniciara el proceso de recuperación económica. Las reformas a la tributación indirecta sí se presentaron ante el Congreso,91 pero una prolongada discusión parlamentaria distorsionó severamente su propósito inicial, obligando al Ejecutivo a retirar la iniciativa. 

Ante el bloqueo parlamentario de su propuesta de re forma tributaria integral, el gobierno de Colom intentó medidas tributarias de carácter transitorio o compensato-rio.92 La crisis política desatada por el caso Rosenberg en 200993 y el consecuente conflicto con el Cacif incidieron 90. Propuesta formulada por el Grupo Promotor del Diálogo Fiscal (gpdf), la última de las comisiones del Pacto Fiscal que funcionó en Guatemala y cuyo mandato específico fue la preparación de una propuesta de reforma fiscal integral. 

91. Iniciativa de ley con número de registro 3874. 

92. Para mayor detalle, véase el libro  Rendición de cuentas, de Juan Alberto Fuentes Knight (2011), ministro de Finanzas Públicas durante los primeros dos años y medio del gobierno de Colom. 

93. La muerte trágica del abogado Rodrigo Rosenberg Marzano, acaecida el 10 de mayo de 2009, desató una crisis política ya que, previo a su muerte, el profesional filmó un video en el que, en caso de ser asesinado, acusaba como responsables al presidente de la República, Álvaro Colom, a su esposa y primera dama, Sandra 
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en que el Gobierno lograra únicamente la aprobación del Impuesto de Solidaridad (Iso),94 una versión permanente del ietAAp de 2004, cuya vigencia caducó en diciembre de  2008. Quizá este fue el único logro consumado en materia tributaria durante esta administración guber namental. Esto, debido a que la creación del Iso no solo evitó que la caída de la carga tributaria fuera mucho más aguda en los años de la crisis, sino que además rompió el círculo vicioso de negociar permisos o resistir vetos del sector privado para este impuesto auxiliar del isr de carácter temporal, una cuota de poder que el Cacif ejerció con energía durante los cuatro gobiernos anteriores (permitiéndolo en los gobiernos afines de Álvaro Arzú y Óscar Berger, y vetándolo en el período antagonista de Alfonso Portillo y en el de transición de Ramiro de León Carpio). 

 Un epílogo inquietante : el fracaso del ataque jurídico a la reforma tributaria de 2012

El Partido Patriota (pp) resultó ganador de los comicios de 2011, en los cuales el ex general del Ejército guatemalteco, Torres, y a los señores Gregorio Valdez y Gustavo Alejos Cámbara, ambos empresarios que financiaron parte de la campaña electoral (el segundo también fungía como secretario privado del presidente). 

Meses después de la muerte de Rosenberg, la investigación realizada con el apoyo de la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (cicig, ), creada en el marco de un acuerdo entre Guatemala y la Organización de las Naciones Unidas, reveló que el abogado Rosenberg se había mandado a matar. Esta investigación es motivo de controversia. Véase: 

es.wikipedia.org/wiki/Rodrigo_Rosenberg>. 

94. Decreto del Congreso de la República No. 73-2008. 
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Otto Pérez Molina, fue electo presidente de la República. 

Casi inmediatamente después de conocer el resultado electoral, en noviembre de 2011, el futuro ministro de Finanzas Públicas designado por Pérez Molina comenzó a operar políticamente para echar a andar la que sería la agenda fiscal del nuevo gobierno. Entre varios puntos de esta agenda, destacaba el impulso de una reforma tributaria basada en el Pacto Fiscal.95

El pp contaba con una propuesta de reforma tributaria desde antes de las elecciones,96 cuya aprobación impulsó políticamente desde noviembre de 2011. Se trataba de los proyectos de ley originales basados en la propuesta del gpdf, y que habían sido elaborados en 2008 por el Ministerio de Finanzas Públicas (Minfin). Con los proyectos de ley listos, en diciembre de 2011 el pp inició acercamientos con el Cacif, hasta lograr negociaciones que concluyeron exitosamente en enero de 2012. 

El nuevo gobierno cedió al debilitar la propuesta original del gpdf en algunos puntos requeridos por el Cacif, que no distorsionaban excesivamente el potencial de la reforma, a cambio de que no se bloqueara su aprobación 95. Una promesa de la campaña proselitista de Pérez Molina durante el proceso electoral de 2011. 

96. Fuentes Knight, J.A. (2011).  Rendición de cuentas. Fuentes explica que, como producto de una negociación privada entre el gobierno de Colom y el entonces opositor pp, se buscó un acuerdo político para lograr la aprobación de la reforma tributaria. El acuerdo beneficiaba tanto al gobierno como al pp (con altas expectativas de alcanzar la victoria electoral en 2011). Aunque esta negociación privada fracasó en su propósito, es importante el detalle con respecto a que el pp recibió los proyectos de ley originales desde el inicio de 2010, con tiempo suficiente para estudiar-los, reconocer su valor y solidez técnica, para luego adoptarlos como  su reforma tributaria. 
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(como sí ocurrió durante el gobierno de Álvaro Colom). 

Este acuerdo político, alcanzado entre el gobierno de Pérez Molina y el Cacif, se concretó en la aprobación de la denominada Ley Antievasión II, el 26 de enero de 2012, y de la Ley de Actualización Tributaria, el 16 de febrero del mismo año.97 Este éxito temprano del Ejecutivo confirmó que en Guatemala el desafío por aprobar este tipo de reformas es netamente político, no técnico. Prueba de ello es que, en términos generales, la misma propuesta técnica de reforma tributaria que sufrió bloqueo político durante los cuatro años del gobierno de Colom (2008-2011) vio súbitamente la luz en cuestión de pocas semanas al inicio de la administración de Pérez Molina. 

El apoyo del sector privado al gobierno de Pérez Molina suponía no atacar la reforma tributaria mediante impugnaciones ante la cc. Sin embargo, en este aspecto la cohesión del Cacif no tardó en desmoronarse, y ya en 2012 la Cámara del Agro empezaba el ataque presentando acciones de inconstitucionalidad ante el máximo tribunal constitucional. Poco a poco, el resto de cámaras empresariales se sumó a la acometida, la cual se intensificó en 2013, cuando todos los componentes de la reforma cobraron vigencia. Las cifras disponibles en diciembre de 2013 

mues tran que este ataque jurídico vía acciones de 97. Las leyes aprobadas fueron: Disposiciones para el Fortalecimiento del Sistema Tributario y el Combate a la Defraudación y al Contrabando, coloquialmente conocidas como Ley Antievasión II, Decreto del Congreso de la República No. 4-2012; y Ley de Ac tualización Tributaria, Decreto del Congreso de la República No.  10-2012. La Ley de Actualización Tributaria se encuentra organizada en siete libros: nueva ley del isr, creación del impuesto de primera matrícula, ley aduanera nacional, reformas al ivA, reformas al impuesto sobre circulación de vehículos, reformas a los timbres fiscales, y disposiciones finales y transitorias. 
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inconstitucionalidad presentadas ante la cc fue de gran envergadura (véase la tabla 2). En conjunto, los dos decretos de la reforma contienen 258 artículos,98 de los cuales en diciembre de 2013 ya se había impugnado un to tal  de  81 artículos distintos99 (alrededor del 30% del articulado). La nueva ley del isr fue el blanco más frecuente de los ataques de las cámaras y gremiales empresariales, ya que del total de 81 artículos impugnados, 20 corresponden a ella (en 41 expedientes). 

No obstante, cabe indicar que, aunque de envergadura, la embestida fue más bien dispersa y no coordinada: de los 81 artículos atacados, 44 fueron impugnados por más de un ponente,100 lo cual hizo que se sumaran 168 expedientes de acción de inconstitucionalidad en total,101 

muchas veces con argumentos muy distintos. Pero, aún peor, los resultados revelaron escasa efectividad de las ac ciones de incons titucionalidad: a noviembre de 2013, de los 168 expedientes abiertos por la cc, los ponentes lograron que la Corte decretara la inconsti tucionalidad en sentencia definitiva de solo 5 artículos (impugnados por 16 expedientes), y que suspendiera provisionalmente solo  4 artículos (im pugnados en 8 expedientes). En contraste, la cc ya había archivado o no tramitó 9 expedientes, había declarado defi nitivamente sin lugar 28 

98. Distribuidos así: 77 artículos en la Ley Antievasión II y 181 

artículos en la Ley de Actualización Tributaria. 

99. Distribuidos así: 29 artículos en la Ley Antievasión II (alrededor del 40% del articulado) y 52 en la Ley de Actualización Tributaria (alrededor del 30% del articulado). 

100. Distribuidos así: 21 artículos en la Ley Antievasión II, y 181 

artículos en la Ley de Actualización Tributaria. 

101. Distribuidos así: 69 acciones de inconstitucionalidad en contra de la Ley Antievasión II y 99 acciones de inconstitucionalidad en contra de la Ley de Actualización Tributaria. 
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tabla 2

acciones de inconstitucionalidad pResentadas ante la cc en contRa de la RefoRma tRibutaRia apRobada en 2012


Reforma 

Número de 

Número de 

Ponentes


atacada

artículos 

expedientes


impugnados

Ley Antievasión II (Decreto No. 4-2012) Código Tributario

6

12

Cámara del Agro, ccg y 

Cámara del Agro, cig

5

22

Otros

iva

2

4

ccg y Cámara del Agro

cig

7

15

Otros

isr

5

11

Otros

Ley Antievasión I

3

4

Otros

Vehículos

1

1

Otros

Subtotal Dto. 

29

69



4-2012

Ley de Actualización Tributaria (Decreto No. 10-2012) isr

15

30

Anacafé, CG Educación 

ccg y Cámara del Agro

Anacovi, cig

5

25

Otros

Iprima

1

1

CG Educación

3

7

Otros

Ley Aduanera

10

14

Otros

iva

4

5

CG Educación, ccg y 

Cámara del Agro, cig

1

1

Otros

Timbres

1

2

ccg y Cámara del Agro

Vehículos 

11

13

Otros

Derogatorias 

1

1

Otros

varias

Subtotal Decreto 

52

99



10-2012

Total

81

168

Fuente: Icefi, con base en información del Minfin y la cc. 
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expedientes, y no decretó suspensión provisional en 88 

(inconstitucionalidad poco probable). A noviembre de 2013 tenía pendientes de resolver 19 recursos. 

Es decir, este máximo tribunal solo declaró inconstitucionalidad en el 6% de los 81 artículos impugnados, y ha suspendido de manera provisional únicamente al 5% 

de ellos. La cc ha resuelto con lugar un escaso 10% de los 168 expedientes abiertos, y ha ordenado suspensión provisional solo en el 5% de ellos. Y para terminar de agudizar el fracaso del ataque jurídico, ninguno de los artículos declarados inconstitucionales por la cc corresponde a elementos esenciales de la estructura técnica de los impuestos (tasas, bases imponibles, hechos generadores, exenciones, etc.), sino a facultades de fiscalización que se le habían otorgado a la sAt, o correcciones de errores cometidos por los diputados durante la aprobación de la reforma. 

Aunque el monto de los honorarios cobrados por los abogados que auxiliaron a los ponentes no se conoce pú-

blicamente, tasas de éxito tan bajas (como un magro 6% 

de los artículos impugnados declarados inconstitucio nales, o solo el 10% de los expedientes presentados con sentencias con lugar de parte de la cc), suponen que el ataque fue excesivamente oneroso e ineficiente, ya que al final los ponentes continúan obligados a pagar los impuestos. El fracaso del ataque jurídico en contra de la reforma tributaria de 2012 (por lo menos en comparación con las impugnaciones de reformas tributarias anteriores) plantea si las acciones de inconstitucionalidad continuarán siendo un instrumento efectivo de veto a disposición del sector privado, con el cual puedan bloquear o mutilar reformas orientadas a incrementar la carga tributaria según sus intereses. 
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Pero, lamentablemente, el sector privado cuenta con otros mecanismos de veto: hacia diciembre de 2013 la reforma tributaria de 2012 ya había sufrido mutilaciones. 

Estos cambios no fueron resultado de acciones exitosas de inconstitucionalidad interpuestas ante la cc, sino obedecieron a la aprobación, por parte del Congreso de la República, de modificaciones a la reforma, algunas de ellas con el impulso y control estrecho del Cacif.102

3. 

el control sobre lA inversión 

pú bl icA en i nfr A est ruct ur A:   

e l pulso ent r e cont r At istAs 

e m ergent es y t r A dicionA les

Existe consenso con respecto a que más y mejor inversión pública en infraestructura contribuye efectivamente a la competitividad, el crecimiento económico, e incluso mejora la distribución del ingreso y la reducción de la pobreza (Calderón y Serven, 2004). Sin embargo, en muchos países el presupuesto de inversión pública constituye una oportunidad de grandes negocios para los contratistas del Estado. 

Por ello, para un sector de contratistas, el poder ejercer influencia o control sobre las decisiones presupuestarias 102. La reforma tributaria de 2012 fue modificada mediante los decretos del Congreso de la República números 1-2013 (retroceso al incremento al impuesto sobre circulación de vehículos y amnistía fiscal); 14-2013 (nueva Ley Nacional de Aduanas); y 19-2013 (que por una parte corrigió errores en la reforma, pero por la otra aprobó privilegios fiscales injustificados para el sector privado, incluyendo una «autorización» para subfacturar proyectos inmobiliarios de lujo). 
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también supone el poder de tener ventajas sobre sus competidores y sobre otras actividades económicas y, por supuesto, conseguir mayores ganancias (lícitas o no). Y 

la lucha por ese poder, lamentablemente, es con suma frecuencia corrupta, o incluso hasta violenta y criminal. 

Si los grandes negocios con el Estado son una «fiesta», el presupuesto de inversión pública vendría a ser el «pastel» 

y los contratistas los «comensales». No obstante, el derecho a participar en esta «fiesta» constituye un esquema que plantea potenciales conflictos políticos con el paso del tiempo: el número de comensales crece, pero el tamaño del pastel no, o peor aún, este se hace cada vez más pequeño. En un país con ingresos fiscales crónicamente bajos, ciertamente las posibilidades son que el pastel no crezca con el tiempo. ¿Y qué de los «comensales» en Guatemala? 

 3.1.  El gasto público de capital : el tamaño del «pastel» depende de la disponibilidad de recursos y también del vaivén político Los gastos de capital del Gobierno de Guatemala durante el período 1980-2012 se caracterizaron por su inestabilidad en el tiempo. El promedio, durante ese lapso, se ubicó en 3.7% del pib, pero con desviaciones muy significativas. 

Presentó extremos históricos de 7.2% del pib, en 1981, como máximo (asociado con la construcción de la hidroeléctrica de Chixoy y el complejo del Puerto Quetzal en la costa del Pacífico), y de 1.5%, en 1991, como mínimo. 

Las razones que explican estas variaciones abruptas en el gasto de capital son varias y diversas. Sin embargo, las cifras muestran cierta correlación entre eventos políticos 
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y crisis fiscales, por un lado, y la evolución de la inversión pública, por el otro. 

Luego de los gastos extraordinarios realizados hasta 1981, con los golpes de Estado entre gobiernos militares y la agudización de la guerra civil, el gasto de capital del Gobierno registró un desplome sostenido de siete años, desde el 7.2% del pib, en 1982, hasta el 1.9% del pib, en 1986. La mejora de las condiciones políticas y económicas que supuso el retorno a los gobiernos democráticamente Gráfica 4

guatemala: gasto de capital como poRcentaje del pib (1980-2012)

Represa de Chixoy 

y Puerto Quetzal

Tendencia creciente tenue

Firma de los 

Firma del Pacto Fiscal

Acuerdos de Paz

Nota: para el período 1980-2000 se utilizó el pib corresponde al año base 1958, Para el período 2001-2012, el pib utilizado es el de año base 2001. 

Fuente: elaboración del Icefi con datos del Ministerio de Finanzas Públicas y el Banco de Guatemala. 
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electos, en 1986, permitió una breve recuperación, pero insostenible. La firma de los Acuerdos de Paz, en 1996, fue el punto de partida para la escalada más prolongada en el gasto de capital del Gobierno, el cual alcanzó otro máximo del 5.8% del pib, en 1999. A partir de 2008 volvió a registrarse un desplome sostenido por cuatro años, asociado con el impacto de la crisis económica mundial en Guatemala. Como respuesta, en esos años, el Gobierno buscó adoptar una política fiscal contracíclica financiada con un incremento en el endeudamiento público. En particular, en 2012 la inversión cayó aceleradamente, producto de la influencia de fenómenos políticos y de la dificultad creciente para financiar el déficit fiscal con deuda pública. 

 3.2. Los contratistas tradicionales del sector construcción : los «comensales de élite»

Durante el siglo xx, miembros de la élite económica tradicional guatemalteca extendieron sus intereses al sector de la construcción, algunos como contratistas del Estado. 

De hecho, en la actualidad muchas de las más grandes empresas contratistas del Estado se originaron a partir de vínculos entre las familias de la élite económica tradicional. 

Por ejemplo, el Grupo Tecún103 es propiedad de la fa milia Maegly, que también pertenece al poder económico terrateniente; tiene inversiones en la exportación de productos agrícolas como el azúcar y la palma africana, y está emparentada con la familia Novella (Cementos Progreso),104 

103. Véase . 

104. Véase . 
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poderosa en el entorno industrial guatemal teco. El señor José Agüero Umatino, fundador de la empresa Asfaltos de Guatemala, S.A. (Asfalgua),105 se en lazó matrimonial-mente con la familia Urruela, empa rentada a su vez con la familia Kong, con poder e influencia en la industria nacional y con descendientes vinculados con el grupo Maegly-Novella, ya mencionado. Enrique Tejada Wyld, fundador de la empresa Constructora Nacional (Conasa),106 

uno de los contratistas de la construcción más grandes en la actualidad, también está emparentado con la familia Novella. El señor Gregorio Valdez O’Connell, propietario de la empresa Construcción y Materiales, S.A. (Conyma), pertenece a una familia con intereses industriales y agrícolas, ligada con la banca del país y, notablemente, con el financiamiento de campañas electorales.107

Sin embargo, en la actualidad no todas las empresas que son contratistas importantes del Estado tienen su origen en estos lazos familiares de la élite tradicional. Por 105. Véase . 

106. Véase . 

107. Para más información sobre los señores Gregorio Valdez y Gustavo Alejos,  Cfr. nota número 96 ( supra p. ). Los señores Valdez y Alejos fueron financistas de la campaña electoral de Colom, y también lo han sido de muchos otros políticos. Véase, por ejemplo, la nota de prensa publicada en  El Periódico: 

com.gt/es/20090529/pais/102229>. También, en una entrevista con la cadena internacional de noticias CNN realizada en 2009, el presidente Colom admitió que Gregorio Valdez O’Conell, de la empresa Conyma, fue financista de su campaña. En 2007, a Conyma se le adjudicaron contratos por us$ 11.7 millones, mientras que en los dos años siguientes recibió pagos por contratos públicos que ascendieron a us$  28.6 millones y us$  40.6 millones, respectivamente. 
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ejemplo, la empresa Sigma Construcciones, S.A.108 –cuyos propietarios no cuentan con lazos de parentesco con la élite tradicional– se ha consolidado como una de las mayores empresas contratistas del Estado. Otra empresa notable por el monto e importancia de sus contratos con el Estado guatemalteco es Solel Boneh ftn, S.A.,109 subsidiaria de la transnacional de capital israelí Solel Boneh, cuyo origen se remonta a 1981 cuando esa transnacional inició operaciones en Guatemala, invitada por los gobiernos militares en el marco de la cooperación guatemalteco-israelí (que incluyó la asistencia miliar, luego que los Estados Unidos de América la cesara debido a las graves acusaciones de violaciones a los derechos humanos). 

Los mayores contratistas del Estado en proyectos de construcción de obras públicas vinculados con la élite tradicional, o no, son miembros de la Asociación Guatemalteca de Contratistas de la Construcción (Agcc), entidad creada el 12 de septiembre de 1966. Otra asociación importante de contratistas, pero mayoritariamente dedicada a mercados privados, es la Asociación Nacional de Constructores de Vivienda (Anacovi, creada el 25 de octubre de 1966). En 1974, la Agcc y la Anacovi con formaron la Cámara Guatemalteca de la Construcción (cgc)110 

como su ente institucional representativo. La cgc, por su parte, se define como la entidad cúpula que representa al sector de la construcción. 

La  cgc ha ejercido influencia y control en el nombramiento de algunos de los principales funcionarios del Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda (civ). Por ejemplo, el señor Jorge Franco Suchini fue ge-108. Véase . 

109. Véase . 

110. Véase . 
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rente general de la cgc desde su creación, en 1974, hasta que asumió el cargo de viceministro del civ, en 1996 

(cargo en el que permaneció hasta 2001, en el segundo año del gobierno de Alfonso Portillo). El ministro del civ durante el gobierno de Álvaro Arzú fue Fritz García-Gallont, exvicepresidente de la Cámara de Comercio Guatemalteca Alemana y miembro de la junta directiva de la Anacafé. 

La influencia del sector también fue notable durante el gobierno de Óscar Berger (2004-2007). Por ejemplo, Federico Moreno, alto funcionario del Grupo Cementos Progreso, y Carlos Enrique Batres Carrillo, empresario del sector construcción e integrante de la junta directiva de la Agcc, fungieron como viceministros del civ durante esta administración. En su gestión se registró un incremento significativo de los recursos asignados al civ, lo cual incidió en un aumento de la inversión pública en infraestructura. 

El gobierno de Álvaro Colom, por su parte, no fue la ex cep ción a la influencia de la Agcc. Por ejemplo, en 2009, Alfredo Mury, mandatario con facultades especiales de Conasa, fungió como viceministro del civ. Según los datos publicados en el sistema Guatecompras,111 en 2008 

se le adjudicaron a esa empresa cuatro obras por un monto de aproximadamente us$ 14.3 millones, mientras que en 2009 las obras fueron nueve, por un total aproximado de us$ 60.3 millones. 

Entre los miembros de la Agcc figuran algunos de los más grandes contratistas del Estado, no siempre en condiciones de transparencia y legitimidad. Por ejemplo, en octubre de 2009 se le adjudicó a Solel Boneh la cons-111. Sistema de Adquisiciones y Contrataciones del Estado de Guatemala . 
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trucción de la Franja Transversal del Norte (ftn), quizá el proyecto vial más grande de las últimas décadas, por un monto de us$  266.7 millones. Pero la organización Grupo de Apoyo Mutuo (gAm) denunció que «esta empresa ha ejecutado […] bajo las denuncias y sospechas de haber pagado cuantiosas sumas de dinero en sobornos a los funcionarios públicos para que se les adjudicara la construcción de las obras». Por otra parte, una investigación del diario electrónico  Plaza Pública informó que «Solel Boneh […] aseguró a su favor el voto mayoritario en el Gráfica 5

los veinticinco pRoveedoRes más gRandes del estado guatemalteco duRante el peRíodo 2004-2009 

(Monto acumulado en millones de us$  

por proyecto adjudicado)

Fuente: elaboración propia con base en datos de la nota de prensa publicada en la edición del 17 de septiembre de 2009 de El Periódico, disponible en línea en: 

. 
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hemiciclo mediante “transferencias considerables” hechas a “un buen número” de congresistas».112

Este nivel de influencia y control, sumado al capital y capacidades, ha permitido a las empresas agremiadas en la Agcc asegurar la adjudicación de contratos estatales para la ejecución de proyectos de gran envergadura. El listado de los 25 mayores proveedores del Estado durante el período 2004-2009 (véase gráfica 5) lo encabezan tres miembros de la Agcc: Solel Boneh, Sigma y Conasa, por orden de magnitud. Durante ese período, estas tres empresas ejecutaron contratos por construcción de obras públicas por más de us$ 1,300 millones (3.3% del pib de 2009), monto equivalente al 82.1% de la inversión pública ejecutada en 2009. De acuerdo con Guatecompras, durante el período 2010-2012 a Sigma y a Conasa se les adjudicaron contratos adicionales por un total de us$ 103.7 millones, con lo cual en el período 2004-2012 estas tres empresas concentraron contratos estatales por us$ 1,436.9 

millones. 

 3.3.  El proceso de descentralización y el surgimiento de poderes locales : apertura para nuevos «comensales»

Desde la década de 1970, profesionales, académicos y funcionarios gubernamentales propusieron y consideraron procesos de descentralización estatal, formulados con base en modelos teóricos o inspirados por los llevados a 112. Artículo publicado el 12 de febrero de 2012 en el diario electrónico  Plaza Pública, titulado «La decepción. El gobierno de la desesperanza», disponible en línea en 

com.gt/content/la-decepcion-el-gobierno-de-la-desesperanza>. 
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la práctica exitosamente en otros países.113 Sin embargo, el conflicto armado interno y el control militar del aparato estatal impidieron o mantuvieron inviable el impulso de reformas modernizadoras del Estado como la descentralización administrativa y financiera. 

La Constitución Política de la República, promulgada en 1985, proveyó las directrices para la descentralización del Estado. La Carta Magna redefinió el rol de los gobiernos municipales y estableció, como parte del régimen administrativo del Estado, el Sistema de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural (scdur), con plataformas en los niveles nacional, regional, departamental y comunitario.114 Además de estas disposiciones, la Constitución también establece transferencias dinerarias del gobierno central a los gobiernos municipales y a los consejos de desarrollo,115 dotándolos de poder económico y autonomía para tomar decisiones en materia de inversión pública en infraestructura en el nivel local. 

En el período previo a la firma de la Paz, en 1996, la participación de empresas privadas en las obras de construcción y mantenimiento de la red vial estaba limitada a los miembros de la Agcc. Sin embargo, el gobierno de transición del presidente Ramiro de León Carpio inició, en 1994, una reforma estructural de la Dirección General 113. Uno de ellos fue José Miguel Gaitán Álvarez, expresidente del Banco de Guatemala y ex Superintendente de Bancos. Gaitán Álvarez siempre se mostró impresionado e influenciado por el proceso de descentralización de la República de Corea, en particular por el auge de consejos locales de desarrollo. De esa cuenta, fue una inspiración para lo que hoy en día es el Sistema de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural (scdur) de Guatemala. 

114. Capítulo vii (artículos del 253 al 262), y artículos 224, 225, 226, 227 y 228 de la Constitución Política de la República. 

115. Artículos 229 y 257 de la Constitución Política de la República. 
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de Caminos (dgc), del Ministerio de Comunicaciones y Obras Públicas, separando las tareas de mantenimiento de carreteras en dos tipos: mantenimiento por administración y por contrato. Se estableció que el mantenimiento por administración estaba a cargo de las catorce zonas viales bajo la responsabilidad de la dgc, dedicadas a caminos ubicados en zonas de acceso difícil. El mantenimiento por contrato se realizaría mediante la contratación de empresas privadas, para lo cual el Ministerio de Comunicaciones y Obras Públicas creó el Programa de Mantenimiento de Carreteras por Contrato. 

Para entonces, la dgc se encontraba padeciendo varios problemas, entre ellos, la falta de presupuesto. Contaba con personal contratado pero ocioso, maquinaria obsoleta y varada por falta de repuestos y combustible, entro otros inconvenientes. El Gobierno estableció entonces un procedimiento de retiro voluntario para los trabajadores, el cual incluía la capacitación en administración de empresas, procedimientos formales para la gestión de créditos y apertura de empresas, entre otros.116 Como resultado, algunos de los extrabajadores de la dgc aprovecharon su experiencia y estos insumos y constituyeron empresas, organizaciones no gubernamentales (ong), o se asociaron con entidades existentes, especialmente en el interior del país. 

Estas entidades no gubernamentales nuevas, empresariales o no, fueron desarrollando gradualmente capacidades para ejecutar proyectos de inversión pública en infraestructura vial, aunque carecieran de las formalida-116. La idea era sustituir el esquema burocrático por una especie de  outsourcing en el Estado, motivado por experiencias similares en otras entidades descentralizadas, tanto centrales como descentralizadas y autónomas. 
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des de una empresa mercantil. Como sector emergente, fue incipiente a finales de la década de 1990, pero factores y circunstancias diversas de índole política y económica incidieron en su crecimiento acelerado, llegando a capturar una fracción cada vez más grande del mercado de los contratos estatales de inversión en infraestructura vial. 

Entre las acciones emprendidas durante la administración gubernamental de Álvaro Arzú destacó la desincorporación (un eufemismo usado para privatiza ción), desconcentración y descentralización de varias entidades gubernamentales. En 1997, se aprobó una nueva Ley del Organismo Ejecutivo, en la que se redefinieron sustancialmente las facultades del Ministerio de Comuni caciones y Obras Públicas, ahora renombrado como Mi nis terio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda (civ). Luego del desmantelamiento de la dgc, en 1996, el gobierno del presidente Álvaro Arzú creó en el marco del civ el Fondo de Conservación Vial (Covial).117 En 1998, a partir de la 117. La influencia e incluso captura del sector privado en esta entidad se evidencia en la integración de su Consejo Consultivo, el máximo órgano de decisión del Fondo. Originalmente, este Consejo Consultivo estaba integrado por el ministro de Comunicaciones Infraestructura y Vivienda, quien preside; el ministro de Finanzas Públicas; el director general de Caminos; un representante de la Coordinadora Nacional de Transporte; un representante de la CGC; un representante de la Cámara del Agro; y el director de Covial, en calidad de secretario, con voz y sin voto. En esta versión original el nombramiento de los representantes del sector privado podía renovarse indefinidamente. En 2010, la norma se reformó para obligar a cambiar periódicamente a los representantes del sector privado; se cambió, además, la integración del Consejo, de la siguiente manera: el ministro de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda, quien preside; el ministro de Economía; el director general de Caminos; un representante de la Coordinadora Nacional de Transporte; un representante de la CGC; un representante de 
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influencia significativa de la cgc,118 se creó la Unidad de Conservación Vial, con un fideicomiso del mismo nombre como ente ejecutor de fondos del presupuesto.119 Sin duda, la creación del fideicomiso de Covial constituyó un segundo factor clave para el crecimiento de un sector emergente de contratistas. 

El nuevo fideicomiso de Covial facilitó y simplificó enormemente los mecanismos de contratación, con lo cual, por un lado se aceleró significativamente el crecimiento de la inversión pública en infraestructura vial y el acceso a los contratos por parte de los empresarios grandes y la Cámara del Agro; y el director de Covial, en calidad de secretario, con voz y sin voto. 

118. Véase la sección anterior. 

119. Al igual que con el Consejo Consultivo del Fondo, la influencia y captura del sector privado se evidencian en la integración del Comité Técnico del Fideicomiso de Covial, su máxima instancia de decisión y gobierno. Originalmente, este Comité Técnico estaba integrado por el ministro de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda, quien preside; el ministro de Finanzas Públicas; el director general de Caminos; el director de Covial; un representante de la Coordinadora Nacional de Transporte; un representante de la CGC; un representante de la Cámara del Agro; y el director general de Transporte del civ; un representante de la cig; y un representante del banco fiduciario del fideicomiso. En esta versión original, el nombramiento de los representantes del sector privado podía renovarse indefinidamente. En 2010, la norma se reformó, obligando a cambiar periódicamente a los representantes del sector privado; también cambió la integración del Consejo, de la siguiente manera: el ministro de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda, quien preside; el ministro de Economía; el director general de Caminos; el director de Covial; un representante de la Coordinadora Nacional de Transporte; un representante de la CGC; un representante de la Cámara del Agro; y el director general de Transporte del civ; un representante de la cig; y un representante del banco fiduciario del fideicomiso. 
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tradicionales de la cgc y, por el otro, se permitió una enorme diversificación, desconcentración y descentralización de los contratistas. La «democratización» del acceso a los contratos estatales de inversión pública en infraestructura vial que permitió la creación del Covial y el desmantelamiento de la dgc significó el surgimiento de contratistas ubicados en el interior del país (descentralización geográfica acelerada). Poco a poco, estos nuevos contratistas se vincularon con poderes económicos y políticos locales, incluyendo no solo a empresas formales, sino también a ong al margen del control estricto (pero también burocrático) que exigía la Ley de Contrataciones del Estado en el caso de los contratos con la dgc. 

El gobierno de Alfonso Portillo impulsó la aprobación, en el Congreso de la República, de nueva legislación para el proceso de descentralización del Estado guatemalteco. 

La legislación aprobada en 2002 incluyó una nueva Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural,120 un nuevo Código Municipal121 y la Ley General de Descentrali za-ción.122 Estas versiones revisadas y ampliadas de las leyes aprobadas durante el gobierno del presidente Cerezo fortalecieron a los gobiernos municipales y a los consejos de desarrollo, especificando como prioridad las facultades de las municipalidades para realizar convenios y ejecutar contratos de infraestructura vial.123

Se especificó, como función de los consejos de desarrollo urbano y rural, y de acuerdo con cada uno de sus 120. Decreto del Congreso de la República No. 11-2002, el cual derogó la ley anterior (Decreto No. 52-87). 

121. Decreto del Congreso de la República No. 12-2002, el cual derogó el Código anterior (Decreto No. 58-88). 

122. Decreto del Congreso de la República No. 14-2002. 

123. Artículos 7 y 8 de la Ley General de Descentralización. 
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niveles,124 conocer los montos máximos de preinversión e inversión pública –por región y departamento– provenientes del proyecto del presupuesto general del Estado. 

Además, se especificó proponer a la Presidencia de la Re-pública recomendaciones o cambios con base en las disponibilidades financieras, las necesidades y problemas económicos y sociales priorizados por los consejos de desarrollo, así como las políticas, planes, programas y proyectos de desarrollo vigentes, conforme al Sistema Nacional de Inversión Pública. Con esta legislación se formaliza, a partir de 2002, la capacidad de los consejos de desarrollo de recibir fondos del gobierno central y, con ello, contratar y ejecutar proyectos de inversión pública. 

Como recurso complementario a favor de contratistas, municipalidades y consejos de desarrollo, la descentralización de la banca y la expansión del movimiento coopera-tivista abrieron fuentes de crédito en el ámbito local. En particular, destaca el surgimiento y amplia expansión, en 1998, del Banco de Desarrollo Rural (Banrural), con el cual varias municipalidades han contratado deuda.125

124. Nacional, regional, departamental, municipal y comunitario. 

125. Banrural se creó como resultado del proceso de transformación del estatal Banco Nacional de Desarrollo Agrícola (Bandesa), en 1997. Bandesa fue creado en 1970 con el objetivo de promover y administrar la asistencia crediticia del Gobierno guatemalteco hacia el sector agropecuario. Sin embargo, a mediados de 1990, bajo el peso de millonarios préstamos morosos y fuertemente criticado por su ineficiencia y favoritismo, Bandesa se convirtió en presa fácil de las políticas de ajuste estructural. La transformación del banco estatal estuvo rodeada de señalamientos de anomalías, incluyendo la condonación selectiva de deuda a un grupo del sector agroindustrial que incluyó propietarios de fincas –sobre todo de algodón– que concentraban el 80% de los créditos y representaban 
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 3.4.  Los contratistas emergentes   

 del sector construcción :   

 ¿quiénes son los nuevos «comensales» ? 

Los cambios operados a finales de la década de 1990 y a inicios de la de 2000 facilitaron el acceso a los contratos estatales de inversión pública mediante el traslado de facultades de administración de dependencias de los ministerios de línea a las municipalidades, los consejos departamentales de desarrollo (Codede) y los fideicomisos que operan como unidades ejecutoras de fondos específicos. 

Con estos cambios formales, el sector emergente de contratistas no tradicionales o no empresariales encontró en los Codede un espacio de acceso a contratos y convenios para la realización de obras en el ámbito local, compitiendo así con los contratistas grandes y formales de la Agcc. 

Algunos de estos contratistas emergentes han crecido al punto de que figuran en la lista de los veinticinco más grandes proveedores del Estado durante el período 2004-2009: Construasfaltos, formada en 2000 por Ramiro Mauricio López Camey; Servicios de Ingeniería Delta;126 

Topsa (1998); Moticsa;127 y Tyrsa (Constructora Cáceres y Mazariegos). Durante 2004-2009, el Estado adjudicó a estas empresas contratos por us$  224.3 millones, por más del 90% de la cartera morosa del banco 

org/htm/articulos/j/jpoymc-001.htm>. 

126. Esta empresa figura en la red de empresas vinculadas con la familia Samayoa Soria, a la cual pertenece José Guillermo Samayoa Soria, exdiputado del Partido Patriota. Véase nota de  El Periódico disponible en línea en: 

es/20120326/investigacion/210018>. 

127. El representante legal de Moticsa es Edwin Escobar Hill, actual alcalde del municipio de Villa Nueva, vecino a la ciudad capital, en el departamento de Guatemala. 
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arriba de los us$ 118.1 millones adjudicados a Conasa y no muy lejos de los us$  262.4 millones adjudicados a Sigma Constructores en ese mismo período. Algunas de estas empresas se han integrado a la Agcc, e incluso la han dirigido. Por ejemplo, al inicio de la década de 2000, René Mazariegos, representante de Tyrsa, integró la Junta Directiva de la Agcc, en tanto que en 2009 Edwin Escobar Hill, representante legal de Moticsa, integró una planilla de candidatos a junta directiva que compitió con miembros tradicionales. 

Por un lado, este acceso ha dado como resultado un aspecto muy positivo: el incremento de la inversión pública en infraestructura en el área rural. Pero, paralelamente, también ha significado una cuota de poder político y económico para un sector emergente, con posibilidades y potencial de crecimiento importante. Según la percepción de dos expresidentes de la cgc,128 el sector emergente de nuevos contratistas, si bien atomizado en empresas y organizaciones no gubernamentales pequeñas y con acceso a contratos casi exclusivamente en el ámbito local, puede que en la actualidad cuente con un capital acumulado que exceda al de los empresarios grandes y formales agremiados a la cgc. De acuerdo con su criterio, gozan de mayor influencia y poder político, ganados vía el financiamiento de campañas electorales de candidatos a cargos en gobiernos locales o diputaciones distritales. 

El objetivo de financiar campañas electorales coincide con el de los contratistas grandes y tradicionales: invertir capital económico para ganar cuotas de poder político. 

La intención de ejercerlo es que, en caso sus patrocinados logren victorias electorales, devuelvan luego el favor. Para 128. Entrevistas realizadas a Álvaro Zepeda y Álvaro Mayorga (presidente de la Agcc al momento de la entrevista). 
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este propósito, los fideicomisos públicos y la inversión realizada por las municipalidades o los Codede y demás mecanismos de ejecución ágil, pero opaca y expuesta al abuso, facilitan la adjudicación de contratos a través de mecanismos no competitivos, con precios superiores a los de mercado, y en abierto conflicto de interés. 

En demasiadas ocasiones se han hecho públicos escándalos y denuncias en los que ong o empresas directa o indirectamente vinculadas con financistas de campañas electorales, diputados al Congreso de la República, alcaldes municipales u otros funcionarios ediles, recibieron contratos sobrevaluados y, en muchos casos, que ni siquiera se cumplieron. La estructura de descentralización en fideicomisos y ong resultó ser una autopista para la malversación de fondos, la manipulación del presupuesto con fines electorales y el pago de «favores» a los financistas de las campañas electorales. 

 3.5.  Un balance de fuerzas entre   

 contratistas tradicionales y emergentes En  1998, las empresas contratistas que trabajaban para Co vial eran alrededor de 84; la mayoría era empresas nuevas surgidas a partir del desmantelamiento de la dgc y que no estaban agremiadas en la Agcc. Para 1999, el número de contratistas de Covial casi se había cuadriplicado (328 empresas).129 En 2012, el Registro de Precalificados del civ reportaba 6,072 contratistas activos con la dgc y Covial, cifra que en noviembre de 2013 mostraba una 129. Tesis de graduación del ingeniero Guillermo Gracias, miembro de la Junta Directiva de la Anacovi. 
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reducción sustancial luego de un proceso de depuración de ese registro, hasta llegar a 2,092 contratistas. 

La Agcc reporta que en 2012 contaba con 76 asociados, de los cuales, según el reporte de noviembre de 2013, solamente 44 figuraban como contratistas activos en el Registro de Precalificados del civ. Estas cifras evidencian un crecimiento muy acelerado en el número de contratistas del  civ durante el período 1998-2013, es decir, un crecimiento vertiginoso en el número de oferentes (los 

«comensales») en el mercado de los contratos estatales de inversión en infraestructura. Sin embargo, la demanda reflejada en el presupuesto de inversión pública en infraestructura (el «pastel») se había reducido como porcentaje del pib (al caer del 5.8% del pib, en 1999, al 3.3%, en 2012). 

Por otro lado, desde una perspectiva política, el crecimiento tan grande en el número de contratistas es un factor que ha incidido en que la Agcc tenga una cuota cada vez más pequeña de poder político. Por su origen y naturaleza, los contratistas emergentes capturaron la cuota creciente de poder político derivada de las facultades de las municipalidades y los Codede, para tomar decisiones en la inversión pública según lo establecido en las reformas de 2002. 

Políticamente, la Agcc podría buscar incorporar a los contratistas emergentes con miras a afianzar un ejercicio unificado del poder. Sin embargo, la Agcc aplica reglas estrictas que filtran el ingreso de nuevos asociados, incluyendo cartas de referencia de miembros activos en la asociación que apadrinen al nuevo miembro. Según las entrevistas realizadas, las motivaciones para mantener a la Agcc como un círculo cerrado son esencialmente dos: primero, el poder de designación de los representantes de la cgc en comités o juntas directivas importantes 
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dentro del Estado, como el Consejo Consultivo de Covial, el Comité Técnico del Fideicomiso de Covial, o el Consejo Nacional de Alianzas para el Desarrollo de Infraestructura Económica (alianzas público-privadas). Y, segundo, mantener prestigio y homogeneidad entre los asociados, preocupación relevante ante la percepción de que muchos de los contratistas emergentes están vinculados con actividades delincuenciales como el narcotráfico y el lavado de dinero, o con el financiamiento electoral espurio. 

El sector emergente de contratistas no compite con los empresarios tradicionales de la Agcc y el resto de la cgc únicamente porque sus integrantes son más. También lo hace debido a circunstancias económicas. Si bien es cierto que de los contratistas registrados en el civ solo el 2% son miembros de la Agcc (véase gráfica 6), su participación en los contratos es significativa (véase gráfica 7). Sin embargo, esta participación no es hegemónica (como lo era hace veinticinco años), pues el dominio sobre los montos adjudicados se alterna entre la Agcc y los contratistas emergentes. En 2006, la Agcc abarcó el 68% 

de los contratos adjudicados; en 2007, el 45%; en 2008, el 36%; en 2009, el 53%; en 2010, el 34%; en 2011, el 11%; y en 2012, el 65%. Sin embargo, los años en los que la Agcc captó mayores montos en contratos obedecieron a megaproyectos adjudicados a subsidiarias de constructoras trasnacionales (no vinculadas con la élite económica tradicional guatemalteca): el contrato de la ftn, en 2009, a favor de Solel Boneh ftn, S.A., y el contrato para la ampliación y remodelación de la carretera cA-2 Occidente (la carretera que sirve a los ingenios azucareros de la boca costa del Pacífico, hasta la frontera con México), en 2012, a favor de la Constructora Norberto Odebrecht (de capital 
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Gráfica 6

númeRo de contRatistas RegistRados  


como pRecalificados en el civ

Fuente: elaboración propia con datos del Registro de Precalificados del civ y la cgc. 

Gráfica 7

monto de los contRatos adjudicados paRa obRas públicas de infRaestRuctuRa

Nota: la información consignada corresponde a los contratos adjudicados por todas las entidades del sector público para obras de infraestructura financiadas con recursos públicos. Se advierte que en la categoría «otros» se incluyen contratistas que no están registrados como precalificados en el civ. 

Fuente: Guatecompras y cgc. 
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brasileño).130 Si de estas cifras se sustraen estas adju-dicaciones, son los contratistas emergentes y no la Agcc quienes controlan la mayoría de los montos adjudicados para obras públicas de infraestructura. 

La situación de los montos de los contratos adjudicados confirma la percepción de los expresidentes de la cgc entrevistados: el sector emergente de contratistas efectivamente tiene ya control sobre una fracción comparable, o incluso superior a la que controla la Agcc. 

Ambos empresarios destacaron la enorme dificultad para competir comercialmente con este sector ya que, en su opinión, muchos de sus contratistas no tributan correctamente, e incluso los consideran operando en la economía informal o subterránea. En los casos más difíciles y complejos, incluso cuentan con el respaldo de organizaciones criminales, dedicadas al narcotráfico, el contrabando o el tráfico ilegal de personas. En general, manifestaron su temor por el futuro en cuanto a que, eventualmente, pueden no conformarse con el control mayoritario del presupuesto de inversión pública en infraestructura en el ámbito local, y pasar a controlar los contratos grandes con el gobierno central, todavía en manos de la Agcc. 

Este panorama hubiera sido impensable hace veinticinco años para un sector que ejercía el control hegemónico en el mercado de los contratos estatales de inversión en infraestructura. 

130. La afiliación de la Constructora Norberto Oderbrecht a la Agcc es reciente: finales de 2012. 
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 3.6.  Los contratos sin crédito presupuestario : la disputa por los pagos de inversión pública en infraestructura

Este esquema en el que el número de contratistas crece, pero el presupuesto no lo hace al mismo ritmo (de hecho, se ha reducido y resulta insuficiente para cubrir todos los contratos adjudicados), genera naturalmente una disputa entre los contratistas por capturar las asignaciones presupuestarias destinadas al pago de los contratos. Para resultar ganador de esta contienda se requiere una cuota de poder político suficientemente fuerte como para permitir varias situaciones. Primero, se requiere influir o controlar la decisión de los diputados para que aprueben las asignaciones requeridas en el presupuesto, además de influir o controlar a los funcionarios del civ para que realicen los pagos. Como tercer punto, es muy importante lograr que las asignaciones presupuestarias no se manipulen o desvíen hacia otros contratistas (políticamente afines). 

En ese sentido, la realidad actual revela que en Guatemala ningún sector de contratistas posee una cuota tan grande de poder político. 

La aprobación parlamentaria del programa de inversión física (el denominado «listado geográfico de obras»), año tras año, es el terreno natural de influencia y poder de los diputados distritales. En todo el mundo es normal y deseable que los representantes electos procuren proyectos de inversión para sus distritos, siempre y cuando este ejercicio político legítimo se encuentre regulado por normas y controles estrictos que eviten conflictos de interés (como la vinculación de los diputados con las empresas contratadas, o que se contrate a los financistas de sus campañas electorales en ventaja injusta sobre otros oferentes). Como se ha explicado, por su origen y naturaleza, 
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los contratistas emergentes cuentan con mayores cuotas de influencia y poder sobre los diputados distritales de las que posee la Agcc. 

Por su parte, durante los últimos Gobiernos, la Agcc ha continuado ejerciendo influencia significativa sobre la designación de las autoridades del civ. Este mapa simplificado de actores e instituciones permite visualizar la tensión y disputa por el presupuesto entre la Agcc, desde el nivel jerárquico superior del Ejecutivo, y los contratistas emergentes, desde los diputados distritales, los alcaldes municipales y los Codede. En cada administración gubernamental, el partido oficial se encuentra entonces dividido en estos dos estamentos, y se pregunta 

¿a quién favorecer en el presupuesto y en el pago de contratos de infraestructura? ¿A los contratistas emergentes que operan vía los diputados distritales, alcaldes y Codede, o a la Agcc, que opera en el civ? Las respuestas las determina el capital político de cada actor. 

En este esquema es que un ministro, alcalde, miembro de algún Codede, o el funcionario responsable de una unidad ejecutora puede buscar favorecer a un contratista o proveedor políticamente poderoso, forzando o violentan-do el proceso de ejecución presupuestaria para adjudicarle un contrato, o pagarle un contrato aun cuando no cuente con la prioridad o la asignación presupuestaria requerida (coloquialmente referida en Guatemala como «deuda flotante»). Estos contratos sin respaldo o crédito presupuestario suscritos o pagados anómalamente se han vuelto una «moneda» muy efectiva para el pago de favores o deudas políticas. 

Para atender estos «compromisos» del Gobierno con el contratista o proveedor, el Ministerio o unidad ejecutora usualmente realiza un pago parcial en calidad de anticipo a cuenta o cargado al presupuesto de otra obra o proyecto. 
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Ahora bien, si por ejemplo en el presupuesto se tienen asignados Q 100 para los proyectos A, B y C, pero un ministro toma parte de estos Q 100 para pagarle anticipos a los contratistas A, B y C (los que sí estaban originalmente contemplados), pero también a los contratistas D, E, F, G, H, I, J y K (con influencia y poder político), entonces el presupuesto de Q 100 no alcanza para cubrir el costo de todos esos proyectos, generándose una «deuda» con todos los contratistas. 

Esta práctica es financieramente insostenible en el tiempo.131 Si originalmente existe crédito presupuestario solo para los proyectos A, B y C, pero un ministro suscribe contratos con A, B, C, D, E, F, G, H, I, J y K, a la primera disponibilidad de recursos todos estos contratistas y proveedores pelearán para que se les pague a ellos, no a los demás. Así, cada año, con la aprobación del presupuesto, estos contratistas se asociarán o agruparán para negociar y cabildear en el Congreso, para lograr que en algún presupuesto se contemple una asignación presupuestaria que cubra lo que el Gobierno les «debe» y así, por fin, legitimar el proyecto y la deuda (pese a que desde el principio el proyecto se originó de un «compromiso» ilegal). 

Esta situación deteriora cada vez más las relaciones políticas y las decisiones sobre la inversión pública en infraestructura. Como se ha explicado, la institucionalidad surgida del proceso de descentralización –aún débil y 131. Además, es ilegal, ya que viola las disposiciones siguientes: el artículo 26 de la Ley Orgánica del Presupuesto, Decreto del Congreso de la República No. 101-97; la literal C del artículo 63 

de la Ley Orgánica del Presupuesto; y el artículo 3 de la Ley de Contrataciones del Estado, Decreto del Congreso de la República No. 57-92, tal como fue reformado por el artículo 1 del Decreto del Congreso de la República No. 27-2009. 
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vulnerable a la captura– y un sistema de partidos políticos disfuncional son controlados por actores que basan sus acciones y decisiones en «pagos» políticos vía contratos con el Estado. Sin embargo, con el problema de esta 

«deuda flotante», los contratos han pasado a ser meras promesas y su materialización depende de, literalmente, pelear por una asignación presupuestaria y recursos líquidos que permitan realizar los pagos acordados en el contrato (en un proceso que, como se ha dicho, en demasiadas ocasiones es ilegal). 

Así, la disputa por el control del presupuesto incluye en la actualidad la gestión de los diputados distritales para lograr el pago con recursos reales y líquidos a los contratistas-financistas de sus campañas electorales. Esta gestión no es otra cosa que la capacidad de los diputados distritales de influir o presionar a los funcionarios del Ejecutivo para colocar en la lista prioritaria de pagos los contratos de su interés (propios o de sus financistas). Así, tanto la Agcc como los contratistas emergentes compiten primero por la adjudicación de los contratos para realizar las obras, y luego por el pago de los compromisos asumidos por el Estado en esos contratos. 

Según las fuentes consultadas, la primera competencia no es motivo de mayor conflicto, ya que los contratistas de obras grandes de la Agcc usualmente no compiten por la adjudicación de contratos con los contratistas pequeños y emergentes del ámbito local. Así, un contratista usualmente dedicado a tareas de balastro en un camino rural no compite con un contratista que por lo general se dedica a la construcción y mantenimiento de carreteras grandes. 

Sin embargo, aunque la competencia entre estos dos sectores no es relevante en la adjudicación de los contratos, sí lo es para el pago de la «deuda flotante». Dado que el dinero es un recurso fungible, los recursos líquidos pueden 
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dirigirse a cuotas financieras a favor del civ (es decir, a favor de la Agcc), o alternativamente a favor de los Codede y municipalidades (es decir, a favor de los empresarios emergentes). 

Por ejemplo, en el ejercicio fiscal de 2013 la asignación al  civ destinada a inversión física (el «dominio» de la Agcc) fue de Q 3,434.8 millones, en tanto las asignaciones en transferencias de capital para las municipalidades y para los Codede ascendieron conjuntamente a Q 8,493.1 

millones.132 Considerando que en años anteriores la asignación en inversión física para el civ había resultado sustancialmente subestimada y que el Gobierno procedió a recortar las cuotas financieras a los Codede para compensar la caída de los ingresos, puede estimarse que la ejecución real en ambos rubros, en 2013, habría alcanzado un monto en torno a los seis millardos de quetzales. 

conclusiones

a)  La carga tributaria de Guatemala no permanece baja e insuficiente por falta de intentos por elevarla: durante el período 1980-2012 se pueden contabilizar al menos nueve reformas tributarias mayores. Y, de hecho, las cifras muestran que la carga tributaria sí ha crecido en este período y que el crecimiento fue más acelerado en la tributación directa, la cual se ha fortalecido y mejorado. 

b)  Sin embargo, pese al crecimiento y la mejora en la tributación directa, la carga tributaria continúa siendo 132. Artículo 5 del Decreto del Congreso de la República No. 

30-2012, Ley del Presupuesto General de Ingresos y Egresos del Estado para el Ejercicio Fiscal 2013. 
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insuficiente para financiar el gasto público que se requiere para atender las enormes necesidades del país y solucionar los principales problemas socioeconómicos de Guatemala. Las cifras también muestran que si bien en los últimos dieciocho años se ha duplicado el aporte del isr a la carga tributaria, su estructura sigue siendo injusta, ya que alrededor del 70% de los ingresos tributarios continúa proviniendo de los impuestos indirectos. Es decir, la principal fuente de financiamiento del Estado procede del consumo, no de la renta. 

c)  Además, las cifras advierten que la insuficiencia crónica de la carga tributaria está fuertemente asociada con elevados niveles de incumplimiento y evasión del isr (del 60 y 70% de su potencial recaudatorio, uno de los niveles más altos de Latinoamérica). En el escenario hipotético o teórico de erradicar la evasión del isr, la contribución de este impuesto excedería la de los impuestos indirectos. Si además se erradicara la evasión del ivA (alrededor del 35% de su base potencial), la carga tributaria de Guatemala sería de alrededor del 22% (el doble del 10.9% actual), con contribuciones iguales de impuestos directos e indirectos. Con este nivel de carga tributaria, en un plazo de diez años se podrían solucionar los principales problemas en educación, salud, desnutrición infantil e infraestructura. 

d)  Estas cifras sugieren que, en realidad, se requiere no solo duplicar la contribución del isr a la carga tributaria de 1995 (como se ha logrado hasta 2012), sino que se necesita algo más que triplicarla. En Guatemala, la carga tributaria no es baja porque los consumidores no paguen tributos indirectos como el ivA, sino porque una gran cantidad de generadores de renta no pagan el  isr. Y siendo Guatemala un país con un grave 
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problema de inequidad e injusticia en la distribución de la riqueza, la debilidad del isr –y con ello la insuficiencia crónica de la carga tributaria, pese a algunas mejoras en las últimas décadas– apunta a las élites económicas tradicionales que, por siglos, han amasado y concentrado la mayoría de la riqueza del país. 

e)  Esta situación en la que ha habido mejora –pero contenida y por debajo de los niveles tan urgentemente requeridos, y también por debajo de los logros del resto de países centroamericanos– sugiere una situación de índole política: el final de la guerra y los avances en la democratización de Guatemala (por pequeños o insostenibles que sean) movieron a algunos actores, incluyendo a la élite tradicional, a ceder en su resistencia a tributar, pero solo hasta cierto punto: uno que resulta menor al mínimo socialmente necesario. Uno de los mecanismos que esta élite ha utilizado para aplicar esta restricción es impugnar ante la Corte de Constitucionalidad (cc) la legislación tributaria. 

f )  El sector privado guatemalteco ha empleado el ataque jurídico de forma discrecional, dependiendo de su afinidad con cada gobierno. De las reformas que en este estudio se consideran mayores, el Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, Comerciales, Industriales y Financieras (Cacif ) atacó en la cc las de 1987 (presidente Cerezo); 1992 (presidente Serrano); 1994 (presidente de León Carpio); y la de 2000-2003 

(presidente Portillo). Se abstuvo de atacar, o se registraron ataques focalizados por parte de algunas cámaras o empresas que actuaron aisladamente (es decir, el Cacif no actuó cohesionadamente, en un frente común), a las reformas de 1996-1999 (presidente Arzú) y a la reforma de 2004-2005 (presidente Berger). 
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g)  El mecanismo de impugnación ante la cc fue clave para que el sector privado pudiera ejercer el poder de consentimiento o veto a impuestos temporales como los gravámenes auxiliares al isr. Si el Ejecutivo era afín a los intereses del empresariado, se le permitía la implementación de impuestos especiales de carácter extraordinario y temporal (el iset y el iemA, en el gobierno de Arzú en 1996-1999; y el ietAAp, durante el período de Berger, en 2004), pero que podían retirarse o impugnarse ante la cc si el cambio de administración gubernamental resultaba contrario a sus intereses (la cuota anual de empresas mercantiles en el gobierno de Ramiro de León Carpio, en 1994; y el iemA, en el período de Portillo, en 2001). Estos impuestos temporales fueron un mecanismo de influencia muy conveniente para el sector privado y se mantenían bajo control con la posibilidad de impugnarlos ante la cc; siempre que caducaba su vigencia, se creaba un agujero financiero en el presupuesto del Estado que obligaba al Gobierno de turno a negociar con el Cacif (muchas veces en una situación desesperada de crisis financiera). Sin embargo, en 2008, la administración de Álvaro Colom logró la aprobación del Iso como un impuesto auxiliar al isr con vigencia permanente, rompiendo el círculo vicioso que el sector privado usó en las versiones anteriores. 

h)  El caso de la reforma tributaria de 2008-2012 es de interés particular. Para ponderarlo, conviene recordar que prácticamente todos los ataques por inconstitucionalidad en contra de las reformas anteriores fueron ejecutados coordinadamente por un Cacif cohesionado por el conflicto político con el gobierno de turno, y tuvieron éxito al vetar o mutilar las leyes aprobadas, causando merma o incluso caídas en la 
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carga tributaria (en este sentido, los casos más agudos fueron los registrados en 2003 y 2004). Sin embargo, aunque el ataque jurídico en contra de la reforma de 2008-2012 fue de gran envergadura, fracasó al no lograr la inconstitucionalidad de sus componentes principales, en particular el nuevo isr. Este último episodio de impugnaciones ante la cc cuestiona el futuro de la efectividad de las acciones de inconstitucionalidad en contra de la legislación como herramienta política de la élite tradicional para restringir su nivel de tributación. 

i)  El fracaso del ataque legal en contra de la reforma tri butaria  de  2008-2012 se explica por varias razones. 

Primero, el diseño técnico de esta reforma se alimentó de la experiencia adquirida a partir de las inconstitucionalidades anteriores e introdujo estándares internacionales modernos en materia de tributación. 

De hecho, la calidad técnica en el diseño de la reforma fue reconocida por la cc en las deliberaciones contenidas en sus sentencias. Segundo, desde una perspectiva política, el sector privado actuó de manera fragmentada, ya que algunas cámaras tenían el interés político de apoyar al Gobierno (la Cámara de Industria, por ejemplo), en tanto otras no (la Cámara del Agro, o la Cámara de Comercio). Un caso particular de división y fragmentación fue la Cámara Guatemalteca de la Construcción (cgc), entre cuyos miembros la Asociación Nacional de Constructores de Vivienda (Anacovi) accionó ante la cc en contra de la reforma, pero no lo hizo así la Asociación Guatemalteca de Contratistas de la Construcción (Agcc). 

j)  El estudio muestra que la situación de la Agcc es precaria, ya que durante los últimos quince años ha perdido cuotas de poder económico y político ante 
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un sector emergente de contratistas de la construcción. 

La competencia cada vez más agresiva en el mercado de los contratos estatales de obras públicas obliga a la  Agcc a prácticamente pelear por el pago de los contratos adjudicados (lo cual es agudizado por la denominada «deuda flotante»). Esta situación obliga a la Agcc a procurar que el Gobierno cuente con recursos financieros para honrar los contratos, aunque ello no implica un apoyo al fortalecimiento del poder tributario del Estado guatemalteco, sino conlleva promover el financiamiento vía la deuda pública bonificada, o mediante otras fuentes del crédito público. Es claro que la situación no dio paso a acciones en contra del sistema tributario (en particular, la Agcc no presentó acciones de inconstitucionalidad en contra de la reforma de 2008-2012). 

k)  El sector de contratistas emergentes ha crecido al punto de equiparar o incluso superar las cuotas de poder político y económico de la otrora hegemónica cgc. Ello se origina en reformas que la propia cgc impulsó durante la década de 1990. Estas reformas desmantelaron (privatizaron) la institucionalidad del Estado a cargo de la ejecución de obras públicas, y crearon mecanismos paralelos de ejecución presupuestaria (como el fideicomiso de Covial) que facilitaron los procedimientos de contratación (eludiendo los controles de la Ley de Contrataciones del Estado). 

l)  Sin embargo, aunque la Agcc se benefició de las reformas impulsadas en la década de 1990, no previó que esta «democratización» de los contratos podía generar un sector tan grande y poderoso como lo son en la actualidad los contratistas emergentes (aunque no estén organizados ni coordinados como la Agcc). 

El fortalecimiento de este sector emergente fue 
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especialmente alimentado por las reformas estructurales y de descentralización del Estado realizadas en 2002, las cuales otorgaron facultades a las municipalidades y a los consejos departamentales de desarrollo (Codede) para tomar decisiones, e incluso realizar contrataciones. 

El ámbito de los gobiernos locales constituyó el espacio idóneo para el desarrollo económico y político de los contratistas emergentes. 

m)  El mercado de los contratos estatales para obras de infraestructura ha evolucionado, de manera que la Agcc representa solamente un 2% de los contratistas registrados en el Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda (civ); el restante 98% está conformado por contratistas no agremiados en la cgc (el sector emergente). Sin embargo, en la Agcc figuran los contratistas más grandes (trece de los veinticinco proveedores más grandes del Estado guatemalteco en 2004-2009 son miembros de esta Asociación, entre ellos, los tres más grandes, las constructoras Solel Boneh, Sigma y Conasa). No obstante, el pulso entre número de contratistas y volumen de cada contrato se refleja en una pugna en la que la Agcc compite con el sector emergente sin ventaja hegemónica: en 2006, la Agcc abarcó un 68% de los contratos adjudicados; en 2007, el 45%; en 2008, el 36%; en 2009, el 53%; en 2010, el 34%; en 2011, el 11%; y en 2012, el 65%. 

Si de la Agcc se sustraen las trasnacionales –Solel Boneh (de capital israelí) y la Constructora Norberto Odebrecht (de capital brasileño), miembros de la Agcc no vinculados con las familias de la élite económica tradicional guatemalteca– el dominio sobre los contratos adjudicados es claramente del sector emergente de contratistas. 
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n)  La situación de los montos de los contratos adjudicados confirma la percepción de los dos expresidentes de la  cgc entrevistados para este estudio: el sector emergente de contratistas efectivamente ya tiene control sobre una fracción comparable o incluso superior a la que controla la Agcc. Ambos empresarios destacaron la enorme dificultad para competir comercialmente con este sector, ya que en su opinión muchos de estos contratistas no tributan correctamente, e incluso los consideran operando en la economía informal o subterránea. Y, según su criterio, en los casos más difíciles y complejos cuentan con el respaldo de organizaciones criminales dedicadas al narcotráfico, el contrabando o el tráfico ilegal de personas. En general, manifestaron su temor por el futuro puesto que estas entidades emergentes eventualmente podrían no conformarse con el control mayoritario del presupuesto de inversión pública en infraestructura en el ámbito local, y podrían pasar a controlar los contratos grandes con el gobierno central, todavía en manos de la Agcc. 

o)  Las dos variables fiscales analizadas muestran cómo, por un lado, durante un lapso de veinte años (1985-2005) la élite económica guatemalteca se adaptó a cambios institucionales (la creación de la cc en 1985) y aplicó discrecional e intensivamente procesos (la acción de inconstitucionalidad) para sostener la continuidad de su nivel de tributación: creciente pero acotado al nivel mínimo que dictaban sus intereses. 

Pero, por el otro, muestran la ruptura en las condiciones hegemónicas de un sector particular de la élite (la Agcc) cuando ese sector ejerce su influencia sobre una administración gubernamental afín (la de Arzú), impulsa reformas estructurales profundas según sus 
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intereses (la privatización de la dgc y la creación de Covial), pero quince años después los resultados no son los beneficios esperados (expansión bajo su control del mercado de contratos estatales de construcción) y, en cambio, dan lugar a un grupo emergente con poder económico y político que iguala o incluso supera las cuotas de poder del grupo de la élite tradicional. 
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el salvadoR:  

una política fiscal diseñada   

como base y gaRantía paRa   

un sistema económico   


Rentista y expoliadoR

introducción

La historia reciente de El Salvador está marcada por el conflicto y la polarización por razones sociales, ideológicas y económicas, lo cual ha conllevado cambios en estos mismos ámbitos. La élite económica salvadoreña es uno de los actores centrales en esta historia, con transformaciones importantes desde el final de la década de 1970, las cuales obedecieron tanto a situaciones coyunturales y a la guerra civil, como a sus propios intereses. Naturalmente, estos cambios requerían reconfigurar las relaciones entre estas élites y el Estado; en ese marco, la política fiscal ha recibido atención particular de esos grupos del poder económico en el país. 

La década de 1980 quedó marcada en la historia salvadoreña por la tragedia de la guerra civil, la cual cobró más de 75,000 víctimas mortales1 y forzó a miles de personas del área rural a migrar hacia zonas urbanas del país, y a muchos otros a huir hacia diversos países, principalmente a los Estados Unidos de América (ee. uu.),2 Australia y 1. Iudop-ucA (1988). 

2. Se estima que durante el período de la guerra se produjo un movimiento interno de 525,250 personas, lo cual representa el 129
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Canadá.3 En el ámbito económico, se estima que los doce años del conflicto armado tuvieron un costo superior a los us$ 1,500 millones, provocaron una reducción promedio de un punto porcentual en el crecimiento del pib, y una caída del 20% del ingreso per cápita.4

Ante este panorama, la élite económica salvadoreña enfrentó un desafío doble: por un lado, encontrar una so lu ción a la guerra y, por el otro, que esta solución atendiera sus intereses, lo cual una década más tarde se reflejaría en la manera como El Salvador se insertó en la economía global. Este capítulo busca acercarse a comprender cómo la élite económica salvadoreña enfrentó este desafío, desde la perspectiva de la influencia o del control que ejerció en la reconfiguración y conducción de la política fiscal en los años siguientes. Para este propósito, se eligieron dos variables o fenómenos fiscales, no como una muestra completa o representativa en el marco de un estudio pleno o especializado en la fiscalidad pública salvadoreña, sino como instrumentos que, por su relevancia, resultan útiles para entender la reconfiguración de las élites en las últimas tres décadas: la forma como ejercieron influencia o control sobre la política fiscal refleja la evolución de sus intereses, métodos y cuotas de poder. 

68.3% de la migración registrada en todos los años hasta 1992 

(Silva Prada, 2000). Dado que las migraciones hacia el extranjero durante la década de 1980 –especialmente hacia territorio estadounidense– se realizaron de manera ilegal, es difícil estimar la cantidad de migrantes. De acuerdo con datos de distintos censos de los Estados Unidos de América (ee. uu.), entre 1980 y 1990 

el número de residentes salvadoreños aumentó de 94,447 a 465,433 

(pnud, 2005). 

3. pnud (2005). 

4. Fondo Monetario Internacional (1998). 
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La primera de dichas variables es la estructura de la carga tributaria en términos de impuestos directos e indirectos; muestra cómo se implementó el programa fiscal impulsado por la élite durante el gobierno del presidente Alfredo Cristiani (1989-1994), en el que, por un lado, se reconoció la necesidad de incrementar la carga tributaria, pero por el otro se buscó que este aumento no proviniera de la imposición directa sobre la renta o el capital, sino de la tributación indirecta que grava el consumo.5 El aná-

lisis mostrará que la estructura de los ingresos tributarios salvadoreños es resultado de un pro ceso planificado desde las instituciones, e implementado por actores directa o indirectamente vinculados con la élite económica. 

La segunda es más bien una mezcla de variables fiscales y cuasifiscales,6 y se refiere al endeudamiento público 5. Cfr. nota 12 del capítulo de Guatemala, página 39. 

6. El  déficit cuasifiscal está constituido por las pérdidas operativas del banco central, resultado del pago de intereses en operaciones de mercado abierto como parte de la política monetaria, gastos operativos y compra de bienes sobre los niveles de ingresos presupuestados. El balance cuasifiscal corresponde, así, a las pérdidas (déficit) o ganancias (superávit) del banco central como resultado de sus operaciones financieras y no financieras. Se le llama resultado cuasifiscal porque los bancos centrales incurren en déficit o superávit operativos formalmente fuera de las finanzas públicas, pero en el caso del déficit, si no logran ganancias suficientes vía el señoreaje (ganancias por la emisión de dinero) u otros medios, estas pérdidas operativas generalmente terminan financiándose mediante ingresos corrientes o endeudamiento del sector público no financiero (principalmente, del gobierno central). En el caso de El Salvador con la dolarización, el Banco Central de Reserva (bcr) perdió la capacidad de obtener utilidades por señoreaje, por lo que la política fiscal debe cubrir prácticamente la mayoría o la totalidad del déficit cuasifiscal en que se incurrió previo a la dolarización. 
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como la fuente de financiamiento usada para socializar los costos (y pérdidas) del proceso de reconfiguración de un sector de la élite salvadoreña. Se analizará cómo un sector de la élite económica del país primero se sirvió de la deuda pública bonificada emitida por el Banco Central de Reserva (bcr) y el Ministerio de Hacienda para «limpiar» 

la cartera morosa de la banca estatal y que luego, una vez saneada de activos tóxicos, privatizó y compró a través de su influencia o control de ciertas entidades estatales (incluso, con opacidad y anomalías), con lo cual operó su migración de la actividad cafetalera hacia el sector financiero. Poco más de una década después de esta privatización de la banca estatal, este mismo sector de la élite salvadoreña recurriría de nuevo a servirse de la política fiscal, esta vez logrando que el Estado le concediera exenciones tributarias para vender los bancos privatizados a bancos transnacionales. 

Este resulta ser un proceso en el que los costos de la evolución de un sector de la élite cafetalera tradicional 

–primero a una élite financiera, y luego para diversificarse a otros sectores vía la venta de los bancos nacionales a bancos transnacionales– fueron cubiertos mediante deuda pública. En otras palabras, la estructura del sistema tributario sesgada hacia la imposición indirecta significa que, tarde o temprano, los costos los pagan los consumidores salvadoreños, en especial los de capas medias y bajas que pagan una proporción mayor de sus ingresos al tributar, por ejemplo, en tributos indirectos como el impuesto al valor agregado (ivA), y otros que gravan el consumo. En este sentido, las dos variables o fenómenos fiscales resultan estar vinculadas: quienes se benefician son los miembros de esa élite que evolucionó de cafetaleros a banqueros, y quienes pagan el costo de esa transición son la mayoría de los salvadoreños, como consumidores y, con ello, con-
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tribuyentes de los impuestos indirectos (y también como ciudadanos cuyas oportunidades se ven mermadas debido a las limitaciones financieras de un Estado que invierte muy poco en mejorar la cobertura y calidad de los servicios de salud, educación, construcción y mantenimiento de infraestructura para el desarrollo económico). 

1. 

Antecedentes

 1.1.  La élite cafetalera y las reformas estructurales de la década de 1980

Durante la década de 1970, el sector cafetalero de El Salvador tuvo un rol muy importante como parte de la élite económica conservadora del país. Menos del 1% de los propietarios agrícolas controlaba el 40% de la tierra, mientras el 2% de la población detentaba el 60% de la tierra en la forma de plantaciones superiores a 100 hectáreas (Mason,  1986). Entre 1980 y 1981, quince familias procesaban el 80% del café a nivel nacional (Paige, 1993). 

Para 1974, los dieciocho primeros exportadores exportaban el  75.9% del café (Colindres, 1976:  471). De las 1,426 

sociedades anónimas registradas en 1971, el 53.2% del total de su capital social pertenecía a cincuenta y nueve familias cafetaleras, de las cuales treinta eran productoras, procesadoras y exportadoras del aromático, en tanto que quince eran productoras y procesadoras, y catorce eran solo productoras (Gordon, 1989). Por otro lado, durante la década de 1970, algunas de las principales familias agroexportadoras –entre ellas Guirola, Dueñas, Regalado, Álvarez, Escalante-Arce, Sol Millet, Borja, Natán y Alfaro– 

eran propietarias de los principales bancos del país, entre 
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los cuales destacaban el Salvadoreño, de Comercio, Agrícola Comercial y Capitalizador.7

Por su relevancia en la historia reciente de El Salvador 

–y por ser un actor en los casos abordados en este estudio–, la familia Cristiani Burkard es de interés particular. Si bien pertenecía a la élite cafetalera, no ocupaba una posición dominante: según la información de la tabla 1, ocupaba el puesto veinticuatro entre las treinta familias con mayor producción de café, y el puesto doce en términos de volumen de exportación del aromático. Sin embargo, como resulta común en la historia de las élites económicas centroamericanas,8 un hecho social reposicionó a la familia Cristiani dentro de la élite cafetalera salvadoreña: en  1974, Alfredo Félix Cristiani Burkard, quien años después resultaría electo presidente de la República,9 

contrajo matrimonio con Margarita Llach, hija de un potentado catalán y vinculada con las familias que ese 7. Cardenal (1996). Véase, también, Colindres (1976: 472). 

8. Véanse los estudios que sobre el tema ha producido el proyecto 

«Reconfiguración de las élites y el poder en Centroamérica», del Centro de Estudios Latinoamericanos y Latinos de la American University de Washington, D. C., ee. uu., en alianza con un grupo de científicos sociales centroamericanos y estadounidenses, del cual este volumen es parte. 

9. Por mucho, Alfredo Cristiani no fue el primer presidente salvadoreño vinculado con familias cafetaleras. Colindres (1976: 465) acota que «[…] algunas familias que ocuparon la Presidencia de la República a fines del siglo pasado [siglo xix] y principios de éste [siglo xx] son actualmente [en 1976] de las familias terratenientes más grandes del país, tales como Francisco Dueñas quien fue presidente de 1851 a 1852, de 1852 a 1854, en 1856 y de 1863 a 1871; Ángel Guirola en 1884, Tomás Regalado de 1893 a 1903; la familia Meléndez y Quiñónez Molina, que eran concuños, de 1923 a 1927». 

Aca va el 

cuadro 1 de 

El Salvador, 

desplegable

el retiro que 

es la página 

134 va en 

blanco
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año ocupaban las posiciones tres y cuatro de la citada tabla. 

El golpe de Estado de octubre de 1979 y la conformación de una primera Junta Revolucionaria de Gobierno (jrg)10 

supusieron el inicio del fin de la hegemonía de la oligarquía cafetalera, el poder real detrás de la dictadura militar. Sin embargo, la influencia del triunfo de la Revolución Sandinista en Nicaragua, en julio de ese año, la intensifi-cación de las acciones del movimiento popular, y el incremento significativo en los niveles de conflictividad y violencia generaron una crisis interna en esa primera jrg, lo cual culminó con su ruptura, en diciembre de 1979. 

En enero de 1980 se conformó una segunda jrg mediante un pacto entre la Fuerza Armada y el Partido Demócrata Cristiano (pdc),11 promovido por Estados Unidos (Segovia, 10. El 15 de octubre de 1979, un golpe de Estado encabezado por el autodenominado movimiento de la Juventud Militar derrocó al presidente salvadoreño en turno, el general Carlos Humberto Romero (1977-1979), poniendo fin a diecisiete años de gobierno del conservador Partido de Conciliación Nacional (pcn). Tras intensas y rápidas negociaciones entre los militares, el Foro Popular y miembros de la Cámara de Comercio e Industria de El Salvador (ccies) (estos últimos, sin el aval oficial de la empresa privada), crearon la primera Junta Revolucionaria de Gobierno (jrg), conformada por: dos militares propuestos por la Juventud Militar y ratificados por asambleas realizadas en todos los cuarteles del país, los coroneles Jaime Abdul Gutiérrez Avendaño y Adolfo Arnoldo Majano; y tres civiles, Román Mayorga Quiroz, rector de la Universidad Centroamericana «José Simeón Cañas», de la Compañía de Jesús, Mario Antonio Andino Gómez, ex vicepresidente de la ccies, y Guillermo Manuel Ungo, del Movimiento Nacional Revolucionario (mnr). 

11. Anunciada el 9 de enero de 1980, esta segunda jrg estuvo integrada por los coroneles Jaime Abdul Gutiérrez Avendaño y Adolfo Arnoldo Majano (como presidente de la jrg), integrantes 
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2002). Pese a nuevos conflictos y cambios en la conformación inicial de esta segunda jrg,12 en marzo de 1980 

se aprobó legislación orientada a la implementación de un programa de reformas estructurales (Guido & 

Roggenbuck, 1996). 

Entre las medidas implementadas en el marco de esta reforma estructural destaca la nacionalización del comercio exterior y exportación del café, la nacionalización de la banca y el proceso de reforma agraria, en menoscabo del poder de la élite cafetalera. A pesar de que se ejecutara exitosamente solo la primera de tres fases, el proceso de de la primera jrg; dos miembros del pdc, José Antonio Morales Erlich (considerado de línea tradicional en el pdc) y Héctor Dada Hirezi (a quien se lo vinculaba con la línea progresista del pdc, y quien había ocupado la cartera de Relaciones Exteriores en la primera Junta); y José Ramón Ávalos Navarrete, un médico des-conocido hasta ese entonces en el ámbito político, que se presentaba como figura independiente. El pdc alcanzaba por fin el poder, después de habérsele negado en los fraudes electorales de 1972 y 1977. Lo hacía de la mano de los militares, los mismos que anteriormente los habían reprimido (Guido & Roggenbuck, 1996). 

12. El 22 de enero, solo trece días después del anuncio público de la conformación de la segunda jrg, los grupos de izquierda crearon la Coordinadora Revolucionaria de Masas, en un primer esfuerzo de unificación. La ultraderecha comenzó a acusar a la se gunda  jrg de complacencia hacia las fuerzas de izquierda. El 23 de febrero, un escuadrón de la muerte asesinó al procurador general de la República, Mario Zamora Rivas, miembro destacado del pdc. El 3 de marzo, Héctor Dada Hirezi renunció a su cargo dentro de la jrg (incorporándose, en su lugar, el líder del pdc y futuro presidente electo, José Napoleón Duarte), debido a que el pdc no cumplió un ultimátum de salir de la Junta, como sus miembros dijeron a los militares una semana antes, a partir del asesinato del procurador Zamora. Dada Hirezi se fue al exilio y vivió en México doce años. 
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la reforma agraria13 generó rechazo en la élite predominante. 

Las familias productoras de café más importantes que se vieron afectadas fueron los Regalado, Dueñas, Guirola, Álvarez, Mathies, Salaverría, Meza Ayau, Sol Millet y Daglio (Pelupessy, 1987). 

La continuación de la conflictividad social y la violencia, en particular una ola de asesinatos perpetrados por los escuadrones de la muerte de la ultraderecha, aceleraron la radicalización de los sectores de izquierda, logrando la constitución del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (Fmln), como organización guerrillera en combate. En este contexto, se produjo la renuncia del coronel Arnoldo Majano, presidente de la segunda jrg.14 

13. La Fase I estaba contenida en el Decreto 153, Ley Básica de la Reforma Agraria. Consistió en la expropiación de las propiedades por encima de 500 hectáreas, lo que afectó el 15% de la tierra cultivable (Simon & Stephens, 1982). La Fase ii estaba dirigida a propietarios de fincas menores de 500 hectáreas, pero por encima de los límites establecidos por la ley básica, es decir, 100 o 150 hectáreas, según la calidad de los suelos, cubriendo alrededor del 20% de la tierra de cultivo nacional. Esta segunda fase suscitó una oposición fuerte porque en ella se tomaron en cuenta propiedades dedicadas en su mayor parte a los cultivos de exportación generadores de ingresos clave para el país, por lo que fue abandonada rápidamente. La Fase iii estaba contenida en el Decreto 207, de abril de 1980, y estipulaba la expropiación de tierras que no fueran explotadas por sus propietarios, refiriéndose a cualquier predio rentado inferior a 7 hectáreas. 

El conjunto de dichas explotaciones representaba otro 10% de la tierra agrícola (Cepal, 2001). 

14. En agosto de 1980, el Frente Democrático Revolucionario (fdr, constituido el 17 de abril luego de que la Coordinadora Revo lucionaria de Masas se uniera a otras organizaciones políticas de izquierda) convocó a una huelga general que fue reprimida violentamente por el ejército. El 30 de marzo, un grupo armado de la derecha perpetró actos violentos durante los funerales del 
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El Gobierno, integrado por los cuatro miembros restantes, se conoció como la tercera jrg,15 presidida por el democristiano José Napoleón Duarte. Esta tercera jrg continuó con la implementación de la reforma agraria y logró el restablecimiento de la ayuda financiera estadounidense.16 La segunda fase de la reforma agraria afectaría propiedades en las que se concentraba el 70% de la producción de café, exacerbando el rechazo por parte de los propietarios agrarios. 

Aparte del conflicto con los terratenientes, la gestión de la tercera jrg enfrentó la consolidación del conflicto armado interno. En enero de 1981, el Fmln lanzó su arzobispo Óscar Arnulfo Romero, asesinado el 24 de marzo. En los meses siguientes la violencia se desbordó en el país y los grupos de ultraderecha continuaron actuando sin control. En particular, los escuadrones de la muerte asesinaron en octubre de 1980 

al rector de la Universidad de El Salvador, Félix Ulloa, y en noviembre a los principales líderes del fdr. Estos asesinatos aceleraron la radicalización de los sectores de izquierda, los cuales respondieron agilizando su proceso de unificación. En efecto, el 10 de octubre las organizaciones armadas de izquierda constituyeron el Fmln. El 13 de diciembre de 1980, el coronel Arnoldo Majano, representante de los militares progresistas y presidente de la segunda jrg, renunció a su cargo. 

15. Integrada por el coronel Jaime Abdul Gutiérrez Avendaño (ahora como el único representante militar), José Antonio Morales Erlich y José Napoleón Duarte por el pdc, y el médico José Ramón Ávalos Navarrete. Napoleón Duarte asumió la presidencia de esta tercera jrg. 

16. El 16 de enero de 1980, Estados Unidos prestó us$ 20 millones a El Salvador y luego, el 18 de diciembre de ese mismo año, prestaron otros us$  45.5 millones. La ayuda total de Estados Unidos a El Salvador en 1980 totalizó us$ 150 millones, equivalentes al 4.2% del pib. 
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primera gran ofensiva,17 con la que buscó hacerse del poder antes del 20 de ese mes, fecha en la que Ronald Reagan asumiría la Presidencia de Estados Unidos. En marzo de 1981, la jrg anunció que convocaría comicios para elegir al año siguiente una asamblea constituyente, los cuales se celebraron el 28 de marzo de 1982. Así, la Asamblea Nacional Constituyente tomó posesión el 2 de mayo del mismo año y eligió como presidente provisional al banquero Álvaro Magaña, en sustitución de la tercera jrg. 

Sin embargo, en las elecciones de 1982 el entonces recientemente formado partido político, Alianza Republicana Nacionalista (Arena),18 nuevo brazo político de la élite conservadora, operó para obtener mayoría en la Asamblea Legislativa,19 y con ello la élite logró bloquear 17. Conocida también como la «ofensiva final» u «ofensiva general», fue el primer ataque de gran magnitud lanzado por el recién fundado Fmln. Aunque la ofensiva fracasó, las fuerzas del Fmln no fueron aniquiladas y, en su mayoría, se replegaron a las zonas rurales del país. El Fmln desarticuló sus grupos de masas y fortaleció sus estructuras militares, fortalecimiento que le permitió permanecer como una fuerza militar importante hasta el final de la guerra, en 1992. 

18. Inscrito como partido político en el Consejo Central de Elecciones el 4 de diciembre de 1981. Las negociaciones y acuerdos que llevaron a la formación del partido Arena tuvieron lugar en Guatemala, al amparo y protección de la derecha conservadora guatemalteca. Véase la historia en el propio portal de Internet del partido Arena, en . 

19. En los resultados de las elecciones del 28 de marzo de 1982, los sesenta diputados que entonces integraban la Asamblea Legislativa se distribuyeron de esta manera: veinticuatro para el pdc; diecinueve para Arena; catorce para el Partido de Conciliación Nacional (pcn); dos para el Partido de Acción Democrática (pAd), y uno para el Partido Popular Salvadoreño (pps). Como ningún partido logró mayoría, Arena se alió con el pcn y el pAd, para 
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la implementación de esta segunda fase de la reforma agraria. Finalmente, la Asamblea Legislativa fijó en 250 

hectáreas (en lugar de 100 hectáreas, como originalmente estaba previsto) el límite de extensión susceptible de ser expropiado (Wood, 1995). 

El golpe al sector cafetalero tradicional no se debió solamente a esta reforma agraria, sino también a la caída en los precios internacionales de los productos tradicionales, y a la nacionalización del comercio exterior y las exportaciones de café operada como parte de las reformas impul sadas por la segunda jrg. Durante el período comprendido entre el trienio 1979-1981 y el año 1992, el área sembrada de café disminuyó un 9%, mientras la co-secha se redujo en alrededor del 12% (Wood, 1995). Esta merma en la actividad cafetalera afectó negativamente las exportaciones, cuyo valor disminuyó de ¢ 1,712 millones a ¢ 1,006 millones entre 1979 y 1983 (una reducción nominal del 41%). 

Los caficultores se vieron particularmente afectados por la política cambiaria implementada en 1982 y principios de 1986, ya que las divisas provenientes de las exportaciones de café se liquidaban a un tipo de cambio altamente sobrevaluado (¢ 2.50 por us$ 1.00), mientras el resto se liquidaba al tipo de cambio del mercado paralelo, cuyo promedio anual de cotización de venta alcanzó los ¢ 3.91 

colones por us$ 1.00, en 1982, y se elevó progresivamente hasta llegar a los ¢ 4.30 por us$ 1.00, a finales de 1985 

(Banco Interamericano de Desarrollo, 1987). En 1985, sumar treinta y cinco votos en total. Ejerciendo esta mayoría, el 22 de abril de 1982 designaron como presidente de la Asamblea Constituyente al líder de Arena, al mayor Roberto d’Aubuisson, para luego continuar con otras acciones parlamentarias según los intereses de la élite, incluyendo el bloqueo de la reforma agraria. 
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El Salvador había pasado de ser el quinto país exportador mundial de café a ocupar el décimo lugar (López, 1986). 

 1.2.  Arena y Fusades: los brazos político y pensantetécnico de la élite económica se preparan para hacer gobierno

El éxito de las reformas estructurales impulsadas por las jrg se vio seriamente comprometido por el grave deterioro de las condiciones sociales, económicas y políticas en El Salvador. Entre los factores relevantes de deterioro se cuentan el escaso crecimiento económico; la intensa escalada del conflicto armado interno; el apoyo de un sector creciente de la población al movimiento guerrillero y organizaciones afines; y el aumento de la dependencia de El Salvador de la ayuda económica y militar de Estados Unidos. 

En  1984 se realizaron elecciones presidenciales, en las que José Napoleón Duarte, del pdc, resultó electo presidente de la República, derrotando a Roberto d’Aubuisson Arrieta, de Arena. Este triunfo del pdc en las elecciones presidenciales vendría seguido por otra vic to ria electoral de los democristianos en 1985, esta vez en las elecciones legislativas. En este contexto, el gobierno del presidente Duarte inició acercamientos con el Fmln, con la intención de buscar una solución negociada al conflicto armado, los cuales lamentablemente fracasaron.20 

20. El 15 de octubre de 1984 en La Palma, Chalatenango, tuvo lugar el primero de estos encuentros, con dudas y rechazo por parte de Arena. El 30 de noviembre, en Ayagualo, La Libertad, se efectuó el segundo encuentro, que lamentablemente fracasó, condenando el proceso a la continuidad de la guerra. Sin embargo, 
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A inicios de 1986, el Gobierno presentó un programa de estabilización y reactivación económica, y luego propuso una tercera ronda de diálogo. Ninguna de estas iniciativas alcanzó el éxito, con lo cual El Salvador, para entonces, no vislumbraba la luz al final del túnel. 

Pese al apoyo del Gobierno de Estados Unidos, la administración Duarte enfrentaba una crisis tras otra.21 

El terremoto del 10 de octubre de 1986 despedazó la capacidad fiscal del Ejecutivo, provocando un serio descalabro económico, apenas paliado por la ayuda estadounidense o de otras fuentes internacionales, pronto absorbida por la guerra. En 1987, una vez más, el grueso del presupuesto oficial se dedicó a los gastos militares, a expensas de necesidades fundamentales como la educación, la vivienda o la salud. En enero de 1987, el Gobierno recurrió a la política fiscal aplicando, entre otras medidas, un «impuesto para la defensa de la soberanía nacional», el cual fue coloquialmente conocido como «impuesto de guerra» y gravaba el capital de los contribuyentes.22

durante el gobierno del presidente Duarte se sucederían otros acercamientos con la guerrilla, uno en la Nunciatura de San Salvador, así como la cumbre de los presidentes centroamericanos, con la firma de los planes de Esquipulas I y II, llevados a cabo en la ciudad de Esquipulas, Chiquimula, Guatemala. 

21. Además de las crisis políticas y económicas, en el contexto del conflicto armado el presidente Duarte fue además golpeado en su vida personal, cuando el 10 de septiembre de 1985 un comando del Fmln secuestró a Inés Guadalupe Duarte Durán, una de sus hijas. La hija del presidente y su acompañante fueron liberadas el 24 de octubre de 1985, a cambio de la liberación de 22 presos políticos y de un grupo de lisiados del Fmln. 

22.  Decreto Legislativo No. 481, del 2 de octubre de 1986. La base imponible era el capital consignado por los contribuyentes en la última de las declaraciones del Impuesto de Vialidad Serie 
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Este gravamen ocasionó el rechazo enérgico del sector privado, el cual se movilizó en contra de él, realizando un paro empresarial que supuso una verdadera demostración de fuerza del capital salvadoreño y logró amedrentar una vez más al Gobierno. De hecho, el 19 de febrero de 1987 

la Corte Suprema de Justicia declaró inconstitucional el 

«impuesto de guerra», dando la razón, de esa manera, a la postura de la empresa privada y legitimando indirectamente su poder para «doblar el brazo» al Ejecutivo, que se vio obligado a buscar por otros conductos el financiamiento necesario para la guerra. 

El deterioro de la coyuntura política forzó a la derecha conservadora y a Estados Unidos a reevaluar sus planes y estrategias. Por un lado, el sector privado salvadoreño necesitaba poner fin a la guerra, por obvias razones: en tanto el conflicto continuara, sus intereses económicos no podían progresar. Este panorama se tornaba aún peor ante la posibilidad de un fortalecimiento militar del Fmln que, incluso, podría llegar a una victoria guerrillera similar a la del triunfo sandinista de 1979.23 Por otro lado, la A. Este impuesto se determinaba según la tabla siguiente de tasas marginales sobre el capital imponible: Rangos de  

capital imponible 

Impuesto 

% 

sobre excedente de

¢ 100,000.01 a ¢ 200,000 

¢ 500.00 más 

1.0%  

¢ 100,000.00

¢ 200,000.01 a ¢ 300,000 

¢ 1,500.00 más  

1.5% 

¢ 200,000.00

¢ 300,000.01 a ¢ 500,000 

¢ 3,000.00 más  

2.0% 

¢ 300,000.00

¢ 500,000.01 a ¢ 1,000,000 

¢ 7,000.00 más  

3.0% 

¢ 500,000.00

¢ 1,000,000.01 en adelante 

¢ 22,000.00 más   4.0% 

¢ 1,000,000.00

23. En 1987, este era un escenario a tomar muy en cuenta como un riesgo real para la élite económica salvadoreña. El 31 de marzo de ese mismo año, el Fmln realizó una serie de acciones simultáneas, la principal, la ocupación y destrucción parcial de la 4ª Brigada de Infantería con sede en El Paraíso, departamento de Chalatenango. 
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ayuda estadounidense crecía sin alcanzar sus objetivos, en tanto que empezaba a recibir críticas por parte de senadores opositores.24 En este contexto, Estados Unidos debía encontrar una manera de perseguir sus intereses en Esta acción bélica del Fmln evidenciaba lo siguiente: a) contrario a lo que habían estado declarando de manera reciente varios altos oficiales de la Fuerza Armada, el Fmln no se encontraba militarmente derrotado, sino más bien mostraba estar tan fuerte o más que en ningún momento anterior de la guerra; b) la destrucción de la guarnición de El Paraíso resultaba tanto más significativa puesto que el lugar había sido cuidadosamente fortalecido tras su caída anterior, el 30 de diciembre de 1983, acción que demostraba que el Fmln constituía un verdadero ejército insurgente, y no un simple puñado de rebeldes; c) una vez más se comprobaba no solo el 

«equilibrio dinámico» de las fuerzas militares en pugna, sino el estancamiento en que se encontraba la guerra y la inviabilidad de una victoria militar a corto y aún a mediano plazo. De hecho, según Torres-Rivas (2011: 22), en El Salvador las organizaciones revolucionarias tuvieron experiencias de gran creatividad al tener una instancia orgánica para las luchas sindicales, otra para la lucha militar y una dirección política, varios tándem que se unificaron en  1980 cuando la guerra empezó. En El Salvador se creó un poderoso movimiento de masas en la década de 1970, bajo la dirección de los grupos político-militares, que construyeron más adelante un ejército de diez mil efectivos, hecho que, a criterio de Torres-Rivas, no tuvo precedentes en la historia de las revoluciones en el mundo. 

24. Según un informe de los senadores Hatfield, Leach y Miller al  Arms Control and Foreign Policy Caucus,  en noviembre de 1987, 

«[…] por primera vez en la historia de la ayuda norteamericana a otros países, la ayuda de los Estados Unidos a El Salvador en el presente año excede la contribución del propio país a su presupuesto: la ayuda estadounidense para el año fiscal de 1987 es de us$ 608 

millones, equivalentes al 105% de los us$ 582 millones de ingresos nacionales en el propio presupuesto de El Salvador. Aun excluyendo el desembolso de la ayuda circunstancial por el terremoto, El Salvador se aproxima al récord de dependencia de la ayuda 
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El Salvador vía el fortalecimiento de expresiones no radicales de la derecha, apoyando condiciones económicas apropiadas, tanto para poner fin a la guerra como para el esfuerzo de pacificación y reconstrucción. 

Arena, como brazo político de la derecha conservadora, empezó a hacer lo propio. Por un lado, en 1984 Roberto d’Aubuisson –presto a mejorar la imagen exterior de un partido entregado al anticomunismo y al nacionalismo de extrema derecha– aceptó renunciar al frente del Consejo Ejecutivo Nacional de Arena (Coena) y ser sustituido por Alfredo Cristiani (Cidob, 2014). Como se expuso en la sección anterior, este último era un empresario que en la década de 1970 se había posicionado dentro de las principales familias de la élite económica cafetalera, había militado en el moderado Partido de Acción Nacional (Ad), en 1980 se había inscrito como miembro de Arena y era uno de los primeros directores de la Fundación Salvadoreña para el Desarrollo Económico y Social (Fusades), el tanque de pensamiento financiado por la Agencia de Cooperación Internacional de Estados Unidos (Arena, 2011) y diseñado como un cerebro estratégico que concibiera el modelo económico que debía impulsarse, para luego formular las políticas necesarias para implementarlo. De esta forma, Arena y Fusades nacieron de manera separada a inicios de la década de 1980; sin embargo estaban destinados a converger: serían los brazos político y pensante-técnico de una élite transformada, cuyo punto de encuentro se consolidó poco después, en el gobierno de Cristiani. 

El 20 de marzo de 1988, hacia el final del gobierno del presidente Duarte, ya enfermo de cáncer, se celebraron elecciones legislativas y municipales, en las que Arena norteamericana alcanzado por Vietnam del Sur en el clímax de la guerra del Vietnam». 
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obtuvo una victoria significativa: 80% de las alcaldías y 31 de los 60 escaños de la Asamblea Legislativa, con el 48.1% de los votos. El enroque entre Cristiani y d’Aubuisson 

–y con ello el tránsito del discurso anticomunista extremista, al perfil empresarial, educado y «moderado» de Cristiani– 

estaba probando claramente ser una fórmula ganadora para Arena. En ese marco, Cristiani fue uno de los diputados electos y estrenó su primer mandato repre sentativo. 

Tras los comicios legislativos y municipales –que espolearon el carácter ideológico de la guerra civil y sellaron el fracaso táctico del gobierno de Duarte–, Arena aparecía como la segura vencedora en las elecciones presidenciales de 1989. La nueva administración de George Bush, en Estados Unidos, presionó para que el candidato a suceder a Duarte fuera Cristiani, apoyando su línea 

«moderada», y desfavoreciendo la línea extremista de d’Aubuisson, quien se plegó al cálculo estratégico estadounidense. Proclamado candidato presidencial en mayo de 1988, Cristiani condujo una campaña centrada en los valores conservadores tradicionales de la familia, el orden y la responsabilidad, pero también habló de modernizar el país, conceder facilidades al sector privado y lograr la paz con la guerrilla en las condiciones establecidas por los cinco presidentes centroamericanos en las cumbres del proceso de Esquipulas. 

El 19 de marzo de 1989, Cristiani se proclamó vencedor en la primera ronda, con el 53.8% de los votos. Según Cardenal (1996), uno de los cambios más ilustrativos de la élite económica salvadoreña fue el impulso que los sectores no tradicionales le dieron a la creación de Fusades,25 entidad que para las elecciones presidenciales 25. De los 248 fundadores de Fusades, en 1983, solo once pertenecían a la élite agroexportadora; entre ellos destacaban varios 
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de 1989 ya estaba establecida como la expresión de una corriente de Arena, partido que para entonces había evolucionado del anticomunismo radical a la doctrina socioeconómica neoliberal. Como presidente de la República, Cristiani impulsó la implementación de políticas estatales basadas en las propuestas y recomendaciones de Fusades (Guido & Roggenbuck, 1996). De acuerdo con Schneider (2013), Cristiani incorporó a su equipo de gobierno a no menos de diecisiete aliados vinculados con Fusades, quienes ocuparon puestos ministeriales y burocráticos. 

2. 

un sistemA tributArio con 

pr efer enci A por l A i m posición 

i ndi r ec tA: r esultA do del poder 

ejerci do por unA élite en evolución

 2.1. La propuesta fiscal de Arena y Fusades Aunque amplias y profundas en su diseño, las reformas impulsadas por las jrg, a inicios de la década de 1980, no tuvieron como prioridad mejorar el sistema tributario. 

Sin progresos sustanciales, entre 1980 y 1985 la carga procesadores de café como De Sola, Hill, Cristiani-Burkard y Salaverría. Del mismo modo, familias con tanta raigambre en la agroexportación como los Dueñas, Wright, Guirola, Regalado, Magaña, Meléndez y Quiñónez, estuvieron ausentes de Fusades. 

Además, los apellidos de los principales dirigentes de Fusades en 1985, 1988 y 1990 no pertenecían a los de las familias de los sectores tradicionales de la élite económica, por ejemplo, Simán, Orellana, Velasco, Torres, Zablah, Cartagena, Cabrales y Mejía ( Johnson, 1993). 
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tributaria de El Salvador aumentó solamente 1.3 puntos porcentuales del pib, incremento que se registró durante el entonces nuevo gobierno del presidente democristiano, José Napoleón Duarte (en 1984 y 1985). En 1986, se hizo evidente un crecimiento en el valor nominal de la recaudación, por alrededor del 15.1%, pero no debido a una reforma, sino como consecuencia de la devaluación del colón frente al dólar estadounidense registrada ese año, además de la inclusión de un impuesto especial sobre las ganancias de la exportación del café. Luego del repunte de 1986, el esfuerzo tributario disminuyó hasta alcanzar, en  1989, el mínimo histórico para la carga tributaria salvadoreña: 8.6% del pib (Lazo, 1999). 

Esta debilidad en la carga tributaria salvadoreña se explica, en buena medida, por varias deficiencias que entonces padecía la estructura técnica del sistema tributario. 

Por un lado, si bien el impuesto sobre la renta (isr) consideraba numerosas tasas en un esquema progresivo, los tipos impositivos no eran marginales, lo que generaba saltos bruscos entre el tratamiento tributario de un rango de ingreso a otro, estimulando la evasión.26 Por el otro, 26. Un esquema de tasas marginales progresivas en el isr desestimula la evasión. Por ejemplo, supóngase que se establecen los siguientes tres rangos de renta imponible con sus respectivos tipos impositivos: de 0 a 100, gravado con una tasa del 10%; de 101 a 200, al 20%; y de 201 en adelante, al 30%. En este esquema simple, un contribuyente con una renta de 201 pagará un impuesto de 60.3 al 30%, por lo que tiene un incentivo muy fuerte para mentirle al fisco y declarar una renta de solo 200, con la cual pagaría 40 al 20%, es decir, 20.3 menos que si es honesto. Para evitar este estímulo hacia la evasión, se emplean tipos impositivos  sobre el margen de cada rango de renta imponible, así: la renta de 0 a 100 se grava al 10%; para la renta de 101 a 200, los primeros 100 al 10%, y la renta en exceso sobre 100, pero menor que 200, se grava al 
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numerosos impuestos indirectos se determinaban usando montos fijos, con lo cual su recaudación se veía afectada por la inflación y, con ello, en términos reales resultaba decreciente, pero con costos administrativos que con frecuencia superaban lo recaudado (Acevedo & González Orellana, 2003). 

En estas condiciones, resultaba claro que el sistema tributario prevaleciente en El Salvador durante la década de 1980 requería una reforma profunda. Lamentablemente, las reformas tributarias impulsadas durante el gobierno democristiano del presidente Duarte obedecieron más a una lógica de emergencia y financiamiento de la guerra. 

Esta política tributaria, aunada con las otras políticas económicas (como la nacionalización de la banca y el comercio exterior), causó el rechazo de la élite económica y, con ello, un conflicto intenso con el empresariado salvadoreño aglutinado en la Asociación Nacional de la Empresa Privada (Anep). El fracaso de los programas económico-fiscales de los gobiernos de las jrg y del presidente Duarte abría una oportunidad muy valiosa a los sectores de la élite que buscaban un modelo económico que, según sus preferencias ideológicas e intereses, mejorara el clima para sus negocios, a la vez que lograra poner fin a la guerra, alejándose de las posiciones radicales, y asegurara el apoyo político de los sectores populares para hacer 20% (es decir, la tasa de 20% aplica sobre el  margen sobre 100); y para la renta de 201 en adelante, los primeros 100 se gravan al 10%, la renta entre 101 y 200 se grava al 20%, y la renta en exceso, al  30%. En este esquema progresivo con tasas marginales, un contribuyente con una renta de 201 pierde el incentivo de mentirle al fisco que tendría en el esquema simple, ya que los primeros 200 

siempre están gravados al 10%, y la tasa del 20% aplica solo sobre el exceso sobre 200. 
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gobierno y controlar el Estado. Fusades era el espacio idóneo para diseñar una propuesta en esta línea. 

Desde su creación, en 1983, Fusades trabajó en propuestas de política económica en las que se tomó en cuenta la asesoría de académicos de otros países. En 1985, publicó el documento «La necesidad de un nuevo modelo económico para El Salvador», en el cual planteó la devaluación del colón, argumentando que las monedas de Centroamérica estaban desalineadas y que se necesitaba un tipo de cambio más realista para promover las exportaciones.27 En política fiscal, recomendó que el Gobierno apoyara las exportaciones, redujera el déficit fiscal, buscara una mayor dependencia de los impuestos indirectos y optimizara el gasto. 

De acuerdo con Trigueros (2014), con apoyo de la Comunidad Económica Europea y usAid, Fusades realizó talleres para dialogar sobre un plan de desarrollo económico. 

Uno de estos talleres fue el «Seminario Intersectorial de Política Nacional de Producción», impartido por el Instituto Centroamericano de Administración de Empresas (Incae) en  1987, cuyos objetivos eran analizar las conclusiones de otros seminarios sectoriales para definir cómo debía ser la producción y promover el diálogo entre sectores para la búsqueda de soluciones que permitieran la reactivación económica del país. 

Fusades intensificó sus esfuerzos ante la victoria electoral de Arena y la elección de Alfredo Cristiani como presidente de la República, en 1989. De esta época destaca la contratación de la asesoría de renombrados economistas 27. El gobierno del presidente Duarte atendió esta recomendación y la implementó. Pese a ser una recomendación de Fusades, creó conflicto con los sectores empresariales privados que se vieron afectados. 
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de pensamiento liberal, tal el caso de Arnold Harberger, pupilo de Milton Friedman, quien desarrolló una propuesta de política económica para El Salvador. Harberger (1989) concentró sus planteamientos de política fiscal en cinco rubros:

1.  Timbres fiscales: debido a su efecto cascada, recomendó reemplazarlos con un impuesto al valor agregado (ivA). 28 Sugirió uniformizar las tasas de los timbres fiscales al 5% y ampliar la base tributaria a sectores como el de la construcción, los combustibles, la salud, la educación y los transportes urbanos e interurbanos. 

Luego, introducir el ivA con una tasa de entre el 14 

y el 17%, acompañado con el correspondiente sistema de crédito fiscal. 

2.  isr de personas naturales: debido a que solo 60,000 

personas eran contribuyentes efectivos de un total de 5 millones de habitantes, recomendó aplicar tasas marginales más pequeñas, ampliar la base imponible, reducir el número de rangos de renta imponible de 25 a 8, y aplicar penas severas al fraude y la evasión. 

3.  isr de personas jurídicas: argumentó que el impuesto no era simple ni uniforme, por lo que recomendó cambiar su estructura. Además, sugirió incluir a las cooperativas, a las empresas estatales y a las empresas extranjeras o multinacionales, con una tasa general del 30%. 

28. Este efecto resulta de la utilización de impuestos de «etapa única». Al emplearlos en procesos productivos o de comercialización en varias etapas, en una etapa intermedia la base gravable incluye el impuesto aplicado en una fase anterior. Un impuesto de «etapa múltiple», como el ivA, usa un sistema de créditos y débitos en el que en una etapa intermedia descuenta el impuesto aplicado en las etapas anteriores, con lo cual grava solamente el valor agregado de cada etapa, y con ello evita el efecto cascada. 
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4.  Impuesto a la exportación de café: debido a que la recaudación del impuesto dependía del crecimiento de la producción del aromático, recomendó mantenerlo separado del isr y del impuesto a la propiedad agrícola.29 

Propuso que para 1991 se redujera la tasa del impuesto en un 25% para que, finalmente, en 1992, se sustituyera mediante el impuesto a la propiedad agrícola. 

5.  Impuesto sobre el patrimonio: consideró que debía reducirse gradualmente, hasta llegar a eliminarlo por completo cuando el isr estuviera consolidado. 

Esta agenda tributaria era consistente con una política que buscaba reactivar elementos de la agricultura de exportación, e incentivar el crecimiento de nuevos sectores económicos, como el financiero. Estas reformas al sector financiero se consideran muy relevantes, y se abordarán como la segunda variable o fenómeno de este estudio. 

Fusades compiló los seminarios, discusiones y asesorías en un documento publicado en 1989, titulado  Hacia una economía de mercado en El Salvador: bases para una nueva estrategia de desarrollo económico y social, en el cual las recomendaciones de política fiscal eran las mismas planteadas por Harberger. 

El programa económico de la administración Cristiani se basó en la propuesta de Fusades (Liévano de Marques, 1996); tenía un componente de estabilización de corto plazo destinado a enfrentar la crisis económica coyuntural, y otro de mediano plazo para sentar las bases de un modelo económico fundamentado en la iniciativa privada y el libre mercado. Estas acciones suponían eliminar las restricciones y los controles que obstaculizaban el funcionamiento de los mecanismos de mercado, así como 29. El documento establece que debe existir un impuesto a la propiedad agrícola, pero no especifica en qué consistiría. 
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abrir los mayores espacios posibles de acumulación a los sectores empresariales, principalmente vía la privatización y la reducción del tamaño del Estado (Cenitec, 1993). 

El diagnóstico de Fusades con respecto a las razones del deterioro económico de El Salvador no tomó en cuenta el impacto y el costo del conflicto armado interno en la infraestructura del país, ni consideró la dislocación social que produjo dicho conflicto, lo cual influía directamente en el proceso de producción agroexportador y manufactu-rero. El análisis se concentró en el impacto de las reformas de las jrg y del gobierno democristiano de Duarte, dirigidas a crear incentivos para producir bienes de manufactura ligera (como los tipos de cambio múltiple y las tasas de interés subsidiadas). La estatización se estigmatizó como una forma de reprimir la iniciativa empresarial, lo que supuestamente había afectado la confianza de los inversionistas en la garantía de los derechos de propiedad privada (sobre todo como consecuencia de las expropiaciones de tierra y la banca). El análisis de Fusades también se centró en una serie de medidas proteccionistas para bienes de manufactura simple como zapatos, tabaco, productos de plástico, entre otros. 

Quizá lo más importante de la agenda propuesta por Fusades era que, al eliminar impuestos directos o rebajar sus tipos impositivos, por un lado el peso (incidencia económica) de la carga tributaria (y por ende del financiamiento del gasto público) recaería sobre el factor laboral (formal o informal), mientras que por el otro minimizaría la carga tributaria sobre los dueños del capital 

–quienes en la lógica del nuevo modelo se suponían el motor del crecimiento económico, vía inversiones y generación de empleo–. Históricamente, los impuestos indirectos habían tenido mayor peso en la estructura del sistema tributario salvadoreño, y el efecto de la propuesta 
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de Fusades no cambiaría esa estructura de larga data. Es decir, la propuesta de Fusades no pretendía modificar la preferencia de la élite económica por financiar el Estado mediante impuestos indirectos, sino simplemente buscaba modernizar el sistema con un impuesto como el ivA, con una base amplia y cuyo mecanismo de créditos y débitos exime y transfiere la carga de los productores, comerciantes y distribuidores, al consumidor final. 

 2.2. La integración de la Asamblea Legislativa : factor de poder para incidir en la configuración del sistema tributario En el sistema capitalista, la política fiscal y los modelos fiscales no son utilizados como simples instrumentos de estabilización económica o redistributivos, sino que constituyen una expresión de la correlación de fuerzas de poder existentes en una sociedad y, particularmente, de los sectores que en un momento determinado disfrutan de una posición favorable, permitiéndoles controlar el ámbito político, económico y social e impregnando su ideología a la sociedad. Así, la fiscalidad pública ocupa un lugar fundamental en un proceso en el que se fortalecieron los patrones de acumulación de capital del modelo neoliberal (Monterrey & Orellana, 2007). Y dado que el ordenamiento constitucional salvadoreño establece que la aprobación de los cambios a la legislación tributaria es una facultad de la Asamblea Legislativa, para que la reestructuración del sistema tributario contenida en la propuesta de Fusades fuera viable, debía contarse con una expresión política afín en el ámbito parlamentario. 

Por otro lado, según algunos teóricos de las ciencias políticas, la transición de un régimen autoritario hacia 
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uno democrático en un contexto de alta desigualdad supuestamente debería aumentar las presiones políticas del votante mediano pobre ( median voter) para que las preferencias de política tributaria muden hacia una mayor importancia del isr, como una clara opción por la redistribución del ingreso (Meltzer y Richard, 1981). No obstante, estudios empíricos demuestran que la demo cratización de la región latinoamericana no estuvo acompañada de este supuesto aumento de la importancia del isr (Wibbels y Arce, 2007; Profetta y Scabrosseti, 2010). De hecho, la tendencia ha ido justamente en la dirección opuesta. Por ejemplo, Ardanaz y Scartascini (2011) notan una convergencia entre la recaudación de los impuestos al valor agregado como porcentaje del pib en América Latina y los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (ocde), en tanto que entre la recau dación  del  isr como porcentaje del pib de América Latina y de la ocde se ha mantenido una brecha constante en los últimos treinta años. 

Si el tránsito del autoritarismo a la democracia es un fenómeno político en el cual, luego del proceso de transición se permite la participación de actores que eran excluidos en el régimen autoritario, entonces se esperaría que en el nuevo régimen democrático, más abierto y participativo, la política tributaria tenga un sesgo a favor de los impuestos directos (siempre y cuando los sectores antes excluidos muestren preferencia por la redistribución de la riqueza). 

Así, en el caso de El Salvador, si se siguiera la línea de pensamiento de los teóricos citados, se hubiese esperado que un partido político de izquierda –con el apoyo de organizaciones de la sociedad civil, también de izquierda– 

luchase por cambiar el sistema tributario, con el isr como su eje central. Lamentablemente, en El Salvador el final de la guerra y la transición hacia la democracia no implicaron 
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un cambio inmediato hacia esta forma de política tributaria. 

Ello se debió, en gran medida, a que los Acuerdos de Paz, firmados en 1992, no abordaron los grandes temas de la agenda económica ni, mucho menos, incluyeron compromisos encaminados a la democratización del país en materia económica. Además, el Fmln consumió los primeros tres años posteriores a la firma de los  Acuerdos en desmo-vilizar su tropa, incorporarse al sistema político, y realizar otras actividades vinculadas con el cumplimiento de los compromisos asumidos en 1992. Fue hasta 1994 cuando el Fmln pudo competir en las elecciones presidenciales, municipales y legislativas. 

En el caso de El Salvador, el diseño organizacional de la representación legislativa es clave para configurar o reconfigurar la política tributaria, en el sentido de que la integración de la Asamblea depende, a la postre, de cómo y quién selecciona a los candidatos a diputados que figuran en las planillas de los partidos políticos que compiten en las elecciones legislativas.30 Por ejemplo, en las elecciones legislativas de 1994 –las primeras luego de que finalizara el enfrentamiento armado interno–, además de que las planillas eran cerradas, 20 de los 84 diputados fueron escogidos de una «plancha nacional», generalmente conformada por los líderes nacionales más importantes de cada partido. En cambio, para las elecciones legislativas 30. En El Salvador, el período presidencial es de cinco años y comienza el primero de junio, sin que la persona que haya ejercido la Presidencia pueda continuar en sus funciones ni un día más (artículo 154 de la Constitución de la República de El Salvador). 

Los miembros de la Asamblea Legislativa y de los Concejos Municipales se renuevan cada tres años y pueden ser reelectos, y el período de sus funciones comienza el primero de mayo del año de su elección (artículos 122, 124 y 202 constitucionales). 
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de 2006 se eliminó la «plancha nacional» y se reestructuraron las circunscripciones distritales departamentales. 

Sin embargo, aún con estas modificaciones, la nueva metodología utilizada para elegir a los diputados carecía de representatividad local y regional (ya que las listas de candidatos propuestas por los partidos políticos generalmente se integran a partir de sus cuadros y bases partidarias, o de los miembros de las élites políticas o económicas; por lo tanto, si bien algunos diputados provienen del territorio, no representan intereses locales o regionales). 

En las elecciones legislativas de 2013, por primera vez la ciudadanía pudo modificar el orden en que se colocaron las candidaturas, con lo cual se permitieron las candidaturas independientes. 

Desde 1989, Arena ganó las elecciones presidenciales por cuatro períodos consecutivos (hasta 2009), lapso durante el cual el Fmln accionó como oposición política. 

Durante los cuatro gobiernos de Arena, la élite continuó ejerciendo poder e influencia (si no control) sobre el Gobierno y, con ello, siguió impulsando sus proyectos de reforma y reconfiguración del Estado salvadoreño, incluyendo la consolidación del proceso de modernización del sistema tributario con prioridad en la imposición indirecta, y no con un cambio a reformas para fortalecer la tributación directa. 

Arena ejerció el poder desde el Ejecutivo y mantuvo control del Legislativo durante los primeros tres de los cuatro períodos presidenciales entre 1989 y 2009. Ello es particularmente importante, ya que si bien la política fiscal se dirige desde el Ejecutivo, por conducto del Ministerio de Hacienda, es la Asamblea Legislativa la que por mandato constitucional tiene la facultad de aprobar el presupuesto, la legislación tributaria y sus reformas, así como otras piezas de legislación de interés fiscal. Ante 
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este escenario, las reformas favorecidas por la élite económica fueron aprobadas con pocos contratiempos. 

 2.3.  Las reformas fiscales de los gobiernos de Arena : implementación del   

 programa de la élite económica

Con la victoria en las elecciones presidenciales de 1989 y Alfredo Cristiani electo presidente de la República, Arena comenzó a implementar una larga agenda de reformas en los distintos ámbitos de la vida nacional. Destacan la privatización de la banca, la liberalización de las tasas de interés, la liberalización del comercio exterior y de los controles cambiarios, la eliminación del control de precios y una reforma fiscal. Todas estas medidas tenían el objetivo de instaurar un modelo que seguía las recomendaciones planteadas por Fusades para un nuevo sistema económico basado en las exportaciones y en los servicios como motor del crecimiento. 

Para lograr la aprobación del primer grupo de reformas 

–las vinculadas con los ámbitos económico, financiero y externo– desde 1988, Arena, en su calidad de partido oficial, contaba con mayoría simple en la Asamblea Legislativa (alcanzada gracias al apoyo del pcn). En este contexto, la reforma fiscal arrancó en 1990 con la aprobación de la Ley Orgánica de la Dirección General de Impuestos Internos, que fusionó las direcciones de Contribución Directa y Contribución Indirecta en una sola institución, con lo que se pretendía ganar eficiencia mediante la especialización y las economías de escala. 

En  1991 y 1992 se impulsó la denominada «gran reforma», luego de que Arena, en alianza con el pcn, lograra nuevamente la mayoría en las elecciones legislativa 
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Gráfica 1

composición de la asamblea legislativa (1988-2012) Fuente: elaboración propia, con base en datos de la Asamblea Legislativa. 
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de marzo de 1991. Como parte de esta «gran reforma», la Asamblea Legislativa aprobó:

Una nueva ley del isr31 que, entre otras medidas, incluyó la:

a)  Disminución de la tasa marginal del isr a las personas físicas de más alto ingreso, de 60 a 30%. Esta reducción en el tipo impositivo se vio acompañada por el aumento en el mínimo exento, de ¢ 12,000.00 a ¢ 22,000.00 

(equivalentes a us$ 1,371.43 y us$ 2,514.29, respectivamente), y por la simplificación del esquema de tasas marginales sobre renta imponible: de veinticuatro tramos a únicamente tres. 

b)  Disminución de la tasa única del isr para personas jurídicas, de 35 a 25%, e introducción de un mínimo exento de ¢ 75,000.00 (equivalentes a us$ 9,316.77). 



Supresión de los impuestos al patrimonio, sobre donaciones y sucesiones. 



Se reemplazó el impuesto del timbre fiscal del 5% y el del papel sellado por el ivA, con una tasa del 10%.32

Para expandir la base tributaria, el Gobierno aprobó la ampliación de la base del ivA para incluir los derechos de importación, duplicó los derechos del registro de vehículos automotores e incluyó los ingresos del cultivo del café en la ley del isr. A la vez, modificó la Ley de Tiendas Libres para controlar el contrabando, y eliminó la mayoría de las exenciones sobre derechos de importación al suprimir aquellas de que gozaban las entidades públicas 31. Decreto Legislativo No. 134, de diciembre de 1991, vigente a partir del 1 de enero de 1992. 

32. Ley de Impuesto a la Transferencia de Bienes Muebles y a la Prestación de Servicios, Decreto Legislativo No. 296, de julio de 1992. 
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autónomas, como la Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados (AndA), la Comisión Ejecutiva Portuaria Autónoma (cepA) y la Administración Nacional de Telecomunicaciones (Antel). 

El objetivo económico y político de estas reformas tributarias era generar las condiciones legales e institucionales a favor de la formación de capital, desgravando la carga sobre ingresos y capital, y desplazando la carga tributaria hacia los impuestos indirectos. Supuestamente, estas medidas debían lograr condiciones para acelerar el crecimiento económico, en especial en las empresas que, en el mediano plazo, «derramarían» ganancias a las capas socioeconómicas medias y bajas. 

En las elecciones legislativas de 1994, Arena como partido oficial sostuvo su alianza con el pcn. En conjunto, ambos partidos lograron 43 votos: justo lo necesario para aprobar leyes. En ese marco, la Asamblea Legislativa aprobó otro paquete de reformas fiscales, entre las cuales destacan las siguientes:

a)  Aumento en la tasa del anticipo a cuenta del isr, del 1 al 1.5% sobre los ingresos brutos mensuales. 

b)  Aumento en la retención del isr a profesionales, del 2 al 10% del salario mensual, en calidad de crédito a cuenta de la liquidación anual del impuesto. 

c)  Reformas a los impuestos específicos al consumo, depurando los productos gravados (bebidas alcohólicas, cigarrillos y bebidas gaseosas). 

Pero quizá la reforma tributaria más importante del período 1994-1997 fue el aumento en la tasa del ivA, del 10 al 13%, establecido en 1995. Para lograr la aprobación parlamentaria de esta medida, Arena tuvo que ir esta vez más allá de los votos de su aliado «tradicional», el pcn, pues se vio en la necesidad de recurrir a negociar apoyo 
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político con el Partido Demócrata, un sector escindido del Fmln con el que el Gobierno había firmado, en 1995, el denominado «Pacto de San Andrés».33 Esta alianza fue crítica, ante la oposición generalizada al aumento en la tasa del ivA –que, entre otros, incluyó el rechazo de las organizaciones empresariales tradicionales,34 aliados y financistas del partido oficial–. Finalmente, el oficialismo logró la aprobación de esta reforma con sus votos y los del pcn (43 votos), no sin antes girar una amenaza a los empresarios de cobrar un impuesto de emergencia que recaería sobre las utilidades declaradas en 1994. Fruto también del «Pacto de San Andrés», el gobierno de Arena continuó en los siguientes años con la política de desgravación arancelaria. En 1996, gozando aún de mayoría calificada en la Asamblea Legislativa, Arena, con el apoyo del pcn, logró la aprobación de otra gran reforma, esta vez al sistema de pensiones. Coherente con la línea ideológica de los cambios tributarios impulsados por el partido oficial, esta reforma modificó el sistema de pensiones salvadoreño, transformándolo del tradicional sistema público de reparto, a uno privado de capitalización individual.35

El incremento en la tasa del ivA representó un costo político importante para Arena, de manera que el Gobierno empezó a ver reducidos sus apoyos. Esta merma se reflejó 33. Disponible en línea, en 

bitstream/10972/131/1/Pacto%20de%20San%20Andres.pdf>. 

Varios analistas salvadoreños consideran que la aprobación del incremento a la tasa del ivA fue consecuencia inmediata de la suscripción del «Pacto de San Andrés». 

34. La Anep, la Asociación Salvadoreña de Industriales (Asi), la Cámara Salvadoreña de la Industria de la Construcción (Casalco) y la Cámara de Comercio e Industria (ccies), entre otras. 

35. Decreto Legislativo 927, del 20 de diciembre de 1996. 
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en los resultados de las elecciones legislativas de 1997, cuando la cuota de poder legislativo de Arena cayó de 39 

a  28 diputados. Sumados con los de Arena, los once escaños del pcn no lograban la mayoría simple. Por primera vez en diez años, Arena perdía el control del legislativo. 

Otras acciones de política aprobadas en los períodos 1994-1997 (cuando Arena tenía alianza con el pcn) y 1997-2000 (cuando además del pcn, Arena logró alianzas con otros partidos minoritarios) incluyeron las privatizaciones de las distribuidoras de energía eléctrica,36 las proveedoras de servicios de telecomunicaciones (Antel) y otras empresas del sector hotelero y turístico. 

Durante el período 1996-1999, Arena y sus aliados (especialmente el pcn) lograron la aprobación, en la Asamblea Legislativa, de otras reformas tributarias colaterales. En 1996, con el objeto de fomentar la inversión, el gobierno del presidente Calderón Sol introdujo un sistema de depreciación acelerada en el isr, duplicando la tasa de depreciación prevista en la ley para las nuevas inversiones.37 Desde 1999, las autoridades realizaron esfuerzos para incrementar la recaudación a través de mejoras en la administración tributaria. Introdujeron un sistema de autoliquidación de mercaderías y programas 36. Compañía de Alumbrado Eléctrico de San Salvador, S. A. de C. 

V. (cAess); Empresa Eléctrica de Oriente, S.A. de C. V. (EEO); Distribuidora Eléctrica de Usulután, S. A. de C. V. (Deusem); Compañía de Luz Eléctrica de Santa Ana, S. A. de C. V. (clesA); y la Distribuidora de Electricidad del Sur, S. A. de C. V. (Delsur). Todas, agluti-nadas actualmente en la corporación transnacional  Applied Energ y Services (Aes), de capital estadounidense. 

37. Este sistema alternativo permite amortizar las edificaciones a una tasa anual del 10% sobre el saldo a depreciar, 40% para la maquinaria y 100% para otros bienes muebles (Acevedo & González Orellana, 2003). 
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más agresivos de fiscalización. Estos últimos fueron acompañados de algunas medidas de política tributaria, entre las cuales destacaron la eliminación de las exenciones del ivA a los granos básicos (frijoles, maíz blanco y arroz), frutas y verduras en estado natural, leche fluida y en polvo, y medicinas,38 así como la supresión del mínimo no imponible de ¢ 75.000 (us$ 8.571,43) para el pago del isr.39 

En  2000, con el apoyo de los votos del pcn y la negociación con partidos minoritarios con tendencia de derecha, el gobierno de Armando Calderón Sol, electo también por Arena, logró la aprobación de: a)  La eliminación de la exención del ivA a los productos de la canasta básica y medicinas. 

b)  La eliminación del mínimo exento del isr para las personas jurídicas.40

c)  La aprobación de un nuevo Código Tributario. 

d)  La creación del Fondo de Conservación Vial (Fovial). 

La agresividad y el corte neoliberal de estas reformas resultan evidentes en la supresión de las exenciones del ivA para la canasta básica y las medicinas que, al igual que en el caso de la eliminación del mínimo exento del isr de personas jurídicas, tenían el objetivo de aumentar el nú-

mero de contribuyentes activos (en el discurso de la derecha conservadora, «ampliar la base tributaria»). Sin embargo, pese a que esta medida elevó la recaudación del isr de personas jurídicas y fortaleció la tributación directa, 38. Decreto Legislativo No. 877, de abril de 2000. 

39. Decreto Legislativo No. 577, de octubre de 2001. Cfr. Acevedo 

& González Orellana (2003). 

40. Aunque esta medida elevaría la recaudación del isr, fortaleciendo por consiguiente la tributación directa, hizo regresivo el régimen de este impuesto, agudizando la injusticia en el sistema tributario. 
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la base de contribuyentes se amplió hacia abajo, afectando a las empresas con ingresos más bajos, con lo cual se agudizó la regresividad del régimen (el cual ya era regresivo por tener una sola tasa, a diferencia del de trabajadores asalariados, que tiene un esquema progresivo de tasas marginales sobre rangos de renta imponible). Así, esta medida, si bien por un lado fortaleció la imposición directa, agudizó la injusticia del régimen del isr de personas jurídicas al perjudicar a las pequeñas y medianas empresas. 

Supuestamente, este programa de reformas de corte neoliberal debía contribuir al objetivo de acelerar el crecimiento económico, que durante el período 1996-1999 registró desaceleración (lo cual se reflejaba en el comportamiento de la recaudación tributaria). Es por ello que la reforma tributaria de 2000 buscaba apegarse al ideal liberal que preconiza el crecimiento de la economía ante una reducción de impuestos directos; por ese motivo, las modificaciones se concentraron en desplazar la carga impositiva al consumo, por un lado gravando prácticamente toda la cadena económica del ivA y, por el otro, ampliando tanto la base gravable como el número de contribuyentes activos (a lo cual contribuyó, además, la supresión del mínimo del isr de empresas jurídicas). Sin embargo, las reformas afectaron negativamente el consumo de los estratos socioeconómicos bajos y medios, y a las empresas pequeñas y medianas, generando efectos contrarios al objetivo de estimular el crecimiento económico. Como se verá en la sección siguiente, esta combinación de medidas de política tributaria tendría efectos nocivos en términos de injusticia fiscal y agudización de la desigualdad. 

En cuanto a las modificaciones del marco normativo, destaca la aprobación del Código Tributario,41 el cual 41. Decreto Legislativo No. 230, de diciembre de 2000. 
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Tabla 2

el salvadoR:  


pRincipales RefoRmas tRibutaRias (1987-2001) Año


Medida

Descripción

1987

isr

Creación del pago a cuenta para las personas jurídicas: 1% mensual sobre sus ingresos brutos, a cuenta de la liquidación del isr.*

1989

isr

Personas naturales: se reducen los tramos de renta imponible, de 24 a 7, y la tasa marginal disminuye del 60 al 50%. 

Personas jurídicas: se reducen los tramos de renta imponible de 5 a 3, y la tasa marginal disminuye del 35 al 30%. 

1990

Impuesto a las 

Eliminación.**

exportaciones

1990

Derechos 

Desgravación arancelaria: de un rango de 0 a 290%, arancelarios a 

a un rango de 5 a 50%. El número de tarifas arancelarias las 

fue reducido de 25 a 7. 

importaciones

1990

Privilegios 

Para atracción de inversión, deducción del isr hasta fiscales

por un 50% de la renta imponible por reinversiones de utilidades (Gallagher, 1993). 

1991

isr

Personas naturales: se reducen los tramos de renta imponible de 7 a 3, la tasa marginal disminuye del 50 

al 30%, y el mínimo exento se eleva de ¢ 18,000 a ¢ 

22,000. 

Personas jurídicas: tasa única del 25% y establecimiento de un mínimo imponible de ¢ 75,000. 

1992

iva

Decretado en julio, vigente a partir de septiembre con tasa del 10%. Oposición de los sectores sociales de bajos ingresos. 

1994

isr

Incremento del pago a cuenta: del 1 al 1.5% sobre ingresos brutos. 

1994

Al patrimonio

Eliminación, supuestamente para reemplazarlo por un impuesto predial a favor de los gobiernos locales. 

Este impuesto predial no fue creado. 

1995

iva

Se eleva la tasa del 10 al 13%. 

2000 iva

Se eliminan las exenciones para granos básicos, frutas, verduras, leche y medicinas.*

2001

Código Tributario Creación del código. 

(*) Decreto Legislativo No. 656, de 1987. 

(**) Decreto Legislativo No. 460, 15 de marzo de 1990, Ley de Reactivación de las Exportaciones. 

(***) Decreto Legislativo No. 877, de 2000. 

Fuente: Icefi con base a documentos oficiales. 

El Salvador

169

entró en vigencia el 1 de enero de 2001 y constituyó un esfuerzo de unificación, simplificación y racionalización de las leyes que regulan los diferentes tributos internos. 

Asimismo, se logró la corrección de los diversos vacíos y deficiencias normativas que presentaba la legislación tributaria, particularmente en lo relativo a las facultades de fiscalización, inspección, investigación y control de la administración tributaria (Acevedo & González Orellana, 2003). 

Quizá la medida más importante aprobada en 2000 

fue la Ley de Integración Monetaria (lim), que introdujo un tipo de cambio fijo y la circulación irrestricta del dólar estadounidense, con lo que se ancló la política monetaria y cambiaria del país. La decisión de dolarizar fue una medida inconsulta e improvisada del presidente Francisco Flores, tomada sin ningún estudio técnico previo que analizara su factibilidad y consecuencias previsibles. Para lograr los votos necesarios para aprobar la lim, el oficialismo recurrió nuevamente al pcn. Esta vez, los diputados de este último partido se comprometieron a votar a favor de la dolarización a cambio de los votos de Arena que permitiesen exonerar al diputado del pcn, Francisco Merino (exvicepresidente de la República durante la admi nistración Cristiani), del antejuicio que se le seguía en la Asamblea Legislativa por haber atacado a balazos, en estado de ebriedad, a una patrulla de la Policía Nacional Civil (pnc) y haber herido a una agente (Acevedo, 2012). 

El proceso de dolarización requería un fortalecimiento de las finanzas públicas, el cual se esperaba como resultado de las reformas tributarias aprobadas durante el período 1996-1999 en el que, como se indicó arriba, se gravó casi la totalidad de la cadena económica del ivA y se eliminó el mínimo exento del isr para las personas jurídicas, lo cual aumentó la carga impositiva para las empresas pequeñas 
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y los consumidores. Como se comprobaría tiempo después, la dolarización resultó perjudicial para El Salvador, en el sentido de que el país perdió su política monetaria, un instrumento cuya falta se hizo sentir durante el choque de la Gran Recesión Mundial de 2009 y 2010.42

Desde antes y luego de la aprobación de la dolarización vía la lim, hasta la finalización de la administración del presidente Francisco Flores (1999-2004), las relaciones entre el Ejecutivo y la Asamblea Legislativa se volvieron tensas. Ello dio lugar a una etapa caracterizada por los vetos presidenciales a varias leyes promulgadas por la Asam blea, incluyendo el Presupuesto General de la Nación de 2004, el cual fue aprobado hasta después de que Elías Antonio Saca González tomara posesión como presidente de la República (2004-2009).43 Como resultado, de 2001 

a  2004 no se aprobaron medidas relevantes de política tributaria. 

Esto cambió en la primera etapa de la administración del presidente Saca, cuando a finales de 2004 se aprobó una reforma tributaria que incluyó el aumento de tasas a los impuestos específicos y la extensión del anticipo a cuenta del isr a personas naturales titulares de empresas, además de una considerable cantidad de disposiciones encaminadas a mejorar el control tributario. En esta administración se aprobaron otros impuestos específicos, como el impuesto al turismo, un nuevo impuesto a los 42. Para un análisis riguroso del magro desempeño macroeconómico de la dolarización en El Salvador, véase Levy-Yeyati (2011). 

43. Según lo que dispone el artículo 154 de la Constitución de la República, la toma de posesión del presidente siempre ocurre el 1 de junio. 
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combustibles (Cotrans)44 y el impuesto a las llamadas tele fónicas, entre otros. El objetivo de todos estos cambios era aumentar la recaudación por la vía de tributos indirectos y fáciles de recaudar, aunque su impacto en la recaudación no fuera sustancial. 

Con el número de escaños ganados por el Fmln en las elecciones legislativas de 2003 y 2006, el partido Arena y sus aliados carecieron de mayoría calificada para la ratificación de la contratación de deuda pública, situación que complicó la cobertura del déficit fiscal durante dichas legislaturas. En este contexto, en septiembre de 2006 la Asamblea Legislativa aprobó (por mayoría simple, y estando aún Arena en el poder) la creación del Fideicomiso de Obligaciones Previsionales (fop), el cual asumió la responsabilidad de emitir títulos de deuda para el pago de pensiones del antiguo sistema público. La característica principal de esta deuda era que no debía ser aprobada por la Asamblea Legislativa, por ser el fop una institución del sector público financiero. 

 2.4. El resultado : un sistema tributario sin equidad En general, existe consenso en cuanto a que los sistemas tributarios basados principalmente en impuestos indirectos tienden a ser regresivos,45 y por ello promueven escasa o 44. Contribución Transitoria para la Estabilización de las Tarifas del Servicio Público y Transporte Colectivo de Pasajeros, equivalente a us$ 0.10 por cada galón de combustible. 

45. En la medida en que el nivel de ingreso se eleva, la carga tributaria va disminuyendo en el margen, es decir, el porcentaje del ingreso destinado al pago de impuestos decrece en la medida en que aumenta el ingreso. 
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nula equidad en términos de la distribución del ingreso.46 

Las propuestas de Fusades se sustentaron en principios económicos alineados con las ideologías liberales, en las que se supone que al reducir el isr, si bien por un lado puede afectarse adversamente la equidad, por el otro se estimula el crecimiento económico vía la elevación de los niveles de ahorro e inversión, lo que supuestamente produce un incremento en la demanda de trabajo, generando más empleos y, con ello, reduciendo la pobreza, recaudando más ingresos fiscales y, en general, avanzando en el desarrollo (iies, 1992). En este sentido, con la esperanza de obtener los réditos y beneficios que prometen las ideologías económicas de corte liberal o neoliberal, las reformas tributarias implementadas que se apegaron a estos enfoques se limitaron a modernizar un sistema que ya era estructuralmente inequitativo. 

Las reformas de los gobiernos de Arena, aunque lograron simplificar el sistema tributario, eliminaron impuestos como los que se aplicaban a las exportaciones o al patrimonio, redujeron los impuestos directos y 46. Algunos países han compensado esta pérdida de equidad con una combinación de impuestos regresivos y gasto público progresivo, generalmente destinado al financiamiento de programas sociales para los sectores más necesitados. Casos emblemáticos en Latinoamérica son: el incremento de la tasa del ivA en Guatemala, en  1996, del 7 al 10%, compensado con un destino específico para la recaudación adicional relacionado con el financiamiento del programa de paz (fondos conocidos como «ivA-Paz»); y el incremento a la tasa del ivA en Chile en 2003, del 18 al 19%, pero compensado con destinar la recaudación adicional al financiamiento del programa «Chile Solidario» 

cl>, como una medida de carácter temporal (la ley original establecía que hasta enero de 2007, pero en 2006 se modificó la ley para volverlo permanente). 
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consolidaron el ivA como el principal impuesto indirecto (con lo cual mantuvieron o incluso agudizaron la inequidad de un sistema que ya de por sí era desbalanceado en términos de equidad). Como todo fenómeno o política económica, estas reformas generaron ganadores y perdedores. En el caso salvadoreño, con la supresión del impuesto al patrimonio figuraron entre los ganadores los grandes terratenientes y dueños de capital; con la reducción del isr, los estratos socioeconómicos con mayores ingresos; y con el proceso de desgravación arancelaria, los industriales y otros importadores de materias primas. 

El esquema de tasas marginales del isr para las personas naturales es progresivo, pero no suficientemente como para compensar la regresividad de la tributación indirecta. 

Con ello, el sistema tributario en su conjunto resulta también regresivo a lo largo de toda su estructura de ingresos. En la medida en que el nivel de ingreso familiar se eleva, la carga tributaria diferencial va disminuyendo; Gráfica 3

RegResividad del sistema tRibutaRio salvadoReño Fuente: elaboración propia, con base en datos oficiales. 
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es decir, el porcentaje del ingreso que las familias destinan al pago de impuestos decrece al aumentar el ingreso familiar (Acevedo & González Orellana, 2003). 

El debilitamiento de la imposición directa generó pérdidas importantes de recaudación, las cuales se compensaron con reformas al ivA que incluyeron incrementos en la tasa, pero también una ampliación significativa del tipo de bienes y servicios gravados (lo cual alcanzó, incluso, a los granos básicos y las medicinas). 

Estas reformas permitieron, de hecho, ampliar los niveles de acumulación de capital de las empresas privadas y, debido a su carácter más regresivo, trasladaron la carga tributaria del sector empresarial al sector asalariado. 

Los datos confirman esta situación, ya que para principios de la década de 2000, según Acevedo y González Orellana (2003), el sistema de tributación indirecta de El Salvador (con excepción del impuesto selectivo al consumo de gasolina) era enteramente regresivo. Los autores encontraron que el coeficiente de Gini47 después de impuestos (51.7) es mayor que antes de impuestos (50.2), lo que significa que el sistema impositivo salvadoreño, tal como fue diseñado durante los gobiernos de Arena, empeoró la distribución del ingreso. 

47. Medida de la desigualdad ideada por el estadístico italiano Corrado Gini. Normalmente se utiliza para medir la desigualdad en los ingresos de un país, pero puede utilizarse para medir cualquier forma de distribución desigual. El coeficiente de Gini es un número entre 0 y 1, en donde 0 corresponde a la igualdad perfecta (todos tienen los mismos ingresos), y 1 corresponde a la desigualdad perfecta (una persona tiene todos los ingresos y los demás nada). 
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 2.5. Viraje al centroizquierda, sin cambio de modelo económico : política tributaria de los primeros gobiernos de centroizquierda e izquierda en la historia salvadoreña

En las elecciones presidenciales de 2009, una coalición integrada por el Fmln, grupos independientes y partidos pequeños de izquierda, logró la victoria, eligiendo como presidente al periodista Mauricio Funes. El inicio del gobierno del presidente Funes estuvo marcado por el impacto económico y fiscal de la Gran Recesión Mundial de 2009-2010. 

El crecimiento económico de El Salvador venía sufriendo una desaceleración crónica desde 1997, aun con el «golpe de timón» pregonado en 2000 por Juan José Daboub, ministro de Hacienda y secretario técnico del gobierno del presidente Francisco Flores (1999-2004), Gráfica 4

cRecimiento económico (1989-2013)

Promedio 1990-1995: 6%

Promedio 1996-2013: 2.2%

Fuente: elaboración propia, con base en datos del Banco Central de Reserva (bcr). 

El Salvador

177

cuando introdujo la dolarización (vía la  lim). En este contexto, el impacto de la Gran Recesión Mundial fue como un choque contra una economía que ya estaba en crisis crónica. El epicentro de esta crisis global en Estados Unidos se ubicó en el sector construcción, el mayor empleador de la mano de obra salvadoreña en ese país del norte. 

Las consecuencias de la Gran Recesión Mundial debi-litaron aún más las finanzas públicas, mermadas por la desaceleración económica crónica. Ante la necesidad po-lítica de mitigar los efectos de la crisis y recuperar la confianza –tanto a nivel nacional como internacional–, el gobierno del presidente Funes preparó nuevas reformas tributarias con el objetivo de fortalecer sus finanzas públicas y aminorar, desde el Estado, el impacto del choque externo global. Este esfuerzo se vio apoyado por el acuerdo especial de derecho de giro y carácter precautorio ( Stand

 By Agreement) con el Fondo Monetario Internacional (fmi), aprobado el 17 de marzo de 2010. 

Con el fin de avanzar en su agenda legislativa –que incluía esta reforma tributaria–, el Gobierno logró formar coaliciones con partidos pequeños de derecha y de centro-izquierda representados en la Asamblea Legislativa. Al igual que el gobierno del presidente Armando Calderón Sol se benefició en 1995 de un pacto entre Arena y el Partido Demócrata –este último, una facción disidente del Fmln–, logrando con ello la aprobación del aumento de la tasa del ivA del 10 al 13%, la administración Funes se benefició del apoyo político del partido Gran Alianza por la Unidad Nacional (Gana), una facción disidente de Arena, vinculada con el expresidente Elías Antonio Saca.48 

48. Tras las elecciones presidenciales y legislativas de 2009, Arena sufrió la escisión de doce diputados, quienes formaron la Gana. 
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Este cisma redujo la bancada parlamentaria de Arena en dieciséis votos. 

Con esta reconfiguración de la Asamblea Legislativa, el gobierno del presidente Funes logró avanzar en las fases de su reforma tributaria: la primera, a finales de 2009 y, la segunda, en las postrimerías de 2011, quedando pendiente una tercera fase. Las medidas aprobadas incluyeron, entre otras:

a)  Reformas al isr:

o  Aumento de la tasa del isr a las personas jurídicas, del 25 al 30%. 

o  Eliminación de la disposición que establecía un 25% como techo para la tasa efectiva sobre el ingreso imponible. 

o  Aumento en la tasa del anticipo a cuenta del isr, del 1.5 al 1.75%. 

o  Creación del impuesto mínimo auxiliar del isr.49

b)  Aumento de las tasas de los impuestos específicos a las bebidas alcohólicas, cerveza, cigarrillos y bebidas no alcohólicas. 

c)  Creación del impuesto a la primera matrícula de vehículos. 

d)  Creación de un impuesto para financiar el Fondo de Accidentes de Tránsito (Fonat).50

La dirigencia de Arena acusó al expresidente Saca de ser el responsable de esta deserción, así como de fraude en la elección partidaria de Rodrigo Ávila como candidato presidencial, quien al final perdió en los comicios de 2009 ante Mauricio Funes. Ante las acusaciones, en diciembre de 2009 la dirigencia de Arena expulsó a Saca del partido. 

49. Declarado inconstitucional por la Corte Suprema de Justicia. 

50.  Idem. 
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En consonancia con la orientación centro-izquierda del gobierno del presidente Funes, esta reforma fue una mezcla de fortalecimiento de la tributación directa e indirecta. Aunque la reforma no logró superar prácticas opacas y excluyentes (como limitar las discusiones y negociaciones a las élites políticas y económicas, sin presencia de la sociedad civil) sí constituyó un giro importante en la orientación de la política tributaria salvadoreña, alejándose por primera vez del programa proempresarial planteado desde Fusades a finales de la década de 1980. 

Lamentablemente, esta primera reforma tributaria 

–en la que el fortalecimiento de la imposición directa gracias a reformas al isr fue una prioridad de política– no se reflejó en una mejora sustancial en el sector fiscal salvadoreño, debido sobre todo a los siguientes factores: a)  El choque externo sobre los ingresos tributarios de El Salvador asociado con la Gran Recesión Mundial de 2009 agudizó la desaceleración económica crónica, registrándose recesión en 2009 y desaceleración económica aguda en los años más severos de la crisis. 

b)  Aunque el déficit fiscal del gobierno central se ha mantenido en niveles razonables y estables, el del sector público no financiero (spnf) ha crecido de manera alarmante, lo cual configura un riesgo de insostenibilidad fiscal debido a los graves problemas derivados de la reforma previsional de 1996. 

c)  El impacto recaudatorio de las reformas no es inmediato, sobre todo cuando se requiere que la administración tributaria logre mejoras sustanciales en su capacidad de fiscalización. 
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En 2014, se realizaron nuevas elecciones presidenciales, en las cuales, luego de un resultado muy cerrado,51 resultó ganador Salvador Sánchez Cerén, uno de los principales dirigentes del Fmln y quien fungió como vicepresidente 51. Los resultados de la primera vuelta electoral, realizada el 2 

de febrero de 2014, fueron: un primer lugar para Salvador Sánchez Cerén, candidato del Fmln, con 1,315,768 votos, es decir, el 48.9% 

de los votos válidos; un segundo lugar para Norman Quijano, candidato de Arena, con 1,047,592 votos, es decir, el 39.0% de los votos válidos; y, en tercer lugar, Elías Antonio Saca, con 307,603 votos, el 11.4% de los votos válidos. Los 17,973 votos restantes los obtuvieron el Partido Salvadoreño Progresista (0.4% 

de los votos válidos) y la Fraternidad Patriótica Salvadoreña (0.3% 

de los votos válidos). Ya que ninguno obtuvo mayoría, el 9 de marzo de 2014 se realizó una segunda vuelta entre los dos finalistas, en la cual Sánchez Cerén resultó ganador, con 1,495,815 votos, el 50.11% de los votos válidos, en tanto que Quijano consiguió 1,489,451 votos, el 49.89% de los votos. Con una diferencia de tan solo 6,364 votos, Arena intentó por todos los medios revertir el resultado del conteo inicial, lo cual incluyó seis objeciones legales ante el Tribunal Supremo Electoral (tse). Durante los quince días posteriores a la segunda vuelta, Arena formuló varias acusaciones de fraude, pero no presentó en público pruebas consistentes y contundentes de sus señalamientos. A partir de sus denuncias, Arena exigió abrir las urnas y revisar papeleta por papeleta, so pena de no reconocer a Sánchez Cerén como presidente legítimo. El tse, sin embargo, fue desvirtuando cada señalamiento, y la misma Fiscalía –según declaraciones del fiscal general, Luis Martínez– dijo que la palabra ‘fraude’ quedaba demasiado grande a un proceso avalado también por los observadores de las Naciones Unidas y de la Organización de los Estados Americanos (oeA). 

El lunes 24 de marzo de 2014, el tse finalmente proclamó a Sánchez Cerén como presidente electo. Días después, Arena aceptó la victoria del Fmln y reconoció a Sánchez Cerén como presidente legítimamente electo. 
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de su antecesor, Mauricio Funes.52 Este primer gobierno de izquierda en El Salvador (y no de centro-izquierda, como lo fue el del presidente Funes) encontró una situación crítica en las finanzas públicas, no solo heredada del choque de la Gran Recesión que enfrentó la administración anterior, sino producto de lo que venía incubándose desde años atrás, resultado, en alguna medida, de la política fiscal implementada a inicios de la década de 1990, y de cambios estructurales como la reforma al sistema de pensiones53 y la dolarización. 

52. En los comicios presidenciales de marzo de 2009, el Fmln alcanzó la victoria en alianza con otros partidos y sectores, la cual se reflejó principalmente en el hecho de que Mauricio Funes, el presidente electo en ese entonces, no es un miembro orgánico del Frente, como sí lo es Sánchez Cerén. El Fmln logró la victoria en las elecciones presidenciales de febrero y marzo de 2014 sin necesidad de aliarse con otros sectores, por lo que este es el primer gobierno puramente del Frente. Salvador Sánchez Cerén nació en el seno de una familia de artesanos; realizó estudios de profesorado en la Escuela Normal de El Salvador, en San Salvador. En 1965 

fue uno de los fundadores de la Asociación Nacional de Educadores Salvadoreños «Andes 21 de junio». En 1970 participó en la creación de las Fuerzas Populares de Liberación (fpl), la primera organización armada de izquierda en El Salvador. En abril de 1983, luego del asesinato de Mélida Anaya Montes y del suicidio de Salvador Caye-tano Carpio, máximos responsables de la dirección de las fpl, Sánchez Cerén fue electo secretario general de la organización y se incorporó a la Comandancia General del Fmln. Entre 1990 y 1992, participó en la delegación oficial del Fmln que negoció con el Gobierno de El Salvador los Acuerdos de Paz de Chapultepec. 

En tiempos de paz fue electo diputado por el Fmln en 2000, 2003 

y 2006. 

53. En 1998, El Salvador privatizó su sistema de pensiones y, desde entonces, la deuda previsional ha crecido hasta alcanzar los us$ 20,000 millones, según datos del Ministerio de Hacienda. En 2011, el servicio anual de esta deuda fue de us$ 72 millones y, 
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Con el objetivo de reducir la brecha fiscal de corto plazo identificada para el ejercicio fiscal de 2014, el gobierno de Sánchez Cerén logró que, a finales de julio del mismo año, la Asamblea Legislativa aprobara una reforma tributaria54 que incluyó la creación de nuevos impuestos. 

En resumen, esta reforma logró:

a)  Reformas al isr:55

o  Creación de un tributo mínimo, auxiliar o complementario al isr, de 1% sobre los activos netos de las personas jurídicas afectas a este impuesto. La ley consideró un mecanismo de acreditación de doble vía entre el isr y este impuesto mínimo, con lo cual se asegura que todo contribuyente pague, como mínimo, un isr equivalente al  1% de sus activos netos, con excepción de empresas con pérdidas, inversiones nuevas, entre otros casos. 

o  Los periódicos y otros impresos, así como la importación de libros, dejan de gozar la exención del impuesto.56

b)  Reformas al Código Tributario:57

o  Control de precios de transferencia: faculta a la administración tributaria para ajustar las declaraciones (principalmente del isr) de contribuyentes que constituyan partes relacionadas (casas matrices según la Funde (2013), en los próximos cinco años puede superar los us$ 150 millones anuales. 

54. Aprobada gracias a 46 votos a favor del Fmln y la Gana. 

55. Decreto No. 762 de la Asamblea Legislativa. 

56.  En el caso de los periódicos, se reformó el artículo 8 de la Ley de Imprenta, Decreto No. 12, del 6 de octubre de 1950. En el caso de los libros, se modificó el artículo 6 del Decreto 808, del 16 de febrero de 1994, Ley del Libro. 

57. Decreto No. 763 de la Asamblea Legislativa. 

184

 Política fiscal: expresión del poder de las élites... 

y sus sucursales o subsidiarias, miembros de un mismo grupo empresarial, etc.). Esta medida está dirigida principalmente a controlar el fraude en operaciones de empresas transnacionales y en otros temas de tributación internacional. 

o  Control tributario de operaciones realizadas mediante equipos electrónicos. 

c)  Creación del impuesto a las operaciones financieras,58 

con una tasa del 0.25% sobre transacciones superiores a los us$  750; se exceptúa el retiro de efectivo de cuentas de depósito, tanto en cajeros electrónicos como en bancos. Asimismo, se estableció exención para los pagos previsionales, transferencias del Estado, de instituciones públicas y de la cooperación internacional. 

Esta reforma tributaria sigue la línea de las reformas aprobadas durante el gobierno del presidente Funes: se concentra en la tributación directa, pero conlleva fines recaudatorios alineados con la necesidad de obtener mayor liquidez en las finanzas gubernamentales. Si bien estos cambios siguen la dirección contraria a los propuestos por los gobiernos de Arena, se estima que tendrán un impacto recaudatorio más bien pequeño, ya que generarán un incremento en la carga tributaria no mayor que el 0.4% 

del pib. En ese sentido, no se modifica la prevalencia de la imposición indirecta pero, además, no se resolverá el círculo vicioso de recurrir a la deuda pública para cubrir la insuficiencia de los ingresos corrientes para financiar el presupuesto de gastos. Este incremento del 0.4% del pib luce verdaderamente magro para reducir un déficit fiscal que gira en torno al 4% del pib. 

58. Decreto No. 764 de la Asamblea Legislativa. 
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Un elemento a considerar en el análisis de la economía política de la política fiscal reciente de El Salvador –y en el análisis sobre los cambios sociológicos en las estructuras del poder y la influencia en torno a la política pública– es el grupo empresarial Alba Petróleos, vinculado con el Fmln. En los primeros cuatro años de presencia en el país, los activos de este grupo crecieron en us$  254 

millones, cifra que representa un poco más del 1% del pib.59 Alba Petróleos ha evolucionado a un grupo empresarial con presencia en varias actividades económicas: Alba Alimentos (agro y crédito), «Tu Financiera» (micro-crédito) y Alba Medicamentos. Además, proyectan exten-derse a otros sectores como los medios de comunicación, energía, transporte público, salud pública y supermercados.60

Este grupo empresarial emergente representa un re-acomodo en la estructura económica y de poder del país, la cual históricamente se ha visto beneficiada de las condiciones creadas para favorecer la rentabilidad de los grupos tradicionales de la élite económica. Sin embargo, para el Fmln representa un desafío en términos del tipo de política tributaria que Sánchez Cerén impulsará du-59. Sección «El Economista»,  La Prensa Gráfica, «ES: activos de Alba Petróleos crecieron $ 254 millones en 4 años», San Salvador, 7 de febrero de 2013. 

60. Naturalmente, la élite tradicional de El Salvador ha denunciado a este grupo emergente, gozando de la cobertura de la prensa. 

Véanse, por ejemplo, numerosas notas publicadas por  El Diario de Hoy desde febrero de 2013, la primera de ellas disponible en 



asp?idCat=47673&idArt=7659140>. 

El Gobierno, por su parte, ha respondido a los señalamientos. 

Véase, a manera de ejemplo: 

gob.sv/superintendencia-de-competencia-desmiente-a-anep-y-a-el-diario-de-hoy/>. 
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rante su administración. Por un lado, la fundamentación ideológica del nuevo gobierno apunta a desplazar la carga tributaria hacia los ingresos, riquezas y ganancias de capital de las grandes empresas. Pero, por el otro, cabe preguntarse si el grupo Alba Petróleos, como factor emergente de poder económico, ¿puede constituir un impedi-mento para el fortalecimiento efectivo de la imposición directa? En todo caso, la política tributaria del Fmln corre el riesgo de limitarse a buscar nuevas bases impositivas para mejorar la recaudación, proveyendo más liquidez al mismo sistema heredado de los gobiernos de Arena. 

3. 

oper Aciones fiscAles y cuAsifiscAles 

A l serv icio de l A evolución de   

u n sector de l A élite cA fetA ler A 

h Aci A el sector fi nA nciero 

Como elemento importante de la acumulación de capital, la privatización de la banca constituyó uno de los ejes centrales del programa de reformas impulsado por los gobiernos de Arena (Funde, 1993). Este fue un proceso cuidadosamente diseñado, que contó con importante apoyo internacional, y sobre todo, con el impulso de un sector de la élite económica que llegaría a beneficiarse de él. 

Como parte de este proceso de diseño y preparación, durante la década de 1980 Fusades realizó una serie de seminarios y discusiones, y contrató asesorías especializadas para formular sus propuestas de política económica. En 1989, este tanque de pensamiento publicó «Hacia una economía de mercado en El Salvador: bases para una nueva estrategia de desarrollo económico y social», 
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documento en el cual se presenta una compilación de estos seminarios, discusiones y asesorías, y se expone, básicamente, la estrategia financiera diseñada para El Salvador, en la que «[...] una vez saneada la situación actual de los bancos y fortalecido el organismo fiscalizador será posible entrar en una política de privatización de la banca y posteriormente en la apertura de nuevas instituciones privadas». Esta publicación de Fusades se convirtió en el mapa de las medidas neoliberales para desarrollar al país que se ejecutarían durante la década de 1990. 

La implementación del proceso de privatización de la banca estatal salvadoreña no solo significaba llevar a la práctica las propuestas de desarrollo económico de Fusades, sino también se revestía de importancia ideológica, ya que entrañaba la reversión del proceso de nacionalización de la banca operado por las jrg, a inicios de la década de 1980. Pero quizá más importante aún: significaba la ejecución de un plan que obedecía a los intereses económicos de algunos miembros de la élite cafetalera de El Salvador que pretendían migrar al sector financiero. En este tránsito, el operador principal de la élite resultó ser el presidente Alfredo Cristiani –él mismo miembro de una familia cafetalera fortalecida por lazos nupciales con una de las tres familias cafetaleras más poderosas de El Salvador, durante la década de 1970–. 

 3.1  La privatización de la banca   

 por el gobierno de Alfredo Cristiani Tras su elección como presidente de la República, en 1989, Alfredo Cristiani designó como presidente del Banco 
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Central de Reserva (bcr) a Roberto Orellana Milla,61 

también directivo de Fusades. Ello, con el propósito de implementar el programa de reforma del sector financiero. 

Uno de los argumentos esgrimidos por el gobierno del presidente Cristiani para intentar justificar el proceso de privatización de la banca fue que la crisis de insolvencia del sistema financiero se debía a la intervención del Estado y a su incapacidad administrativa de realizar, de manera eficiente, tareas de intermediación financiera. Sin embargo, entre estos argumentos nunca se consideró el grado de responsabilidad de muchos deudores que, en los días anteriores al golpe de Estado del 15 de octubre de 1979, así como de la nacionalización de los bancos privados (5 de marzo de 1980), lograron que las entidades a nacionalizar les concedieran créditos cuantiosos, que nunca pagaron, pese a tener suficiente capacidad para hacerlo (Kandel, Lazo, & De León, 1998).62

61. En 1997, Orellana Milla fue interpelado por la Asamblea Legislativa debido a su posible vínculo con el multimillonario fraude cometido por la Financiera de Inversiones Seguras y Productivas (Finsepro) y por Inversiones Seguras y Productivas (Insepro). Esta interpelación dio lugar a que la Asamblea Legislativa emitiera una recomendación que sugería al presidente Armando Calderón Sol destituir al presidente del bcr de su cargo, por considerar que su actuación fue negligente en este caso de defraudación. Con el apoyo de su Consejo de Ministros, Calderón Sol ignoró la recomendación del Pleno Legislativo y ratificó a Orellana Milla en su cargo (Romano, 1997). 

62. Entre los criterios señalados para clasificar un crédito como irrecuperable, estaban: desaparición del deudor; situación de la empresa en estado de quiebra técnica; proceso de liquidación de la empresa en quiebra; opinión contraria de los auditores externos o internos; sobrevaluación de los activos y resultados; existencia de pasivos no contabilizados; estructura de capital falseado; ma-niobras fraudulentas para aumentar activos y utilidades; y desvia-
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De acuerdo con los intereses del sector de la élite que tenía planeado comprar los bancos a privatizar, se estableció una agenda previa a la privatización que garantizara los altos niveles de rentabilidad esperados. Naturalmente, una de las condiciones previas a lograr era el saneamiento de las carteras crediticias de los bancos y financieras estatales, plagadas de activos tóxicos luego de los créditos fraudulentos de 1979 y 1980. De acuerdo con Liévano de Marques (1996), este proceso se desarrolló en varias etapas:

a)  Reestructuración administrativa y gerencial: consistió en el nombramiento de nuevas juntas directivas en los bancos y financieras nacionalizadas para que, con criterios empresariales, actuaran dentro de un marco de mayor eficiencia y transparencia. 

b)  Evaluación de la cartera de crédito: esta etapa se desarrolló con un equipo del bcr y la Superintendencia del Sistema Financiero (ssf), bajo la coordinación y dirección de una consultoría internacional del Citibank. 

Según el estudio realizado, al 31 de diciembre de 1989 

la mora crediticia del sistema financiero alcanzaba aproximadamente ¢ 3,800 millones (us$ 760 millones), y ocasionaba pérdidas por más de ¢ 2,700 millones (us$ 540 millones). 

c)  Aprobación de la Ley de Saneamiento y Fortalecimiento de Bancos Comerciales y Asociaciones de Ahorro y ción de los fondos provenientes de los préstamos a otros destinos distintos de los declarados. Si una persona natural usuaria de crédito bancario llenaba estos requisitos, debería esperarse que estuviera en proceso de liquidación o enfrentando juicio mercantil. Sin embargo, una serie de deudores del sistema que fueron clasificados entre la categoría «D» (difícil recuperación) o «E» 

(irrecuperables) gozaba de suficiencia para cubrir sus obligaciones (Cenitec, 1992). 
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Préstamo (Fosaffi).63 Esta ley autorizó al bcr la emisión inicial de bonos por valor de ¢ 1,400 millones (us$  164.7 millones), lo cual incrementó el déficit cuasifiscal del país. Posteriormente, al incorporarse el Banco Hipotecario de El Salvador al proceso de saneamiento financiero, se autorizó al bcr emisiones adicionales de bonos, por ¢ 850 millones (us$  100 

millones), y de ¢ 200 millones (us$ 23.5 millones), al Ministerio de Hacienda. Con estas emisiones, la cobertura de las pérdidas generadas por los préstamos fraudulentos de 1979 y 1980 totalizó ¢ 2,450 millones (us$ 288.2 millones). Ello constituyó la socialización de pérdidas y abusos privados mediante una deuda pública que impactó los déficit fiscal y cuasifiscal de El Salvador. La tasa de interés de los bonos de saneamiento emitidos por el bcr fue del 14% (costo del financiamiento del déficit cuasifiscal) y el Fosaffi quedó designado como el ente encargado de recuperar los fondos (Prisma, 1996). 

Con el endeudamiento público aprobado en la Ley del Fosaffi se sanearía la cartera de los bancos estatales y, con ello sus acciones resultarían atractivas para los agentes privados (Velásquez Carrillo, 2011). Tras sanear la cartera crediticia de los bancos y financieras, se procedió a la venta al público de las acciones. Durante el proceso de venta, el valor de las acciones que constaba en los libros fue menor al de mercado; no obstante, a los pocos meses, dicho valor se incrementó de manera significativa, en muchos casos fue incluso más allá de la duplicación (Kandel, Lazo & De León, 1998), lo que supuso una ganancia financiera enorme para quienes las adquirieron. 

63. Decreto Legislativo No. 627, del 22 de noviembre de 1990. 
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La ley del Fosaffi estableció los siguientes objetivos para el programa de privatización (Liévano de Marques, 1996):

a)  Vender todos los bancos y financieras antes de junio de 1994.64

b)  Democratizar la propiedad. 

c)  Asegurar una administración sana y eficiente. 

d)  Despolitizar el sistema financiero y el crédito. 

e)  Lograr transparencia en el proceso de venta. 

Para alcanzar estos objetivos, la ley contenía las siguientes disposiciones básicas (Liévano de Marques): a)  Como limitación al sector privado, ninguna persona natural o jurídica podría ser propietaria de más del 5% de las acciones de cualquier institución financiera. 

b)  Los interesados en adquirir acciones deberían ser calificados previamente por el Fosaffi y, en caso desearan adquirir más del 1% de las acciones, también requerían calificación por parte de la ssf. 

c)  Prohibía que personas con créditos calificados en las categorías de «recuperación difícil» (categoría «D») o «irrecuperables» (categoría «E») adquirieran acciones. 

d)  El Estado no podría tener participación en ninguna institución, excepto el Fosaffi, mientras durara el proceso. 

64. La intención inicial era que el proceso de privatización culminara antes de que finalizara el mandato del presidente Cristiani, el 31 de mayo de 1994. Sin embargo, con la reformas a la Ley de Privatización de los Bancos Comerciales y de las Asociaciones de Ahorro y Préstamo, contenidas en el Decreto Legislativo N° 441, de septiembre de 1995, este plazo se amplió hasta el 30 de junio de 1996. Para esa fecha, la mayoría de instituciones financieras ya había sido vendida. 
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e)  La venta de acciones hasta por ¢ 100,000 se haría en forma directa a empleados y pequeños inversionistas, mientras las ventas mayores a ¢ 100,000 se llevarían a cabo mediante un sistema de venta pública o subasta. 

Mirna Liévano de Marques (1996) –vinculada con Fusades y ministra de Planificación y Coordinación del Desarrollo Económico y Social durante el gobierno del presidente Cristiani, así como encargada de presentar la ley ante la Asamblea Legislativa– sostiene que los otros inversionistas podían adquirir acciones al crédito con base en las siguientes condiciones: monto del crédito hasta por un 70% del valor de la compra, con un plazo de hasta ocho años y con tasas de interés de mercado. Es decir, el banco cuyas acciones estaban en venta podía otorgar préstamos a los inversionistas para financiar la compra y luego, una vez los inversionistas obtuvieran ganancias, pagarían el préstamo. En este esquema, el riesgo para los inversionistas era mínimo. 


Tabla 4

bancos estatales de el salvadoR pRivatizados o liquidados duRante el peRiodo 1991-1994

Institución

Operación

Banco Mercantil

Liquidación

Banco de Crédito Popular

Liquidación

Banco Capitalizador

Liquidación

Banco Financiero

Fusión con Banco de Desarrollo Industrial Banco Cuscatlán

Venta de acciones

Banco Agrícola Comercial

Venta de acciones

Banco de Desarrol o Industrial

Venta de acciones

Banco Salvadoreño

Venta de acciones

Fuente: Funde (1993). 
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La primera fase de la venta de las acciones de los bancos inició el 11 de noviembre de 1991, con el Banco Cuscatlán y el Banco Agrícola Comercial; continuó luego con el Banco de Desarrollo e Inversión, para culminar con el Banco Salvadoreño y el Banco de Comercio. La segunda fase comenzó el 26 de julio de 1993, con la venta de las acciones de las financieras y del Banco Hipotecario, el  1 de noviembre, y Atlacatl, el 24 de marzo de 1994 

(Funde, 1993). 

 3.2. El resultado : captura de los bancos privatizados por parte de   

 algunos miembros de la élite cafetalera En teoría, la manera como se realizaría el proceso de privatización conduciría a una democratización de la propiedad de las instituciones del sistema financiero, permitiendo a los trabajadores de esas instituciones y a pequeños inversionistas adquirir acciones de las mismas. 

Sin embargo, de acuerdo con las cifras oficiales de 1993, luego de la privatización de los bancos había unos 14,000 

accionistas, de los cuales 3,000 eran trabajadores y controlaban un 15% del capital accionario.65 Años después de la privatización, resultó evidente que los bancos reprivatizados quedaron en manos de los grandes propietarios, algunos de ellos miembros de las familias de la élite cafetalera. 

Entre los principales accionistas de los bancos reprivatizados figuraron el propio presidente Cristiani y su esposa Margarita Llach Hill (por conducto del grupo Seguros e Inversiones S.S., Sisa); Roberto Hill (del Grupo 65.  Ibid. 
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Tabla 5

gRupos dominantes en el sectoR financieRo, después de la pRivatización

Pequeños 

Total de 

Grupo 


Banco

Empleados inversionistas accionistas familiar

Cuscatlán

850

2,249

4,362

Sisa: 

Cristiani, 

Llach Hill

Agrícola 

980

1,941

4,521

Baldochi, 

Comercial

González 

Giner

De Desarrol o 

360

608

1,369

Salaverría y 

e Inversión

Hill

De Comercio

n/d

n/d

n/d

Mathies-

Regalado

Salvadoreño

n/d

n/d

n/d

Simán

Fuente: Funde (1993). 

Desarrollo Corfinsa); Dueñas; Regalado Dueñas; Mathies Regalado; Meza; Meza Hill; Guirola; De Sola; Borgonovo; Daglio; Simán y otros.66 Compárese esta lista con la de las principales familias cafetaleras en 1974, presentada en la tabla 1 de este capítulo. 

Los mecanismos empleados por estos grupos empresariales para hacerse de la mayoría de las acciones de estos bancos no siempre fueron legítimos o transparentes. En algunos casos, se valieron de terceras personas para burlar los límites impuestos por la ley de privatización (en particular, la restricción que establecía que una sola persona, natural o jurídica, podía adquirir como máximo el 5% de las acciones).67 Estas terceras personas incluyeron 66.  Ibid. 

67.  Ibid. 

El Salvador

195

trabajadores de los bancos (o supuestos trabajadores bancarios), quienes podían acceder a créditos para financiar el 90% del valor de las acciones, al 10% de interés anual y a diez años plazo. También se señaló el caso de pequeños inversionistas, quienes podían adquirir acciones por un valor menor a ¢ 10,000, financiadas mediante créditos hasta por el 85% del valor de las acciones, al 14% de interés y a diez años plazo. 

Las irregularidades en el proceso de privatización de la banca resultaron evidentes en el caso del Banco de Desarrollo e Inversión, cuyas acciones se vendieron por completo en solo dos días. Estas anomalías levantaron sospechas que apuntaban a grupos de la élite económica con respecto a la posibilidad de que hubiesen arreglado las ventas con anterioridad. Estas anomalías y las sospechas crecientes obligaron a la suspensión temporal de la venta de las acciones de los bancos, y a la conformación de una Comisión de la Asamblea Legislativa para investigar el proceso y resultados de la privatización bancaria. 

Miembros de esta Comisión Especial de la Asamblea Legislativa declararon que se «[…] comprobó que las empresas del presidente Cristiani y de su esposa figuran entre los principales accionistas de la banca reprivatizada, además de familiares […] como Roberto Hill, presidente del Grupo Desarrollo-Corfinsa […] Adicionalmente, se afirmaba que en la lista de principales accionistas también se contarían otros miembros de la oligarquía salvadoreña».68 

La privatización del sistema financiero produjo una concentración de la actividad financiera en pocas manos, así como un sistema de asignación de tasas de interés activas artificialmente altas que, a su vez, multiplicó los márgenes de utilidad bruta de los bancos (Romano, 1997). 

68.  Ibid. 
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Durante 1992-1996, la rentabilidad patrimonial del sistema bancario superó el 18%, mientras que los bancos reprivatizados obtuvieron, en promedio, un rendimiento patrimonial del 25.3%, en el mismo período. Se estima que debido a este incremento en la rentabilidad, en un lapso de tan solo cuatro años los inversionistas recuperaron el capital arriesgado en la compra de las acciones de los bancos privatizados (Lemus, 2000). 

En síntesis, el proceso de privatización de la banca benefició a los grupos económicamente poderosos de varias maneras. Entre ellas, cabe señalar (Funde, 1993): a)  Durante el proceso de saneamiento bancario de inicios de la década de 1990, se operó un incremento en los déficit fiscal y cuasifiscal del país para cubrir la deuda que empresas privadas con capacidad de pago contrajeron en 1979 y 1980 con bancos estatales, y que se encontraban en mora. 

b)  Se devolvió a los grupos de poder económico una banca en condiciones sanas y de alta rentabilidad, banca que ellos mismos habían llevado a la quiebra como resultado de los créditos fraudulentos de 1979 

y 1980. 

c)  Se facilitaron créditos en condiciones muy favorables, destinados a financiar la adquisición de las acciones de los bancos privatizados. 

d)  Se otorgó a miembros de estos grupos económicamente poderosos el manejo de la recuperación de la mora, por lo cual recibirían el 25% de lo recuperado.69

69. Para no elevar sus costos de operación, el Fosaffi optó porque los bancos efectuaran las negociaciones con los deudores. 
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 3.3. El siguiente paso : privilegios fiscales para la diversificación y expansión regional Además de obtener cuantiosas ganancias en el negocio bancario y aprovecharse del control del sistema financiero, esta nueva élite financiera –que incluía al expresidente Cristiani– comenzó a expandirse a otros sectores de la economía, e incluso a otros países centroamericanos. Este proceso de expansión también se vio fortalecido por el incremento de la disponibilidad de ahorro, proveniente en buena medida de las remesas familiares (Segovia, 2002). 

Según Schneider (2013), la transnacionalización de la banca salvadoreña se enmarca en un proceso de construcción del Estado de «adentro hacia fuera», en el sentido de que facilitó las inversiones de los conglomerados financieros salvadoreños en la región, los cuales lograron, de esa manera, evolucionar a una élite de capital transnacional. 

Hasta la década de 1980, la principal fuente de acumulación de la élite salvadoreña había sido la agricultura y la industria. Para 2007, estos grupos, por conducto de los conglomerados financieros, habían logrado control sobre las más importantes empresas del sector de comercio y servicios, así como sobre las pocas actividades rentables del sector agrario e industrial que aún persistían. 

Esta nueva élite se ha organizado en ocho grupos, quienes a través de sus vínculos familiares o por medio de las juntas directivas o accionistas, ejercen influencia política y económica en el país. Destacan, entre ellos, el Grupo Agrisal, Grupo Banco de Comercio, Grupo Scotiabank, Grupo Salvadoreño (que incluye empresas del grupo Simán y del grupo Salume), Grupo Banco 
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Agrícola, y el Grupo Financiero Cuscatlán (Arias Peñate, 2010).70

En  2005, los dueños de los principales bancos salvadoreños vendieron la mayoría de las acciones de las instituciones financieras a entidades transnacionales. 

Estas operaciones se llevaron a cabo en Panamá, bajo la supervisión coordinada de los entes controladores de ambos países. No obstante, la revisión se concentró en las operaciones de venta, así como en la determinación de pérdidas o ganancias en los libros de las supervisoras de Panamá, pero no en las de El Salvador. 

En agosto de 2008, el Banco Cuscatlán suscribió un acuerdo privado para la venta de Inversiones Financieras Uno, S. A., entidad que se encontraba en proceso de fusión con Inversiones Financieras Cuscatlán, S. A.,71 la cual controlaba el 97% de las acciones de la entidad financiera que se estaba vendiendo. Según la información de la ssf, Citibank Overseas Investment Corporation, con domicilio en Wilmington, Delaware, ee. uu., compró el 99.99572% 

de las acciones de Inversiones Financieras Uno. 

Estas operaciones, sin embargo, no se realizaron en condiciones normales de mercado, ya que el gobierno del presidente Flores había concedido una serie de privilegios fiscales que supuestamente tenían el propósito de incentivar la incursión de los inversionistas en la bolsa de valores. 

70. Véase la tabla en el anexo a este capítulo. 

71. El principal dueño de esta empresa era el expresidente Cristiani. A pesar de que en la mayoría de ocasiones –y en especial, en el caso de Cristiani– la élite económica salvadoreña vendió la mayor parte de acciones de los bancos adquiridos durante la privatización, eso no ha mermado su posicionamiento como factor de poder en el país, ya que el control del sistema financiero les ha permitido expandir sus intereses económicos a diversos sectores de la economía, tanto a nivel nacional como regional. 
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Uno de esos incentivos fue la exención del isr para «[...] 

las utilidades, dividendos, premios, intereses, réditos, incluyendo ganancias de capital, o cualquier otro beneficio que obtengan personas naturales, generados en inversiones o en la compra venta de acciones o demás títulos valores, siempre y cuando tales acciones o títulos valores pertenezcan a emisiones inscritas y autorizadas por la Bolsa de Valores y la Superintendencia de Valores, y la colocación de los mismos sea realizada a través de una Bolsa de Valores legalmente autorizada».72

Solamente el 10% de las acciones se vendió a personas naturales,73 mientras que el 90% restante se vendió fuera del país a bancos transnacionales, no sujetos al pago del isr. Además, este 90% de las acciones no tributó ivA, ya que la ley establece que el hecho generador del impuesto son los bienes muebles corporales, en tanto que «los títulos valores y otros instrumentos financieros se consideran bienes muebles incorpóreos […]» y, por consiguiente, no afectos al pago del impuesto.74 Estos privilegios fiscales para la transnacionalización de los bancos privatizados la década anterior significaron un gasto tributario (impuestos no pagados) estimado en alrededor de us$ 200 millones, solo en concepto de isr. 

72. Exención introducida en la Ley de Impuesto sobre la Renta en reforma aprobada mediante el Decreto Legislativo No. 780, del 24 de noviembre de 1999. 

73. Antes de la privatización de los bancos, entre un 86 y un 95% 

de las acciones eran propiedad de entidades financieras. El resto lo tenían personas con apellidos como Poma, Simán, Kriete, Eserski, Cristiani, Baldochi, Bahaia, Salume, Zablah, Belismelis, Sol y Araujo, entre otros. 

74. Disposición establecida en la ley del ivA, desde su aprobación, en julio de 1992. Trujillo (2013). 
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El presidente Funes no consideró reformar la legislación que regula el sistema financiero salvadoreño. Durante sus primeros meses de gestión, el gobierno del presidente Sánchez Cerén tampoco ha dado a conocer intención alguna que apunte hacia una reforma de esta naturaleza. 

conclusiones

a)  El deterioro de la situación de El Salvador en la década de 1980 forzó a la derecha conservadora y a Estados Unidos a reevaluar sus planes y estrategias. Por un lado, el sector privado del país necesitaba poner fin a la guerra; por el otro, la ayuda estadounidense crecía sin alcanzar sus objetivos, en tanto que empezaba a recibir críticas. Las respuestas a estos desafíos se materializaron en la dupla conformada por el partido Arena y Fusades, como los brazos político y pensante-técnico, respectivamente, de una élite transformada cuyo punto de encuentro se consolidó durante el gobierno de Cristiani (1989-1994). Como presidente de la República, Cristiani impulsó la implementación de políticas estatales basadas en las propuestas y recomendaciones de Fusades. 

b)  La agenda tributaria propuesta por Fusades a finales de la década de 1980 era consistente con una política que buscaba reactivar elementos de la agricultura de exportación e incentivar el crecimiento de nuevos sectores económicos, como el financiero. El programa económico de la administración Cristiani se basó en la propuesta de Fusades: tenía un componente de estabilización de corto plazo –destinado a enfrentar la crisis económica coyuntural– y otro de mediano plazo –para sentar las bases de un modelo económico 
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fundamentado en la iniciativa privada y el libre mercado–. Estas acciones suponían eliminar las restricciones y los controles que obstaculizaban el funcionamiento de los mecanismos de mercado, así como abrir los mayores espacios posibles de acumulación para los sectores empresariales (sobre todo, vía la privatización y reducción del tamaño del Estado). 

La estatización se estigmatizó como una forma de reprimir la iniciativa empresarial, pues supuestamente se había deteriorado la confianza de los inversionistas en la garantía de los derechos de propiedad privada, especialmente como consecuencia de las expropiaciones de tierra y banca durante los gobiernos de las jrg. 

c)  Quizá lo más importante de la agenda propuesta por Fusades era que, al eliminar impuestos directos o rebajar sus tipos impositivos, por un lado el peso (incidencia económica) de la carga tributaria (y, por ende, del financiamiento del gasto público) recaería sobre el factor laboral (formal o informal), mientras que por el otro se minimizaría la carga tributaria que pesaba sobre los dueños del capital. En la lógica del nuevo modelo, se suponía que estos últimos eran el motor del crecimiento económico vía inversiones y generación de empleo. Históricamente, los impuestos indirectos habían tenido mayor peso en la estructura del sistema tributario salvadoreño; el efecto de la propuesta de Fusades no cambiaría esa estructura de larga data. Es decir, la propuesta de Fusades no pretendía modificar la preferencia de la élite económica por financiar el Estado mediante impuestos indirectos, sino simplemente perseguía modernizar el sistema con un impuesto como el ivA, con una base amplia y cuyo mecanismo de créditos y débitos exime y transfiere 
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la carga de los productores, comerciantes, y distribuidores, al consumidor final. 

d)  En El Salvador, el diseño organizacional de la representación legislativa es clave para configurar o reconfigurar la política tributaria. La integración de la Asamblea depende, a la postre, de cómo y quién escoge a los candidatos a diputados que figuran en las planillas de los partidos políticos que compiten en las elecciones legislativas. 

e)  Durante los cuatro gobiernos de Arena, la élite continuó ejerciendo poder e influencia (si no control) sobre el Gobierno y, con ello, siguió impulsando sus proyectos de reforma y reconfiguración del Estado salvadoreño. 

Ello incluye la consolidación del proceso de modernización del sistema tributario con prioridad en la imposición indirecta. En este escenario, no hubo tendencias hacia reformas que permitiesen fortalecer la tributación directa. 

f )  Las reformas de los gobiernos de Arena, aunque lograron simplificar el sistema tributario, mantuvieron o incluso agudizaron la inequidad de un sistema que ya de por sí era desbalanceado en términos de equidad. 

Estas reformas generaron ganadores y perdedores. 

En el caso salvadoreño, con la supresión del impuesto al patrimonio figuraron entre los ganadores los grandes terratenientes y dueños de capital; con la reducción del  isr, los estratos socioeconómicos con mayores ingresos; y con el proceso de desgravación arancelaria, los industriales y otros importadores de materias primas. 

g)  La implementación del proceso de privatización de la banca estatal salvadoreña no significó únicamente echar a andar las propuestas de desarrollo económico de Fusades. Por un lado, tenía importancia ideológica, 
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ya que entrañaba la reversión del proceso de nacionalización de la banca operado por las jrg, a inicios de la década de 1980. Por el otro –y quizá aún más importante–, conllevó la ejecución de un plan que obedecía a los intereses económicos de algunos miembros de la élite cafetalera de El Salvador que pretendían migrar al sector financiero. 

h)  Con la aprobación del Fosaffi se emitió deuda pública que cubrió las pérdidas generadas por los préstamos fraudulentos de 1979 y 1980. En otras palabras, se dio una socialización de pérdidas y abusos privados mediante deuda pública que impactó los déficit fiscal y cuasifiscal del país. 

i)  El proceso de privatización de la banca benefició a los grupos económicamente poderosos de varias maneras: durante el proceso de saneamiento bancario de inicios de la década de 1990, se operó un incremento en los déficit fiscal y cuasifiscal del país para cubrir la deuda que empresas privadas con capacidad de pago contrajeron en 1979 y 1980 con bancos estatales, y que se encontraban en mora; se devolvió a los grupos de poder económico una banca en condiciones sanas y de alta rentabilidad, banca que ellos mismos habían llevado a la quiebra como resultado de los créditos fraudulentos de 1979 y 1980; se les proporcionó créditos en condiciones muy favorables, destinados a financiar la adquisición de las acciones de los bancos privatizados, otorgándoles el manejo de la recuperación de la mora (por lo cual recibirían el 25% de lo recuperado). 

j)  La nueva élite financiera resultante de la migración de miembros del sector cafetalero hacia el financiero 

–además de obtener cuantiosas ganancias en el negocio bancario y aprovecharse del control del sistema 
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financiero– se expandió a otros sectores de la economía e, incluso, a otros países centroamericanos. Este proceso se vio adicionalmente fortalecido por el incremento de la disponibilidad de ahorro, proveniente, en buena medida, de las remesas familiares. Para 2007, vía distintos conglomerados financieros, estos grupos lograron controlar las principales empresas del sector de comercio y servicios, así como las pocas actividades rentables del sector agrario e industrial que aún persistían en El Salvador. 

k) En 2005, los dueños de los principales bancos salvadoreños vendieron a entidades transnacionales la mayoría de acciones de las instituciones financieras. 

Las operaciones se efectuaron en Panamá y tuvieron una supervisión que se concentró en la venta, así como en la determinación de pérdidas o ganancias en los libros de las supervisoras de aquel país, pero no en las de El Salvador. Estas operaciones no se realizaron en condiciones normales de mercado, ya que el Gobierno había concedido una serie de privilegios fiscales, supuestamente con el objeto de incentivar la incursión de los inversionistas en la bolsa de valores. 
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Anexo

conglomer Ado finAnciero 

cuscAtlán

oRígenes

Uno de los grupos económicos más poderosos del país. Se constituyó en 1993, como Grupo Financiero Cuscatlán, S.A. de C.V.; luego cambió a Grupo Regional de Inversión (gri, S.A. de C.V.). 

Hasta antes de su venta al City Group, fue conocido como Inversiones Financieras Cuscatlán; es parte de la Corporación Unión de Bancos Cuscatlán Internacional (UBCI, Holding Company en Panamá) que era la estructura regional de este grupo. 

peRsonas y familias que lo contRolan Alfredo Félix Cristiani Burkard; Mauricio Samayoa R.; Roberto Ortiz Ávalos; Antonio Juan Cristiani; Elías Jorge Bahaia Samour; Mónica Beatriz Bahaia de Saca; Maximiliano Guillermo Novoa Yúdice; Rafael Ovidio Villatoro Richardson; María Emilia Schonenberg Llach; Alejandro Félix Cristiani Llach; Eileen Therese Bahaia Simán de Zarzar; Edwin Henry Sagrega Bogle; Javier Alfredo Cristiani Llach; Manuel Ernesto Rivera Ábrego; Jorge Leopoldo Weill Schwartz; Rosa Nelly Aguilar de Sandoval; Alfredo Enrique Kahn Schlesinger. 

empResas pRopiedad del conglomeRado y empResas Relacionadas

Empresas del Conglomerado Financiero Cuscatlán : Inversiones Financieras Cuscatlán, S.A.; Banco Cuscatlán de El Salvador, S.A.; Sisa Vida, S.A., Seguros de Personas; Seguros e Inversiones, S.A.; Administradora 

210

 Política fiscal: expresión del poder de las élites... 

de Fondos de Pensiones Confía, S.A.; Valores Cuscatlán El Salvador, S.A. de C.V.; Casa de Corredores de Bolsa; Corporación Fina de La Nueva Generación, S.A. de C.V.; Tarjetas de Oro, S.A. de C.V.; Factoraje Cuscatlán, S.A. 

de C.V.; Leasing Cuscatlán, S.A. de C.V.; Remesas Familiares Cuscatlán, S.A. de C.V. 

Empresas relacionadas :

Cristiani Burkard, S.A. de C.V.; Exterminadora Universal, S.A.; Plásticos Salvadoreños, S.A. de C.V.; Unión de Exportadores, S.A. de C.V. (Unex); Difersa; Unifersa; Parque Jardín Las Rosas, San Salvador, S.A. de C.V.; Omnisport, S.A. de C.V.; Implementos Agrícolas Centroamericanos S.A. de C.V. (Imacasa); Aig Unión y Desarrollo; Aig, S.A. (Seguros de Personas); Inversiones Félix Cristiani, S.A. de C.V.; Droguería Santa Lucía; Montebro, S.A. de C.V.; Cristiani Closa, S.A. de C.V.; Sistemas C & C, S.A. de C.V.; Corporación Mercantil, S.A. de C.V.; Aquacorporación de El Salvador, S.A. de C.V.; Hemisferios, S.A. de C.V.; Radex, S.A. de C.V.; Exportadora de Plantas Ornamentales, S.A. de C.V.; Parcelaciones Desarrollo, S.A.; Llach, S.A. de C.V.; Inversiones Colón, S.A. de C.V.; Cilwaya, S.A. de C.V.; Azacualpa, S.A. de C.V.; J. Hill y Compañía, S.A. de C.V.; Bahaia y Cía.; Textufil Fábrica de Hilados y Tejidos; Serte, S.A. de C.V.; Servicio Agrícola Salvadoreño, S.A.; Cicala Retani, S.A. de C.V.; Consejo, S.A. de C.V.; Siete Más Uno, S.A. de C.V.; entre otros. 

Fuente: Arias Peñate (2010). 
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siglAs y Acrónimos

Ad 

Partido de Acción Nacional

Aes 

Applied Energy Services 

Aig 

American International Group

Alba 

Alianza Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América

AndA 

Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados 

Anep 

Asociación Nacional de la Empresa Privada Antel 

Administración Nacional de Telecomunicaciones Arena 

Alianza Republicana Nacionalista 

bcr 

Banco Central de Reserva de El Salvador bid 

Banco Interamericano de Desarrollo

cAess 

Compañía de Alumbrado Eléctrico de San Salvador, S. A. de C. V. 

ccies 

Cámara de Comercio e Industria de El Salvador cepA 

Comisión Ejecutiva Portuaria Autónoma

Cepal 

Comisión Económica para América Latina clesA 

Compañía de Luz Eléctrica de Santa Ana, S. A. 

de C. V

Coena 

Consejo Ejecutivo Nacional de Arena

Corfinsa  

Corporación Financiera, S. A. 

Cotrans 

Contribución Transitoria para la Estabilización de las Tarifas del Servicio Público y Transporte Colectivo de Pasajeros

Delsur 

Distribuidora de Electricidad del Sur, S. A. de C. V. 

Deusem 

Distribuidora Eléctrica de Usulután, S. A. de C. 

V. 

Difersa 

Distribuidora de Fertilizantes, S.A. de C.V

eeo 

Empresa Eléctrica de Oriente, S. A. de C. V. 

ee. uu. 

Estados Unidos de América

fdr 

Frente Democrático Revolucionario 

Finsepro 

Financiera de Inversiones Seguras y Productivas fmi  

Fondo Monetario Internacional

Fmln 

Farabundo Martí para la Liberación Nacional Fonat 

Fondo de Accidentes de Tránsito
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fop 

Fideicomiso de Obligaciones Previsionales Fosaffi 

Fondo de Saneamiento y Fortalecimiento Financiero

Fovial 

Fondo de Conservación Vial 

fpl 

Fuerzas Populares de Liberación 

Funde 

Fundación Nacional para el Desarrollo

Fusades 

Fundación Salvadoreña para el Desarrollo Económico y Social

Gana 

Gran Alianza por la Unidad Nacional

gri 

Grupo Regional de Inversión

Imacasa 

Implementos Agrícolas Centroamericanos Incae 

Instituto Centroamericano de Administración de Empresas

Insepro 

Inversiones Seguras y Productivas 

isr 

Impuesto Sobre la Renta 

Iudop – ucA  Instituto Universitario de Opinión Pública de la Universidad Centroamericana «José Simeón Cañas»

ivA 

Impuesto al valor agregado

jrg 

Junta Revolucionaria de Gobierno

lim  

Ley de Integración Monetaria  

mnr 

Movimiento Nacional Revolucionario

ocde 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico

pAd 

Partido de Acción Democrática

pcn 

Partido de Conciliación Nacional

pdc 

Partido Demócrata Cristiano de El Salvador pib 

Producto interno bruto

pnud  

Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo

pps 

Partido Popular Salvadoreño

Sisa 

Seguros e Inversiones S.A. 

ssf 

Superintendencia del Sistema Financiero ubci 

Unión de Bancos Cuscatlán Internacional Unex 

Unión de Exportadores, S.A. de C.V. 

Unifersa 

Unión de Industrias de Fertilizantes, S.A. de C.V. 

usAid 

Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional

HonduRas:  

el abuso de las exoneRaciones 


tRibutaRias como dogma de 

política fiscal

introducción

La región centroamericana ha experimentado en las últimas tres décadas una serie de transiciones de diferente naturaleza. 

En el campo político, se pasó de un conflicto regional de gran envergadura a la firma de tratados de paz que posibilitaron el inicio de procesos democráticos, todavía incipientes en muchos países. En el ámbito económico, la aceleración del proceso de globalización y la aplicación de programas de ajuste estructural de corte neoliberal reorganizaron no solo el aparato productivo, sino también tuvieron impacto en el nivel social. 

Este capítulo muestra los resultados del caso de Honduras, tomando como base tales impactos. En la primera sección se establece una relación entre las élites y los efectos de la globalización que condujeron a cambios relevantes en el país; en la segunda, se parte de una explicación sobre los cambios que tuvo la economía hondureña en los últimos treinta años, así como las políticas económicas que los apoyaron o propiciaron. Destaca que, a diferencia de otros países,1 Honduras fue uno de los más susceptibles a condicionamientos de parte de organismos bilaterales 1. Producto de la necesidad de financiamiento externo. 

211

212

 Política fiscal: expresión del poder de las élites... 

y multilaterales de crédito en la formulación de su política económica. Esto no excluye la existencia de sectores locales que apoyaron estas medidas. 

Las élites económicas se definen en este estudio como los sectores de la empresa privada cuyo nivel de acumulación de capital y participación en actividades políticas les ha permitido ejercer diversos grados de influencia en las políticas públicas del país. Con base en trabajos históricos, la tercera sección caracteriza a las élites tradicionales hondureñas, con el objeto de distinguirlas de élites emergentes o transnacionales.2 Se muestran los mecanis mos tradicionales de influencia política de las élites económicas y la interrelación que se da entre intereses empresariales y políticas públicas. Es más, se presentan ejemplos en los cuales estas últimas han servido para reforzar la acumulación de capital de determinados sectores. Para ello, se traen a colación las generosas exoneraciones que el Gobierno hondureño ha venido otorgando a lo largo del tiempo. 

El trabajo concluye con un análisis de los sectores empresariales que acumularon más capital en la etapa pre via al ajuste y que tuvieron mejor disposición de aprovechar las nuevas oportunidades. Consecuentemente, dichas oportunidades se potenciaron de acuerdo con sus vinculaciones políticas. Se encuentran más continuidades que rupturas en los nuevos procesos: continuidad en la estructura tributaria debido a su carácter altamente regresivo –producto de generosas exoneraciones de impuestos– 

y continuidad en la visión de las élites sobre el carácter subsidiario del Estado. El resultado ha sido un crecimiento 2. El concepto de «élites transnacionales» utilizado hace algunos años atrás por Schneider (2011) nos permite analizar el comportamiento reciente de las élites con relación a las políticas públicas. 
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económico focalizado, mayor debilidad institucional del Estado y fuertes desafíos para la democratización de Honduras. 

1. 

globAlizAción, políticA fiscAl   

y el pApel de l As élites económ icAs

Durante las últimas tres décadas, la economía hondureña ha presentado importantes cambios. Por una parte, se ha transitado de una economía basada en la agroexportación de pocos productos a una economía más diversificada en sus exportaciones. Asimismo, se ha dado una caída relativa del sector agropecuario, un bajo dinamismo del sector industrial y una preponderancia del sector servicios. 

Adicionalmente, el grado de apertura de la economía del país se ha incrementado con la reducción sustancial de aranceles y la suscripción de varios tratados de libre comercio, en especial el firmado por Centroamérica y la República Dominicana con los Estados Unidos. 

Un aspecto relevante y relacionado con lo anterior es el giro de la política económica hacia una orientación de carácter neoliberal. La mayor expresión de ello fue el ajuste estructural impulsado con gran fuerza a partir de la década de 1990.3 Los efectos negativos de la acumulación de deuda externa de las décadas de 1970 y 1980 también se hicieron sentir durante la mayor parte de este período. 

La deuda y el impacto que el ajuste estructural tuvo en los ingresos tributarios requirieron múltiples ajustes 3. Cabe destacar la participación de agencias bilaterales de cooperación y de los organismos financieros internacionales con el apoyo de grupos económicos locales. 
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fiscales.4 Sin embargo, estos ajustes se realizaron sin alterar la estructura regresiva del sistema tributario, lo que a su vez reflejó la influencia de grupos económicos de poder que tenían el objetivo de no ver afectados sus intereses. 

En la siguiente sección se presentan los principales aspectos de estos cambios, entre los cuales destaca el hecho de que el proceso de ajuste estructural posibilitara que grupos económicos tradicionales y emergentes fueran capaces de aprovechar la nueva dinámica de acumulación. 

En este sentido, los grupos locales que mejor posicionados estaban eran aquellos que habían acumulado recursos en las décadas previas, entre ellos, los que aprovecharon la privatizaciones de empresas públicas en condiciones muy favorables. Consecuentemente, el Estado se debilitó con dichas privatizaciones, lo cual dio como resultado un incremento en la concentración del poder económico (Segovia, 2005). 

 1.1.  Los cambios económicos 

Al igual que el resto de países de la región, Honduras ha tenido en el sector externo la fuente de su dinamismo económico. El comportamiento de las exportaciones de bienes y servicios, la inversión extranjera directa, los préstamos y las donaciones para el desarrollo, y recientemente las remesas familiares que envían los migrantes 4. En este trabajo, «ajuste fiscal» se entiende en los términos tradicionales de reducción del déficit fiscal que conlleva un aumento de impuestos, una reducción de gastos o una combinación de ambos para resolver problemas coyunturales y no estructurales de la fiscalidad. 
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hondureños radicados en el extranjero, han sido no solo los mecanismos de transmisión de lo que sucede en el entorno internacional, sino también las bases del crecimiento económico. 

Algunas de las modalidades específicas de inserción en el mercado internacional han variado en los últimos treinta años. Por ejemplo, a partir de la década de 1980 

–y con mayor fuerza, en la de 1990– se ha observado una diversificación de exportaciones hacia productos agropecuarios no tradicionales;5 también hacia productos industriales de ensamblaje (maquila). El sector servicios, a través del comercio, turismo, servicios financieros, telecomunicaciones y otros, pasó a jugar un papel relevante en la dinámica de crecimiento. Todo ello en función de las nuevas condiciones del mercado mundial (véase tabla 1). 

La tabla 1 muestra que el sector de la agricultura, ga-na dería, silvicultura y pesca ha ido reduciendo su participación relativa al pasar del 21% del total de la producción, en 1980, al 12%, en 2010. Por su parte, la actividad manufacturera total creció del 13%, en 1980, al 21%, en 2000, para luego disminuir su participación al 17%, en 2010. Esto se explica, en parte, por el menor dinamismo del sector maquila. 

Por otro lado, sectores como la intermediación financiera fueron muy dinámicos al pasar de representar el 11%, en 1980, al 17%, en 2010. Similar dinamismo tuvo 5. En Honduras, se consideran productos tradicionales de exportación aquellos que, junto con el banano, irrumpieron con mayor fuerza después de la Segunda Guerra Mundial. Este es el caso del café, azúcar, carne, algodón, madera y metales. Esta producción agropecuaria representó el 83% de las exportaciones entre 1950 y 1979 (Noé Pino, 1988). 
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Tabla 1

HonduRas:  



estRuctuRa pRoductiva

(En porcentajes del pib)

1980

2000


2010

Agricultura, ganadería, silvicultura y pesca 21

14

12

Minas y canteras

2

1

1

Industrias manufactureras

13

21

17

Servicios

64

65

71

Comercio, hoteles y restaurantes

14

15

17

Transporte, almacenamiento y 

6

8

7

comunicaciones

Intermediación financiera, seguros y otros 11

14

17

Administración pública, defensa y otros 16

15

22

servicios

Otros servicios

17

14

9

Total

100

100

100

Fuente: Icefi (2012). 

el sector comercio, hoteles y restaurantes, que pasó del 14%, en 1980, al 17%, en 2010. Otros sectores con compor tamiento similar son los de administración pública, defensa y otros servicios. 

 1.2.  El apoyo de la política   

 económica a los nuevos cambios

La política económica del país apoyó esta nueva reinserción, aunque con características específicas en relación con otros países de la región. Por ejemplo, en el caso hondureño se pueden distinguir tres momentos que tienden a mostrar la correlación de fuerzas políticas presentes en cada época. 
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El primero, la década de 1980, en la que, pese a los serios desequilibrios económicos que experimentó Honduras, no se implementó un programa de ajuste estructural ortodoxo, similar al efectuado en los países del cono sur, sino una política heterodoxa gracias al apoyo financiero externo, que evitó un ajuste más fuerte.6 El segundo momento fue durante la década de 1990, cuando se concretó un vigoroso ajuste estructural, en tiempos de serios desequilibrios macroeconómicos; el tercero se dio durante la primera década del siglo xxi, marcada por una política económica inestable que tuvo un período de crecimiento económico fuerte (2004-2007), luego una contracción y bajo crecimiento producto de la Gran Recesión internacional, a partir de 2009 (Icefi, 2012: capítulo 1). 

De la década de 1980 se puede destacar los siguientes elementos: en primer lugar, el país experimentó una severa crisis al haberse revertido el fuerte crecimiento de finales de 1970. En el segundo quinquenio de la década de 1980 

el producto interno bruto (pib) cayó de un promedio del 5% a solamente el 0.7%. Esto fue producto, principalmente, de la caída de la demanda externa, los altos precios del petróleo y la inflación externa. La crisis se expresó internamente en altos niveles de déficit fiscal, deterioro de la balanza de pagos, desempleo e inflación (Noé Pino, 1988: 99). En general, la década de 1980 fue de bajo creci miento y revirtió la tendencia positiva del decenio anterior, como se muestra en la tabla 2. 

La respuesta de la política económica fue contrarrestar estos efectos vía aumentos del déficit fiscal, financiados 6. Un ejemplo de ello es la negativa de los Gobiernos de esa década a devaluar la moneda, pese a los serios desequilibrios en la balanza de pagos. 
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Tabla 2

HonduRas:  



cRecimiento del pib

(Tasas de crecimiento real promedio) 1971-80

5.4

1981-90

2.4

1991-00

3.3

2001-10

4.1

Fuente: Icefi (2012: 29). 

mediante deuda externa, principalmente. El fuerte crecimiento de la deuda externa en ambas décadas fue el inicio del proceso que llevó a Honduras a recibir con posterioridad la calificación de «país pobre altamente endeudado».7 Como se expresó, Honduras evitó un ajuste más fuerte debido al excepcional apoyo recibido de parte del Gobierno de los Estados Unidos de América, en el marco del conflicto regional. En efecto, la ayuda recibida, tanto en el campo económico como en el militar, pasó de un promedio anual de us$ 11 millones, entre 1948 y 1981, a un promedio anual de us$ 167 millones, entre 1982 y 1988 (Noé Pino, 1988: 212). 

La ayuda económica de los Estados Unidos durante la década de 1980 también sirvió para la preparación de condiciones de lo que posteriormente se denominó «Nuevo Modelo Económico» (nme), que implicó una reorientación de la economía hondureña. Para el efecto, en enero de 1982 la Embajada de Estados Unidos en Honduras hizo llegar al presidente Roberto Suazo Córdoba, recientemente 7. La deuda externa pública de Honduras aumentó diez veces de  1970 a 1980 y treinta veces a finales de la década de 1980. 

También la participación de la deuda externa pública pasó del 49%, en 1970, al 91%, en 1988 (Noé Pino y Hernández, 1991). 
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electo, un memorando con políticas a adoptar que se denominó «Reaganomics para Honduras» (Hernández, 1983). Simultáneamente, el nuevo gobierno también recibió otro documento similar de parte del sector privado hondureño, denominado «Memorandum Facussé». 

Las medidas recomendadas por este último documento eran similares a las que hoy se conocen como el Consenso de Washington: transferencia de empresas públicas al sector privado, promoción de exportaciones como base del crecimiento y eliminación de la interferencia estatal en los mercados. Entre las medidas concretas a adoptar estaban la eliminación de barreras arancelarias, el aumento de incentivos a la inversión nacional y extranjera (principalmente exoneraciones tributarias), la reducción del gasto público, la racionalización de la administración pú-

blica y la eliminación de cualquier tipo de control de precios (Noé Pino, 1990). 

Las propuestas estadounidenses tuvieron eco entre el sector privado que, por conducto del Consejo Hondureño de la Empresa Privada (Cohep), trabajó en la formulación de un conjunto de políticas económicas que fueron ejecutadas a comienzos de la década de 1990, con el adve-nimiento de un nuevo gobierno. En efecto, la admi nistración del presidente Rafael Leonardo Callejas (1990-1994) inició uno de los procesos de ajuste estructural más rápidos y comprensivos de la región. Este se caracterizó por una reducción acelerada de impuestos a la importación y exportación, la devaluación del tipo de cambio, el aumento de impuestos, la eliminación de controles de precios, la liberalización del sistema financiero y la privatización de empresas públicas, entre otros.8

8. La mayor parte de los cuadros técnicos del gabinete de Callejas proviene del trabajo conjunto entre usAid y Cohep. 
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 1.3. La política tributaria del ajuste En el campo tributario y ante la persistencia de déficit fiscales altos, se incrementó el impuesto sobre ventas (isv), que pasó del 5 al 7%. Asimismo, se dio un aumento de los impuestos sobre el consumo de los derivados del petróleo y se redujo el impuesto sobre la renta (isr) de las personas naturales y jurídicas, de una tasa máxima del 30 

al  25%. En el resto de la década, pese a las medidas adoptadas, los déficit fiscales continuaron repitiéndose, de manera que fue preciso efectuar reformas fiscales, las cuales mantuvieron la misma dirección: aumento del isv al 12%; incremento a los impuestos selectivos al consumo y reformas administrativas para mejorar la recaudación fiscal. 

Los altos y recurrentes niveles de déficit fiscal tuvieron varios orígenes coyunturales, entre ellos un comportamiento vinculado con los ciclos políticos, la rigidez en el gasto público y el peso de la deuda externa.9 Sin embargo, también se debe buscar su origen en una estructura tributaria basada en impuestos indirectos, donde el Estado no es capaz de captar un mayor nivel de ingresos de los sectores con mayor capacidad de tributar. Esto muestra, obviamente, la influencia de grupos de poder, especialmente de las élites económicas. 

Como se advierte en la gráfica 1, las reformas tributarias de la década de 1990 tendieron a modificar la 9. A diferencia de la mayor parte de los países latinoamericanos en donde la crisis de la deuda fue en la década de 1980, Honduras tuvo su mayor nivel de deuda en el siguiente decenio. En esa época, los pagos anuales llegaron a representar más que la suma de los presupuestos destinados a las inversiones en educación, salud y obras públicas. 
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composición de los ingresos corrientes, reduciendo fuertemente los impuestos al comercio externo (los cuales pasaron de constituir el 34.2% de los ingresos tributarios, en la década de 1970, a representar solamente el 8.2% en la primera década del siglo xxi). La reducción de ingresos fue compensada mediante el aumento del isv, el establecimiento de un impuesto nuevo sobre el consumo de derivados del petróleo y otros específicos. Estos impuestos pasaron de representar el 31% de los ingresos corrientes en la década de 1970, al 56.7%, entre 2000 y 2009. De esta forma, el carácter regresivo de la estructura tributaria se mantuvo, o en el mejor de los casos, se redujo levemente. 

Es preciso recalcar que la participación de los impuestos directos (renta y propiedad) se mantuvo casi inalterable durante los cuatro decenios analizados. En la década de 1980 esta participación fue del 23.7% de los ingresos corrientes, mientras que en la última década llegó al 24.8%. 

Gráfica 1

HonduRas: ingResos tRibutaRios

(Promedio por décadas, en porcentajes) Fuente: elaboración propia, con base en datos del Icefi (2009). 
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El comportamiento económico de la primera década del siglo xxi se puede dividir en tres fases: a) los primeros años (2001-2004), cuando se dio una desaceleración del crecimiento económico en relación con los años de finales de la década de 1990; b) una de las etapas de crecimiento más pronunciadas que ha tenido el país en las últimas décadas (2005-2007); y c) los efectos de la Gran Recesión con su caída pronunciada en 2009 y con una débil recuperación económica en los años subsiguientes (2008-2010). Las tasas de crecimiento del pib real para las tres fases mencionadas fueron del 3.7, 6.3 y 1.6%, respectivamente (Icefi, 2012). 

En esta década, Honduras también recibió un importante alivio de su deuda externa a partir de 2005, por medio de iniciativas como la de los Países Pobres Altamente Endeudados (hipc, por sus siglas en inglés), la Iniciativa Multilateral de Alivio de Deuda (mdri, por su siglas en inglés), y otros mecanismos similares. De esa cuenta, el monto de su deuda se vio disminuido, de us$ 

5,200 millones, en 2004, a us$ 2,026 millones, en 2007. 

Sin embargo,     la Gran Recesión representó para Honduras uno de los desafíos más fuertes en las últimas décadas. No solo se trató de una caída cíclica de la actividad económica como en otras ocasiones, sino también proyectó un panorama de crecimiento bajo en el mediano plazo, lo que acrecentó los problemas de la política fiscal. 

Ante el escaso dinamismo de la actividad económica, los ingresos tributarios se vieron reducidos o disminuidos en su crecimiento, mientras que las demandas de una sociedad democrática se multiplicaron, creando espacios de tensión en la gobernabilidad que hubiesen podido degenerar en conflictos sociales mayores o en formas auto ritarias de poder. 
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Otro elemento que debe tomarse en cuenta es el golpe de Estado de junio de 2009. Este fenómeno agudizó la situación fiscal y demostró la forma de actuar de las élites en el poder, lo cual afectó fuertemente la situación, no solo en las finanzas públicas, sino también en el contexto político en general. 

2. 

lAs élites económicAs hondureñAs  

y su i nfluenci A en l A polít icA fiscA l La influencia de las élites económicas en la política fiscal hondureña puede analizarse en referencia a tres aspectos. 

En primer lugar se encuentran las características principales del marco conceptual utilizado en el análisis de la influencia de las élites económicas en la política fiscal. En este caso, se empleó la metodología planteada por Schneider (2011) acerca del enfoque competitivo de las élites en la construcción del Estado. 

Segundo, cabe mencionar la importancia relativa de los actores, utilizando como ejemplo las exoneraciones tributarias. La variable seleccionada muestra la influencia de las élites económicas, así como los actores, instituciones y procesos mediante los cuales se ejerció esta influencia. 

El objetivo principal fue identificar los intereses de las élites económicas subyacentes y aquello que los motiva.10 

10. Para el desarrollo de este capítulo se utilizó, además de la biblio grafía respectiva, entrevistas con actores clave del proceso, tales como empresarios, congresistas, analistas independientes y funcionarios gubernamentales. En ellas se buscó conocer de cerca cuáles fueron las motivaciones y objetivos de estas modalidades de política tributaria. 
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En el caso de las exoneraciones fiscales, se mostró la influencia de las élites económicas en la aprobación de le gislación; se indagó en aspectos tales como aquellas instituciones que permitieron o se prestaron a que las élites lograran sus propósitos, cuál fue su evolución y quiénes se opusieron. 

Por último, se buscó respuestas, de manera sistemática, a las siguientes preguntas: ¿cuán determinante fue el poder de la élite económica o fracción de élite y sus aliados en la determinación de la variable fiscal seleccionada? 

¿Todo esto fue limitado o facilitado por las instituciones en que actuaban? ¿Estaban las élites económicas buscando mayor beneficio propio, promoviendo una estrategia de desarrollo, o buscando una transformación de la estructura de las élites? 

 2.1. Enfoque conceptual

«Los impuestos expresan en términos fiscales la manera como los grupos se organizan y avanzan un proyecto de Estado, y es en los impuestos donde se puede encontrar evidencia acerca de si la construcción del Estado ( StateBuilding) está ocurriendo o no, y de qué maneras». 

Esta es la tesis básica desarrollada por Schneider en su libro  Construcción del Estado y regímenes fiscales en Centroamérica (Schneider, 2012: 2). 

Schneider partió del hecho reciente relativo a que la construcción del Estado ocurre en respuesta al nuevo proceso de integración global,11 cuando los Gobiernos 11. Este período abarca de la década de 1990 a la fecha, dadas las características especiales del conflicto regional durante el decenio anterior. 
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adaptan instituciones existentes e inventan nuevas. Se partió, por lo tanto, de la idea de que  StateBuilding ocurre con cada transformación del capitalismo internacional y con la emergencia de nuevas facciones capitalistas domésticas. 

Las transformaciones económicas produjeron nuevos sectores líderes, los cuales buscaron cambios institucionales y de políticas que les aseguraran acceso político y les beneficiaran en su relación con el Estado. Estos beneficios podían expresarse, por ejemplo, en términos de infraestructura, políticas determinadas, o formación de capital humano; permitieron, en síntesis, expandir las actividades de acumulación de los sectores con liderazgo. 

Este nuevo patrón de inserción, similar en la región, fue liderado por una nueva fracción de capital doméstico, denominada  élite transnacional, involucrada en cadenas de actividad económica en varios campos, organizando producción para los mercados internacionales. 

En la medida en que los nuevos sectores económicos emergieron, las empresas líderes trataron con rivales y desafíos tales como élites de sectores declinantes, actores populares, burócratas estatales y políticos. Debido a que las élites emergentes eran diferentes de país en país, así como los sectores en que se encontraban y las instituciones en que operaban, el proceso de construcción del Estado se dio de manera diferente para los países de la región. 

En un marcado contraste con los otros países de la región, las élites transnacionales hondureñas eran dominantes con respecto a otros grupos sociales, pero permanecían divididas entre grandes conglomerados, redes familiares y partidos políticos. Estaban de acuerdo con un proyecto de construcción del Estado que atrajera firmas internacionales a Honduras, con las élites transnacionales 
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locales posicionadas como un aliado subordinado para mediar su acceso. 

Esto le dio al modelo hondureño la denominación de 

«afuera-adentro», modelo que fue promovido, de acuerdo con Schneider, por una coalición de consejeros técnicos nacionales y extranjeros. Por lo tanto, con acceso a los sitios de acumulación e influencia. Esto significa que las élites económicas del país estaban estratégicamente posicionadas como aliados indispensables para el sector externo que buscaba su entrada. 

En lo que se refiere a los mecanismos específicos de influencia en las decisiones públicas, Schneider señaló que los vehículos políticos incluían organizaciones partidarias, líderes con roles electorales o gubernamentales y tanques de pensamiento útiles para articular intereses y políticas, realizar cabildeos sectoriales y buscar mecanismos informales de presión vía conexiones per sonales y familiares. 

Siguiendo el marco de referencia de Schneider, se muestra cuáles han sido los principales sectores económicos emergentes, cuál ha sido su influencia en las decisiones de política económica (especialmente fiscal), y qué mecanismos específicos de transmisión emplearon para alcanzar sus objetivos. En ese marco, el concepto de  élite económica utilizado hace referencia a los sectores de la empresa privada cuyo nivel de acumulación de capital y participación en actividades políticas les ha permitido ejercer diversos grados de influencia en las políticas pú-

blicas del país.12

12. James Robinson (2012: 31) definió ‘élite’ en términos simples: 

«[…] grupo distintivo dentro de una sociedad que disfruta un estatus privilegiado y que ejerce un control decisivo sobre la 
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Destaca, sin embargo, un aspecto al que Schneider le atribuye poca importancia: la influencia de los organismos financieros internacionales (ofi) y de agencias bilaterales como usAid en la determinación de la política económica de Honduras. A diferencia del resto de países centroamericanos, dicha influencia fue muy fuerte por dos razones principales: la primera, porque la excesiva deuda externa de Honduras acumulada en las décadas de 1970 y 1980 

condicionó la acción de la política económica a la disponibilidad de recursos externos provenientes principalmente de los ofi. La segunda, el apoyo de las élites económicas a estas propuestas; por una parte, porque eran congruentes directamente con sus intereses (sector exportador) y, por la otra, porque eran las fuentes de financiamiento que garantizaban un mayor nivel de estabilidad económica. 

Pero esto tuvo, simultáneamente, una implicación adicional sobre el análisis de Schneider: los grados de 

«autonomía relativa» de los técnicos políticos («technopols») expresaban algo más que preferencias sobre políticas, pues se adscribían a una lógica de acumulación internacional reflejada, a la vez, en las posiciones y políticas impulsadas por los organismos financieros internacionales. En este marco, no debe olvidarse que estos organismos representan, en contenido y acción, los intereses principales de los países desarrollados, así como sus estrategias de acumulación a nivel internacional. 

La utilización del enfoque de Schneider permite responder las siguientes preguntas para el caso específico de Honduras: ¿cuáles fueron los sectores económicos hondureños que se beneficiaron del proceso de globalización, organización de la sociedad (aunque esto sea una cuestión de grado en la realidad)». 
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a partir de la década de 1990? ¿Cuáles han sido los canales de mayor influencia en las decisiones de política? ¿Qué políticas económicas implementadas en este período explican de mejor manera la influencia de las élites económicas? 

 2.2. Sectores económicos que se beneficiaron del proceso de globalización y ajuste estructural a partir de la década de 1990 

 Élites económicas hondureñas :   

 un poco de historia

En Honduras, una élite transnacional emergente, producto de los cambios económicos de finales del siglo xx, remite a las élites tradicionales existentes en ese momento. En este sentido, la explicación más común en la región centroamericana es caracterizar a esta élite tradicional como la vieja oligarquía de origen colonial que, aunque diversifica sus inversiones en otros sectores, sigue vinculada con la tierra.13

Sin embargo, esta explicación no es aplicable al caso de Honduras debido a hechos históricos que vale la pena señalar. Durante la transición del siglo xix al xx, con el nuevo ciclo minero en el sur del país y en los alrededores de Tegucigalpa, junto con el ascenso de la economía bananera en la costa norte, la vieja «oligarquía terrateniente-minera» no solo perdió su hegemonía sobre el poder político, sino que también fue incapaz de contrarrestar 13.  Lo que Edelberto Torres denomina la transformación del viejo  «terrateniente-capitalista» en «capitalista-terrateniente». 

Citado por Euraque (2006: 270). 
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el predominio del capital extranjero y aprovechar la acumulación comercial e industrial de la época (Euraque, 1996: 46). 

La mayoría de los nuevos espacios comerciales e industriales de la primera mitad del siglo xx fueron ocupados primero por alemanes (y, en menor escala, por otros extranjeros europeos) y, en segundo lugar, por inmigrantes árabe-palestinos. La Segunda Guerra Mundial debilitó a la colonia alemana como consecuencia de la intervención de sus negocios por parte del gobierno de Tiburcio Carías.14 Por lo tanto, hubo una primera metamorfosis de la oligarquía hondureña durante la transición al siglo xx, en el marco general de la nueva integración de la economía del país al mercado mundial, mediante la plata y el banano. 

La diversificación de la economía en la segunda mitad del siglo xx, además de generar un mayor ritmo de crecimiento y reducir la importancia económica y política de la actividad bananera, permitió la acumulación de capitales en el sector comercial, agroindustrial, industrial y financiero. El dominio de emigrantes árabe-palestinos 

–y, en menor medida, de familias de origen judío-europeo– 

en la estructura del comercio y la industria fue considerado por Euraque como la particularidad más importante de la estructura económica de Honduras durante el siglo xx. 

De esta manera, se da una segunda metamorfosis en el tiempo con el surgimiento de una burguesía rural con lazos estrechos con el capital extranjero, producto de la reestructuración de la burguesía comercial-industrial gestada anteriormente (Euraque, 2006: 271). 

Estos capitales gozaron de los beneficios que derivaban de la continuidad de un Estado que, en aras de atraer 14. La dictadura de Carías duró dieciséis años, de 1933 a 1949. 
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inversión nacional y extranjera, proporcionaba una serie de incentivos fiscales, sectoriales y comerciales que redundaban en una aceleración del proceso de acumulación de capital. Fue el Estado desarrollista el que impulsó políticas de sustitución de importaciones en el marco del proceso de integración centroamericana. 

Esta característica del Estado subsidiario se tradujo en desequilibrios presupuestarios. Por una parte, el crecimiento de la población y la búsqueda de legitimidad del poder político exigieron mayor atención en el campo del suministro de bienes públicos, mientras que al mismo tiempo las fuentes tributarias que respaldarían dichos gastos fueron erosionadas por diversas vías. 

 Élites económicas tradicionales versus élites transnacionales : ¿ruptura o continuidad ? 

Las élites económicas tradicionales se caracterizaron porque pasaron a ser del dominio de emigrantes árabe-palestinos. En menor medida, también hubo influencia de familias de origen judío-europeo sobre la estructura comercial e industrial del país; de esa cuenta, los lazos íntimos con el capital extranjero fueron creciendo. 

A pesar de que Honduras carecía de estudios sistemá-

ticos sobre las élites económicas, el destacado trabajo de Mario Flores a comienzos de la década de 1990 permitió contar con una perspectiva clara con respecto a los principales grupos económicos del país (véase tabla 3).15 

La información ayuda a establecer las siguientes consideraciones: en primer lugar, se determinó la existencia de grupos capitalistas nacionales importantes, los cuales se 15. Mario Flores (1990), citado por Euraque (2006: 275). 
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desarrollaron en el período posterior a la Segunda Guerra Mundial en diferentes campos como el agropecuario, comercial, industrial y financiero.16 En segundo lugar, permitió observar que algunos de estos grupos estaban en capacidad de aprovechar e influir en las nuevas políticas que el proceso de globalización y ajuste estructural traía para Honduras. Tercero, se pudo identificar en esos grupos los apellidos de familias árabe-palestinas ubicadas principalmente en San Pedro Sula. De esa cuenta, es posible afirmar que, para ese entonces, eran los descendientes de las familias árabe-palestinas, ahora hondureñas, los que detentaban el poderío económico en el país (Euraque, 2006: 280). 

La élite económica tradicional hondureña estaba conformada, principalmente, alrededor de los siguientes sectores: el financiero, donde se encontraban familias como Vinelli, Bueso, Bueso Arias, Rosenthal, Smith, Goldstein, Agurcia, Callejas, Lamas, y otros; los medios de comunicación, resaltando las familias Ferrari, Villeda, Andonie, Larach, Rosenthal y Sikaffy; el sector agroindustrial, con las familias Facussé, Kafatti, Kafie, Fasquelle, Rosenthal; y el comercial, con las familias Kafie, Sikafy, Kattán, Canahuati y Atala. En estos sectores había que incluir transversalmente a las compañías extranjeras establecidas en el país. 

También formaba parte de la élite económica tradicional de Honduras el sector agrícola propiamente dicho que, por su naturaleza latifundista y su vinculación con los principales rubros de exportación del país, tenía una fuerte influencia en la vida económica y política nacional. 

16. A los productos tradicionales de exportación ya mencionados se sumaba una industria liviana caracterizada por alimentos, bebidas, textiles, productos para la construcción, y similares. 
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Tabla 3

HonduRas: 


gRupos económicos más impoRtantes  

en la década de 1980

(Porcentaje del capital financiero del país que detentan) 1

Transnacionales

22.51

2

Sogerin

9.82

3

Inversiones Facussé, S. A. 

8.27

4

Inversiones Continental

6.29

5

Bancatlán, S.A. 

5.00

6

Grupo Goldstein

4.49

7

Inversiones Andonie Fernández

3.94

8

Inversiones Williams

3.70

9

El Ahorro Hondureño, S. A. 

3.60

10

Inversiones Honduras, S. A. 

2.98

11

Inversiones Bendeck, S. A. 

2.90

12

Inversiones Fasquel e

2.69

13

Inversiones Kafati, S. A. 

2.58

14

Inversiones Kattán

2.57

15

Intereses militares

2.18

16

Inversiones Bamer, S. A. 

2.13

17

Inversiones Larach, S. A. 

1.94

18

Inversiones Canahuati

1.88

19

Inversiones Maduro

1.68

20

Grupo Hasbun

1.60

21

Inversiones Flores Rodil

0.94

22

Inversiones Cal ejas

0.79

23

Inversiones Occidente

0.61

24

Inversiones Sikafy

0.58

25

Inversiones Handal, S. A. 

0.15

26

Inversiones Kafie

0.06

27 

Otros

1.84

28

Empresas sin vínculos con grupos

2.54

Fuente: Euraque (2006). 
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Ninguno de los sectores constituía un círculo cerrado y, en lo que se refiere a los grupos económicos, existían traslapes que con el tiempo se fueron volviendo más complejos. Así, se podía encontrar inversiones del sector financiero en la industria y agroindustria, o del sector comercial en los sectores financiero e industrial, entre otros. Las interrela ciones se suscitaban de tal manera que muchos de los grupos descritos tenían presencia en casi todas las actividades y sectores de la vida económica del país (Cedoh, 2007: iv). 

Si se considera que la caracterización de Flores es representativa de la élite económica tradicional, resulta viable elaborar dos puntualizaciones: primero, a diferencia de lo planteado por Flores –quien estimaba que estos grupos eran una oligarquía financiera nacional que controlaba monopólicamente la actividad económica y polí-

tica del país– Euraque (2006, 2013) sostuvo que las élites comerciales e industriales árabe-hondureñas carecían de capital político-cultural, pues el sistema étnico-racial del país, especialmente a nivel popular, aún no cultivaba un mundo imaginario que les adjudicara legitimidad  a priori o liderazgos indo-hispanos. 

Segundo –y muy importante de resaltar–, el nuevo 

«modelo económico» potenció la diversificación de estas élites, las que utilizaron tanto ganancias generadas en otros sectores como aquellas nuevas producto de la po-lítica económica del Estado. Esto les permitió aumentar y diversificar sus inversiones y consolidar su posición como élites; a la vez, les posibilitó tener una nueva ventaja en su relación con el Estado a partir de su influencia en la determinación de la política fiscal, entre otros. 
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 Transformaciones recientes y   

 recomposición de las élites económicas La economía hondureña tuvo importantes transformaciones en las últimas tres décadas, como se detalló en secciones anteriores. De una economía basada en la agroexportación de contados productos, el país pasó a una economía con mayor grado de diversificación: las exportaciones de maquila, productos agrícolas no tradicionales como frutas y legumbres, el aceite de palma, camarón cultivado, entre otros, fueron algunos de los nuevos productos que, junto con el café y el banano, constituyeron las principales expor taciones de bienes. 

Sin embargo, el rubro más dinámico del sector externo fueron las remesas familiares, que dinamizaron el consumo, la demanda interna, el comercio y el sistema financiero. 

Simultáneamente, el sector de servicios tuvo una fuerte expansión, como en los casos de las telecomunicaciones, la producción de energía y el sistema financiero. 

Desde el punto de vista de las élites económicas, lo que se encontró fue un aprovechamiento de parte de grupos ubicados en el sector comercial, industrial y financiero, que extendieron sus inversiones hacia los rubros más dinámicos arriba descritos. Numerosas inversiones de este tipo se hicieron en conjunción con capital extranjero y, como lo señala Schneider, en un plano de supeditación. 

Esta asociación incluía una relación más cercana con el capital centroamericano. 

Familias como los Canahuati, Kattán, Chaín y Facussé invirtieron en el campo de la maquila; por su parte, los Faraj, Atala y Canahuati lo hicieron en el campo financiero; los Facussé, Kafie y Nasser invirtieron en la agroindustria, generación de energía eléctrica y en otros sectores; los Rosenthal y Goldstein se dedicaron a la agroindustria y 
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la producción de cemento y telecomunicaciones; los Maalouf y Faraj lo hicieron en centros comerciales; Santos y Williams, en construcción; Ferrari y Rosenthal, en televisión por cable y transmisiones de datos. 

La tabla 4 muestra los mayores anunciantes en la prensa escrita durante seis meses de 2006. Debe señalarse que la mayoría de accionistas de estas empresas comerciales está conformada por personas con proyección público-política, o con excelentes contactos con la esfera gubernamental y política. Entre ellos, Jorge Simón Jaar (automóviles); Nicolás Maalouf (centros comerciales); la familia Kafie (distribuidora de alimentos, energía, abastecimientos); la familia Kafati (café, comidas rápidas); Enrique Morales (construcción, ferreterías); Napoleón Larach (hoteles, bancos, medios de comunicación); José Lamas (madera); Jorge Canahuati (bebidas, medios, medicamentos); Ricardo Maduro (productos electrónicos); y muchos más (Torres, 2007: 215). 

Interesa destacar que, con pocas excepciones,17 la mayoría de los grupos económicos prevalecientes a finales de la década de 1980 aprovechó las ventajas del nuevo ambiente económico para fortalecer y diversificar sus inversiones. Muchas de estas inversiones se realizaron al amparo de influencias políticas en el Gobierno, aprove-chando los procesos de privatización o concesión. Los casos ocurrieron según el nivel de influencia política. 

Los sectores ganadores se vincularon con las exportaciones no tradicionales, como la maquila y los productos agrícolas no tradicionales. Gracias a las políticas de liberalización financiera, el sector financiero fue capaz de acumular mayores niveles de excedentes, los cuales se canalizaron, en parte, hacia sectores novedosos. El sector 17. El Grupo Sogerin, por ejemplo, fue a la quiebra. 
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comercial también se fortaleció ante el crecimiento de las remesas familiares; lo mismo sucedió con el sector de telecomunicaciones, por medio de concesiones públicas. 

El fortalecimiento económico de las élites significó, igualmente, un robustecimiento de su influencia política y de su poder decisorio sobre la política económica, especialmente la política fiscal. 

Por su parte, los sectores que más resintieron el ajuste fueron aquellos vinculados con actividades tradicionales de la agricultura destinada al mercado interno. Ejemplo de esta evolución fueron los granos básicos, o las actividades industriales que vieron limitado su crecimiento debido a la competencia de productos resultado de la apertura económica. Lo mismo sucedió con la pequeña y mediana empresa. 

La élite transnacional a la que se refirió Schneider se caracterizó por surgir de la élite tradicional, aunque su integración en el mercado internacional era más pronunciada y se dio en el marco de un proceso mayor de concentración de capital e ingreso.18 En su relación con el Estado, esta élite seguía considerándolo como concesionario, como aquel que fomentaba la inversión, pero que no cobraba impuestos. En otras palabras, existía una doble continuidad por parte de las élites económicas: por una parte, un sector tradicional se fortalecía por su cercanía con el Estado y, por la otra, su visión e influencia sobre un Estado concesionario se mantenía. 

18. El 10% de la población hondureña de más altos ingresos recibía el 40.6% del ingreso nacional, mientras el 10% más pobre percibía el 0.7%. El nivel de inequidad medido por el índice de Gini fue de 0.564 en 2001; en 2011 había aumentado a 0.580 

(pnud, 2012: 13). 

Honduras

237

Aunque el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud) no contó con acceso a fuentes que permitieran elaborar un estudio profundo sobre la concentración del capital accionario de las empresas más importantes de Honduras, el último  Informe de Desarrollo Humano  destaca que es indudable la existencia de una élite Tabla 4

HonduRas:  

mayoRes anunciantes en la pRensa escRita (duRante seis meses de 2006)

1

La Colonia 

Lady Lee

La Colonia 

Diunsa

2

Paiz

Key Mart

Diunsa

La Curacao

3

Diunsa

Comercial 

Canales 5, 7 y 3 Sears

Larach

4

Key Mart 

Diunsa

Tigo

Tigo

5

Lady Lee

Tigo

La Curacao

Elements

6

Tigo

Carrión

Banco Atlántida Ferretería 

Monterroso

7

Sears 

Canal 11

Aló 

Jetstereo

8

Carrión

Banco Atlántida Carrión

KFC

9

Banco Atlántida City Mal

Frontera Digital Aló

10

Aló

Wendy’s

Mendels

Pepsi

11

Unlimited

Aló

MXM

Carrión

12

Jetstereo

Coca-Cola

Sears

Banco Atlántida

13

Tecnoplanet

Casa Jaar

Credomatic

Key Mart

14

Mendels

Banco de 

Ficohsa

Tropigás

Occidente

15

La Curacao

Tiendas Nichita Jetstereo

Tecnoplanet

16

BGA

Applebee’s

YIP

Promérica

17

Tropigás 

KFC

Elements 

Paiz

18

Promérica

Imvesa

Promérica

Pizza Hut

19

Elements

Sula

Unlimited

Popeyes

20

KFC

Comisariato Los  Larach y Cía. 

BGA

Andes

21

Wendy’s

Pepsi

KFC

Mal  Multiplaza

22

Pizza Hut

Pepe Jeans

Pepsi

Ficohsa

23

Ficohsa

Pizza Hut

Unitec

Grupo Q

24

Casa Jaar

Ficohsa

Grupo Q

Pepe Jeans 

25

Popeyes

Banco 

Tecnoplanet

Burger King

Continental

Fuente: Torres (2007). 
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integrada por grupos económicos nacionales e internacionales (pnud, 2012: 15). Posteriormente, el documento cita a alguien que participó en un grupo focal con miembros de la empresa privada, quien refirió lo siguiente: «Hace muchos años nosotros nos burlábamos de los salvadoreños porque decíamos que ellos estaban gobernados por 14 

familias que tenían el control absoluto y total de la riqueza salvadoreña. Hasta se armó una guerra interna que acabó terminando con la vida de un montón de gente. Si usted hace una análisis real y verdadero de Honduras, usted se dará cuenta que no son 14 familias las que hay aquí. Son una 6 u 8 familias las que están dominando el país. Hay empresarios grandes, tiburones grandes, que se están comiendo al chiquito» (pnud, 2012: 15). 

En relación con la manera de acumular riqueza, otro trabajo da cuenta de las siguientes declaraciones de un diputado: «El común denominador de esas familias es que han acumulado su riqueza y poder con negocios hechos a través del Estado. Al contrario de otras sociedades, aquí todas las (grandes) familias han tenido sus dineros en base a concesiones, acciones financieras, y relaciones de diverso tipo con el Estado, incluyendo contrabando» 

(Torres, 2007: 136). 

En resumen, es claro que en el imaginario colectivo hondureño existían dos apreciaciones muy marcadas: primero, la fuerte concentración económica que se había acentuado en los últimos treinta años y que se transformaba en poder político; y segundo, que ese poder se había fortalecido, en parte, por su vinculación privilegiada con el Estado. Por lo tanto, no era ninguna sorpresa que los grupos opositores al golpe de Estado de 2009 identificaran que una buena parte de los promotores de este hecho eran empresarios de origen árabe. De esa cuanta, se profirieron 

Honduras

239

expresiones xenofóbicas, colindantes con el racismo, contra muchos de ellos. 

Las principales transformaciones de las élites econó-

micas durante las últimas décadas fueron tradicionales. 

Destaca, de manera especial, que los capitalistas de origen árabe y judío extendieron su zona de influencia a las áreas industriales y financieras. Un segundo cambio de importancia fue la conformación de nuevos grupos económicos liderados por el sector financiero y que comenzaron a participar en diferentes actividades económicas. El tercero fue una mayor vinculación con el capital extranjero, pero con carácter de supeditación, principalmente con el capital transnacional. En cuanto a esta vinculación con el capital extranjero también cabe mencionar las alianzas de inversión con el capital centroamericano en el país. 

3. 

los cAnAles de mAyor influenciA   

en l As decisiones de polít icA públicA Esta sección analiza cuáles han sido los mecanismos específicos de influencia política de las élites económicas hondureñas y, especialmente, cómo se manifestaron en el nivel de la política fiscal. Esto se hizo desde dos perspectivas: la primera, revisando los mecanismos tradicionales que las élites utilizaron para influir en la política general (lo cual se desprende principalmente de las entrevistas realizadas a grupos académicos, congresistas, empresarios y miembros de la sociedad civil). La segunda se realizó tomando un ejemplo concreto de la política fiscal: las exoneraciones. 
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 3.1.  Mecanismos tradicionales de   

 influencia política de las élites económicas El retorno a la democracia a partir de 1981 posibilitó que la conducción del Estado regresara a los partidos políticos tradicionales: el Liberal y el Nacional. Por este motivo, la influencia de las élites económicas sobre estos partidos y las instituciones tomadoras de decisión se volvió un objetivo importante. El mecanismo tradicional y directo conocido era el financiamiento de las campañas electorales, el cual constituía un «favor» que luego era recompensado desde las esferas del poder. De manera similar a lo que ocurría en los otros países de la región, quienes aportaban a la campaña lo hacían a los dos partidos tradicionales, pero con diferencias cuantitativas relacionadas con el potencial ganador de las elecciones y la magnitud de los intereses en juego. Obviamente, la capacidad individual de las contribuciones de los miembros de la élite determinaba también su capacidad de influencia. Puede considerarse que las simpatías personales hacia el partido en contienda, sea por afinidad ideológica o por tradición familiar, constituyen un segundo mecanismo. 19 Otra forma de influencia que vale la pena mencionar es las relaciones familiares. 

En los últimos procesos eleccionarios también se vio la participación directa de representantes de los grupos económicos como candidatos a puestos de elección popular. 

En las elecciones generales de noviembre de 2005 se dio la particularidad de que los dos candidatos a vicepresidente de la República en las fórmulas de los partidos tradicionales, 19. A diferencia de Schneider (2012), no se considera que existieran grupos de las élites económicas cuya simpatía por un partido representaba una diferencia importante en su relación con los dos partidos tradicionales, pesaban más, como siempre, los intereses. 
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Elvin Ernesto Santos (Liberal) y Mario Canahuati (Nacional), eran figuras visibles de grupos financieros nacionales, aliados con el capital internacional (Torres, 2007: 231). 

Sin embargo, entre los mecanismos más directos para ejercer influencia estaba la labor de incidencia permanente que realizaban las agrupaciones empresariales en defensa de sus agremiados y en la promoción de sus intereses. 

Destacaba, en el nivel nacional, el Consejo Hondureño de la Empresa Privada (Cohep), la Asociación Nacional de Industriales (Andi), la Cámara de Comercio e Industrias de Tegucigalpa y Cortés, y la Federación de Cámaras de Comercio de Honduras (Fedecámaras). La influencia de estas organizaciones en las diversas instituciones del Estado había sido palpable. Por una parte, con el nombramiento de funcionarios del poder ejecutivo que, en muchos casos, debía contar con la aprobación de las cúpulas empresariales; por la otra, estas designaciones se realizaban con propuestas específicas de los grupos empresariales (es el caso, por ejemplo, de la Secretaría de Industria y Comercio). En lo relacionado con el Congreso Nacional, existía la tradición de que las leyes de contenido económico se sometieran a consideración y análisis por parte de los grupos empresariales. Estos últimos tenían personal trabajando específicamente en estas labores. 

Incluso, había antecedentes con respecto a que personal del Cohep permanecía permanentemente en el Congreso realizando esta labor de cabildeo. 

Lo anterior se completaba con asesores y diputados que representaban directamente los intereses de las élites económicas y que eran quienes impulsaban proyectos de ley que las beneficiaran; o bien, eran quienes desanimaban aquellas propuestas que supuestamente podrían perju-dicarles. Varios de los entrevistados identificaron con 
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nombres y apellidos a estos asesores y diputados, quienes algunas veces al salir del Congreso pasaron a ser personal de las empresas beneficiadas. 

Sin embargo, la participación del Cohep no se limitaba a estas acciones, sino que sus integrantes formaban parte de juntas directivas, comisiones y otros órganos que tenían relación con el Estado. Por ejemplo, en el campo laboral, el Cohep era miembro de la Comisión para el Salario Mínimo, de la Junta Directiva del Régimen de Aportaciones Privadas (rAp) y de la Junta Directiva del Instituto de Formación Profesional (Infop), entre otras. En el anexo 2 se puede apreciar los diferentes niveles de participación que llegaban a por lo menos sesenta comisiones o juntas directivas. Se podía asegurar que, después del Gobierno, ninguna institución tenía más participación en los asuntos del Estado que el Cohep. 

Estas prácticas del sector empresarial no tenían ningún vínculo con la práctica legítima de consultar a diversos sectores sobre la conveniencia o no de aprobar una ley, o de escuchar una opinión con respecto a ella. La práctica descrita se convertía en una ventaja excepcional para grupos económicos que tenían la capacidad de influir en las decisiones públicas desde una posición privilegiada. 

Este tipo de influencia se extendía muchas veces al sector judicial. En suma, ningún poder del Estado se escapaba de la influencia de los grupos empresariales. 

Una consideración adicional que es necesario recordar es que, pese a la existencia de agrupaciones empresariales que velaban y promovían sus intereses, en la práctica, varios de los miembros de las élites económicas –bien sea individualmente o de manera grupal– tenían un acceso directo a las decisiones políticas, sin pasar por sus 
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organizaciones gremiales.20 Claro que esto dependía del grado de vinculación partidaria, los intereses en común desarrollados, o los montos de financiamiento de campaña. 

 3.2.  Políticas económicas implementadas que explican la influencia de las   

 élites económicas en la política fiscal Era claro que varios de los principales ejes de acumulación provenían o estaban siendo apoyados por las políticas públicas. Como ejemplo de ello se inscriben las decisiones de privatizar las empresas públicas durante el ajuste, las cuales fueron vendidas a precios muy por debajo de sus valores de mercado. La política de devaluación de la moneda, las leyes de estímulo a la inversión, y la proliferación de exoneraciones fiscales de diferente tipo también fueron instrumentos que apoyaron estos nuevos procesos de acumulación de capital. La eliminación de los impuestos a las exportaciones e importaciones constituyó, asimismo, una fuente de excedentes económicos que dieron soporte a las nuevas inversiones. 

En el nivel sectorial también se pudo encontrar ejemplos. Uno de los sectores más dinámicos de inversión privada en los últimos años fue la generación de electricidad; esto se debió a la decisión de privatizar este tipo de actividad que, hasta comienzos de la década de 1990, estuvo en manos del Estado, el cual mantuvo la distribución y venta de energía eléctrica. Para ello se firmaron contratos con los empresarios privados mediante los cuales no solo 20. Por ejemplo, es muy raro el nombramiento de un presidente del Banco Central de Honduras sin la aceptación de los principales banqueros nacionales. 
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se les aseguraba la compra, sino también precios por encima del mercado que garantizaban una rápida recuperación de la inversión y excedentes que fueron utilizados para otras inversiones. 

En esta lógica, también se apoyó e influyó en la aprobación de un marco legal coincidente con intereses privados, expresado en instrumentos tales como la Ley de las Zonas Libres de Procesamiento, Ley de Modernización Agrícola, Ley de Telecomunicaciones, Ley de Incentivos al Turismo, Ley General de Minería, entre otros. 

Las exoneraciones fiscales concedidas durante las últimas décadas son un claro ejemplo de cómo el ajuste estructural sirvió para beneficiar a sectores que estaban cerca del poder político, a través del gasto tributario. Con relación a las exoneraciones fiscales, la política económica del ajuste estructural planteaba la necesidad de promover la inversión, principalmente en el rubro de exportaciones, con el fin de generar mayor nivel de crecimiento, divisas y empleo. Sin embargo, en la práctica esta política resultó en la proliferación de exoneraciones fiscales que no tenían relación alguna con los deseos de promover la inversión y el empleo, sino que se convirtieron en canonjías a élites económicas vinculadas con el poder político. En la consecución de estos objetivos se extendieron exoneraciones y exenciones fiscales plasmadas en más de cien leyes, lo que muestra claramente que más que conceder estos beneficios fiscales en función de decisiones estratégicas de promoción de inversión, las exoneraciones se hicieron con base en presiones de grupos económicos con acceso a decisiones políticas. 

La crisis económica de Honduras a comienzos de la década de 1990, producto del conflicto regional de la década anterior y de las nuevas condiciones internacionales, hizo al país más susceptible a condicionamientos externos 
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con respecto a la política económica a seguir. Ello, debido a que las fuentes de financiamiento externas, principalmente de los organismos financieros internacionales, eran vitales para evitar un agravamiento de los problemas económicos. 

Sin embargo, esto significaba que las políticas de ajuste ejecutadas no contaban con el apoyo activo de sectores importantes de las élites económicas, principalmente de aquellos que miraban en la globalización oportunidades de lucro y tenían contactos políticos fuertes. 

Por lo tanto, las exoneraciones fiscales fueron un mecanismo específico que conjugaba los intereses de las élites, tanto las internas como las externas.21

 Las exoneraciones fiscales

Las exoneraciones fiscales, conocidas en su sentido más amplio como  gasto tributario, han sido la renuncia del Estado a la recaudación de un ingreso con el fin de promover alguna actividad económica o de alcanzar cierto objetivo de política pública. Entre sus aplicaciones se encuentran 21. Entre otros ejemplos a considerar se encuentra la privatización de empresas públicas. «De la familia Kafie no se puede afirmar que se volvió millonaria a partir de sus negocios con el Estado hondureño, pero sí que con esas vinculaciones se volvió multimillonaria y poderosa. Como en el caso de otros empresarios (y políticos) que entre 1992-1994 se beneficiaron con la política de privatizaciones (como Jaime Rosenthal y Gilberto Golsdtein con Cementos de Honduras), los Kafie adquirieron Leche Sula, una empresa estatal creada en San Pedro Sula en 1950» (Torres, 2007: 209). En ambos casos, los precios de venta de las empresas fueron por debajo de los precios del mercado, lo cual constituyó, obviamente, un reforzamiento de la capacidad de acumulación de los sectores beneficiados. 
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las franquicias, incentivos, dispensas, concesiones o regí-

menes especiales. 

El Instituto Centroamericano de Estudios Fiscales (Icefi), en su primer y segundo informes de política fiscal en Centroamérica (de 2007 y 2012, respectivamente), hi zo referencia a las tendencias que han seguido los cambios en los sistemas tributarios de la región en las últimas décadas. Las tendencias identificadas fueron: a)  Fortalecimiento de los ingresos tributarios en todos los países de la región, pero con un volumen de ingresos que era aún insuficiente. 

b)  Creciente importancia de los impuestos generales al consumo o al valor agregado (ivA). 

c)  Impuestos específicos o selectivos al consumo con bajo rendimiento y gran dispersión en sus tasas. 

d)  Importancia decreciente de los impuestos al comercio exterior. 

e)  Aumento leve de los impuestos sobre la renta (isr), debido principalmente a tratamientos tributarios preferenciales a los ingresos de capital. 

f )  Baja recaudación del isr a personas naturales o individuales. 

g)  Un amplio uso de exoneraciones fiscales (Icefi, 2012: 66).22

Otro estudio reciente relacionado con Honduras seña-ló que «[…] entre los problemas que caracterizan la estructura tributaria hondureña sobresalen la elevada evasión, que exige esfuerzos adicionales de la administración tributaria en las tareas de control y fiscalización, y  el también significativo nivel de los gastos tributarios,  que relativiza los efectos deseados por la política tributaria y constituye 22. Subrayado por el autor. 
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un freno para avanzar hacia un nivel de recaudación más razonable, así como para mejorar las condiciones de competitividad y eficiencia de la economía privada. Estas distorsiones provocan que los costos de los incentivos concedidos parecen superar ampliamente a los beneficios generados debido al aumento de la corrupción, el incremento en la evasión impositiva, las dificultades para administrar los principales impuestos y el aumento de la regresividad del sistema tributario dado que, en general, una parte considerable de los beneficios que implican las exoneraciones establecidas son aprovechados por los contribuyentes con mayores niveles de ingreso de la sociedad» (Gómez-Sabaini, et al. 2012: 5). 

Un estudio de la Dirección Ejecutiva de Ingresos de (dei) Honduras,23 que data de 2007, caracterizó la concesión de exoneraciones como la expresión de la clase política que, convertida en poder, había considerado el otorgamiento de tales privilegios (subsidios) en beneficio de determinadas empresas nacionales y extranjeras. El análisis de las leyes y decretos que respaldaban estas exoneraciones revelaba las siguientes justificaciones: 

a)  Generalmente, los objetivos que se perseguían con el otorgamiento de estos beneficios eran atraer la inversión extranjera mediante exoneraciones y, con ello, generar puestos de trabajo que contribuyeran al crecimiento de la economía. 

b)  Estimular, a toda costa, las actividades de exportación, y no solamente la producción con fines de exportación, de manera que cualquier actividad productiva o no que se realizara en el país para este fin estuviera exenta del pago de impuestos, tanto internos como aduaneros. 

23. Autoridad de recaudación tributaria en el país. 
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c)  El otorgamiento de los beneficios aquí referidos generalmente era de carácter indefinido, es decir, no tenía establecidos plazos de vencimiento, se gozaba de los mismos mientras se permaneciera en el país, o se realizara la actividad establecida en la ley (Dirección Ejecutiva de Ingresos, 2007: 5).24

Pese a estas justificaciones, estudios internacionales no han encontrado evidencias concluyentes acerca de que las exoneraciones sean el incentivo principal para que la inversión extranjera llegue a un país. Sin embargo, estos regímenes han proliferado en países como Honduras, llegando a constituir una fuente importante de drenaje de recursos tributarios (Icefi, 2012: 75). 

Las mismas autoridades reconocían que en Honduras existían más de cien leyes que contienen exoneraciones y que esto no solo constituía una reducción importante de ingresos, así como una dificultad administrativa para la autoridad recaudadora, sino que también se prestaba a abusos.25 El desorden había llegado a tal punto que en la Ley para el Fortalecimiento de los Ingresos, Equidad Social y Racionalización del Gasto Público, aprobada en marzo de 2010, se pedía a los que recibían estos beneficios que se inscribieran en el Registro de Exoneraciones (Icefi, 24. El uso de exoneraciones no es nuevo en Honduras; en el pasado reciente se habían utilizado como base de la política de apoyo al desarrollo industrial regional en el marco de la integración centroamericana y como política de apoyo a la sustitución de importaciones, con resultados nada favorables (Bulmer-Thomas: 1987). Y, con anterioridad, para promover el enclave bananero de comienzos del siglo xx, y la minería a finales del siglo xix. 

25. El anexo 3 muestra una lista de 68 decretos o acuerdos que respaldan exoneraciones. 
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2012:  78). En otras palabras, el Estado no conocía, ni controlaba el monto total de las exoneraciones. 

Esto produjo que, para diferentes investigaciones, los montos sobre gasto tributarios arrojaran cantidades diferentes, aunque todos ellos reconocían el fuerte impacto que tenía el gasto tributario en los ingresos públicos y la necesidad de reformar sustancialmente su aplicación.26 

La situación era tal que los pagos acumulados al isr de las personas jurídicas en el período 2001-2007 fueron de L 25 millardos, mientras las exoneraciones fueron de L 

40 millardos (Perdomo y Díaz, 2011: 88). 

Por otra parte, el documento citado de la dei concluyó que el «Estado de Hon duras practica una muy generosa política de exoneraciones, que se manifiesta en la significativa cantidad de recursos monetarios que se ha otorgado entre los años 2002 y los primeros meses del año 2007, en concepto de exoneraciones y que asciende a la cantidad de 41,000 millones de lempiras, el 35% del total de los 118,856.11 millones de lempiras recaudados por la dei, en el mismo periodo de tiempo» (2007). 

El trabajo más reciente sobre el tema señala: «Considerando todos los impuestos analizados, generadores de más del 98% de los ingresos tributarios actuales, los recursos reasignados por la aplicación de incentivos tributarios ascendieron a L. 20.678,99 millones en el año 2011 

(6,27% del pib), proyectándose un valor total de L. 

23.153,22 millones en el año 2012 sobre la base de la tasa de crecimiento esperada de la recaudación tributaria que 26. El gobierno del presidente Lobo ordenó una revisión exhaustiva de las exoneraciones fiscales, pero falta ver si esta revisión se convertirá en un cambio de política. Organismos como el Fondo Monetario Internacional (fmi) están poniendo mayor énfasis en el control y reducción de exoneraciones. 
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figura en el Presupuesto de Ingresos. Esto representa un gasto tributario equivalente al 6,52% del pib y al 42,06% 

de la recaudación tributaria presupuestada para el año en curso. Del total de recursos involucrados, más de la mitad corresponde a las exoneraciones contempladas en el impuesto sobre las ventas (3,67% del pib para 2012), seguidas por el gasto tributario asociado al isr de personas jurídicas y las exoneraciones del Aporte Apscpv para las importaciones de combustibles (1,09% y 0,71% del pib, respectivamente). También aparece como importante la pérdida de recursos tributarios que representan conjuntamente los beneficios tributarios concedidos en el Impuesto al Activo Neto y la Aportación Solidaria Temporal (0,68% del producto en 2012)» (Gómez-Sabaini,  et al. 

71). 

Los datos anteriores, aún con la falta de estadísticas que podrían subestimarlos, llevan a cuatro consideraciones importantes: la primera, que el gasto tributario –desde cualquier ángulo desde el cual se mida– es considerable y representó, en las últimas estimaciones, más del 6% del pib para 2011 y 2012, y entre el 35 y el 42% del total de recaudaciones. Segundo, que por las características de la estructura tributaria hondureña estas exoneraciones estaban concentradas en el isv y el isr. Tercero, que las justificaciones que amparaban estas exoneraciones y la proliferación de leyes y decretos mostraban que, más que un instrumento de política pública, las exoneraciones constituían un privilegio para grupos de la élite económica con acceso al poder político; y cuarto, que dichas exoneraciones parecían haber aumentado durante el transcurso del tiempo, lo cual era un contrasentido dado que la crisis internacional de 2009 y el bajo crecimiento económico de los últimos años habían debilitado las finanzas públicas. 

Por ello, todos los países de la región estaban realizando 
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reformas tributarias que buscaban corregir estos y otros problemas de la fiscalidad, aunque contaran con una oposición fuerte de parte de los grupos beneficiados.27

 Élites económicas y exoneraciones

Otro aspecto importante a analizar es qué grupos económicos se han beneficiado mediante estas exone raciones. 

Se puede mencionar, inicialmente, al sector maquilador, el cual gozó de amplios y renovados beneficios en el pago del isr y el isv. En segundo lugar, el sector exportador en general también gozó de muchas exoneraciones, con el agravante de que varios de estos beneficios se extendieron igualmente a productores nacionales que proporcionaban insumos. Otro sector ampliamente beneficiado fue el del turismo, del cual destaca el caso de las exoneraciones concedidas a empresas hondureñas que manejan franquicias internacionales de comida rápida, bajo la justificación de que la venta de hamburguesas, pizza, pollo, o helados atrae turismo al país. En realidad, lo anterior se trataba de vinculaciones políticas de sectores de la élite económica que se tradujeron en legislación tributaria. 

El sector productor de energía eléctrica también encontró en las exoneraciones una fuente adicional de acumulación que le permitió expandir sus inversiones hacia otras áreas. Los medios de comunicación, pese a estar organizados como empresas con fines de lucro, recibieron beneficios fiscales del Estado, que luego se extendieron a otros negocios relacionados con sus actividades. En general, la mayor parte de los sectores 27. El anexo 4 plantea una relación sobre las ventajas y desventajas de las exoneraciones fiscales. 
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que aprovecharon los cambios del proceso de globalización también recibieron del Estado exoneraciones tributarias que les permitieron aumentar su capital y cercanía a las decisiones políticas.28

Para ilustrar de mejor manera esta relación entre élite económica y exoneraciones se presenta a continuación los términos de una disputa reciente entre el presidente de la República, Porfirio Lobo, y los dueños de medios de comunicación, originada por los constantes ataques a su gobierno.29 En respuesta a estos ataques, el mandatario envió al Congreso Nacional un nuevo anteproyecto de ley de telecomunicaciones para regular no solamente la asignación de frecuencias, sino contenidos informativos. 

Este proyecto de ley encontró una oposición férrea entre los dueños de los medios de comunicación, apoyados por otros sectores, denominándolo «Ley Mordaza». 

La confrontación no hubiese tenido mayor significado –como ha sido el caso de otras entre gobierno y sectores– de no ser por la muy elocuente descripción que realizó el presidente Lobo con respecto al modo de operar de las élites económicas. A continuación se transcriben algunos segmentos del discurso del Presidente en cadena nacional el 7 de abril de 2013:

28. Otros sectores se vieron beneficiados gracias a las políticas de mercado. Por ejemplo, el sector financiero dejó de tener un encaje de cero remuneración, para lograr una encaje remunerado que le permitía aumentar sus ganancias, dado que el supuesto implícito era que la reducción de los costos de intermediación se reflejaría en una baja de la tasa de interés, que no se materializó en condiciones oligopólicas. Así que, con las operaciones de mercado abierto, los contribuyentes en general fueron quienes financiaron los costos de las operaciones del Banco Central. 

29. Sobre este asunto, véase Rockwell, en Hershberg y Pérez Sáinz, 2013, vol. 3. 
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Uno de los principales instrumentos en que se sustenta la participación democrática reside en los medios de información y comunicación. 

Lamentablemente, en Honduras la concentración de medios radiales, televisivos e impresos en un sector reducido y privilegiado tiene un peligro y efecto sobre todo el sistema democrático, especialmente cuando existen cada vez más vínculos estrechos entre algunos medios de comunicación y otros poderes económicos. 

Es obligación del Estado garantizar un pluralismo real en los medios de comunicación promoviendo una verdadera participación democrática e igualitaria, y facilitando las condiciones para esa igualdad mediante leyes apropiadas.30

Este fragmento permite destacar dos aspectos: a) el efecto dañino de la concentración de los medios radiales, televisivos en impresos sobre el sistema democrático; b) que este efecto dañino fue más severo cuanto mayor fue la relación entre estos medios y otros poderes económicos. 

Al referirse a grupos económicos, el presidente continuó señalando:

En Honduras hay cuatro grupos económicos que poseen la mitad de las frecuencias, esa concentración también se da en los medios radiales. Es una concentración de poder peligrosa y dañina para la libertad. Nadie en Honduras puede creer que todos los medios cumplen con la sagrada misión de informar y orientar de una manera imparcial. 

Algunos de ellos utilizan sus medios para lograr ventajas sobre otras empresas comerciales ejerciendo una 30. El presidente Lobo mostró los cuatro grupos económicos que controlaban 132 de las frecuencias televisivas. 
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competencia desleal, utilizan sus medios para presionar a los Gobiernos a fin de que les otorguen beneficios que no merecen, tales como exoneraciones y prebendas nada relacionadas con la libertad de expresión y pensamiento, ventajas que los colocan sobre los medios pequeños e independientes que no reciben nada de estos beneficios. 

El bien común debe estar por encima de los intereses de cualquier persona, aunque esta resulte ser el dueño de un periódico, canal de televisión o radioemisora. 

El presidente Lobo continuó planteando algunas medidas para democratizar el acceso a las frecuencias radioeléctricas, pero finalizó diciendo: Nosotros vamos a defender la libertad de expresión de quienes por años la han tenido secuestrada.  Todo este escándalo de alboroto de algunos medios no es por la libertad de expresión, se trata de intereses económicos. 

Para que el pueblo se forme una idea de los beneficios que han recibido, según la información de Conatel, en los últimos años  algunos de los medios de comunicación, que no son muchos, han tenido beneficios directos por más de 3,500 millones de lempiras producto de exoneraciones. Con todo ese dinero se podrían dar 350 mil bonos a 10 mil nuevas familias. Escuchen bien, 350 

 mil bonos a 10 mil nuevas familias (énfasis del autor). 



Aunque en esta cadena nacional el presidente Lobo se refirió a la concentración de medios de comunicación en pocas manos, fue muy interesante la gráfica que utilizó para apoyar sus argumentos, en la cual describió a los grupos económicos caracterizados por su estructura monopólica y el goce de exoneraciones (véase gráfica 2). 

Aunque la información que esta gráfica provee no es exhaustiva, en ella el mandatario indicó que estos grupos son principalmente franquicias de comida rápida, cadenas 
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Gráfica 2
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Fuente: Elaborado por Icefi, con base en una infografía de Conatel. 

de supermercados, generadores de energía eléctrica, dro-guerías, bancos, periódicos, canales de televisión y radioemisoras. Grupos muy relacionados entre sí, que además han constituido el núcleo principal de la élite eco nómica de Honduras descrita líneas arriba, élite favorecida por el proceso de globalización y las políticas públicas, en particular, las exoneraciones. 

conclusiones

Los cambios experimentados en la economía de Honduras a partir de la década de 1980 –y principalmente en la de 1990– como consecuencia de la incorporación del país al proceso de globalización fueron, principalmente, pasar de una economía basada en la agroexportación a una con 
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un fuerte papel del sector servicios. Tanto el sector agropecuario como el industrial redujeron su participación en el pib, y sectores como el comercial, financiero, telecomunicaciones, turismo y el sector exportador no tradicional pasaron a ser la fuente de dinamismo de la economía. 

Estas transformaciones fueron apoyadas por una política económica que privilegiaba un mayor grado de apertura de la economía, así como por políticas de libre mercado, es decir, la aplicación del modelo neoliberal. En este contexto, la política fiscal tenía como objetivo principal promocionar las inversiones tanto nacionales como extranjeras, con énfasis en aquellas dedicadas a las exportaciones. Para lograr este cometido, no solo se redujeron tasas de impuestos como el de la renta, sino que también se eliminaron los impuestos al comercio exterior que, hasta ese momento, habían sido una fuente importante de ingresos. 

La reducción de ingresos aumentó con las múltiples exoneraciones fiscales que el Gobierno comenzó a conceder, dando respuesta, así, a intereses de élites económicas con acceso a las decisiones políticas. Estas élites aprovecharon las nuevas oportunidades de inversión gracias a la acumulación de excedentes provenientes de fases anteriores de la economía hondureña y que también fueron resultado de las políticas de privatización y concesiones que los Gobiernos impulsaron. 

Es así como se mantuvo la regresividad de la estructura tributaria prevaleciente antes del ajuste estructural y de la última fase de globalización. Aunque se notó un leve aumento de la participación del isr en los ingresos tributarios totales, estos últimos aumentaron en su mayor parte por nuevas cargas al consumo y la producción, o a 
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productos seleccionados; es decir, impuestos cuya naturaleza era mayoritariamente regresiva. 

Desde el punto de vista de las élites económicas, se pudo notar cómo aquellas que habían acumulado recursos en el período anterior –sobre todo en sectores comerciales e industriales– fueron capaces de aprovechar las nuevas oportunidades de enriquecimiento que el nuevo contexto presentaba. Es más, muchas de ellas se fortalecieron gracias a políticas como la privatización o concesión de activos de parte del Estado, producto de su proximidad a las esferas de decisión política. 

Esta influencia política estuvo determinada por mecanismos diversos que van desde el financiamiento de las campañas políticas, el nombramiento de funcionarios públicos y la participación directa de miembros de las élites, hasta el uso de los medios de comunicación como mecanismo de presión para el logro de intereses particulares. 

Especial mención merece el papel de las cúpulas empresariales, como el Cohep, Andi y las cámaras de comercio que promovieron, monitorearon y participaron en las decisiones públicas casi a diario. 

En el caso de Honduras, lo que Schneider denominó 

«élites transnacionales» se caracteriza por una visión tradicional del Estado, en la que su papel concesionario ha sido el rasgo principal. Por consiguiente, el proyecto de construcción del Estado ( StateBuilding) no entraba en contradicción con el actual  statu quo, sino que profundizaba la vinculación con el sector externo, tanto desde el punto de vista comercial, como desde la perspectiva de su vinculación con el capital extranjero. 

Por ello el crecimiento económico no solo ha estado en función de las variables relacionadas con el exterior, sino que también ha sido altamente concentrador de la producción y el ingreso. La conformación de grupos 
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económicos con mucho poder político llegó al punto de propiciar un golpe de Estado en pleno siglo xxi, como sucedió con el presidente Manuel Zelaya, en 2009. 
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siglAs y Acrónimos

Amhón 

Asociación de Municipios de Honduras

Andi  

Asociación Nacional de Industriales

Banhprovi 

Banco Hondureño para la Producción y la Vivienda

bcie 

Banco Centroamericano de Integración Económica

bid 

Banco Interamericano de Desarrollo

ccerp  

Consejo Consultivo para la Reducción de la Pobreza

Cedoh 

Centro de Documentación de Honduras

ceimsA  

Comisión Especial Interinstitucional para la Modernización del Servicio Aduanero

Cepal 

Comisión Económica para América Latina ces  

Consejo Económico y Social

Cocona  

Consejo Consultivo Nacional del Ambiente Cohep 

Consejo Hondureño de la Empresa Privada Coneanfo   

Comisión Nacional de Desarrollo de la Educación Alternativa no Formal

Conot  

Consejo Nacional de Ordenamiento Territorial Consalud  

Consejo Nacional de Salud

Copeco 

Comisión Permanente de Contingencias

dAi 

Derechos arancelarios a la importación dei 

Dirección Ejecutiva de Ingresos

ee. uu. 

Estados Unidos de América

enee  

Empresa Nacional de Energía Eléctrica

Esnacifor  

Escuela Nacional de Ciencias Forestales Fedecámaras  Federación de Cámaras de Comercio de Honduras fhis 

Fondo Hondureño de Inversión Social

fmi 

Fondo Monetario Internacional

Fosdeh 

Foro Social de la Deuda Externa y Desarrollo de Honduras

Fundevi   

Fundación para el Desarrollo de Vivienda Social Urbana y Rural

gAtt  

Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (siglas en inglés)
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hipc  

Iniciativa de Países Pobres Altamente Endeudados (siglas en inglés)

Icefi 

Instituto Centroamericano de Estudios Fiscales Ihnfa 

Instituto Hondureño de la Niñez y la Familia Inam  

Instituto Nacional de la Mujer

ihss 

Instituto Hondureño de Seguridad Social isr 

Impuesto sobre la renta

ivA 

Impuesto al valor agregado

nme  

Nuevo modelo económico

oeA  

Organización de los Estados Americanos ofi  

Organismo financiero internacional

omc 

Organización Mundial del Comercio

oms 

Organización Mundial de la Salud

oncAe  

Oficina Normativa de Contratación y Adquisiciones del Estado

ops 

Organización Panamericana de la Salud

pib 

Producto interno bruto

pnud   

Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo Poscae  

Postgrado Centroamericano en Economía y Planificación del Desarrollo

rAp  

Régimen de Aportaciones Privadas

sAg 

Secretaría de Agricultura y Ganadería

Serna 

Secretaría de Recursos Naturales

sic 

Secretaría de Industria y Comercio

Soptravi 

Secretaría de Obras Públicas, Transporte y Vivienda

spnf 

Sector público no financiero

stss  

Secretaría de Trabajo y Seguridad Social
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Anexo 1

medidas de política establecidas en el pRogRama de estabilización económica ii (1987) fiRmado entRe el gobieRno de HonduRas y el de los estados unidos

1

Introducción del presupuesto base  Remitida al Congreso Nacional para cero

su aprobación. 

2

Sistema de control presupuestario

Esfuerzos para ampliar el control 

presupuestario de empresas 

descentralizadas

3

Análisis de eficiencia operacional y  Acciones para medir la eficiencia de económica

empresas descentralizadas

4

Adopción de medidas correctivas

Evaluación integral de empresas 

descentralizadas

5

Promover aprobación de ley de 

Proyecto remitido al Congreso 

municipalidades

Nacional

6

Privatización

Se ha aprobado la privatización de 

siete empresas, preparándose un 

proceso similar para otras más

7

Evaluación y análisis del sistema 

Se iniciaron gestiones para hacer 

tributario

un estudio completo sobre el tema

8

Seguimiento del nuevo sistema 

Elaboración de reglamentos de las 

aduanero

siguientes leyes: Ley de Aduanas, 

Ley de Valoración Aduanera de las 

Mercancías y Ley de Régimen 

Arancelario y Aduanero

9

Racionalización del sistema actual  Derogación de derechos de exención de impuestos

arancelarios de importación de 

varias leyes y decretos

10

Introducción de peaje

Ha sufrido demora ya que el 

Congreso no lo ha aprobado

11

Continuación del mejoramiento del  Se ha mejorado la calidad y nivel de sistema administrativo de los 

las recaudaciones

tributos

12

Racionalización de los servicios 

La Dirección General de Crédito 

prestados por las empresas 

Público ha elaborado los 

públicas al gobierno central

documentos técnicos en esta 

dirección

13

Reducir las preferencias otorgadas  Se están realizando las tareas para al sector público en materia fiscal y  cumplir con el objetivo monetaria
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14

Seguimiento de las leyes de 

Buscar la reglamentación e 

incentivos a las exportaciones

implementación de las siguientes 

leyes:

Ley de Fomento de Exportaciones

Régimen de Importación 

Temporal

Ley Constitutiva de las Zonas 

Industriales de Procesamiento 

para las Exportaciones

Ley de Incentivos a la Industria 

Bananera

15

Evaluación periódica de las 

Se elaboraron dos estudios con el 

exportaciones y competitividad en  objeto de recoger la información precios

necesaria para la toma de 

decisiones

16

Establecimiento de un centro de 

El Ministerio de Economía organizó 

información para el inversionista

el Centro de Información para el 

Inversionista

17

Investigación y racionalización del  Se busca informar al pequeño y marco legal para la inversión

mediano empresario sobre los 

beneficios de nuevas leyes

18

Promoción de mercado de capitales Se emitió el reglamento de la Bolsa de Valores

19

Análisis de la protección efectiva 

Se midió la protección efectiva del 

arancelaria existente y 

arancel actual

recomendaciones para la reducción 

del promedio y del grado de 

dispersión de los niveles de tarifa

20

Promover la inversión privada en el  Estudiar la situación del sector sector agropecuario para aumentar  agropecuario para analizar los la producción y el empleo

riesgos de la inversión privada

21

Continuar con el establecimiento 

Se aprobó el reglamento de la Ley 

del sistema de la carrera judicial

de la Carrera Judicial y se 

realizaron otras actividades con 

respecto a el o

22

Continuar con la renegociación de  La Comisión de Renegociación la deuda externa

continuó realizando esfuerzos para 

lograr un acuerdo satisfactorio

23

Continuar negociaciones con el fmi  Se han continuado negociaciones y el Banco Mundial

con el fmi y se firmó un préstamo 

de ajuste estructural con el Banco 

Mundial

Fuente: Noé Pino (1990). 
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Anexo 2

paRticipación institucionalizada del coHep en juntas diRectivas y comisiones gubeRnamentales Sector laboral

•	 Comisión para Salario Mínimo

•	 Junta Directiva del Régimen de Aportaciones Privadas (rap)

•	 Junta Directiva del Instituto de Formación Profesional (Infop)

•	 Honducor


Salud

•	 Junta Directiva del Instituto Hondureño de Seguridad Social (IHSS)

•	 Consejo Nacional de Salud (Consalud), ante Secretaría de Salud Recursos renovables y ambiente

•	 Junta Directiva de Cohdefor

•	 Escuela Nacional de Ciencias Forestales (Esnacifor)

•	 Consejo Nacional de Áreas Protegidas (Conap) ante la Secretaría de Recursos Naturales (Serna)

•	 Fondo Hondureño de Áreas Protegidas, ante Serna

•	 Junta Directiva del Instituto Hondureño de Antropología e Historia Energía

•	 Junta Directiva de la Empresa Nacional de Energía Eléctrica (enee)

•	 Comisión de Alto Nivel para Combustibles Cooperación Financiera

•	 Banco Hondureño para la Producción y la Vivienda (Banhprovi). Asamblea de Gobernadores y Consejo Directivo

•	 Consejo Asesor del Sector Privado para bid-Honduras Socieda civil

•	 Comisión Consejo Ciudadano

•	 Consejo Económico y Social (ces)

•	 Consejo Consultivo para la Reducción de la Pobreza (ccerp)

•	 Consejo Nacional Anticorrupción

•	 Consejo Directivo de MCA-Honduras

•	 Comisión para el Fortalecimiento de la Democracia, ante Foprideh

•	 Enlace con el Instituto Nacional de la Mujer (Inam) 

•	 Comisión Permanente de Contingencias (Copeco) Modernización y Competitividad 

•	 Comisión Programa Nacional de Competitividad
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•	 Comisión de Simplificación Administrativa

•	 Consejo Nacional de la Calidad

•	 Consejo Mesoamericano para la Competitividad-Facilitación Comercial y Aprovechamiento de Tratados

•	 Comisión Interinstitucional de Combate a la Piratería Infraestructura

•	 Consejo Nacional de Ordenamiento Territorial (Conot), ante Secretaría de Gobernación y Justicia

•	 Consejo Directivo del Instituto de la Propiedad, ante Despacho Presidencial

•	 Instituto de la Propiedad

•	 Comité Fondo Técnico Vial, ante la Secretaría de Obras Públicas, Transporte y Vivienda (Soptravi)

•	 Fundación para el Desarrol o de Vivienda Social Urbana y Rural (Fundevi) ante Soptravi

•	 Fondo Hondureño de Inversión Social (fhis) Modernización comercial

•	 Comisión Especial Interinstitucional para la Modernización del Servicio Aduanero (ceimsa)

•	 Comisión Interinstitucional de Normalización

•	 Comisión Nacional Arancelaria

Sector agrícola

•	 Comisión Nacional de Códex Alimentario

•	 Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, ante la Secretaría de Agricultura y Ganadería (sag)


Seguridad

•	 Consejo Nacional de Seguridad Interior (Conasin)

•	 Erradicación del Trabajo Infantil

•	 Comisión Nacional para la Erradicación Gradual y Progresiva del Trabajo Infantil

•	 Comité Técnico Nacional para la Erradicación Gradual y Progresiva del Trabajo Infantil

Descentralización municipal

•	 Comité Técnico Especial de la Asociación de Municipios de Honduras (Amhón)

•	 Comité Técnico Especial para la Elaboración de la Política Institucional de Desarrol o Económico Local, ante la Amhón
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Pequeña y Mediana Empresa

•	 Comité Consultivo del Centro de Comunicaciones Institucional y del Sistema de Seguimiento y Evaluación de Impacto Sectorial de las Mipyme

•	 Fondo de Servicios de Desarrol o Empresarial, ante la Secretaría de Industria y Comercio (sic) 

Evaluación y control

•	 Comité Consultivo de la Oficina Normativa de Contratación y Adquisiciones del Estado (oncae)

•	 Comisión de Participación de la Sociedad Civil para Reconstrucción y Transformación Nacional y Funcionarios de la Unidad Ejecutora de Programa, ante la Upet

•	 Comité de Crédito del Proyecto Apoyo Continuidad Fondo Rotario, ante la Secretaría de Trabajo y Seguridad Social (stss)

•	 Junta Directiva de Normas de Contabilidad y Auditoría Educación

•	 Fundación Schools for the Children of the World ante Secretaría de Educación

•	 Comisión Nacional de Desarrollo de la Educación Alternativa no Formal (Coneanfo)

•	 Programa de Apoyo a la Enseñanza Media en Honduras

•	 Programa para Mejorar el Impacto del Desempeño Estudiantil en Honduras Legislación y justicia

•	 Comisión Interinstitucional de Justicia Penal 

•	 Consejo Consultivo Nacional del Ambiente (Cocona)

•	 Instituto Hondureño de Comercio Exterior-Junta Directiva Fuente: tomado del Centro de Documentación de Honduras (Cedoh, 2007). 
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Anexo 3

lista de decRetos leyes y acueRdos pResidenciales emitidos poR el congReso nacional y el podeR 

ejecutivo en mateRia de exoneRación de tRibutos Fecha de 

Núm. 


Decreto

publicación

Decreto 171-98

Reforma a la Ley de Contratación del 

24/12/98

Estado

Decreto 11-85

Exoneración a la Iglesia católica

08/08/85

Decreto 167-97

Exoneración a la Iglesia católica

24/11/97

Decreto 355-2002

Exoneración a Médicos sin Fronteras

20/11/02

Decreto 70-2001

Exoneración a la enee

30/07/01

Decreto 39-2001

Exoneración a las Fuerzas Armadas

29/10/01

Decreto 23-2000

Ley de Cielos Abiertos

31/05/00

Decreto 17-2000

Exoneración a Fundación Nueva Vida

12/04/00

Decreto 196-99

Exoneración a los productores de pieles 17/12/99

terminadas

Decreto 29-99

Exoneración a iglesias evangélicas

12/04/00

Decreto 313-98

Exoneración a Educación Alternativa no 15/02/99

Formal

Decreto 311-98

Exoneración al sector público

23/01/95

Decreto 292-98

Ley de Minería

06/02/99

Decreto 199-97

Exoneración al Instituto Hondureño de la Sin fecha

Niñez y la Familia (Ihnfa)

Decreto 119-97

Exoneración a la enee y a generadores de  17/09/97

energía del sector privado

Decreto 73-96

Exoneración a espectáculos públicos a la Sin fecha

niñez

Decreto 158-94

Ley Marco del Subsector Eléctrico

26/11/94

Decreto 218-93

Exoneración de insumos para el 

Sin fecha

tratamiento del agua

Decreto 78-91

Exoneración a importación de 

25/10/91

computadoras, partes y repuestos

Decreto 136-91

Exoneración a la importación de 

15/11/91

maquinaria

Decreto 40-2004

Exoneración a compra de equipo y 

18/06/04

materiales por áreas de interés social Decreto 219-2003

Exoneración al transporte urbano

12/01/04

Decreto 156-98

Exoneración a la Policía Nacional 

18/07/98

Decreto 182-2000

Exoneración al Proyecto de Reconstrucción  21/12/00

y Mejoramiento de Abastecimiento de Agua a Tegucigalpa

Decreto 81-97

Exoneración a Proyecto Prolancho

26/08/97
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Decreto 135-85

Exoneración a proyectos desarrollados por  14/09/85

la Unión Europea

Acuerdo 1534

Franquicias a diplomáticos del cuerpo 

02/10/90

consular, organismos internacionales y agencias de cooperación internacional

Decreto 118-99

Convenio Marco del Reglamento ALA

23/10/90

Decreto 42

Exoneración al Instituto Interamericano de  21/12/72

Cooperación para la Agricultura

Decreto 33-95

Exoneración al Programa de las Naciones 27/04/95

Unidas para el Desarrol o (pnud)

Decreto 93

Exoneración a la Agencia de los Estados 06/05/61

Unidos para el Desarrol o Internacional (usaid, por sus siglas en inglés)

Decreto 44

Exoneración al Tribunal Supremo Electoral 15/05/04

Decreto 62

Exoneración al Registro Nacional de las 15/05/04

Personas

Decreto 212

Exoneración a la Banca Nacional de 

17/01/98

Suministro de Productos

Artículo 161 de la  Exoneración a la Universidad Autónoma de Constitución de la  Honduras (Unah)

República

Decreto 194-2002

Ley del Equilibrio Financiero. Exoneración a las organizaciones no gubernamentales 

(ong)

Decreto 80-2001

Exoneración al Seguro Social

14/07/01

Decreto 228-93

Exoneración al Ministerio Público

13/12/93

Decreto 213-2000

Exoneración al Instituto Hondureño del 22/12/2000

Café

Decreto 220-89

Exoneración a la Universidad Pedagógica 18/01/90

Nacional

Decreto 156-98

Exoneración a la Policía Nacional 

18/07/98

Preventiva

Decreto 37-93

Exoneración a la Agencia Alemana para la  08/09/93

Cooperación 

Decreto 304

Exoneración a la Agencia Japonesa para la  17/01/76

Cooperación Internacional

Decreto 98

Exoneración a la Organización de los 

07/07/64

Estados Americanos (oea)

Acuerdo 367

Exoneración al Fondo Monetario 

12/09/46

Internacional (fmi)

Decreto 36-2001

Exoneración al Banco Mundial

17/08/01

Decreto 38

Exoneración al Banco Interamericano de 24/12/59

Desarrol o (bid)
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Decreto 212-92

Exoneración a la Agencia Holandesa de 

11/07/93

Cooperación

Decreto 193-97

Exoneración a la Organización Mundial de  07/03/98

la Salud-Organización Panamericana de la Salud (oms-ops)

Decreto 81-2002

Ley de Solidaridad con el Productor 



Agropecuario

Decreto 356

Ley de Zonas Libres

Julio de 1976

Acuerdo 81-99

Reglamento a la Ley de Zonas Libres



Decreto 131-98

Ley de Estímulo a la Producción, a la 



Competitividad y Apoyo al Desarrollo 

Humano

Decreto 37-84 y 

Ley Régimen de Importación Temporal



Reforma en 190-86

Decreto 37-87

Ley Constitutiva de las Zonas Industriales de Procesamiento para Exportaciones (ZIP) Acuerdo 684-87

Reglamento de la Ley Constitutiva de las Zonas Industriales de Procesamiento para Exportaciones (ZIP)

Acuerdo 188-96

Reglamento de la Ley Constitutiva de las Zonas Industriales de Procesamiento para Exportaciones (ZIP) y Zonas Libres 

Turísticas

Decreto 314-98

Ley de Incentivos al Turismo (LIT)



Acuerdo 145-2005 Reforma al Reglamento de la Ley de Incentivos al Turismo (LIT)

Decreto 181-2006

Ley de la Zona Libre Turística del 



Departamento de Islas de La Bahía



Reglamento Especial para Devolución del Impuesto sobre Ventas a las 

Municipalidades

Decreto 51-2003

Ley de Equidad Tributaria



Decreto 142-89

Ley de Educación Superior



Decreto 233-2001

Ley Constitutiva de las Zonas Agrícolas de Exportación

Acuerdo 1375-2002 Reglamento de la Ley del Equilibrio Financiero y la Protección Social

Fuente: dei (2007). 
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Anexo 4

síntesis sobRe las ventajas e inconvenientes de los incentivos tRibutaRios a la inveRsión Ventajas


Desventajas

Estímulo al 

La globalización ha reducido  No son sostenibles en el me-crecimiento 

el instrumental de políticas diano y largo plazos económicas 

Comportamiento  Los incentivos «puntuales» La «generalización» de los del inversor 

modifican los precios relativos  incentivos solo reduce precios absolutos 

Promoción de 

Las zonas francas generan Las zonas francas violan normas exportaciones 

mayor actividad y empleo de  de la OECD en materia de mano de obra 

exención del impuesto a la 

renta 

Promoción del 

Genera mayor empleo al reducir  Los incentivos otorgados al empleo 

el costo salarial 

aumento de inversión física 

reducen el costo del capital y 

la tasa de utilidad 

Sostenibilidad 

El mayor nivel de actividad La generalización de los incen-fiscal 

puede generar mayores recur- tivos genera una caída de los sos tributarios en el corto plazo  recursos fiscales dado que los factores no están perma nentemente ociosos 

Equidad 

Reduce levemente el nivel de  Concentra la renta en los distributiva 

subocupación, contribuyendo  sectores de altos ingresos a mejorar la equidad 

exentos y trata de manera 

distinta a los que están en la 

misma situación 

Efectividad de los  Incrementa la tasa de retorno  Puede producir «redundancia» 

incentivos 

ex post de los proyectos 

al no conocerse la tasa ex ante 

de los proyectos 

Transparencia 

No hay elementos a favor 

Aumento de la evasión impo-

sitiva, de la discrecionalidad, 

la corrupción y el cabildeo 

(lobby)

Estructura 

No hay elementos a favor 

La reducción de las bases 

tributaria 

imponibles obliga a la aplicación 

de tributos distorsivos 

Competitividad 

Las ZPE mejoraría la compe- Conduce a guerra de incentivos interregional e 

titividad de las empresas ex- y a la degradación de los sis-internacional 

portadoras 

temas tributarios 

Tamaño del 

No hay elementos a favor 

La existencia de «gastos tribu-

Estado 

tarios» oscurece el verdadero 

nivel de intervención pública

Fuente: Gómez-Sabaini et al. 2012


nicaRagua:  

política fiscal paRa caRgaR   


a los contRibuyentes las   

péRdidas pRivadas y los   

pRivilegios de la élite

introducción

El objetivo de este capítulo es analizar aspectos relevantes de la política fiscal de Nicaragua, considerando la influencia de las élites económicas y políticas del país. En este documento se utiliza un enfoque histórico analítico que incluye el período comprendido entre 1980 y 2011, y se demuestra cómo los diferentes agentes económicos y políticos han influido en la política fiscal. 

El estudio también hace una caracterización breve de la evolución de la política fiscal durante el lapso estudiado. 

En esa sección se destaca el creciente papel del Estado en el marco del proyecto revolucionario de la década de 1980. 

Esto reflejó un aumento en la presión tributaria, así como una fuerte expansión del gasto público, financiado mediante emisión monetaria. Lo anterior contrastó con lo que, en décadas anteriores, había sido una política fiscal conservadora. Asimismo, la guerra civil de la década de 1980 

influenció en buena medida el déficit fiscal y contribuyó con un nuevo modelo de desarrollo, centrado en un papel predominante del Estado. 

En contraste con la década de 1980, en el período entre 1990 y 2011 –que incluye el subperíodo de 2007 a 273
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2011–1 se aplicaron las políticas del denominado Consenso de Washington. En el nivel macrofiscal, se retornó a las políticas conservadoras previas a la Revolución de 1979, lo que permitió erradicar la hiperinflación del segundo quinquenio de la década de 1980 y mantener una relativa estabilidad macroeconómica a lo largo de todo el período que va de 1990 a 2011. El aspecto central de la política macroeconómica fue la contención tanto del dé-

ficit del sector público no financiero (spnf), como de la emisión monetaria. 

Este capítulo también estudia la evolución de la estructura de los ingresos y del gasto público gubernamental a lo largo del período comprendido entre 1980 y 2011, en la cual destacan algunos cambios de tendencia durante el subperíodo 2000-2011 que identifican cambios en la presión tributaria. Lo anterior ocasionó un aumento signi ficativo en la participación del impuesto sobre la renta (isr), mayor peso del gasto público y, consecuente mente, un aumento en el gasto social. 

En la tercera sección se analiza la influencia de las élites económicas en la política fiscal. Se seleccionaron dos variables relevantes para ejemplificar la influencia de élites o grupos de presión (económicos o políticos) en las decisiones sobre las finanzas públicas: a) la evolución de la deuda interna; y b) la prevalencia del gasto tributario a partir de exenciones, exoneraciones y tratamientos especiales. Estas variables permitirán visualizar cómo las élites políticas y económicas influenciaron la política fiscal en Nicaragua durante el período que va de 1980 a 2011, con el afán de defender sus intereses. 

1. Este lapso incluye cuando retornó al poder el Frente Sandinista de Liberación Nacional (fsln) y se ubica en el marco de varios acuerdos con el Fondo Monetario Internacional (fmi). 
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En la cuarta sección se presentan las conclusiones; la de mayor relevancia se centra en la construcción de un poder mínimo de negociación e influencia que incluya a la sociedad civil (consumidores, asalariados, los sectores de menores ingresos y otros agentes económicos y sociales) en las decisiones de política fiscal, tanto relativas al sistema tributario, como a la orientación del gasto público. La creación de ese poder de negociación podría evitar que la política fiscal continúe reflejando principalmente los intereses de las élites políticas y económicas, ayudando así a mejorar el sistema fiscal y el fortalecimiento de la frágil institucionalidad democrática en Nicaragua. 

1. 

cAr ActerizAción breve de lA 

evolución r eciente de l A polít icA 

f iscA l de nicA r AguA (1980 -2011)

 1.1. La evolución de la   

 política macrofiscal : antecedentes De 1960 a 1971, el entorno macroeconómico de Nicaragua fue favorable. La tasa de inflación interna fue reducida al 2% y la tasa de crecimiento del pib, obtenida durante ese período, fue, hasta esa fecha, la más elevada en la historia económica de Nicaragua (Bulmer-Thomas, 1988). El déficit del sector público no financiero (spnf) fue bajo, lo mismo que la deuda pública, la presión tributaria y el tamaño del Estado. Como se verá más adelante, lo contrario ocurrió en la década de 1980, como resultado no solo de la guerra civil, sino también de una visión centrada en un creciente papel del Estado en el sistema económico. 
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La tabla 1 muestra cómo durante el período 1960-2011 se dio un cambio radical en la presión tributaria, en el peso del gasto del gobierno central y en el déficit del sector público. Como se puede observar, la presión tributaria y el peso del gasto público aumentaron significativamente en la década de 1980 y disminuyeron de 1991 a 2011. En la década de 1980, en el contexto de la guerra civil, el peso del gasto público en el pib alcanzó cerca del 40%, lo cual significa un porcentaje de más del doble de lo observado en los períodos anteriores. Ese déficit se financió principalmente con emisión monetaria, lo que provocó la hiperinflación del segundo quinquenio de la década de 1980 (Medal, 1998). 

El déficit del spnf, antes de las donaciones como porcentaje del pib, fue de menos del 1% en el período que va de 1960 a 1971, y se incrementó a 7.4% en los años de 1972 a 1978. Consecuentemente, llegó a elevarse al 16.61% 

del pib en el período de 1980 a 1990, disminuyendo con Tabla 1

pRincipales indicadoRes del sectoR público no financieRo (spnf), como poRcentaje del pib 1960-1971 1972-1978 1980-1990 1991-2011

Ingresos tributarios del 

11.65

12.90

26.52

20.06

gobierno general

Gasto del gobierno 

11.20

16.80

39.30

20.60

central

Balance antes de 

-0.93

-7.40

-16.61

-4.71

donaciones del spnf

Balance después de 

-0.62

-6.00

-15.27

-1.02

donaciones del spnf

Financiamiento externo

0.98

5.80

4.01

3.89

Financiamiento interno

-0.43

0.20

11.27

-2.83

Nota: para ser consistentes con la serie, no se utiliza la nueva estimación del pib realizada por el Banco Central en 2012. 

Fuente: elaborado con base en estadísticas del Banco Central, en 50 años de estadísticas macroeconómicas de 1960 al 2009, y estadísticas de 2010 a 2011. 
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posterioridad a 4.71% en 1990-2011. Los grandes déficit del  spnf de la década de 1980 fueron cubiertos vía financiamiento interno, a través de emisión monetaria y no mediante emisión de bonos. Ello condujo a la hiperinflación y a las híper devaluaciones de finales de ese decenio, como también muestra la tabla 1 (Medal, 1988). 

 1.2. Los intentos de reducir el desequilibrio fiscal en el segundo quinquenio de la década de 1980

Con la revolución de la década de 1980, y en el marco del objetivo estratégico de construir un nuevo sistema económico, social y político, los equilibrios macrofiscales no eran prioritarios en los primeros años. Cuando el desequilibrio fiscal condujo a la hiperinflación del segundo quinquenio de la década de 1980, el Gobierno aplicó sin éxito, en 1985 y 1988, políticas de estabilización y ajuste muy similares a las promovidas por el Fondo Monetario Internacional (fmi). Esas medidas de ajuste incluyeron la compactación de entes y ministerios, reducción de personal gubernamental, liberación de precios y disminución de los subsidios generalizados a productos básicos y a las tarifas públicas (bcn, 2010). De hecho, en los años que van de 1986 a 1989 de la administración del fsln, tuvieron lugar intentos fallidos de rectificación de las políticas económicas y se intentó, tardíamente, realizar un ajuste fiscal (Acevedo y Neira, 1992). 

A comienzos de la década de 1980, el gobierno del fsln reformó el impuesto sobre la renta (isr o ir en Nicaragua) y estableció tasas marginales progresivas del 6 

al 60% para las personas naturales; del 45% para las personas jurídicas; del 50% para las actividades comerciales 
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y del 40% para el sector agropecuario. Se estableció a cuenta del ir un anticipo mensual del 7% sobre ingresos brutos, un impuesto al patrimonio neto y un Impuesto de Contribución Patriótica.2 Sin embargo, a pesar de ese aumento en las tasas de los impuestos directos, siguió prevaleciendo un sistema tributario regresivo, con marcado predominio de los impuestos indirectos. Por su parte, la hiperinflación del segundo quinquenio de la década de 1980 implicó un impuesto denominado «impuesto inflación», que redujo sustancialmente los salarios reales de la fuerza de trabajo. Ello fue amortiguado parcialmente por una política de subsidios enfocados en bienes y servicios básicos. 

 1.3  El intento de construcción de un nuevo tipo de Estado y la política fiscal En la década de 1980 se produjo en Nicaragua un cambio sustancial en la política macrofiscal, al igual que un intento de construcción de un nuevo tipo de Estado ( StateBuilding) que respondería a la denominada lógica de las mayorías (Gobierno de Nicaragua, 1980). En la década de 1980, el país se vio involucrado en la confrontación Este-Oeste, lo que condujo a la guerra civil de ese período. Aunque el modelo económico se denominó «de economía mixta», el objetivo a largo plazo era el modelo socialista (Baumeister, 1988). Sin embargo, no se pudo instaurar un socialismo en términos económicos. 

2. Este impuesto sería utilizado para financiar la reconstrucción del país después de la guerra insurreccional contra el régimen de los Somoza, la cual tuvo lugar, principalmente, de 1977 a julio de 1979. 
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La guerra civil y el entorno político de la década de 1980 tuvieron indudable influencia en la política fiscal. 

Estos fueron algunos de los principales factores, pero no los únicos, que ocasionaron el creciente déficit fiscal que fue financiado mediante emisión monetaria. La participación del sector público en el pib pasó del 15%, en 1978, al  41% en 1980, antes del inicio de la guerra civil contrarrevolucionaria. Esta confrontación armada también fue una de las causas principales de la explosión de la deuda pública externa del período que va de 1979 a 1990, la cual aumentó de us$ 1,561.8 millones, en 1979, a us$ 

10,715.0 millones al finalizar el gobierno del fsln, en 1990. Este monto es equivalente a siete veces el pib de 1990 (us$  1,516.6 millones). Esa deuda pública fue condonada por los países del antiguo bloque socialista Gráfica 1

deuda pública exteRna

(En millones de dólares)

Nota: para ser consistentes con la serie, no se utiliza la nueva estimación del pib realizada por el Banco Central en 2012. 

Fuente: elaborado con base en estadísticas del Banco Central, en 50 Años de estadísticas macroeconómicas de 1960 al 2009, y estadísticas de 2010 a 2011. 
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durante la Guerra Fría y por la Iniciativa de Alivio de la Deuda para los Países Pobres Altamente Endeudados (hipc, por sus siglas en inglés). 

Para mantener el modelo y la estructura del poder político del gobierno revolucionario durante la década de 1980, se utilizó tanto el déficit fiscal, como la deuda pú-

blica externa. El creciente déficit del spnf (véase tabla 1) y la creciente deuda pública externa durante esa década fueron un efecto no deseado del intento de construir un nuevo tipo de Estado revolucionario dentro de un contexto histórico determinado, cuando aún prevalecía la Guerra Fría y la confrontación Este-Oeste. 

El contexto ideológico y político también influenció los aspectos macroeconómicos de: a) la disciplina monetaria y b) la disciplina fiscal (el «fondo monetarismo»).3 

Bajo la influencia de la escuela estructuralista latinoamericana para la izquierda ideológica, los equilibrios fiscales no se consideraban prioritarios (Griffith-Jones, 1981). 

Luego de la hiperinflación y las híper devaluaciones sufridas en Nicaragua durante el segundo quinquenio de la década de 1980, se pudo observar, en toda su plenitud, los efectos de los desequilibrios fiscales. 

En la década de 1980, el intento de construir un nuevo tipo de Estado fracasó. Igualmente fracasaron los intentos del gobierno sandinista, en 1985 y 1988, de aplicar políticas de estabilización y ajuste. El derrumbe del bloque socialista a finales de la década de 1980, que terminó con el vital financiamiento que provenía del bloque del Este, así como el desgaste ocasionado por la guerra civil, condujeron a elecciones que resultaron en un cambio de gobierno en abril de 1990. Se presentaron cambios en el modelo 3. Fue conceptualizada al inicio del gobierno sandinista como una política propia de la derecha política. 
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económico y la política fiscal. Utilizando la expresión reciente de Edelberto Torres Rivas (2011), lo que resultó de la Revolución Sandinista fue una revolución sin cambios revolucionarios. Ello es válido tanto en el ámbito político como en el de la política fiscal. 

Tras el cambio de gobierno, en abril de 1990, y a lo largo del período que inicia ese mismo año y abarca hasta 2011, se aplicaron programas de estabilización y ajuste estructural. A partir de 1993 se firmaron cuatro acuerdos con el fmi, y se introdujeron políticas fiscales enmarcadas, de manera parcial, en el denominado Consenso de Washington. En el nivel macrofiscal se produjo, entre 1990 y 2011, una especie de retorno a las políticas del período que va de 1950 a 1979, con el propósito de aplicar políticas fiscales prudentes de reducción del déficit del spnf y no utilizar emisión monetaria para financiarlo. A lo largo del período 1990-2011, los déficit fueron costeados principalmente mediante financiamiento externo (véase tabla 1). 

Los recursos de la cooperación internacional bilateral y el financiamiento concesional de organismos multilaterales resultaron fundamentales. La cooperación internacional financió cerca del 80% del Programa de Inversión Pública a lo largo de todo el período que va de 1990 a 2011. La no utilización de emisión monetaria para financiar el déficit fiscal, junto con la conversión monetaria de 1990 

y la utilización inicial de un tipo de cambio fijo, permitió terminar, en 1991, con la hiperinflación y las híper devaluaciones de la década de 1980. También posibilitó que de 1990 a 2011 se mantuviese una relativa estabilidad macroeconómica. La ayuda internacional y las remesas familiares fueron el principal sostén de la economía durante dicho período. 
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Tanto en el período 1990-2011, como en el que va de 1960 a 1979, la política macrofiscal de Nicaragua se enmarcó en el enfoque monetario-fiscal de la balanza de pagos. Este enfoque señala que en una economía pequeña, altamente abierta, con un sistema cambiario fijo o semifijo (como el deslizamiento cambiario que existió de 1990 a 2011), expansiones excesivas de la oferta de dinero, como el caso de déficit fiscales crecientes financiados con emisión monetaria, se traducen en pérdidas de reservas internacionales y presiones inflacionarias. Es por ello que en todos los acuerdos con el fmi, desde 1993 hasta 2011, las variables centrales fueron: a) la reducción del déficit fiscal; b) el control de la emisión monetaria; y c) el sostén de las reservas internacionales sobre un mínimo requerido. 

Al tomar en cuenta el contexto presentado y al considerar la ausencia de un fondo de estabilización fiscal en Nicaragua, así como la prevalencia de una elevada deuda pública elevada, puede subrayarse que la política fiscal discrecional no ha desempeñado un papel anticíclico. 

Por el contrario: ha sido procíclica o, a lo sumo, neutral.4 

Históricamente, durante el siglo xx –con excepción de la década de 1980– Nicaragua no aplicó políticas macroeconómicas keynesianas anticíclicas discrecionales (Medal, 1988). Más recientemente, a raíz de la recesión de 2009, se introdujo una política fiscal discrecional contractiva, lo contrario a una política anticíclica, aprobándose en 2009 una reforma tributaria de carácter recaudatorio. 

En 2009 hubo una contracción del pib. Además, se observó un ligero*aumento en la relación gasto público/

pib, con lo que se redujo la presión tributaria. Como 4. El carácter procíclico de la política fiscal, incluyendo todo el período comprendido entre 1960 y 2010, fue estudiado recientemente por Villa Gómez (2011). 
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resultado de la recesión, la recaudación de impuestos se presentó como estabilizador automático. En el período de 1990 a 2011 no existió mayor margen para políticas fiscales anticíclicas, dada la elevada deuda pública que prevaleció y debido a que en Nicaragua no se creó un fondo de estabilización fiscal, como propuso el fmi en 2006. 

Entre 1990 y 2011 se produjo un acuerdo tácito entre las élites económicas y políticas para mantener una política fiscal prudente. Se reiteró, en este nuevo período, el viejo modelo de acumulación de desarrollo hacia afuera basado en la agroexportación. De hecho, Nicaragua continuó exportando los mismos bienes de un siglo antes, a lo que se adicionó la maquila y las zonas francas, la cuales fueron incentivadas mediante generosas exenciones fiscales. 

Además, hubo un acuerdo tácito entre las élites en cuanto a evitar las hiperinflaciones y las híper devaluaciones que se habían vivido durante la década de 1980. 

Para lograr estos propósitos, se requerían políticas macroeconómicas prudentes, que evitasen el déficit fiscal. 

Prueba de ello es que en 2007, al retornar al poder el fsln, se dio continuidad a las mismas políticas económicas y fiscales de los Gobiernos anteriores. En ese marco, en octubre de ese mismo año se suscribió el cuarto acuerdo con el fmi. También se prosiguió con las políticas neoliberales de libertad de precios, libertad de comercio, des gravación arancelaria, liberalización financiera y comercial, libre convertibilidad y promoción de la inversión extranjera. Además, se mantuvo la privatización de servicios públicos que tuvo lugar en la década de 1990. 

Aunque de 1990 a 2011 existió continuidad en la política macrofiscal, es importante destacar diferencias entre subperíodos. De 1990 a 1996, en búsqueda de la estabilidad macroeconómica, se disminuyó sustancialmente 
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la presión tributaria como relación déficit del spnf/pib. 

Posteriormente, entre 1997 y 2001, se utilizó una política fiscal expansiva financiada mediante los fuertes flujos de cooperación externa que surgieron a raíz de los efectos del Huracán Mitch, de 1999. Lo anterior forzó una política fiscal contractiva en 2002-2003, para restablecer los equilibrios fiscales. En el subperíodo 2004-2011, se observó una expansión tanto en la presión tributaria como en la relación gasto público/pib. 

El principal cambio del subperíodo 2007-2011, cuando el fsln retornó formalmente al poder, fue la utilización de una especie de presupuesto paralelo financiado por la cooperación venezolana. Ello vino a fortalecer la estructura del poder político y a afianzar el surgimiento de una nueva élite económica. Aunque la cooperación venezolana surgió de un acuerdo de Estado a Estado, con posterioridad se le dio un carácter privado en el nivel jurídico. Los recursos se canalizaron por conducto de la cooperativa Alba-Caruna y de empresas del Grupo Alba. El monto total aportado por la cooperación venezolana en este subperíodo ascendió a us$ 2,231 millones, lo que equivale al 33.6% del gasto programado en el Presupuesto General de la República para ese lapso. 

De esa cuenta, en la historia reciente del país han existido dos presupuestos: el oficial, regido por los acuerdos con el fmi centrados en la disciplina fiscal para mantener la estabilidad macroeconómica, y el presupuesto paralelo de la Cooperación Venezolana, usado de manera discrecional y poco transparente, con fines de clientelismo político y para financiar la consolidación de una nueva élite económica. 

Precisamente, dada la falta de transparencia, no es posible analizar el monto de recursos que provienen de esta cooperación y que se canalizan hacia programas sociales; tampoco es viable precisar el peso de una nueva élite 
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Gráfica 2

gasto público y coopeRación venezolana (En millones de dólares)

Fuente: Icefi con base a fuentes primarias. 

económica relacionada con altas esferas del Gobierno, conformada por un grupo de poder que, con los recursos del Alba, ha adquirido varias empresas, incluyendo diversos medios de comunicación ( Diario La Prensa,  por ejemplo). 

Después de las elecciones municipales de 2008 el Gobierno perdió el financiamiento líquido proveniente principalmente de países europeos del Grupo de Apoyo Presupuestario, así como el financiamiento de la Cuenta del Milenio de los Estados Unidos, que era canalizado fuera del presupuesto público. Los elevados montos de la Cooperación Venezolana y el sustancial financiamiento de los últimos años proveniente de organismos multilaterales (bid, bcie, bm, pnud) han permitido una relativa holgura financiera al Presupuesto General de la República. 

Debe destacarse que en la estructura del financiamiento al presupuesto ha disminuido el peso de las donaciones y aumentado el de los préstamos, lo cual ha incrementado la deuda pública externa. La disminución de donaciones no ha dejado de incidir en las inversiones públicas, que han permanecido relativamente estancadas durante los 
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últimos años. A pesar de ello, lo anterior ha sido compensado por un aumento en la inversión privada, incluyendo la realizada por las empresas del Grupo Alba. 

2. 

lAs refor mAs Al sistemA tributArio 

dur A nt e el per íodo 1990 -2011

En este período tuvieron lugar varias reformas tributarias; algunas se enmarcan en las políticas del Consenso de Washington, pero no puede afirmarse que la estructura tributaria de Nicaragua y la orientación del gasto público son mayoritariamente acordes con esos lineamientos de política. 

En el subperíodo que va de 1990 a 1996, se eliminaron los impuestos a las exportaciones y se simplificó el impuesto sobre la renta (ir) para las personas naturales al reducirse a cinco los estratos de la renta gravable. Para las personas jurídicas (empresas), la alícuota marginal máxima del ir se redujo del 60 al 30%, y se disminuyó la retención anticipada del mismo impuesto, del 7 al 1%. Se eliminaron los gravámenes al patrimonio neto y a las ganancias de capital, así como la sobretasa a los impuestos directos (pnd, 1995). Se estableció un sistema de renta presuntiva mínima del 4% sobre el patrimonio, y del 2% sobre los ingresos brutos. El impuesto de bienes inmuebles fue trasladado a las alcaldías. 

En el marco de la Ley de Justicia Tributaria y Comercial, se redujo en 1997 la tasa del ir para las empresas, la cual pasó del 30 al 25%. Luego, con la Ley de Equidad Fiscal, de 2003, se volvió a incrementar la tasa al 30%, bajo un sistema de tasa  flat o uniforme. Para las personas naturales 
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se conservó un sistema de tasas marginales progresivas, con una tasa marginal máxima del 30%. 

Paralelamente a las reformas al ir se redujeron los aranceles a las importaciones, y la tasa de protección nominal promedio disminuyó, pues pasó del 43% de 1990, al 14%, de 1996. En 2011, la tasa decreció a alrededor del  6%. El proceso de desgravación arancelario y de liberalización comercial externa, que incluyó importantes tratados comerciales, disminuyó la importancia del Derecho Arancelario a la Importación (dAi) dentro de la estructura de los ingresos tributarios. Algo similar ocurrió en el resto de los países centroamericanos, como reflejo de la nueva estrategia de regionalismo abierto o de integración hacia afuera, que reemplazó al viejo modelo cepalino5 de industrialización por sustitución de importaciones, que incluía un elevado proteccionismo arancelario. 

A lo largo del período que va de 1990 a 2011, se dieron importantes reformas tributarias plasmadas en leyes y enmarcadas en los principios de generalidad, universalidad y neutralidad de los tributos. Esas leyes fueron: a) Ley de Justicia Tributaria y Comercial, de 1997; b) Ley de Ampliación de la Base Tributaria, de 2002; y c) Ley de Equidad Fiscal, de 2003 (y sus reformas, de 2005 y 2009). 

La Ley de Equidad Fiscal se centró en reformas al impuesto al valor agregado (ivA), mediante las cuales se uniformaba la tasa al 15% y se aplicaba el principio de tasa cero del ivA solo a las exportaciones, basándose en el principio de que los impuestos no se exportan. La reforma de 2003 

estableció, además, un pago mínimo del ir del 1% sobre activos, excepto para las instituciones financieras (para 5. Relativo a la Comisión Económica para América Latina (Cepal). 
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las que el pago mínimo se fijó en el 0.6% sobre el promedio mensual de los depósitos). 

En 2009, por medio de la Ley 712, se reformó la Ley de Equidad Fiscal de 2003. La nueva ley introdujo un sistema de renta cedular (no global), contrario al principio de equidad horizontal y vertical de los tributos. Con la Ley 712 se estableció una tasa del ir preferencial para la renta pasiva (intereses y dividendos), y una tasa mayor del  30% para la renta empresarial activa; además, se continuó con el sistema de tasas marginales progresivas, con una tasa máxima del 30% para los asalariados. El sistema cedular de la Ley 712 y la tasa  flat uniforme del 30% para todas las empresas han afectado fuertemente a las clases medias, a los asalariados y a las pequeñas empresas. Representan un acuerdo entre élites empresariales y políticas (Medal, 2010; Báez 2010). 

 2.1. La reorientación del gasto público en el período 19902011

De 1980 a 2011, Nicaragua experimentó cambios radicales en el peso del gasto público con relación al pib. La relación gasto público/pib aumentó en la década de 1980, disminuyó en la siguiente y creció a partir de 2002. El comportamiento anterior tuvo paralelamente un cambio en la orientación del gasto. En la década de 1980 aumentó en gran medida el gasto militar y el peso de los subsidios, lo cual disminuyó significativamente al comienzo del siguiente decenio, con la finalización de la guerra civil (Banco Mundial,  Public Expenditure Review, 2008). 

Entre 2001 y 2011 pueden destacarse dos nuevos fe-nó menos con relación al gasto público: a) el incremento significativo en el gasto social como resultado del alivio 
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generado por la Iniciativa de Países Pobres Altamente Endeudados (hipc, por sus siglas en inglés); y b) el creciente peso del servicio de la deuda interna. La tendencia a aumentar el gasto social fue influenciada por los organismos internacionales mediante la promoción de políticas de combate a la pobreza. El alivio de la condonación de deudas de la hipc se condicionó a que los recursos se canalizaran hacia el gasto social. 

El gasto del gobierno central enfocado en la reducción de la pobreza se incrementó, pasando del 8.5% del pib, en 2000, al 11.23%, en 2006, y a cerca del 13% en 2011. 

En 2000, este gasto representó el 39.9% del gasto total del Ejecutivo, porcentaje que se incrementó al 56.8% en 2003. Por otra parte, en 2000 el pago de intereses y la amortización de la deuda interna representaron el 21% 

del servicio total de la deuda, porcentaje que se incrementó al  84% cuatro años más tarde. Este creciente peso del servicio de la deuda pública interna se originó en dos hechos conocidos: a) el vencimiento de los bonos de pago por indemnización (bpi); y b) las quiebras bancarias del período que va de 1998 a 2001, lo que será detallado más adelante. 

A pesar del aumento en el gasto social que se dio de 1990 a 2011, de acuerdo con diversos estudios persistió, en el período, la necesidad de mejorar la focalización del gasto. Por un lado, se ha subrayado la existencia de inequidades en la estructura retributiva del sector público, así como la necesidad de una ley retributiva de dicho sector (Banco Mundial, 2008). Asimismo, se ha observado una marcada desproporción entre la asignación a las universidades públicas (gasto no pro pobre), en contraste con los recursos canalizados a la educación primaria, técnica y vocacional, que favorece a los más pobres (Banco Mundial, 2008). La burocracia estatal y las universidades 
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públicas no son propiamente una élite económica, pero constituyen un grupo de presión que limita la posibilidad de una mejor focalización del gasto público. 

3. 

élites económicAs   

y su i nfluenci A en l A polít icA fiscA l 3.1. Marco de análisis

El presente análisis utiliza parcialmente el enfoque de Schneider (2011), que incluye un estudio de la política fiscal no solo como resultado de criterios técnico-económicos, sino como producto de la interacción de diferentes agentes económicos, sociales y políticos. Las decisiones sobre política fiscal no son tomadas por un planificador social, sino que son el resultado de las negociaciones de un conjunto de actores, cada uno con sus preferencias e incentivos. En dicho proceso, el peso de los diferentes actores es desigual, lo que influye en gran medida en la política fiscal, la estructura tributaria y la orientación del gasto público. La búsqueda de rentas por parte de los diferentes actores y la influencia de los conflictos sociales y políticos se incluyen como parte del marco de análisis para ilustrar el uso de la política fiscal por los referidos actores económicos y políticos. 

La política fiscal se enmarca también en una visión del papel del Estado en el sistema económico. El papel del Estado va más allá de la política fiscal, cuya evolución histórica concreta permite concebir la visión predominante del poder político sobre la naturaleza y papel del Estado. 

Lo anterior es particularmente relevante en el caso de 
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Nicaragua, donde tuvo lugar un proceso revolucionario en la década de 1980. 

Cabe destacar que el concepto de  élites, en este capítulo, se utiliza en sentido amplio, incluyendo no solo a las élites económicas, sino además a las políticas.6

Las dos variables relevantes seleccionadas para ejemplificar la influencia de élites o grupos económicos o políticos de presión en las decisiones sobre la política fiscal son: a) la evolución de la deuda interna; y b) la prevalencia del gasto tributario en forma de exenciones, exoneraciones y tratamientos especiales. Ambas variables permiten visualizar cómo estas élites utilizaron la política fiscal durante el período que va de 1980 a 2011. 

La deuda interna se originó en dos hechos significativos: a) la emisión de bonos de indemnización a partir de 1993, con el objeto de compensar los bienes confiscados por la Revolución de la década de 1980; y b) la emisión de bonos realizada inicialmente por el Banco Central, que posteriormente incorporó el pago de su servicio en el presupuesto del gobierno central para cubrir las quiebras de varios bancos privados entre 1999 y 2001. En ambos casos, las élites económicas y políticas entraron en un acuerdo para proteger los intereses de la estructura de poder dominante, argumentando razones de Estado y de estabilidad financiera para la creación de deuda interna. El costo económico de este arreglo entre élites se reflejó, y aún se refleja, en el Presupuesto General de la República. 

6. El concepto de  élite debe incluir no solo a la oligarquía o a poderosos grupos empresariales y al capital internacional, sino que debe hacerse extensivo a las élites políticas que concentran el poder de decisión, tanto en materia fiscal, como en relación con la naturaleza del proyecto de modelo de desarrollo y acumulación. 
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La segunda variable seleccionada para visualizar la influencia de las élites en la política fiscal es la prevalencia de exenciones, exoneraciones y un trato fiscal especial, resultado de acuerdos entre ellas. 

 3.2. La deuda interna

 La reconfiguración de las élites durante la década de 1980 y el origen de la deuda interna La Revolución Sandinista produjo una reconfiguración de las élites. Por un lado, erradicó totalmente a la élite económica vinculada con la dictadura de los Somoza y, por el otro, generó fuertes divisiones en los sectores empresariales. Al sector empresarial se le clasificó en dos: a) la «burguesía contrarrevolucionaria»; y b) los «empresarios patrióticos». Los primeros incluían no solo a miembros de los antiguos grupos económicos dominantes, que se aglutinaban antes de la década de 1980 alrededor de los desaparecidos Banco de América y Banco Nicaragüen-se, sino también a latifundistas y campesinos medios opuestos a la estatización de la agroindustria. Los «empresarios patrióticos» fueron los que respaldaron o simplemente se acomodaron al nuevo régimen. Este segmento incluía a algunos empresarios fuertes que permanecieron en el país durante la década de 1980. 

A varios de los integrantes de la «burguesía contrarrevolucionaria» les confiscaron sus propiedades. Estas acciones se extendieron, inclusive, a viviendas que eran propiedad de sectores de la clase media urbana. Aunque es difícil señalar el monto de las incautaciones, basta mencionar que solo en el primer año de la Revolución se confiscaron 180 empresas y más de 500 mil hectáreas de 
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tierra (Cruz, 2005). En 1990, la Corporación Nacional del Sector Público, que aglutinó a empresas estatales de los diferentes sectores de la economía, controlaba 351 

compañías que producían el 31% de la producción nacional (Spalding, 1994). 

Los «empresarios patrióticos» recibieron fuertes subsidios e incentivos vía créditos con tasas de interés reales negativas, condonaciones de deuda gracias a los amplios financiamientos (otorgados por la banca nacionalizada y financiados en última instancia gracias a la emisión monetaria del Banco Central), además de asignación de divisas al tipo de cambio oficial, fuertemente sobrevalora-do (Biondi Morra, 1989). Lo anterior generó fuertes pérdidas al Banco Central. 

Entre esos «empresarios patrióticos» se incluía a un sector vinculado con el agro y aglutinado en torno a la Unión Nacional de Agricultores y Ganaderos (unAg), que fue denominada «burguesía chapiolla». Surgió también un nuevo segmento empresarial urbano al que Sergio Ramírez7 denominó «la burguesía de delantal», vinculada con el comercio informal. Dados los controles estatales y la caída drástica de los salarios reales que tuvo lugar en la década de 1980, se amplió de manera sustancial el sector informal. Aunque esa «burguesía de delantal» y la 

«burguesía chapiolla» difícilmente pueden considerarse como élites económicas, segmentos de ellas acumularon recursos significativos fuera del marco y la aplicación del ir. La evasión fue generalizada y la recaudación del ir se concentró en las escasas grandes empresas del sector for-7. Sergio Ramírez, político y escritor. Fue integrante en 1979 de la Junta de Gobierno y luego vicepresidente de la República en el segundo quinquenio de la década de 1980; se retiró del fsln en el decenio siguiente. 
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mal de la economía. Los mencionados sectores continuaron desempeñando un papel importante en el período 1990-2011. 

A finales de la década de 1980, la dirigencia sandinista reconoció en privado el fracaso del modelo económico, con lo cual disminuyeron las confiscaciones y se hizo un llamado a iniciar un proceso de concertación con el sector empresarial con el fin de reactivar la economía (Spalding, 1994). El fsln intentó, tardíamente, una alianza con buena parte del sector empresarial privado del país, lo que llevó a un proceso de negociación política para finalizar la guerra civil, que se concretó en los  Acuerdos de Esquipulas. 

Consecuentemente, se celebraron las elecciones de 1990 

que resultaron en un cambio tanto de gobierno como del modelo de desarrollo económico y social. El intento de construir una economía socialista había fracasado. 

 Los bonos de indemnización como consecuencia de las confiscaciones de la década de 1980

El fsln no esperaba perder las elecciones de febrero de 1990; ante la sorpresa del triunfo de la oposición, se presentó, durante el período de transición al nuevo gobierno,8 un proceso de emisión de leyes (números 85, 86, 87 y 88) por medio de las cuales se produjo una transmisión masiva de bienes estatales a manos de particulares.9 

Lo anterior incluía desde empresas, fincas y haciendas, hasta casas de habitación y vehículos propiedad del Estado. 

El caso de Nicaragua ilustra que no solo existen mecanismos por los que se trasmite el poder económico 8. Período de marzo a abril de 1990. 

9. Coloquialmente, este proceso se conoce como «la piñata». 
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al político, sino también mecanismos mediante los cuales se sigue la ruta inversa. Estas mutaciones explican la reconfiguración de las élites durante el período 1990-2011. Sectores del fsln, después de la derrota electoral de 1990, se transformaron en empresarios privados (Spalding, 1994). Como mencionó Cruz (2005) «[…] los guerrilleros de otrora se transformaron en grandes terratenientes o rentistas». Más recientemente, el uso discrecional de los significativos montos de la Cooperación Venezolana en el período que va de 2007 a 2011 dio lugar al fortalecimiento de un grupo empresarial  sui generis, que puede tipificarse como una nueva élite económica. No resulta posible caracterizar de manera precisa a esta nueva élite, ni precisar su poder económico ya que, como se señaló, no existe transparencia con respecto a las empresas que se han adquirido con fondos del Alba. 

También cabe mencionar que, paralelo al surgimiento de esta nueva élite, tuvo lugar, a partir de 1990, una reconfiguración de las viejas élites. Por un lado, empresarios que habían emigrado durante la década de 1980 

regresaron al país a reiniciar actividades y, por el otro 

–so bre todo a partir de 2000, en el marco del proceso de reinserción en la economía mundial–, se comenzaron a recibir significativos flujos de inversión extranjera directa (ied). Parte de esa ied se canalizó hacia la adquisición de empresas existentes, incluyendo bancos o empresas de servicios públicos que habían sido privatizados, como energía eléctrica y telefonía, mientras que otra parte se destinó a inversiones en maquilas y zonas francas. Ello implicó un cambio significativo con relación a la configuración de las élites durante el período que va de 1950 

a 1978 (previo a la Revolución de 1979). En ese entonces, las élites y el capital eran predominantemente nacionales. 

A partir de 2000, la influencia del capital internacional 

296

 Política fiscal: expresión del poder de las élites... 

se tornó relevante. Se crearon alianzas entre las viejas y las nuevas élites basadas en el capital internacional. 

La motivación del fsln para realizar, después de la derrota electoral de febrero de 1990, una apropiación privada masiva de bienes estatales, incluía tanto el favorecer a su base política, como el garantizar la seguridad económica de sus dirigentes, varios de los cuales se transformaron en nuevos propietarios de medios de producción. Surgió, de esa manera, una nueva élite económica que se configuró de manera más gradual que durante la larga dictadura de los Somoza, en el período de transición al nuevo gobierno (entre febrero y abril de 1990). Incluso se utilizó los bienes del Estado para realizar un proceso primitivo de acumulación capitalista.10 Lo anterior llevó a la aplicación del principio del Estado-botín, muy enraizado históricamente en Nicaragua. 

Al perder las elecciones, en febrero de 1990, el fsln también anunció que iba a «gobernar desde abajo» y promovió, particularmente en los años 1990-1993, una serie de asonadas y disturbios que obligaron al gobierno pre-sidido por Violeta Barrios de Chamorro a una negociación. 

A pesar de su victoria electoral, la administración de la señora Chamorro no tenía fuertes lazos ni con los partidos políticos que la llevaron a la Presidencia, ni con organizaciones de masas. Inclusive, sus vínculos con las élites económicas eran débiles (Spalding 1994). El problema de las propiedades confiscadas implicaba un serio conflicto social, dado que por un lado quienes se beneficiaron con ellas estaban dispuestos a defender como propio aquello de lo que se adueñaron durante «la piñata» 

y, por el otro, aquellos a quienes la Revolución confiscó 10. Acumulación capitalista, en alusión al pensamiento de Karl Marx. 
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bienes exigían su devolución. En el medio, como una especie de árbitro, el gobierno de la señora Chamorro. Se advirtió, entonces, que los esfuerzos debían enfocarse en tratar de consolidar un difícil proceso de pacificación del país. 

La debilidad del Gobierno y la fortaleza del fsln –que continuó al inicio de la década de 1990 controlando a la Policía y a las Fuerzas Armadas– lideraron la devolución de los bienes confiscados a sus antiguos propietarios, inclusive a los no vinculados con la familia Somoza.11 Lo anterior llevó al Gobierno a convocar un proceso de concertación y a la emisión gradual, pero masiva, de Bonos de Pago por Indemnización (bpi) a veinte años plazo y al 3% de interés. Los bpi tenían el objeto de compensar a los confiscados de la década de 1980, ya que no era factible la devolución de sus bienes. La emisión de bonos fue el origen de la deuda interna de Nicaragua en la que el déficit fiscal se financió con emisión monetaria. 

La principal motivación del gobierno de la señora Chamorro al acceder a la creación de la deuda interna gracias a los bonos de indemnización fue evitar una confrontación con el fsln, que había mostrado amplia capacidad para desestabilizar al Ejecutivo. La motivación del  fsln fue tanto favorecer a su base política como facilitar el surgimiento de una nueva élite empresarial: los antiguos guerrilleros se volvieron capitalistas. Algunos de los grupos económicos confiscados nunca aceptaron como válido jurídicamente el acuerdo entre el Gobierno y el fsln, y mantuvieron el principio de la ilegalidad de las confiscaciones de la década de 1980. 

11. Con respecto a la familia Somoza, prevaleció un consenso nacional casi generalizado acerca de que el origen de sus bienes fue ilegítimo. 
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Se implementó una serie de medidas para intentar resolver el problema de la propiedad, entre ellas: creación de un mecanismo de revisión de confiscaciones (decretos 11-1990 y 23-1991); apertura de la Oficina de Cuantificación de Indemnizaciones; generación de un procedimiento para la valoración de bienes (Decreto No. 51-1992); y establecimiento del Sistema de Compensación por Medio de Bonos (Decreto No. 56-1992). Otras medidas importantes fueron la instalación de un organismo central encargado de la administración y privatización de las empresas y bienes estatales (Decreto 7-1990); la organización detallada y computarizada de todos los bienes reclamados por sus anteriores dueños (Decreto 23-1991); y la creación de la Procuraduría de la Propiedad (Decreto No.  46-1992). Se estableció, además, que los bonos de indemnización, valorados al 50% de su valor facial, podrían utilizarse para adquirir bienes y empresas estatales sujetas al proceso de privatización. 

La primera emisión de los bpi tuvo lugar en 1993, a un plazo de quince años. Los saldos de la deuda interna por emisión de los Bonos alcanzaron, en 2003, los us$ 

853 millones, monto portentoso si se lo contrasta con el reducido pib de Nicaragua. Ese servicio (capital e intereses), incluido en el Presupuesto General de la República, alcanzó un monto de us$ 124.5 millones en 2007, equivalente al 11.4% del gasto total del gobierno central. En 2008 y 2009, el servicio de los bonos de indemnización fue equivalente al 10.2% del gasto total del gobierno central en esos mismos años (véase tabla 2). Los bienes expropiados fueron, en su mayor parte, privatizados por la 

«piñata» a inicios de la década de 1990; el costo del pago de los bpi (muy elevado con relación al reducido presupuesto del gobierno central) fue socializado a través del pago de su servicio en el Presupuesto General de la Re-
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Tabla 2

los bonos de pago poR indemnización (En millones de dólares)

Servicio/ 

Gasto 


gasto del 

Emisión de 

Saldo  


total del 

Año

Servicio

gobierno 

bpi y cbpi

bpi y cbpi

gobierno 

central 


central

(%)

2003

58.4

853.3

31.2

700.2

4.5

2004

56.2

909.5

51.2

750.4

6.8

2005

124.8

966.7

70.6

868.9

8.1

2006

59.4

974.5

92.4

1006.7

9.2

2007

7.1

897.5

124.5

1093.7

11.4

2008

13.3

816.7

132.2

1290.3

10.2

2009

18.4

739.8

131.7

1288.6

10.2

2010

16.3

668.4

120.1

1310.5

9.2

2011

15.6

600.6

112.2

1655.9

6.8

Fuente: Banco Central (varios años). Informes de deuda pública de Nicaragua. 

pública. Algo parecido sucedió, como señalaremos a conti nuación, con las quiebras bancarias ocurridas entre 2009 

y 2011. 

 La deuda interna originada por las quiebras bancarias : los actores, su proceso de creación y la motivación de las élites En 1979, la banca privada se nacionalizó. Como consecuencia del cambio de gobierno de 1990, se creó nuevamente una banca comercial privada. La banca estatal desapareció durante el período 1990-2011. Los propietarios de los nuevos bancos privados incluían a actores tanto de las viejas como de las nuevas élites económicas. Entre las pri meras se encontraban algunos empresarios que emi-graron en la década de 1980 y, entre las segundas, había una mezcla de empresarios sandinistas y antiguos 
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funcionarios de la banca estatal. Entre 1990 y 2001 

tuvieron lugar varias quiebras bancarias, muchas de ellas resultado de operaciones fraudulentas y contrarias a las normas prudenciales y leyes bancarias vigentes. 

El caso más aparatoso fue la quiebra del Interbank, cuyos directivos tenían estrechas relaciones con el fsln. 

Según el informe de la Superintendencia de Bancos (sib), Interbank realizó «operaciones irregulares» y «actos que aparentaron ser fraudulentos» (sib,  2001). Entre esos actos se incluyó una concentración de la cartera de préstamos en el Grupo Centeno. La sib estimó inicialmente que las pérdidas que ocasionó al Estado la quiebra de Interbank superaron los us$ 220 millones. 

Durante el período comprendido entre 1999 y 2011, otros bancos quebraron. El Banco del Sur S. A. fue intervenido por la sib en 1999 y su liquidación finalizó en 2001. El Banco de Crédito Popular (bcp), último banco comercial estatal que quedaba, fue cerrado en 1999, debido a que había sido descapitalizado por malos préstamos (sib,  2001). El Banco del Café de Nicaragua S. A. fue liquidado forzosamente en 2000. En este último, la sib se ñaló problemas de concentración de créditos, préstamos a partes relacionadas, acuerdos con microempresas pertenecientes a socios y directivos del mismo banco, todos, lesivos a los intereses de la entidad. El Banco Mercantil S. A. fue intervenido y cerrado en 2001, debido a graves problemas de liquidez. El Banco Nicaragüense de Industria y Comercio S. A. (Banic) –de capital mixto, privado y estatal– quebró en 2001, presuntamente por operaciones fraudulentas durante la dirección de empresarios vinculados con el presidente Alemán. Los activos y pasivos del Banco Inmobiliario de Nicaragua S. A. (Pribanco) fueron adquiridos por el Banco de la Producción y cesó su existencia legal en 2002. Solo seis bancos privados 
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sobrevivieron a la debacle bancaria del período comprendido entre 1999 y 2011. Cabe destacar que los cuatro principales bancos quebrados representaban el 38% de los activos del sistema bancario y manejaban el 48% de la cartera neta de créditos (bcn,  Boletín financiero, diciembre de 2001). 

Cuando se produjeron las principales quiebras bancarias no existía aún el Fondo de Garantía de Depósitos (Fogade), que fue creado hasta 2000. Dada la quiebra del Banco del Café, el Fondo no disponía de recursos suficientes para hacer frente a quiebras bancarias. No obstante, se sostuvo tanto por el apoyo de las autoridades financieras (sib y bc) como por el del gobierno central, a partir del argumento de que era necesario respaldar a todos los depositantes, grandes y pequeños, al igual que a otros acreedores de los bancos, para evitar una crisis financiera total. El sistema bancario era demasiado importante para quebrar; las autoridades financieras debían evitar su colapso total. 

Había, además, un marcado interés en las élites de proteger a los grandes depositantes y a otros acreedores de los bancos. Las cuantiosas pérdidas de las quiebras bancarias fueron asumidas por el Estado a través de un proceso cuya legalidad es cuestionable. 

En el proceso de las quiebras bancarias hubo conflicto y acuerdo entre las élites. El Banco de Finanzas (bdf) estaba en la lista de bancos a ser liquidados. Sin embargo, uno de sus principales accionistas era el Fondo de Previsión Social Militar, manejado por el Ejército de Nicaragua, por lo que una visita y un fuerte reclamo del jefe del Ejército al presidente Arnoldo Alemán eliminó al bdf de la lista de bancos a entrar en liquidación. Cabe resaltar que el ejército de Nicaragua, a través del Fondo de Previsión Social Militar, también se constituyó como miembro de la nueva élite económica, al ser propietario de varias 
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empresas y tener fuertes inversiones financieras en el exterior. 

El superintendente de Bancos, por indudable influencia política, nombró a un miembro de la Junta Directiva de Interbank (una persona estrechamente vinculada con la alta dirección del fsln) para participar en el proceso de negociación de la absorción de ese banco por el Banco de la Producción. Este constituyó un hecho inusual con relación a una institución financiera, cuya quiebra fue calificada de fraudulenta por la sib. 

El procedimiento para absorber las pérdidas cambiarias fue   sui generis. Tanto la sib como el Banco Central de Nicaragua (bcn) promovieron que otros bancos privados adquirieran los activos y pasivos de los bancos en quiebra. 

Dado que los pasivos resultaron mayores que los activos, el bcn procedió a la emisión de Certificados Negociables de Inversión (Cenis) para cubrir la brecha entre los activos y pasivos asumidos por el banco adquirente. El Banco de la Producción absorbió a Interbank y el Banco de Finanzas adquirió la cartera y pasivos del Banco del Café, mientras que BanCentro adquirió los del Banco Mercantil. Los Bancos adquirentes fueron motivados a obtener la mejor cartera de los bancos quebrados para ampliar sus operaciones, escogiendo únicamente a los mejores clientes de aquellas entidades en liquidación. Otra motivación fueron las relativamente elevadas tasas de interés de los Tabla 3

emisión de bonos poR quiebRas bancaRias (En millones de dólares)

1999

2000

2001

2002

2003


Total

Emisión

15.8

1.5

342.2

119.1

335.7

814

Fuente: Banco Central de Nicaragua (bcn). 
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Tabla 4

saldo y seRvicio de la deuda pública oRiginados en las quiebRas bancaRias (En millones de dólares)

2000

2001

2002

2003

2004


2005

Saldo


15.7

347.3

359.9

335.7

281.6

236.4

Servicio

—

—

60.4

108.0

83.7

55.1

Año

2006

2007

2008

2009

2010


2011

Saldo


202.3

174.9

188.8

186.4

184.0

181.6

Servicio

52.3

43

5.9

11.8

11.7

11.5

Fuente: bcn (varios años). Informe de deuda pública de Nicaragua. 

Cenis. La tabla 3 presenta la evolución de la emisión de deuda pública interna por concepto de Cenis, resultado de las quiebras bancarias. El total emitido entre 2000 y 2003 ascendió a us$ 814 millones, lo que era equivalente al 19.8% del pib de 2003 (us$ 4,105.5 millones).12 En la tabla 4 se presenta la evolución del saldo y del servicio de la deuda originados en las quiebras bancarias. Aunque los bonos que resultaron de las quiebras bancarias fueron emitidos por el bcn y aparecen como pasivos de esa entidad, el responsable de esa deuda fue el gobierno central, razón por la cual anualmente se incorpora su pago en el Presupuesto General de la República (bcn, 2004).13

El procedimiento jurídico para la creación de esa enorme deuda interna fue cuestionado (Coordinadora Civil, 2005). Se argumentó, con razón, que la naturaleza de los Cenis era controlar la liquidez de la economía a través de operaciones de mercado abierto y no para cubrir 12. En octubre de 2012, el bcn reestimó las cuentas nacionales del país. Para ser consistentes utilizamos los datos de la serie 1960-2011 publicados con anterioridad por el bcn. 

13. Banco Central de Nicaragua.  Informe de deuda pública, enerodiciembre 2004. 
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deudas bancarias. Ni la Ley Orgánica del Banco Central (Ley 317), ni la ley de la sib (Ley 316, de 1991), facultaban a ninguna de esas instituciones a crear deuda interna para cubrir deudas bancarias. En caso de insolvencia de instituciones financieras debió seguirse el procedimiento establecido en la ley de la sib. 

Sin embargo, argumentando la necesidad de garantizar la estabilidad del sistema financiero, por medio del  Acuerdo Presidencial No. 529, de 2000, emitido por el presidente de ese entonces, Arnoldo Alemán, se presentó una garantía del Gobierno a favor del bcn para cubrir los bonos emitidos ante la quiebra de Interbank, entidad cuyos directivos estaban vinculados con el fsln. Posteriormente, mediante el  Acuerdo Presidencial No. 4792002, emitido por el presidente Enrique Bolaños, se acordó que el Estado asumiría el pago de los Cenis emitidos por el bcn para cubrir la brecha entre activos y pasivos asumidos por los bancos adquirentes, y que se pagaría al bcn los saldos deudores que resultasen de la liquidación de los activos. Las juntas liquidadoras de las entidades quebradas debían transferir al bcn dichas liquidaciones. Con relación a esos acuerdos presidenciales, la Coordinadora Civil (2005) argumentó que, conforme la Constitución de la República, el presidente no tiene más facultades que las que le otorga la ley y que la creación de deuda interna era y es una facultad exclusiva de la Asamblea Nacional, por lo que esa deuda interna era ilegal. 

La conclusión final en el caso de las quiebras bancarias se dio con el objetivo de salvaguardar la estabilidad financiera y proteger los intereses de las élites. Las pérdidas resultantes de las quiebras bancarias fueron socializadas e incrementaron sustancialmente la deuda interna de Nicaragua. 

El fmi, con el fin de evitar una debacle mayor en el sistema financiero, apoyó la solución del Gobierno con 
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relación a las quiebras bancarias. Es importante destacar que el costo de la deuda interna –tanto la de los bonos de indemnización para compensar a los confiscados, como la de las quiebras bancarias– fue asumido no solo por los contribuyentes de Nicaragua, sino en buena medida por la cooperación internacional, es decir por los contribuyentes de los países donantes. Nicaragua recibió a lo largo del período 1990-2011 sustanciales montos de cooperación internacional, tanto bilateral como multilateral. 

Parte de esa cooperación cobró la forma de donaciones en efectivo. Dado el carácter fungible del dinero, es va-ledero afirmar que la comunidad internacional pagó y sigue pagando buena parte de la factura de la onerosa deuda interna. 

 3.3.  La prevalencia de exenciones, exoneraciones y el trato fiscal especial La segunda variable seleccionada para ilustrar la influencia de las élites en la política fiscal es la prevalencia de exenciones y el trato fiscal especial a determinados sectores. 

La política industrial activa o de selección de sectores ganadores tiene un viejo arraigo en Nicaragua. La política fue impulsada por una visión sobre el papel clave que para el crecimiento tienen ciertos sectores de la economía, así como por los intereses de las élites económicas de invertir en ellos. Basta mencionar el Convenio Centroamericano de Incentivos Fiscales al Desarrollo Industrial que prevaleció durante el Mercado Común Centroamericano, de 1960 

hasta la década de 1980, en el marco de la visión cepalina de ese entonces, que buscaba promover la industrialización sustitutiva de importaciones, modelo que naufragó en la década de 1980. 
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 Las propuestas fallidas de desmantelar exenciones y el trato fiscal especial Desde 1992, consultores del fmi propusieron el desmantelamiento de las exenciones y el trato fiscal especial en Nicaragua (fmi, 2000, 2010). Sin embargo, ni la influencia del fmi a través de la promoción de las políticas fiscales del Consenso de Washington –que incluyen, entre otros aspectos, el principio de la generalidad y neutralidad del sistema impositivo– ni importantes reformas fiscales realizadas en los últimos quince años, han logrado modificar la prevalencia histórica en Nicaragua de exoneraciones, ni el trato fiscal especial, que favorecen a determinados sectores económicos, en detrimento de otros. La tabla 5 

muestra el sistema amplio vigente de exenciones y exoneraciones en Nicaragua. 

Ni la Ley de Justicia Tributaria y Comercial, de 1997, que intentó derogar en su artículo 30 «todas las disposiciones Tabla 5

pRevalencia de exenciones y exoneRaciones dai

isc

iva


ir

Sector


Exento

Exento

Exento

Exento

Zonas francas

Exento

Exento

Exento

Exento

Turismo

Exento

Exento

Exento

Exento

Agropecuario

Exento

Exento

Exento

No exento

Proyectos forestales

Exento

Exento

Exento

Exento

Pesca

Exento

Exento

No exento

No exento

Pequeña empresa

Exento

Exento

Exento

Exento

Exportaciones

No exento

No exento

No exento

No exento

Admisión temporal

Exento

Exento

Exento

Exento

Inversiones en hospitales Exento

Exento

Exento

Exento

Inversiones en energía

Exento

No exento

Exento

Exento

Transporte público

Exento

Exento

Exento

Exento

Industria manufacturera No exento

No exento

No exento

No exento

Comercio

No exento

No exento

No exento

No exento

Nota:  dai, derecho arancelario de importación; ISC, impuesto selectivo de consumo; iva, impuesto al valor agregado; ir, impuesto sobre la renta. 
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legales que otorguen exenciones o exoneraciones»; ni la Ley de Ampliación de la Base Tributaria, de 2002; ni la Ley de Equidad Fiscal, de 2003 (cuyo primer artículo seña laba que la misma «tenía por objeto adecuar el régimen fiscal nacional a los principios de generalidad, neutralidad y equidad de los tributos»); y menos aún la reforma tributaria de 2009, han logrado desmantelar el amplio sis tema de exenciones y el trato fiscal especial. 

 La búsqueda de renta de   

 algunos sectores empresariales

En Nicaragua, el sector empresarial ha mostrado una fuerte tendencia de actuar como buscador de rentas (Mass, 2007). En el sistema impositivo, prevalecen en la legislación tributaria amplias exenciones e incentivos fiscales que se hacen evidentes en elevados aranceles proteccionistas para sectores sensibles, como el azúcar y la producción avícola.14

La búsqueda de rentas económicas adoptó diferentes modalidades a lo largo del período que va de 1980 a 2011. 

Como ya se mencionó, durante la década de 1980, más que nuevas medidas tributarias a favor de los empresarios, se aumentaron las tasas del ir. Los «empresarios patrióticos» 

fueron ampliamente favorecidos por créditos otorgados por la banca estatal con tasas de interés reales negativas, con condonaciones de deudas y asignaciones de divisas al tipo de cambio oficial sobrevaluado. 

En el período que va de 1990 a 2011 se introdujeron varios sistemas de incentivos fiscales especiales. El papel 14. Véase Báez Cortés,  Todo sobre impuestos en Nicaragua, varias ediciones. 
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de supuesto sector clave para promover el crecimiento que desempeñó la industria de 1950 a 1979 fue sustituido entre  1990 y 2011 por generosos incentivos fiscales al turismo, a las zonas francas, al sector agropecuario, a las exportaciones y a las inversiones en energía. Los sectores de menores ingresos también se beneficiaron tanto por exoneraciones a los bienes de la canasta básica, al transporte y a los servicios públicos, como por la caída del ir en un reducido número de asalariados del pequeño sector formal de la economía. 

Como resultado, la base tributaria fue reducida. 

Durante la reforma tributaria de 2009, el Gobierno mencionó que de los 58,394 contribuyentes que declaraban en la Dirección General de Ingresos, había 1,136 grandes contribuyentes (1.9% del total de contribuyentes) que aportaban el 71.1% del total recaudado. 

 Los acuerdos entre las élites con respecto a mantener las exenciones y exoneraciones Cabe destacar que el fmi promovió, sobre todo a partir de 1995 (fmi, 1995), un proceso de reformas tributarias basado en los principios de generalidad y neutralidad de los tributos, en el marco del enfoque del Consenso de Washington.15 Sin embargo, las élites empresariales organizadas en el Consejo Superior de la Empresa Privada (Cosep) lograron influir de manera determinante para que prevalecieran exenciones fiscales especiales. La influencia de las élites se llevó a cabo durante el proceso de discusión en la Asamblea Nacional y por medio de 15. Para un resumen de la posición del Consenso de Washington sobre el sistema tributario, véase Stolsky (1995). 
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cabildeo ( lobby) directo de los empresarios organizados del Cosep con el poder ejecutivo. Tras lograr acuerdos sobre la reforma, el presidente de la República introdujo a la Asamblea los proyectos de reforma tributaria, lo que no excluyó un modesto papel del Organismo Legislativo en la revisión de detalles, pero no en los aspectos esenciales de las reformas. 

En el proceso de arribo a esos acuerdos estuvieron excluidos los consumidores, sectores medios, sindicatos, la academia y las organizaciones de la sociedad civil. Por su parte, los partidos políticos con representantes en la Asamblea Nacional carecieron tanto de conocimientos como de voluntad política para formular propuestas de reforma, por lo que su papel fue mínimo, inclusive dentro del poder legislativo. La excepción más importante fue el  fsln,16 partido político que tuvo una participación activa en las negociaciones de las principales reformas realizadas en los últimos diez años. En la práctica, la cúpula empresarial se representó a sí misma y negoció directamente con el gobierno de turno. Aunque la cúpula empresarial era naturalmente más inclinada a favor de los gobiernos liberales del período 1990-2006, dada la continuidad en las políticas de libre mercado durante 2007-2012, el entendimiento y la colaboración entre el Cosep y el gobierno de Daniel Ortega fueron más estrechos que lo que se observó en el primer período mencionado entre el Cosep y los gobiernos liberales. 

Existe amplia evidencia de acuerdos entre las élites con respecto a mantener el sistema de exenciones y 16. Bayardo Arce, actual asesor económico de la Presidencia, ha participado activamente en las reformas fiscales de los últimos diez años. Lo mismo Walmaro Gutiérrez, diputado que preside actualmente la Comisión Económica de la Asamblea Nacional. 
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exoneraciones. Durante la reforma tributaria de 2003 (Ley de Equidad Fiscal), el comité técnico que se creó propuso desmantelar el amplio sistema de exenciones y exoneraciones. Sin embargo, en reuniones entre el poder ejecutivo, representantes del fsln y el sector privado, se llegó al acuerdo de mantener casi intacto el sistema de exenciones y exoneraciones. Más recientemente, con la reforma tributaria de 2009, una reunión entre la cúpula empresarial y el presidente Ortega condujo al mismo resultado.17

Las motivaciones del Gobierno para mantener los tratamientos fiscales especiales fueron básicamente dos: a) mantener su alianza estratégica con el gran capital representado en el Cosep; b) difundir la creencia de que las exoneraciones fiscales son necesarias para promover a sectores económicos que se consideran estratégicos. La motivación de los ganadores con las exenciones es obvia, ya que estas aumentan la rentabilidad de los sectores favorecidos. Sin embargo, existieron también sectores perdedores en el sistema tributario, como la industria ma nu facturera, el comercio formal, los asalariados del sector laboral formal y los consumidores. Estos sectores perdedores no ejercieron influencia efectiva para defender sus intereses en las reformas fiscales. Por el contrario, el cabildeo de los grupos favorecidos, cuya motivación era obtener rentas a través de un trato fiscal privilegiado, estuvo bien organizado. Lo anterior permitió mantener 17. Aunque no corresponde con el período de esta investigación, en noviembre de 2012 el Gobierno negoció con el Cosep una nueva reforma tributaria promovida por el fmi. De hecho, ya existe un acuerdo entre las élites de mantener prácticamente intacto el actual sistema de exenciones, exoneraciones y tratamientos especiales (Báez, octubre, de 2012). Tanto el Gobierno como el Cosep han expresado que «las exoneraciones serán respetadas» 

«y que son estímulos imprescindibles» ( Ibid.). 
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exenciones y exoneraciones que han constituido un elevado gasto tributario. 

El papel pasivo de los «perdedores» se explica por diversos factores. Los consumidores y los asalariados del sector formal no dispusieron ni de recursos, ni de organización para defender efectivamente sus intereses en el campo tributario. Por su parte, el sector comercial formal ha considerado como su mayor problema la competencia desleal que proviene del comercio informal y del contrabando, más que la estructura impositiva. Por ello, adopta una actitud pasiva ante la existencia de exenciones que favorecen a otros sectores. En el caso de la industria manufacturera, su actitud pasiva se debe a que la Cámara de Industrias ha sido controlada por empresarios de la agroindustria, subsector que goza de exoneraciones fiscales, lo que dificulta una defensa de los intereses propios de la manufactura. Las empresas maquiladoras y de las zonas francas gozan de exoneraciones fiscales, por lo que no es de su interés defender al resto de la industria manufacturera. 

El otro actor principal en el tema de las exenciones y tratamientos fiscales especiales ha sido el fmi. A pesar de que en diversas ocasiones (1992, 2000) el fmi señaló la necesidad de reducir sustancialmente el trato fiscal especial, la preocupación central de esta institución fue el equilibrio macroeconómico global, más que el diseño de un sistema tributario basado en los principios de generalidad y neutralidad. El fmi estuvo en posición de presionar efectivamente para avanzar hacia ese objetivo, pero no lo hizo a lo largo del período que va de 1990 a 2011. 

No existe transparencia con respecto al monto de exenciones y exoneraciones otorgadas; nunca se ha publicado en el Presupuesto General de la República de Nicaragua 
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una estimación sobre ellas. Sin embargo, existen varios estudios que indican su fuerte peso en las finanzas públicas. 

Artana (2005) estimó en un 7.3% del pib el costo de las exenciones y la evasión. El Instituto de Estudios Estratégicos y Políticas Públicas (ieepp, 2010) calculó en 6.3% del pib el gasto tributario del trato fiscal especial. Por su parte, un estudio publicado por el Ministerio de Hacienda (mhcp, 2010) estimó el gasto tributario de exoneraciones y exenciones para el período 2004-2010 en un 9.3% del pib. 

En la década de 1980, la opacidad fiscal fue evidente. 

La información económica, incluyendo la fiscal, no era de conocimiento general. Con apoyo externo se creó el Sistema Integrado de Gestión Financiera y Administrativa (sigfA), que permitió el acceso electrónico a un sistema de información sobre finanzas públicas. La Ley de Administración Financiera y Régimen Presupuestario (Ley  550) incluyó el principio de transparencia del presupuesto público, y la Ley de Acceso a la Información Pública (Ley 621) promovió el acceso a la información de las entidades públicas. 

Sin embargo, persistieron problemas de transparencia. 

No se publicaron los detalles de los salarios, remuneraciones de los empleados y funcionarios públicos, ni los relativos a las pensiones especiales que existen en varias instituciones del Estado. El presupuesto paralelo del período 2007-2011, financiado por la Cooperación Venezolana, no está sujeto a auditorías públicas. Por otro lado, la Contraloría General de la República, totalmente inefectiva en la década de  1980, fue también marcadamente politizada en el período que va de 1990 a 2011, de manera que ha sido una entidad sesgada e ineficiente. En el índice de transparencia fiscal del año 2010 (Open Budget Index, 2010), Nicaragua obtuvo una calificación de 37, menor que el promedio de los ocho países encuestados de la 
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región de Centroamérica y el Caribe. Ello implica que, a pesar de que hubo importantes avances en la legislación durante el período 1980-2011, aún falta mucho por hacer en materia de transparencia fiscal. 

conclusiones:   

signif icA do de los h A l l Azgos   

pA r A el fortA leci m iento   

de l A democr Aci A y l A   

equi dA d en nicA r AguA

De acuerdo con la evidencia presentada en el estudio, la deuda interna de Nicaragua se originó en un acuerdo entre élites económicas y políticas. Ello aplica tanto para la deuda que surgió como resultado de la emisión de los Bonos de Pago por Indemnización (bpi) para compensar a las personas cuyos bienes habían sido confiscados, como la que se produjo por las quiebras bancarias del período comprendido entre 1999 y 2011. En el caso de la masiva apropiación privada de bienes estatales que tuvo lugar en el período de transición de gobierno, entre febrero y abril de  1990, pueden argumentarse, sin embargo, algunos efectos redistributivos a favor de la amplia base social del fsln. También puede señalarse que todo esto fue la base del surgimiento de una nueva élite económica. 

En el caso de las quiebras bancarias, los acuerdos entre élites, sin ninguna participación de la sociedad civil, llevaron a una socialización de las pérdidas, aumentando significativamente la deuda interna. Sus efectos fueron contrarios a la equidad. Igual efecto, contrario a la equidad, tuvo la prevalencia de un sistema tributario regresivo y de un sistema amplio de exenciones y de trato fiscal especial, a favor de varios sectores económicos. Sin 
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embargo, debe también señalarse que existió a partir de la reforma de 2003 un aumento significativo del ir en la estructura de los ingresos tributarios. También hubo importantes exenciones y exoneraciones que favorecieron a los sectores de menores ingresos. 

Se puede concluir que en Nicaragua existió, en el período de 1980 a 2011, una estrecha relación entre el poder de las élites, el sistema político y la política fiscal. 

Los déficit fiscales, el aumento de la presión tributaria y el peso del gasto público dentro del pib, así como el enorme incremento de la deuda pública externa durante la década de 1980, se dieron dentro del contexto histórico de intentar construir un sistema económico socialista, con un peso predominante del Estado. La visión del fsln en la década de 1980 sobre qué se entendía por democracia era correspondiente con la ideología de los países del 

«socialismo real» (Taboada, 1994). La resultante guerra civil ensanchó los desequilibrios fiscales, lo que conjuntamente con las políticas macroeconómicas populistas, llevó a la hiperinflación y al desgaste político del fsln. 

A partir del cambio de gobierno que tuvo lugar en 1990 hubo un retorno a las políticas macrofiscales conservadoras que habían prevalecido en las décadas previas a la Revolución de 1979. Como señaló Edelberto Torres, las revoluciones que acontecieron en la década de 1980 en Centroamérica no produjeron cambios revolucionarios, lo que puede considerarse como válido tanto para la política macrofiscal como para el sistema político de Nicaragua. Después de las frágiles democracias liberales del período que va de 1990 a 2006, en las que existió una marcada corrupción en el sistema político, durante el gobierno del presidente Alemán y con el retorno del fsln al poder en 2007, varios autores como Velázquez, Serrano y Caldera han destacado un retorno al autoritarismo y al 
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caudillismo histórico. El presupuesto paralelo de la Cooperación Venezolana y los fuertes flujos de cooperación internacional han venido a fortalecer el sistema político vigente en Nicaragua. 

En el nivel de la política económica, aparte de la retórica de un proyecto socialista inexistente, lo que ha habido es un acuerdo entre las élites con respecto a conservar el sistema capitalista. Se ha creado también una especie de co-gobierno económico entre el fsln y la cúpula empresarial representada por el Cosep.18 Este co-gobierno económico se extiende a la política fiscal. La reforma tributaria de 2009 fue negociada directamente entre el gobierno y el Cosep, con exclusión de otros sectores. 

Dado lo anterior, es evidente que resulta necesario un poder mínimo de negociación y de influencia de la sociedad civil, de los consumidores, asalariados, sectores de menores ingresos, y de otros agentes económicos y sociales, con miras a incidir en las decisiones de política fiscal, tanto en lo referente al sistema tributario, como en lo concerniente a la orientación del gasto público. De no crear ese poder de negociación para actores y agentes económicos y sociales, la política fiscal continuará reflejando, principal aunque no exclusivamente, los intereses y la visión del papel del Estado y de las élites políticas y económicas, lo que no contribuye ni a mejorar el sistema fiscal, ni a la equidad, ni al fortalecimiento de la frágil institucionalidad democrática en Nicaragua. 

18. Véase editorial,  Diario La Prensa, 1 de septiembre de 2012. 
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siglAs y Acrónimos 

Alba   
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Banco Nicaragüense de Industria y Comercio S. A. 

bcie 

Banco Centroamericano de Integración Económica
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Derechos arancelarios a la importación ee. uu. 
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Fondo de Garantía de Depósitos

fsln 

Frente Sandinista de Liberación Nacional gAtt  

Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (siglas en inglés) 

Icefi 

Instituto Centroamericano de Estudios Fiscales ieepp 

Instituto de Estudios Estratégicos y Políticas Públicas

ir 

Impuesto sobre la renta
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Impuesto al valor agregado

omc 

Organización Mundial del Comercio
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Organización Mundial de la Salud

ops 

Organización Panamericana de la Salud

pib 

Producto interno bruto

pnud   

Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo spnf 

Sector público no financiero

unAg  

Unión Nacional de Agricultores y Ganaderos


costa Rica:  

favoReceR a los expoRtadoRes, 

sacRificando la inveRsión social  

y el desaRRollo democRático

introducción

Este capítulo investiga a profundidad aspectos rele vantes de la política fiscal en Costa Rica, tomando en consideración y como variable de análisis a las élites económicas y políticas del país. En este documento se utiliza un enfoque histórico-analítico que incluye el período comprendido entre  1980 y 2011, y se demuestra cómo los diferentes agentes económicos y políticos han influido en la política fiscal. 

La primera sección tiene como pro pósito explicar al lector el comportamiento histórico de la tributación en Costa Rica. Dado que abarca el período 1980-2011, se toman en cuenta fenómenos políticos, eco nómicos y sociales tales como la crisis de la deuda, crisis económicas, reformas parciales, influencia política y negociación de élites. La propuesta conlleva el entendi miento de la situación histórica de Costa Rica con el objeto de que al momento de analizar a profundidad exista un soporte contextual. 

La segunda sección se basa en las variables de gasto público y política tributaria, con el propósito de ejemplificar las variaciones que han experimentado las diferentes leyes concernientes a impuestos. El análisis se divide en períodos 323
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electorales para facilitar la comprensión y comparación de variables. Las modificaciones tienen como telón de fondo un contexto en el cual se pude observar las diferentes políticas implementadas por los Gobiernos ante la situación macroeconómica y social del país, como la utilización de certificados de abono tributario (cAt) bajo la justificación de que los abonos aportarían crecimiento económico del sector exportador. 

La tercera sección de la investigación realiza una comparación extensa entre diferentes medidas de política pública orientadas hacia modificaciones fiscales que fueron influenciadas por las élites económicas, políticas y sociales del país. Asimismo, define la correlación de fuerzas existentes durante los diferentes períodos de investigación y analiza la evolución de diferentes cuadros de poder en el seno interno de las élites. Entre las élites analizadas se presentan los cambios de la élite financiera, exportadora, agricultora y comercial, para generar una discusión sobre la influencia de las élites en las políticas públicas de Costa Rica. 

Finalmente, la cuarta sección expone las conclusiones del trabajo con el objetivo de enmarcar la discusión en el entendimiento de la situación pasada y actual de las políticas fiscales de Costa Rica y el rol que las élites han desempeñado en ellas. 
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1. 

evolución de lAs finAnzAs públicAs 

en costA r icA: 1980 -2011

 1.1. Los ingresos tributarios del gobierno central : el período posterior a la crisis de la deuda, el impacto de la apertura comercial, las reformas parciales y la crisis reciente

Con respecto a los ingresos tributarios, Costa Rica puede diferenciar la evolución de su carga tributaria en cuatro etapas: la etapa previa a la década de 1980, hasta 1982; de 1983 a 1995; de 1996 a 2000; y de 2001 al presente. 

Esas etapas coinciden con ajustes a la normativa tributaria, Gráfica 1

costa Rica:  

caRga tRibutaRia, ingResos del gobieRno centRal (1975-2011)

Nota: las líneas verticales denotan las diferentes etapas. 

Fuente: elaboración propia con base en datos del Ministerio de Hacienda, Banco Central y Sáenz y Vargas (1994). 
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particularmente de impuestos indirectos, que pesan más en la estructura impositiva. 

A pesar de una crisis de la deuda pública influenciada por la producción real dada la caída del 2.26%, en 1981, y del 7.29%, en 1982, la carga tributaria logró un aumento en 1983, cuando llegó al 12%. En ese marco, se realizó la reforma de la Ley del Impuesto General sobre las Ventas, que amplió la base imponible y aumentó la tarifa del impuesto, del 8 al 10% (Escuela de Economía-Ministerio de Planificación, 1992). 

El ajuste que sufrió la carga tributaria en 1983 se debió al crecimiento de los ingresos corrientes, pero también a la reducción de la producción en años previos, lo cual afectó el cálculo de ese indicador.1 Lo anterior se revirtió parcialmente en años siguientes y terminó por ubicar los ingresos tributarios entre el 10 y el 12% del pib. Es importante destacar que en 1988 se aprobó una reforma completa a la Ley del Impuesto sobre la Renta, que tuvo un efecto prácticamente nulo en la carga tributaria, la que pasó de 10.59%, en ese año, a 10.75%, en 1989, para ubicarse posteriormente en 10.49%, en 1990. Los ingresos por el impuesto sobre la renta, por otro lado, pasaron del 2.88% del pib, en 1983, al 1.72%, en 1987, y al 1.79%, un año más tarde. La reforma del impuesto sobre la renta no logró alcanzar los niveles anteriores de recaudación, y no tuvo peso en la mejora de la situación fiscal del país. 

La razón para que no hubiese un aumento sostenido de la carga tributaria sería la fuerte desgravación arancelaria de los años 1987-1989. Esto implicó una reducción de los derechos arancelarios de importación (dAi) en 10 puntos porcentuales para 233 incisos arancelarios, en 1987, al 1. Al ser la carga tributaria el resultado de la razón ingresos tributarios entre pib, al bajar este último, la razón aumenta. 
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igual que una reducción de entre 7 a 10 puntos porcentuales en los dAi para 600 incisos arancelarios, en 1988, con una reducción adicional en el año 1989 (Eseuna-Mideplán, 1992). 

En esta etapa, la carga tributaria se mantuvo estable, hasta 1991, cuando se modificaron las tarifas del impuesto sobre ventas, que pasaron de un 10 a un 13%, en 1991; a un 12%, en 1992; 11%, en 1993; y 10%, en 1994. Este ajuste permitió un aumento de la recaudación del 3.15% 

del pib en 1990, que luego llegó al 4 y al 4.41% en 1991 

y  1992, respectivamente. La carga tributaria volvió a valores por debajo del 11% del pib en 1995. Esto se debió, principalmente, a una caída en la recaudación del impuesto sobre ventas, que llegó al 3.76% del pib. Ello motivó una reforma de este impuesto, cuya tarifa subió al 15% durante dieciocho meses, para luego quedar fija en un 13%. 

Lo anterior dio inicio a la tercera etapa, que comienza con un incremento en los ingresos tributarios producto del fuerte aumento de la recaudación del impuesto sobre ventas. Este pasó del 3.76% del pib, en 1995, al 5.33%, en 1996, lo que permitió subir la carga tributaria del 10.84 

al 11.89% del pib, en los años referidos, respectivamente. 

Esta carga logró mantenerse en alrededor del 12% del pib, de 1996 a 2000. 

En 2001 se dio otro ajuste en los ingresos que permitió agrupar los impuestos que pesaban sobre los combustibles, sustituyéndolos por un solo impuesto. Además, se eliminaron las exoneraciones en los impuestos a las rentas y las ventas, lo que dio inicio a la cuarta etapa en la evolución histórica de la carga tributaria costarricense. Como producto de la reforma, la recaudación por concepto de impuesto sobre ventas alcanzó el 4.94% del pib, en 2001, en comparación con el 4.53% que había sido recaudado el año anterior. Por otra parte, el impuesto sobre la renta pasó 
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del 2.62% del pib, en 2000, al 3.02%, al año siguiente. 

Ello permitió mantener la carga tributaria por encima del 13% del pib entre los años 2006 y 2011. 

Debido al fuerte incremento en la importación de insumos para la construcción, vehículos y otros bienes duraderos, la recaudación creció de forma importante en los años 2007 y 2008, llevando la carga tributaria al 15.34% 

del pib, en 2008. La crisis sufrida en los Estados Unidos durante ese año tuvo repercusiones en Costa Rica, donde se padeció la implosión de la burbuja inmobiliaria a través de la reducción de la entrada de inversión extranjera directa (ied), los aumentos en las tasas de interés y la reducción de la actividad económica en general, lo que conllevó a una recaudación del 13.43% del pib, en 2009, y del 13.08%, un año después. 

 1.2.  El gasto público : su evolución luego de la crisis de la deuda externa A diferencia de los ingresos tributarios, el gasto público no tiene una evolución histórica claramente delimitada. 

Sin embargo, ha mostrado una tendencia histórica creciente, así como un comportamiento cíclico que coincide con el período electoral. El gasto tendió a ser mayor el año previo a la elección y durante el año de elección propiamente dicho, mientras que en el período «inter-elecciones» 

evidenció una reducción. 

La gráfica 2 muestra la evolución del gasto público en Costa Rica. Se consideran como factores influyentes los años de elecciones y cambio de gobierno.2 De las ocho elecciones realizadas durante el período de análisis, 2. Las elecciones presidenciales y legislativas en Costa Rica son 
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Gráfica 2

costa Rica: gasto público del gobieRno centRal (1980-2011)

Nota: los puntos denotan años electorales. 

Fuente: elaboración propia, con base en datos del Ministerio de Hacienda, Banco Central y Sáenz y Vargas (1994). 

en cinco se puede observar un comportamiento cíclico del gasto ajustado a los períodos de elecciones, lo que se ha llamado en Costa Rica «ciclo político-electoral del gasto». Este fenómeno se caracteriza por una contracción, estabilización y ampliación del gasto coincidente con el inicio, desarrollo y cierre de los diferentes períodos gubernamentales. El proceso de contracción responde a la necesidad de estabilización macroeconómica, particularmente a la reducción del déficit del período anterior. 

Se estabiliza cuando el Gobierno busca formas de financiamiento de las obras prometidas en campaña, a lo cual sigue una fase de ampliación que coincide con el último año de gobierno, que también es año electoral. 

el primer domingo de febrero de cada cuatro años, mientras que el cambio de Gobierno se realiza el 8 de mayo de esos años. 



330

 Política fiscal: expresión del poder de las élites... 

Este comportamiento cíclico en el gasto ha implicado una acumulación de deuda pública, lo que a su vez ha conllevado un aumento del déficit en los años electorales. 

El resultado del déficit produjo un aumento del gasto en intereses, al mismo tiempo que el gasto de capital empezó a reducirse. 

Desde 1987, el gasto de capital se redujo en proporción al pib, ubicándose por debajo del gasto en intereses. Su evolución fue creciente, hasta alcanzar un pico histórico del 4.63% del pib, en 1996, para luego bajar transitoriamente en 1997 y 1998, y subir de nuevo a partir de ese año. 

El gasto de capital, por el contrario, mantuvo una ten dencia decreciente desde 1986, manteniéndose por de  ba jo  del  2% del pib durante veinte años (de 1990 a 2009), llegando incluso por debajo del 1% del pib, en 2006. 

Gráfica 3

gobieRno centRal:  

gasto de capital, gasto en inteReses y tRansfeRencias coRRientes (1980-2011) Nota: las lineas verticales representan años electorales. 

Fuente: elaboración propia, con base en datos del Ministerio de Hacienda, Banco Central y Sáenz y Vargas (1994). 
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El gasto en transferencias corrientes se mantuvo estable a lo largo del período de análisis: cerca del 5% del pib. A pesar de ello, varió su composición debido a la evolución de los gastos en subsidios a la exportación, expre sados a través de los certificados de abono tributario (cAt). Estos gastos adquirieron importancia en las postrimerías de la década de 1980, y al principio y al final del decenio siguiente, cuando rondaron el 1% del pib, alcanzando y sobrepasando el 6% del gasto total del gobierno central costarricense. 

La importancia de este rubro de gasto radica en que, de 1986 a 1998, el 17.1% de las transferencias corrientes se destinaba, en promedio, a cubrir a los exportadores de productos no tradicionales. El gasto en este rubro cayó abruptamente en 1999, cuando el gobierno del presidente Gráfica 4

costa Rica:  

gasto en ceRtificados de abono tRibutaRio como poRcentaje del pib, del gasto público total y de las tRansfeRencias coRRientes (1980-2006) Fuente: elaboración propia, con base en datos del Ministerio de Hacienda, Banco Central, Eseuna (2000) y Sáenz y Vargas (1994). 
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Miguel Ángel Rodríguez decidió dejar de otorgarlas, luego de varios escándalos asociados con el mal uso de las mismos. 

 1.3.  Evolución histórica del   

 déficit fiscal y la deuda pública

El déficit fiscal muestra, igualmente, una evolución cíclica producto, en gran medida, del ciclo político electoral, pero también de algunos hitos en la historia económica de las últimas décadas en Costa Rica. Uno de ellos es el deterioro de la situación económica a raíz de la crisis de la deuda externa, así como el cierre, en 1994, del Banco Anglo Costarricense, un banco público-estatal.3 De las ocho elecciones ya mencionadas, en cuatro se puede confirmar la reciprocidad del déficit,4 mientras que en las elecciones de 1982 y 1986 no existió efecto del ciclo político electoral, ya que los años previos presentaron un déficit muy alto. Sin embargo, entre 1986 y 1990 sí se observó un aumento del faltante financiero del Gobierno. 

En los años 1998 y 2006 se logró un control efectivo del déficit, rompiéndose su efecto cíclico. 

Las reformas tributarias más importantes implementadas durante las últimas tres décadas no tuvieron un efec to permanente en el déficit, pues por un lado los cambios en el nivel del gasto contrarrestaron los esfuerzos por aumentar los ingresos públicos, mientras que por el 3. Los bancos estatales cuentan con la garantía del Estado sobre los depósitos del público, por lo que el cierre del Banco Anglo implicó una importante erogación por parte del Gobierno de turno. 

4. En la gráfica 5 se señalizan los años electorales en puntos negros. 
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Gráfica 5

costa Rica:  

déficit financieRo del gobieRno centRal (1980-2011) Nota: los puntos corresponden a los años de elecciones, mientras que los rombos indican años en los que se hicieron reformas tributarias. 

Fuente: elaboración propia, con base en datos del Ministerio de Hacienda, Banco Central y Sáenz y Vargas (1994). 

otro algunas reformas impositivas, como la de 1991, solo tuvieron un efecto temporal en la situación fiscal.5 

La deuda pública experimentó un comportamiento muy diferente a lo largo del período de análisis. La década de  1980 reflejó el mayor nivel de deuda pública con respecto al pib, aunque la deuda del Gobierno se mantuvo en niveles similares durante los años posteriores. Esa diferencia entre la deuda pública y la deuda del gobierno central en dicha década se debió, en gran parte, a que la deuda externa estaba en manos del Banco Central, entidad que veló por la estabilidad de la deuda del Gobierno. 

La deuda pública empezó a disminuir fuertemente a fi nales de la década de 1980, producto de la incorporación 5. En la gráfica 5 se marcan los años en que se dieron reformas impositivas con rombos. 
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Gráfica 6

costa Rica:  

deuda pública total y deuda del gobieRno centRal (1980-2011)

Fuente: elaboración propia, con base en datos del Ministerio de Hacienda, Banco Central y Sáenz y Vargas (1994). 

del país al Plan Brady;6 de esa cuenta, a inicios del decenio siguiente la deuda pasó del 36.35% del pib, en 1990, al 25.22%, en 1992. La deuda pública total alcanzó un nivel relativo de estabilidad, fluctuando entre el 55 y el 60% 

del pib; mientras, la deuda del gobierno central aumentaba de forma sostenida entre 1993 y 2002. A partir de 2004, la deuda pública total comenzó a reducirse como resultado de la rebaja de la deuda del Gobierno, situación que se re virtió  en  2009 como consecuencia de la crisis internacional. 

6. El Plan Brady fue ideado por el secretario de Estado de los Estados Unidos, Nicholas Brady, para la restructuración de la deuda y su consecuente reducción. 
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2. 

políticA tributAriA y gAsto público: 

promoción y consoli dAción   

de l modelo de Apert ur A y l A   

décA dA pér di dA de l A polít icA 

t r i butA r i A costA r r icense

 2.1.  Aprobación de las leyes del impuesto general sobre las ventas y del impuesto sobre la renta En la década de 1980, se modificaron los dos pilares de la recaudación de impuestos en Costa Rica. El primer cambio importante vino con la reforma del impuesto general sobre las ventas, Ley No. 6826, en 1983. La reforma propuesta en ese momento procuraba ampliar la base del impuesto, reduciendo algunas exenciones e incorporando, como actividades gravadas, ciertos servicios (exonerados de forma general); también aumentó la tasa, llevándola del 8 al 10%. Este tributo fue concebido como un impuesto del tipo valor agregado, con el fin de evitar el cobro del mismo en cascada, incorporando la exoneración para las exportaciones. 

La segunda reforma del sistema tributario correspondió al impuesto sobre la renta (isr), Ley No. 7092. La modificación se propuso con el fin de mejorar la distribución de la riqueza y atenuar la regresividad del sistema impositivo mediante el impuesto. Además, proponía «fomentar el ahorro empresarial, garantizar la neutralidad en la asignación de los recursos […], establecer reglas claras para no desalentar la inversión extranjera, considerar la capacidad contributiva de las personas físicas domiciliadas en el país», entre otros. 

Para lograr estos objetivos, se propusieron tres gravámenes diferentes a la renta: a) el impuesto a las utilidades 
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de las empresas; b) el impuesto al ingreso personal; y c) el impuesto sobre los pagos a personas físicas o jurídicas domiciliadas en el exterior. En cuanto al impuesto a las utilidades de las empresas, se propuso un impuesto único del 30%, dejando atrás la escala progresiva que se utilizaba en la versión anterior a la norma. 

La propuesta original de reforma al isr determinaba como renta bruta las ganancias de capital de bienes muebles, decretando expresamente las condiciones para la estimación de la existencia de ganancias de capital en el traspaso de acciones. En el caso de los intereses sobre títulos valores, se establecía una retención única y definitiva del 15% 

cuando el contribuyente se identificara, mientras que la retención subía a un 50% para títulos al portador. 

En cuanto a la renta personal, se permitían deducciones de los pagos a la seguridad social y de los pagos de pensiones alimenticias, así como la deducción de un 50% de los gastos médico-hospitalarios del contribuyente y sus dependientes, y otras deducciones de gasto, hasta un máximo del 20%. Lo que resaltaba más de la propuesta en cuanto a este punto es que la tarifa marginal máxima era de un 50%, con una escala de tasas crecientes. 

La versión final de la propuesta aprobada dista de la versión original del proyecto. Probablemente, el cambio más evidente es el relacionado con las ganancias de capital, que pasaron a estar exentas gracias a esta ley. Si bien la propuesta mantenía el 15% del impuesto aplicado a los intereses de los títulos valores, la ley aprobada introdujo una novedad al aplicar una tasa del 8%,  «si los títulos valores se inscribieron en una bolsa de comercio reconocida oficialmente, o hubieren sido emitidos por entidades financieras debidamente registradas». 

En cuanto a las rentas personales, la ley modificó la propuesta inicial, separándolas en dos: a) las rentas de 
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personas físicas con actividad lucrativa; y b) las rentas del trabajo personal dependiente. En el primer caso, se aplicó una escala progresiva de tarifas que iban del 0 al 25%, con la posibilidad de incorporar deducciones en razón de los gastos necesarios para la realización de la actividad. 

Sin embargo, para el segundo caso se estableció una escala progresiva con tarifas del 0, 10 y 15%, con la posibilidad de aplicar créditos mínimos al impuesto, pero eliminando la idea original de las deducciones aplicables a este gravamen. 

En cuanto a la renta de las empresas, la versión final de la ley mantuvo la tarifa del impuesto en un 30%, pero creó dos escalas intermedias con el afán de que se aplicaran a pequeñas y medianas empresas. Estas escalas se definían en función de los ingresos brutos, fijando tarifas del 10 

y el 20%. 

 2.2. Las reformas aprobadas   

 durante la administración del presidente Rafael Ángel Calderón (19901994)

La administración del presidente Rafael Ángel Calderón, que inició en mayo de 1990, propuso algunas reformas en materia de impuestos como consecuencia de la baja carga tributaria y el aumento del déficit en 1989 y 1990. 

Por iniciativa de este gobierno se aprobaron dos grandes reformas legales: a) la Ley de Ajuste Tributario, de 1991; y b) la Ley Reguladora de Todas las Exoneraciones Vigentes, su derogatoria y excepciones, en 1992. Además, durante esta gestión se aprobó la Ley de Régimen de Zonas Francas, con un importante impacto en las exoneraciones otorgadas en el país. 

En el primer caso, el proyecto propuso aumentar la base del isr y del impuesto sobre ventas (isv), reduciendo 
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exoneraciones y aumentando la tarifa de este último. En el caso del isr, se modificaron las rentas presuntivas para algunas profesiones de ejercicio liberal; se propuso la creación de un impuesto sobre los ingresos brutos generados por los espectáculos públicos, así como la creación de un impuesto adicional sobre los ingresos por pensiones y jubilaciones. 

En el caso de la propuesta de reforma al isv, se incluyeron algunos servicios entre las actividades gravadas debido a su impacto en el consumo de ciertos estratos de ingreso, y con el fin de ampliar la base del impuesto. Lo más relevante de esta propuesta fue el aumento de la tarifa del impuesto, que se elevó al 13%. 

La versión final aprobada por la Asamblea Legislativa de Costa Rica dejó por fuera las reformas al isr, concentrándose casi exclusivamente en las reformas al isv. El aumento de la tarifa del isv sí se aprobó en un 13%, pero luego la tarifa bajó al 12% en el segundo año de vigencia, al 11% en el tercer año y al 10% en el cuarto año, lo que al final dejó la tarifa en el mismo nivel previo a la reforma. 

La segunda reforma legal de este período, la Ley Re-gu ladora de Todas las Exoneraciones Vigentes, su Derogatoria y sus Excepciones, pretendía regular todo el marco de exoneraciones del país, que era sumamente complejo y disperso. Si bien el proyecto iniciaba con la propuesta de un artículo muy amplio, que eliminaba todas las exoneraciones de los diferentes impuestos, en los artículos siguientes se incluyó una gran cantidad de exoneraciones de diferentes tipos. Se proponía reformar la ley del impuesto de incentivos turísticos, para así eliminar la exoneración del isr que gozaban las empresas turísticas. 

El proyecto proponía algunas reformas menores al isr, isv y al impuesto selectivo de consumo. 
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La versión final aprobada de esta ley fue muy similar al proyecto inicial presentado, donde se destacaron veintidós casos en los que se establecían excepciones a la eliminación de exoneraciones generalizadas. Además, la ley mantuvo exoneraciones adicionales a algunos regímenes especiales, medicamentos, equipo médico, odontológico, hospitalario y ortopédico, a la maquinaria, insumos y equipo para actividades agropecuarias y pesca, a la compra de bienes y servicios por parte de las instituciones de educación superior estatal, y a las entidades administradoras de los centros educativos de primaria y secundaria, entre otros. 

Asimismo, en la versión final aprobada se destacó la modificación que se hizo en la renta para gravar la distribución de excedentes de las empresas cooperativas, así como la aplicación del impuesto de ventas con una tasa reducida al pago del servicio de electricidad. La propuesta de eliminar la exoneración del isr a las empresas turísticas sí se aprobó en la versión final. 

La Ley de Zonas Francas, por su parte, fue inicialmente presentada como un proyecto para reformar la Ley de Zonas Procesadoras de Exportación y Parques Industriales, vigente desde 1981. La discusión de este proyecto derivó en una reforma total de la Ley de Zonas Procesadoras de Exportación, de la cual, por su efecto en la política fiscal, destacan dos modificaciones: a) la ampliación de los beneficiarios al régimen; y b) la ampliación del beneficio de exoneración del isr. 

En el caso del primer punto, se extendieron los beneficios a las empresas de servicios (excepto las empresas de servicios financieros), a las dedicadas a la investigación científica, a la operación de astilleros y a las administradoras de parques industriales que contaban con el beneficio de ser zona franca. Con respecto al segundo punto, la reforma eliminó la restricción del disfrute del beneficio de 
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exoneración del isr, extendiéndolo a todas las empresas beneficiarias, al tiempo que ampliaba el beneficio de la exoneración de diez a doce años, ocho con exoneración total y los restantes cuatro años con exoneración del 50%. 

 2.3.  Las reformas de la administración del presidente José María Figueres (19941998): la Ley de Ajuste Tributario

En la administración del presidente José María Figueres se aprobaron varias leyes relacionadas con la política fiscal. 

Entre las propuestas planteadas destaca la Ley de Ajuste Tributario, que propuso varias reformas al isr entre las que destacan la unificación de la tasa para las personas jurídicas en 30% (eliminando el beneficio de tasa reducida a las pymes), la creación de un tramo de impuesto con una tarifa del 30% aplicable a las personas físicas con actividades lucrativas, y la creación de un tramo de 20%, otro de 25% y otro de 30% de impuesto aplicable a los salarios y las pensiones. 

El centro de esta propuesta era la reforma del isv, que consistía en elevar la tarifa al 15%. Lo importante de esta medida se basaba en el proyecto de ley presentado por el gobierno de entonces, que consideraba la importancia de este ajuste para compensar la pérdida de ingresos por la desgravación arancelaria.7 

La versión final de esta reforma no incluyó la ampliación de tramos para las personas físicas con actividades lucrativas, ni para las personas físicas con ingresos de salarios y pensiones. De igual forma, tampoco se incluyó 7. Véase «Exposición de Motivos», Proyecto de Ley de Ajuste Tributario. 
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la unificación de la tarifa del impuesto a las personas jurídicas. En lugar de estas propuestas, la ley incorporó un impuesto al activo de las empresas, las que debían pagar un 1% de impuesto a las empresas cuyos activos superasen los us$ 167,000, en 1995.8 

La propuesta de elevar la tarifa del impuesto al 15% 

solo se aprobó para un período de dieciocho meses, plazo al cabo del cual la tarifa se ubicaría en el 13%, dejando vigente una tarifa del 5% para el consumo de electricidad. 

La reforma que sí se introdujo al isr en esta ley fue la inclusión del régimen simplificado, mecanismo creado para el cobro del impuesto a los pequeños contribuyentes. 

 2.4. La aprobación de la Ley de   

 Simplificación y Eficiencia Tributaria de 2001

Luego de varios años de ajustes, los problemas fiscales continuaron, debido particularmente al aumento del endeudamiento público. Lo anterior motivó el planteamiento de otro conjunto de medidas de política fiscal. Se hizo acopio de estas medidas en un proyecto de ley presentado durante la administración del presidente Miguel Ángel Rodríguez (1998-2002), cuyo objetivo era contar con un sistema tributario simple, eficiente y más equitativo.9 

El proyecto presentado pretendía la unificación del impuesto a los combustibles, derogatorias de exoneraciones del isv, y derogatorias de exoneraciones del isr. Además, 8. Este impuesto se derogó en 1999, además de haber sido declarado inconstitucional por la Sala Constitucional del Poder Judicial, por considerarlo confiscatorio. 

9. Véase «Exposición de Motivos», Proyecto de Ley de Simplificación y Eficiencia Tributaria. 
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se incluía un impuesto especial a entidades financieras no domiciliadas (banca fuera de plaza), cambios en rentas financieras, la introducción de un impuesto a los centros de apuestas electrónicas, casinos y salas de juego, y la derogatoria de veintinueve impuestos menores. 

La principal modificación fue la eliminación del efecto cascada de los impuestos a los combustibles,10 sustituyéndolos por un único impuesto establecido no mediante un porcentaje, sino a partir de valores absolutos (un monto en colones ajustables por inflación). Además, se dispuso la distribución del 30% de los ingresos de este impuesto a favor del Consejo Nacional de Vialidad (Conavi),11 con el objeto de recuperar los recursos que anteriormente se recaudaban por el impuesto especial a favor de esta entidad. 

La versión finalmente aprobada de esta ley abolió una serie de exoneraciones del impuesto de ventas, contenidas en otras trece normas legales y presupuestarias. No obstante, las exoneraciones eliminadas fueron menores y no tuvieron un impacto permanente en la recaudación. 

Mediante una reforma al isv se gravaron servicios que hasta ese momento no estaban sujetos al impuesto, como los seguros, los servicios de impresión y los servicios de mantenimiento de vehículos. Esta ley introdujo una reforma no contemplada en el proyecto inicial presentado ante la Asamblea Legislativa, encuadrando un inciso en el artículo 23 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. Este inciso permitía darle el beneficio de la tasa reducida a las recompras y reportos de valores –una transacción de 10. Un impuesto era base del otro, lo que amplificaba los aumentos de precios locales en razón del aumento de precios internacionales. 

11. El Conavi es una dependencia del Ministerio de Obras Públicas y Transporte; está encargado de los tramos de carretera y lo que concierne a ellos. 
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mucho volumen en el mercado bursátil–, con la condición de que se realizaran vía mecanismos de bolsa (a pesar de que esta era una actividad que, en muchos casos, tenía una naturaleza bancaria).12 

 2.5.  Las reformas fallidas del presidente Abel Pacheco (20022006) y de la   

 presidenta Laura Chinchilla (20102014) En la administración del presidente Abel Pacheco de la Espriella (2002-2006) se presentaron reformas al isr, así como un proyecto para crear un impuesto al valor agregado (ivA). El estancamiento en el impulso de la reforma obligó al gobierno del presidente Pacheco a plantear una medida de carácter temporal, que le permitiese dar un respiro a la difícil situación fiscal de ese momento. 

Este proyecto se presentó como Ley de Contingencia Fiscal. Tuvo una vigencia de dos años, durante los cuales se aprobaron medidas de control de gasto, se crearon cargas temporales adicionales al patrimonio de las personas, a la propiedad de vehículos, a los casinos y salas de juego, a las empresas de enlaces de llamadas, a los bancos y entidades financieras no domiciliadas, a las bebidas alcohólicas, a los cigarrillos y a los aranceles del Registro Nacional. Además, se establecieron cargas adicionales transitorias en el isr, particularmente en el impuesto a las utilidades, a la renta de las personas y a las rentas del mercado financiero. Asimismo, se creó un impuesto 12. La actividad de reportos es supervisada, en muchos casos, por los bancos centrales (como en el caso británico y el español), además de que constituye un instrumento de transmisión de la política monetaria (Mendoza, 2007). 
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extraordinario sobre los rendimientos y ganancias de capital de los fondos de inversión, y un impuesto extraordinario a las remeses al exterior (pef-unA, 2011). 

El proyecto original de la administración de Abel Pacheco procuraba la transición del sistema de renta cedular hacia un sistema de imposición sobre la renta de carácter global, caracterizado por gravar las rentas totales del contribuyente, independientemente de su origen. Un segundo objetivo de la propuesta era la transformación del isv en un ivA. Esto ampliaba la base del impuesto a los servicios y modificaba el esquema de deducción de los impuestos pagados por insumos y procesos productivos previos, pasando de la deducción por incorporación física a la deducción financiera. 

La reforma aprobada en primera votación en la Asamblea Legislativa requería una segunda votación de los diputados, que se suspendió ante la decisión de algunos congresistas de presentar el texto aprobado a consulta de la Sala Constitucional. Finalmente, la reforma estructural propuesta por el presidente Pacheco se vio afectada por el fallo de la Sala Constitucional, en marzo de 2006.13

La propuesta política de Laura Chinchilla, el Proyecto de Solidaridad Tributaria, contenía tres partes: una reforma amplia de la Ley del Impuesto sobre la Renta, modificaciones a la Ley del Impuesto General sobre las Ventas (cuyo proceso implicaba, finalmente, la transformación de este impuesto en un ivA) y reformas a tributos menores, como el impuesto al traspaso de bienes inmuebles, el impuesto 13. Voto núm. 03671 de las catorce horas con treinta minutos del 22 de marzo de 2006. Se considera que el trámite seguido para la aprobación del proyecto es inconstitucional, por contener vicios sustanciales de procedimiento. 
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al traspaso de vehículos y un aumento en el impuesto selectivo de consumo a la venta e importación de vehículos. 

Entre las medidas más importantes del proyecto de la presidenta Chinchilla, destaca la inclusión de las ganancias y pérdidas de capital como parte del hecho generador del isr. Se incorporaba una norma para limitar la deducción de intereses, con el fin de evitar que se provocase un perjuicio a la Administración Tributaria por el abuso en la figura del endeudamiento, fenómeno más conocido como subcapitalización. 

Se pretendió introducir todo un nuevo capítulo en la ley para incorporar las normas necesarias que permitiesen gravar las ganancias de capital, así como las rentas generadas por este. Se incorporó la definición de lo que se considera como ganancias y pérdidas de capital, así como las situaciones en las que no existen ganancias ni pérdidas de esta índole. 

En cuanto a las propuestas de reforma del isv, se incluyó a los servicios como actividad gravada de forma general. A la fecha, estos están exentos de forma general, salvo algunas excepciones fijadas por la ley, igualando el tratamiento de la venta de servicios con la venta de bienes. 

Se incrementó la tarifa general al 14% y, por sus características particulares, se estableció una tarifa reducida especial para los servicios de educación, fijándola en un 10%. En versiones posteriores de la reforma, este último porcentaje se redujo al 2%, y se amplió este tratamiento especial a los servicios de salud. 

En la discusión en la Asamblea Legislativa se modificaron algunos elementos, como el número de bienes exentos del isv, incluyendo una cantidad mayor de bienes alimentarios exentos. Además, se propuso una escala mayor de tarifas en el isr aplicable a los salarios y las pensiones, adicionando un tramo del 20% y uno del 25%. 
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No obstante los cambios acordados por los diputados, este proyecto de ley no logró su aprobación final, ya que la Sala Constitucional determinó que había errores sustanciales en el texto, señalando dos vicios: a) la extensión del plazo de discusión del proyecto en la comisión legislativa respectiva (lo cual fue decisión personal del diputado que dirigía esa comisión); y b) la falta de publicación del proyecto con las modificaciones aprobadas hacia el final de la discusión. 

 2.6.  Los subsidios a la exportación de las décadas de 1980 y 1990 :   

 certificados de abono tributario (cat ) En el contexto del nuevo modelo de crecimiento adoptado por la economía costarricense a partir de la década de 1980, se empezó a implementar los certificados de abono tributario (cAt). Su justificación económica respondía a la necesidad de generar condiciones para la transformación y el ajuste en la estructura productiva de aquellas empresas cuyo propósito fuera dedicarse a la producción y exportación de productos no tradicionales, y que tuviesen como destino terceros mercados.14 

Para los gestores de la idea, la única posibilidad de ampliar la oferta exportable nacional pasaba por la creación de un subsidio a los empresarios exportadores, que serviría de estímulo económico y que posibilitaría las transformaciones productivas necesarias en una estructura económica que resentía el sesgo proteccionista del modelo de sustitución de importaciones. Un cAt se concebía como «[…] un 14. Se entiende como terceros mercados aquellos que no sean los tradicionales (Estados Unidos, Centroamérica y Europa). 

Costa Rica

347

título al portador libremente negociable que no devenga intereses y es emitido por el Banco Central de Costa Rica para ser otorgado por el Gobierno a los beneficiarios del Régimen de Contrato de Exportación, por las exportaciones que éstos realizan a terceros mercados de productos no tradicionales. Su monto es calculado en un 10% o 14% 

del valor fob de sus exportaciones. Estos certificados son emitidos en moneda nacional y sirven para el pago de impuestos directos e indirectos» (Eseuna, 2000). 

Es importante mencionar que los certificados lograron un impacto significativo en el incremento de las exportaciones de productos no tradicionales a terceros mercados, alcanzando de esa manera el objetivo propuesto, así como un aumento no sostenido pero importante en el empleo y un incremento de la inversión de capital nacional y extranjero destinado las actividades económicas favorecidas. Sin embargo, y pese a esto, los beneficios se concentraron en un espacio económico limitado y en un grupo relativamente pequeño de empresas que recibieron la mayor cantidad de beneficios. 

La década de 1990 presenció la mayor cantidad de subsidios otorgados, lo cual se vio reflejado en la concentración de los beneficios. Los productos que recibieron el mayor beneficio estaban ubicados en el sector agroindustrial. Ellos ocuparon el primer lugar, con un promedio del 33.8% del total de los certificados entregados; les siguen los sectores agrícola e industrial, ambos con 30.5%. Con respecto al espacio geográfico, el mayor monto otorgado se concentró en la provincia de San José (capital costarricense), pues para 1998 el 72% fue asignado a 179 empresas de un total de 320, lo que significó que el  55.9% quedó en esta región, la cual no era la más favorecida, pero tampoco la más rezagada. Igual sucedió con las provincias de Alajuela y Heredia, que ocuparon 
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el 20.6 y el 9.4% de lo asignado, respectivamente, y que se encontraban en una condición similar a la descrita. 

En 1990, de un total de 528 empresas que gozaron del incentivo, 104, las más grandes, acapararon el 83.12% 

del total del monto otorgado; es decir, se apropiaron de unos us$ 66 millones. Ya para 1998, el 20% de las empresas más grandes estaba conformado por un número menor: únicamente  64 empresas que recibieron el 76.32% del total de lo otorgado, aproximadamente unos us$  121 

millones. Si bien el objetivo propuesto se logró relativamente, es preciso indicar que quienes al final concentraron los beneficios del incentivo fueron los sectores, empresas y regiones que siempre habían presentado una situación de relativo privilegio: empresas grandes ubicadas en la región central de Costa Rica (la zona de mayor riqueza relativa). 

3. 

m Arco de Análisis del impActo   

de l As élites económ icAs en l A 

pol í t icA fiscA l costA r r icense 

La referencia descriptiva que se presentó en las secciones anteriores deja entrever el sesgo de la política económica, y específicamente de la política fiscal, orientada a favorecer las actividades vinculadas con los llamados «sectores más dinámicos de la economía». 

En este análisis se observa una lógica de correlaciones entre las medidas de política fiscal propuestas y ejecutadas, y los beneficios que obtienen pequeños sectores de la población. En el sentido de lo planteado por Galbraith (1997), la política fiscal se ha venido configurando en Costa Rica en función de la «mayoría satisfecha» que, en 
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este país, no es la mayoría de la población, aunque sí constituye la mayoría política en los partidos dominantes. 

La construcción de la política fiscal ha sido consecuencia de las ideas planteadas en la era post crisis de la deuda, con el fin de impulsar la recuperación de Costa Rica y el cambio estructural de su economía. Las propuestas de las élites empresariales para la recuperación de la economía giraron alrededor de tres objetivos fundamentales: a)  La superación de la etapa de industrialización por sustitución de importaciones por medio de la apertura comercial y la diversificación de exportaciones. 

b)  La apertura del sector bancario y la promoción de una mayor profundización financiera. 

c)  La estabilización de la economía, disminuyendo la deuda pública y el déficit fiscal mediante la reducción del gasto público y del aparato estatal. 

En ese sentido –y a pesar de la evidente contradicción que creaba entre los objetivos planteados para la etapa de recuperación– en la década de 1980 se empezaron a utilizar instrumentos de política fiscal para la promoción de las actividades empresariales. Este es el caso del sector exportador no tradicional y el sector financiero, pues a partir de esta década ambos mostraron una relación directa entre el crecimiento de su actividad y los incentivos utilizados para el estímulo de estos sectores, a pesar de la concepción del papel del Estado, su tamaño y su financiamiento. 

Tal y como señalaba Galbraith (1997), existe entre los grupos predominantes una visión negativa del papel del Estado: «Una tercera característica de quienes disfrutan de una situación desahogada es su visión sumamente selectiva del papel del Estado. Hablando vulgar y superficialmente, el Estado es visto como una carga: 
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ninguna declaración política de los tiempos modernos ha sido tan frecuentemente reiterada ni tan ardorosamente aplaudida como la necesidad de “quitar el Estado de las espaldas de la gente”. […] La necesidad de aligerar o eliminar esta carga y con ello, agradablemente, los impuestos correspondientes es un artículo de fe absoluto para la mayoría satisfecha». 

Así como Galbraith señalaba la excepción del papel del Ejército en la construcción de la política fiscal estadounidense, en Costa Rica la excepción que se hace a la idea del Estado mínimo es el papel que cumple la política fiscal como instrumento de incentivo a la actividad empresarial. Durante los últimos treinta años las élites empresariales no han cuestionado en ningún momento los recursos destinados a la promoción de actividades productivas, centrando sus cuestionamientos en el nivel de gasto público como elemento desestabilizador de la situación fiscal. 

Es importante mencionar que existe una correlación entre los incentivos y la situación fiscal. En este caso, en particular, se da una relación inversa entre el incentivo y el balance fiscal: entre más incentivos a las exportaciones y exoneraciones para el sector financiero se producen, más se deteriora el resultado fiscal. Al no generar propuestas integrales de tributación que sustituyeran lo que en el pasado se recaudaba por efecto de las exportaciones, más el conjunto de incentivos ejecutados (por ejemplo, aquellos del tipo cAt) y las exoneraciones a las rentas financieras, se produce un vacío de recursos para el Estado y las funciones que este está llamado a desempeñar. El resultado de esas políticas no es neutral en términos de política fiscal, pues la reducción de los ingresos públicos tiene un impacto redistributivo importante y el ajuste fiscal vía gasto público es regresivo. Tal y como Galbraith (1997) 
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señalaba: «Los pobres necesitan parques públicos e instalaciones recreativas; en las zonas residenciales esto tiene menos importancia y los más acomodados tienen clubs privados, campos de golf y pistas de tenis para disfrutar. Los pobres necesitan bibliotecas públicas; los más afortunados pueden comprar libros y tener bibliotecas propias. […] Los hospitales y los servicios sanitarios públicos a cargo del Estado son esenciales para los de menores ingresos; los más acomodados tienen acceso a clínicas y hospitales privados y a seguros médicos». 

Ese resultado era fácilmente previsible. Se podía comprender si se le daba seguimiento a la lógica política propuesta a nivel nacional, posterior a la crisis de la década de 1980. La fase de estabilización económica ejecutada a partir de 1982 y los programas de ajuste estructural posteriores fueron claramente concertados por el bipartidismo del momento. Tanto el Partido Liberación Nacional, como el recién creado Partido Unidad Social Cristiana,15 se nutrieron de un selecto grupo de tecnócratas que respondían de manera muy adecuada a los sectores económicos emergentes, los exportadores tradicionales dedicados a la exportación no tradicional, y el capital financiero. Conformaron una alianza de alternabilidad en el poder político, que fortaleció a una élite que se seguía consolidando y definía los rumbos de la política fiscal en el país. 

15. Se fundó a finales de la década de 1970. 
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4. 

lAs nuevAs élites   

económ icA s de costA r icA

 4.1.  El surgimiento de la élite financiera : la apertura financiera de las décadas de 1960,  1980 y 1990

Luego de finalizada la guerra civil de 1948, la Junta Fundadora de la Segunda República emitió un decreto para la nacionalización de la banca del país. Esta acción fue interpretada como un intento de la nueva élite política por quitarle poder político y económico a la élite económica tradicional, conformada por los grupos exportadores de café, que controlaban los bancos existentes en el país (González y Mesalles, 1993). A finales de la década de 1960, el presidente José Joaquín Trejos envió un proyecto de ley a la Asamblea Legislativa con la finalidad de romper el monopolio de la captación de recursos, lo cual caracterizaba la nacionalización de los bancos. No obstante, el proyecto fue rechazado por la Asamblea Legislativa, luego de un encendido debate por este tema ( Jiménez, 1993). 

En 1972, se aprobó la Ley de Regulación de Empresas Financieras no Bancarias, conocida como «Ley de Financieras», que abrió la posibilidad a las entidades financieras privadas de captar recursos del público mediante la emisión de certificados de inversión. Las actividades de estas entidades permanecieron sujetas a regulaciones de tasas de interés, y no podían pagar tasas por encima de las del Banco Central. Además, estas entidades no tenían permitido captar recursos en plazos menores a los 180 días (González y Mesalles, 1993). 

Durante el segundo quinquenio de la década de 1960 

y los primeros años de la década de 1980, varias empresas 
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financieras no bancarias solicitaron autorización al Banco Central de Costa Rica para operar como bancos, en el entendido de que seguían bajo las reglas y restricciones que se aplicaban a las «financieras». Como parte del proceso de ajuste estructural que comenzó a raíz de la crisis de la deuda externa a inicios de la década de 1980, se dieron varias reformas que fueron liberando paulatinamente la operación de la banca privada. La primera de estas, y una de las más importantes de esta década, fue la modificación de 1983 que autorizó la operación de bancos cooperativos. 

Este cambio constituyó un importante impulso a la banca privada y dio como resultado la apertura de estos bancos al acceso que tenían los bancos estatales a las mismas operaciones con el Banco Central16 (Espinoza, 1997). 

La otra reforma importante que se dio en 1984 fue la modificación de la Ley Orgánica del Banco Central que permitió el acceso de la banca privada a créditos externos. 

Lo anterior compensaba la falta de acceso a la captación de recursos de corto plazo, así como las restricciones existentes en materia cambiaria. En años posteriores se fueron relajando las restricciones para la banca, tanto pública como privada, sobre todo en lo concerniente a la fijación de tasas de interés. Esto culminó en 1989 con la aprobación del Segundo Programa de Ajuste Estructural. 

En él, el Gobierno costarricense se comprometió a mantener la libre determinación de tasas de interés (Espinoza, 1997). 

En 1992, se derogó la Ley de la Moneda, lo que eliminó cualquier restricción a la compra y venta de dólares, así como a las operaciones financieras en esta moneda. 

16. La legislación de ese momento no permitía que la banca privada tuviera acceso a los mecanismos de crédito y redescuento del Banco Central. 
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En 1995, en medio de una importante discusión polí-

tica en el país –y particularmente en el seno del Partido Liberación Nacional, responsable histórico de la nacionalización bancaria– se aprobó una reforma total de la Ley Orgánica del Banco Central, así como un reforma parcial de la Ley Orgánica del Sistema Bancario. Esto rompió el monopolio aún existente de captaciones de muy corto plazo, lo cual constituía el último resabio de la nacionalización bancaria de 1948. De esta manera, se consolidó en 1995 un movimiento iniciado en la década de 1970, pero que se aceleró como parte de los procesos de ajuste estructural del decenio siguiente, y que culminó con la consolidación de un grupo de banca privada de capital doméstico. 

Aunque varias de estas entidades bancarias privadas fueron vendidas con posterioridad a grupos financieros internacionales, eran bancos principalmente constituidos con capital nacional, fundamentados en el proceso de liberalización financiera iniciado en la década de 1970 y que se consolidó en 1995. 

Las organizaciones gremiales del sector financiero empezaron a concordar y a adquirir fuerza en las décadas de 1970 y 1980, como resultado de la apertura del sector financiero a las actividades privadas. Por ejemplo, en 1968 

se constituyó la Cámara de Bancos e Instituciones Financieras de Costa Rica (cbf), y en 1983 la Asociación Bancaria Costarricense (Abc). En 1976, se fundó la Bolsa Nacional de Valores; en 1978, la Asociación Costarricense de Agentes de Bolsa (AcAb); y en 1982, la Cámara de Concesionarios de Puestos de la Bolsa Nacional de Valores (Cambolsa). De esa cuenta, se establecieron los medios para defender los intereses del sector financiero en la determinación de las políticas públicas y, entre ellas, la política fiscal. 
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 4.2. El papel de la élite financiera en la definición de la política fiscal En el caso de las reformas tributarias iniciadas en la década de 1980, si bien no existió registro de una intervención directa del sector en la discusión de la reforma del isr, sí se dieron modificaciones que favorecieron al sector. 

Luego de la presentación del proyecto inicial de reforma, que incorporaba las ganancias de capital como renta bruta y la tasa del 15% a los intereses de los títulos valores, la administración del presidente Luis Alberto Monge (1982-1986) presentó un texto sustitutivo al proyecto de ley que se había presentado en la administración anterior. 

Esta propuesta17 no incluyó las ganancias de ca pital como renta bruta, incorporándolas como una exclusión expresa de las mismas; asimismo, mantuvo los intereses gravados en la misma tasa. 

Hacia finales de 1985, cuando culminaba el mandato del presidente Monge, se presentó un nuevo texto que mantuvo la exclusión de las ganancias de capital como renta bruta y redujo el impuesto cobrado a los intereses de los títulos valores del 15 al 5%, con la condición de que el título hubiera sido inscrito en una bolsa de comercio o hubiera sido emitido por una entidad financiera registrada en la Auditoría General de Bancos,18 el Estado o los bancos del Estado. Este segundo dictamen, presentado en enero de 1988, recogía gran parte de la redacción que, sobre este tema, quedaría plasmada en la versión final de la ley (salvo la tasa que finalmente fue aprobada, del 8%). 

17. El primer dictamen de esta propuesta se presentó en septiembre de 1983. 

18. Entidad supervisora, hoy Superintendencia General de Entidades Financieras. 
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El sector financiero se pronunció nuevamente sobre un proyecto tributario cuando se dio el trámite de la Ley de Ajuste Tributario, en 1990. En esa ocasión, solicitó eliminar las exoneraciones que querían incluirse en el impuesto a los activos de las empresas. 

Con respecto al Proyecto de Ley de Ajuste Tributario presentado en la administración Figueres Olsen, la Asociación Bancaria Costarricense, representada en este caso por el señor Luis Liberman,19 en audiencia ante la comisión que analizaba el mencionado proyecto de ley, se expresó en contra de gravar los ingresos generados por los diferenciales cambiarios, en contra de las nuevas escalas de tarifas en el isr a las personas físicas, en contra de la limitación en la deducción de los intereses en el isr, y en contra del impuesto del 1% sobre los activos de las empresas. Sobre este último punto, solicitó que se excluyera del cálculo de los activos a las acciones en manos de las empresas financieras, como ya se había propuesto con respecto a los títulos valores: «Una cosa que quisiéramos agregar es lo siguiente, hay empresas que son dueñas de acciones de otras empresas, si eso no queda claro, van a pagar impuestos en cascada. Cuando se habla de títulos valores, dice “excluidos títulos valores”, a mí no me queda claro, no siendo abogado y nosotros los bancos queríamos una aclaración que eso no incluya las acciones que una empresa tiene de otras, porque si no estarían pagando no sé cuántas veces la misma cosa. Casi todos los bancos privados tienen una corporación que es dueña, y entonces, pagaría el Banco y también la corporación».20

19. En el año 2010, el señor Liberman fue electo vicepresidente de la República; Laura Chinchilla fue electa presidenta. 

20. Comparecencia del presidente de la Asociación Bancaria 
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Cuando se dio la discusión de la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributaria, durante la administración del presidente Miguel Ángel Rodríguez, no se registraron opiniones de parte del sector financiero en las actas de la Asamblea Legislativa. No obstante, esta propuesta se había discutido previamente y había sido rechazada por los diputados, aunque fue nuevamente presentada por algunos legisladores. En ese proceso, se incluyeron en el proyecto de ley dos medidas que favorecieron a entidades del sector financiero: a) la creación del impuesto especial a la banca fuera de plaza; y b) la aclaración del gravamen que pesa sobre las operaciones de reportos. 

En el primero de los casos, se señaló que la medida vino a favorecer a la banca fuera de plaza, pues la redacción del artículo que creaba el impuesto señalaba que: «Los contribuyentes indicados en el párrafo anterior deberán pagar, en sustitución del impuesto sobre las remesas al exterior, impuesto en moneda local, equivalente a ciento veinticinco mil dólares anuales (us$  125.000,00)». La frase «en sustitución del impuesto sobre las remesas al exterior» implicaba que estas empresas financieras21 

Costarricense ante la comisión legislativa que analizaba el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario, febrero de 1995. 

21. Los bancos o entidades financieras fuera de plaza, denominadas off shore en la acepción comúnmente utilizada en Costa Rica, son entidades domiciliadas en el exterior que integran un grupo financiero costarricense. Según el artículo 147 de la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, una de estas entidades deberá estar domiciliada en una plaza bancaria aceptada por el Banco Central, cumplir la regulación bancaria de la jurisdicción donde esté registrada y no realizar operaciones en Costa Rica en moneda local (colones). Estas entidades surgieron en los años ’80 al amparo de las restricciones para realizar operaciones en dólares estadounidenses y se consolidaron a lo largo de los años. 
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pagarían, por las operaciones de crédito que realizaran en territorio costarricense, este impuesto especial en lugar del impuesto del 15% sobre los intereses, el cual se establecía en el artículo 59 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Al considerar información suministrada por la Superintendencia General de Entidades Financieras,22 

y tomando en cuenta la tasa  prime como parámetro de las tasas de interés que habrían cobrado estas entidades por la colocación de crédito en el país, se notaban importantes diferencias. En la gráfica 7 se muestra la diferencia entre lo que pagó la banca fuera de plaza por el impuesto especial entre los años 2002 y 2007, y lo que les habría tocado pagar en caso de modificar la legislación y sujetar estas entidades al impuesto a las remesas al exterior (como en el caso del resto de la banca internacional). 

El otro elemento que introdujo la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributaria fue el cobro del 8% por concepto de impuesto a los rendimientos de las operaciones de reporto y recompra. Ello igualaba el tratamiento tributario al que se cobraba a los intereses de los títulos valores. De esta manera, las personas que obtuvieron rentas por estas operaciones dejaron de estar sujetas al impuesto del 15% 

que establece de forma genérica el artículo 23 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

22. Oficio SUGEF 572/200800203/00669 del 19 de febrero de 2008. 
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Gráfica 7

costa Rica:  

impuesto especial pagado poR la banca fueRa de plaza y estimación de lo que HabRía pagado según la legislación de Renta (En millones de dólares corrientes) Fuente: elaboración propia, con base en datos del Ministerio de Hacienda y de la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef). 

 4.3.  La nueva élite exportadora costarricense y las actividades inéditas que emprendieron durante las décadas de 1980 y 1990

Costa Rica, al igual que los otros países de la región, se caracterizó por exportaciones poco diversificadas, pues el café y el banano habían sido los productos más particulares de la actividad. Esta situación hizo más vulnerable al país, que se enfrentó a finales de la década de 1970 y principios de la década de 1980 a la caída del precio internacional de estos bienes, la contracción del comercio internacional, la generalización de prácticas proteccionistas de los países industrializados, y al aumento del precio del petróleo y sus derivados. Todo ello provocó un rápido deterioro externo del país (Eseuna-Mideplán, 1992). 
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Precisamente, la necesidad de solventar ese deterioro externo de Costa Rica llevó a la implementación de una serie de medidas para resolver los problemas externos y enfrentar lo que en ese momento se denominó «sesgo anti exportador». Entre las varias medidas implementadas estaban la aprobación, en 1981, de la Ley de Zonas Procesadoras de Exportación y Parques Industriales, el incremento en el uso de los certificados de abono tributario (cAt), y la modificación del régimen cambiario, en 1984, para introducir un esquema de minidevaluaciones diarias (crawling peg) que permitió mantener la estabilidad del tipo de cambio real. Pero de todas estas medidas, la que más contribuyó durante la década de 1980 a la diversificación de las exportaciones fue el incremento en el otorgamiento de los cAt. 

Entre 1983 y 1990, las exportaciones no tradicionales crecieron un 123%, pues pasaron de ser el 38% de las exportaciones totales a ser el 51% de dicho rubro durante esos años. En el mismo período, el monto de los cAt otorgados creció un 714% (Eseuna, 2000). Análisis posteriores señalan que estos incentivos constituyen la principal explicación del crecimiento del sector no tradicional de exportaciones: «La interpretación de la elasticidad exportaciones no tradicionales/cAt, en términos del aporte sobre las exportaciones, indicó que us$ 19.3 

millones de cAt otorgados en 1985 contribuyeron a promover us$ 220,21 de exportaciones no tradicionales en el mismo año. A partir de este año, el aporte del Gobierno con el cAt tuvo su efecto en el incremento de exportaciones no tradicionales. En el año 1997, el otorgamiento de us$ 119,1 millones contribuyó a promover us$  1220,9 millones de exportaciones no tradicionales, lo que nos lleva a concluir que los cAt han promovido las exportaciones no tradicionales fuertemente» (Eseuna, 
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2000). Este aumento de las exportaciones no tradicionales permitió ir desarrollando una significativa cantidad de empresarios dedicados a actividades nuevas, al tiempo que la cantidad de estos productos de exportación empezaba a crecer.23

El otro impulso que recibió el sector exportador no tradicional fue la Ley de Régimen de Zonas Francas, de 1990, un mecanismo diseñado para atraer inversión extranjera directa, que también había tenido un impacto muy importante en la diversificación de exportaciones. 

Aunque antes de 1990 ya existía una ley que promovía la figura de las zonas francas, no fue sino hasta la aprobación de la ley vigente cuando se inició el despegue del sector. 

Por ejemplo, en 1986 había solo 11 empresas de zonas francas. Para 1994, la cantidad de empresas era de 150, mientras que para el año 2000 el número de empresas de zonas francas era 228. Si bien no todas estas empresas eran exportadoras, todas estaban vinculadas con la actividad, en la medida en que desde la aprobación de la ley, en 1990, hasta su reforma, en 2010, los beneficios de zona franca se dirigían principalmente a empresas exportadoras. 

Dado el impulso combinado de los cAt y de los incentivos de zonas francas, las exportaciones no tradicionales llegaron a representar el 64.2% del total de exportaciones en 1995, mientras que para el año 2000 

alcanzaron el 85.2% del total de exportaciones. El avance relativo de las exportaciones no tradicionales se detuvo hacia finales de la década de 1990, lo que coincidió con 23. En las fuentes oficiales, en este caso el Ministerio de Comercio Exterior y la Promotora de Comercio Exterior, no existe información sobre el número de empresas ni la cantidad de productos de exportación de la década de 1980. 
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la decisión, de 1999, de no otorgar nuevos cAt. En ello también jugó un papel relevante el hecho de que la atracción de empresas de alta tecnología perdiera impulso como consecuencia de la crisis asiática del período 1997-1998. 

En 1980, el 54.5% de las exportaciones provenía del sector agropecuario, mientras que el 45.5%, del sector industrial.24 En 1990, el 60.96% de las exportaciones se debió al quehacer del sector agropecuario, mientras que el  39.04% al quehacer del sector industrial. El proceso descrito en la década de 1990 permitió que para el año 2000 apenas 24.16% de las exportaciones proviniera del sector agropecuario, mientras que un 75.84% obedecía a las actividades del sector industrial. El cambio en la composición de las exportaciones durante el primer decenio de  2000 fue nulo, pues las exportaciones industriales fueron del 74.8%, mientras que las del sector agropecuario, del  25.2%. Es importante resaltar el avance de las exportaciones industriales en la década de 1990, pues estas actividades fueron las más favorecidas por los beneficios fiscales, tanto por el lado de los gastos (los cAt) como por el lado de los impuestos (exoneraciones de zonas francas). 

En la década de 1990 y en el primer decenio del siglo xxi, las empresas exportadoras se consolidaron con la firma de varios tratados de libre comercio que permitieron el auge de una gran cantidad de micro, pequeñas y medianas empresas exportadoras. Las microempresas y las pymes exportadoras constituían, en el año 2011, el 81% del total 24. Los datos de 1980 se vieron afectados por la caída de las exportaciones de los productos agrícolas tradicionales (café y banano). 
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Gráfica 8

costa Rica:  

expoRtaciones tRadicionales y no tRadicio nales como poRcentaje del total de expoRtaciones y cat como poRcentaje del pib (1991-2011) Fuente: Ministerio de Comercio Exterior y elaboración propia, con base en datos del Banco Central de Costa Rica y de Eseuna (2000). 

de empresas, pero apenas exportaban el 18% del total.25 

En ese sentido, cabe indicar que las grandes empresas fueron las que aportaron más a las exportaciones de Costa Rica. Por ejemplo, en el año 2011, eran 70 las empresas que exportaban más de us$ 25 millones anuales, con el 69% del total de exportaciones. 

25. Estas cifras no incluyen las exportaciones de café, banano y azúcar. 
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 4.4. Papel de la élite exportadora en la definición de la política comercial de Costa Rica : su impacto en la política fiscal

El papel de la élite exportadora en la política fiscal se pudo verificar en los montos efectivamente gastados en subsidios a la exportación, así como en su influencia en proyectos que crearon exoneraciones a su favor o les permitieron extenderlas. El más importante de estos proyectos, en la década de 1980, fue la reforma de la Ley de Zonas Procesadoras de Exportación y Parques Industriales, que culminó con la aprobación de la Ley de Régimen de Zonas Francas. 

La reforma al régimen de zonas francas fue propuesta originalmente por un diputado oficialista, cuyo proyecto fue ampliado y mejorado luego de su presentación. En ese marco, se contó con la fuerte iniciativa de la Corporación de Zonas Francas, ente que se dio a la tarea de presentar propuestas de reforma legislativa. Muchas de estas propuestas fueron presentadas a su vez a la Corporación por las mismas empresas de zona franca. 

La Corporación de Zonas Francas, una empresa pública encargada del planeamiento, administración y operación de las zonas procesadoras de exportación, fue responsable de la presentación de las versiones más acabadas de la propuesta, que ampliaban no solo la vigilancia del régimen, sino también los beneficios y los beneficiarios. 

Las empresas privadas también influyeron en la conformación de la propuesta, cuyas inquietudes y solicitudes de inclusión temática fueron atendidas en diversas oportunidades. Por ejemplo, las empresas de zonas francas pidieron la incorporación del sector privado en la conformación de la Corporación de Zonas Francas, el reforzamiento de las empresas de servicios como 
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beneficiarias del régimen, y el otorgamiento de exoneración a los impuestos y tasas de los gobiernos locales. Todos estos aspectos se reflejaron en la versión final de la ley.26 

La exoneración de impuestos y tasas municipales se otorgó a pesar de la oposición de varios gobiernos locales, según se hizo constar en el expediente de la Ley de Régimen de Zonas Francas. En este caso, los gobiernos locales no lograron convencer a los diputados con respecto a la necesidad de evitarles una reducción en los ingresos municipales, producto de la exoneración de este impuesto. 

El papel de las empresas de zonas francas de entonces, de la Cámara de Industrias de Costa Rica, y de la Corporación de Zonas Francas, fue fundamental en la aprobación final de la ley, en diciembre de 1990. La reforma incluía los incentivos fiscales ampliados, tanto en cantidad de beneficiarios como en cuanto a las posibles exoneraciones, a pesar de la demora ocasionada por las elecciones de febrero de 1990 y el cambio de gobierno. 

La propuesta de ajuste tributario planteada por el gobierno del presidente Calderón Fournier (1990-1994) a la Cámara de Exportadores de Costa Rica hizo una fuerte defensa de los cAt como mecanismo para incentivar las exportaciones no tradicionales, a pesar de que le pedían al Gobierno de la República un ajuste fiscal vía gasto y no mediante un aumento de impuestos.27 La Cámara de 26. Estos aspectos fueron sugeridos por la empresa Inversiones Zeta, S.A., por la Cámara de Industrias de Costa Rica y por la Coalición Costarricense de Iniciativas de Desarrollo, organización de carácter privado encargada de promover inversión extranjera directa en Costa Rica. 

27. Comparecencia de Silvia Fletcher, presidenta de la Cámara de Exportadores de Costa Rica, ante la comisión legislativa que analizaba el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario, 7 de agosto de 1990. 
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Exportadores se manifestó en contra de la propuesta de gravar a las empresas con un 1% del valor de sus activos, lo que finalmente se eliminó de la propuesta. 

La defensa de los cAt planteada por la Cámara de Exportadores también tenía como intención fijar su posición contra la posibilidad de imponer un tributo especial a esta figura, lo que vino a ser respaldado por cartas enviadas por empresas exportadoras a los diputados de la comisión legislativa que analizaba el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario. La posibilidad de gravar los cAt, propuesta por dos diputados durante la discusión del proyecto, pretendía utilizar parte de esos recursos para el financiamiento de los gastos de los gobiernos locales. 

Las municipalidades se expresaron masivamente a favor de esa propuesta, pero no lograron contrarrestar la posición en contra de las empresas exportadoras. Finalmente, la propuesta no se incorporó en la versión final de la ley. 

El sector exportador también se expresó negativamente sobre el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario de la administración Figueres Olsen (1994-1998). La primera reacción provino de la Cámara Nacional de Cafetaleros, principal sector de exportación tradicional, el cual se opuso a la limitación en la deducción de gastos en el isr. 

También se manifestaron en contra de la iniciativa de crear un impuesto del 1% a los activos de las empresas. 

En la nota que envió la Cámara Nacional de Cafetaleros a la comisión legislativa que analizaba el proyecto, se indicaba lo siguiente: «[…] estamos convencidos que la problemática fiscal debe ser resuelta a través de una disminución sustancial del aparato estatal, una disminución definitiva, no parcial».28

28. Nota dirigida a la Comisión de Asuntos Hacendarios de la 
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La Cámara de Exportadores también se pronunció en contra de las propuestas planteadas por el Gobierno en este proyecto de ley; esta gremial se manifestó particularmente en contra del impuesto al 1% a los activos de las empresas, y expresó su oposición a la limitación en la deducción de los intereses en el isr.29 En su alocución ante la comisión legislativa que analizaba el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario, el señor Gastón Peralta, presidente de la Cámara de Exportadores de Costa Rica, señaló: 

«Hemos creído que antes de hablar de nuevos impuestos, perdonen que repita las dos cosas: primero, cobrar bien lo que ya hay, tienen un campo inmenso más que triplicarían el ingreso de hoy en día, y segundo, poner un poco más de orden en el gasto actual».30 

 4.5.  El papel de las élites económicas en las propuestas de reforma fiscal del país La opinión de las élites empresariales con respecto a los distintos proyectos de reforma moldeó, en muchos casos, las leyes que se aprobaron en este período. Por ejemplo, en abril de 1983, ante la presentación en 1981 de una reforma tributaria integral que pretendía modificar los impuestos de ventas y de renta existentes, la Cámara de Industrias de Costa Rica publicó en un diario nacional un manifiesto titulado «El sector industrial agotó el límite Asamblea Legislativa, firmada por Ronald Peters Seevers, presidente de la Cámara Nacional de Cafetaleros, 7 de febrero de 1995. 

29. Comparecencia del presidente y vicepresidente de la Cámara de Exportadores de Costa Rica ante la comisión legislativa que analizaba el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario, marzo de 1995. 

30.  Ídem. 
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de su resistencia impositiva», que provocó que varias empresas del sector industrial manifestaran por escrito, en telegramas dirigidos al presidente de la República, al ministro de Hacienda y a los diputados, su apoyo a la misiva de la Cámara.31

La falta de consenso en el caso del isr –lo cual era parte de esa misma reforma integral– provocó que la reforma de este impuesto se atrasara y no llegara a aprobarse sino hasta 1988, con una fuerte oposición de los gremios empresariales. Por ejemplo, en 1986 la Costa Rican-American Chamber of Commerce se expresó en contra de la progresividad de las tasas cobradas a los contribuyentes que, de acuerdo con ellos, «[…] desestimula el ahorro, el trabajo, la innovación técnica y paraliza la eficiencia económica al gravarse las unidades productivas con escalas progresivas».32 La posición expresada en este caso fue posteriormente apoyada por la Cámara de Industrias de Costa Rica, lo que pudo haber facilitado que la versión final de la ley eliminase la progresividad en el tratamiento de las rentas de las personas jurídicas. 

El siguiente intento de reforma –la propuesta de Ley de Ajuste Tributario, de la administración Calderón Fournier– contó con la oposición de la Cámara de Comercio, la cual se pronunció en contra del aumento del 10 al 13% 

en la tarifa del isv. También se manifestó en oposición al establecimiento de un impuesto del 1% a los activos de 31. Las notas enviadas por las diferentes empresas constan en el expediente de la Ley del Impuesto sobre la Renta, Ley No. 7092. 

32. Carta enviada con fecha del 15 de julio de 1986, firmada por Frieda Martin, gerente de la Costa Rican-American Chamber of Commerce, y dirigida a los diputados de la comisión legislativa que analizaba el Proyecto de Reforma Tributaria Integral, Impuesto sobre la Renta. El documento consta en el expediente legislativo de la Ley del Impuesto sobre la Renta, Ley No. 7092. 
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las empresas.33 De igual manera, la Cámara de Industrias de Costa Rica se expresó en contra de este último impuesto, por considerarlo una «[…] medida que atenta directamente contra toda iniciativa de modernización y se constituye en un impuesto al esfuerzo de reconversión industrial».34 

La Cámara empleó un lenguaje aún más fuerte en contra del establecimiento de nuevos impuestos y a favor de la reducción del Estado, con la consecuente reducción del gasto público. 

En el marco de la tramitación legislativa del Proyecto de Ajuste Tributario, la Cámara de Industrias también expresó su disconformidad con respecto a la posibilidad de gravar los cAt con un impuesto, idea que se discutió en el trámite del proyecto de ley. Sumada a la oposición que también expresó la Cámara de Exportadores, esta posibilidad fue finalmente sacada de la última versión de la ley. 

La Costa Rican-American Chamber of Commerce se volvió a pronunciar sobre temas fiscales cuando se dio la tramitación del Proyecto de Ley de Ajuste Tributario .  En este caso, también se manifestó en contra del impuesto al activo de las empresas, al tiempo que señaló lo siguiente en una nota que hizo llegar a la Asamblea Legislativa sobre el citado proyecto: «Urgimos a los señores diputados a no aprobar el Proyecto No. 10954. Debe exigírsele al Poder Ejecutivo austeridad en el gasto y la requerida eficacia y eficiencia en la recaudación de los impuestos 33. Comparecencia del presidente de la Cámara de Comercio de Costa Rica ante la comisión legislativa que analizaba el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario, agosto de 1990. 

34. Posición de la Cámara de Industrias ante el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario. Expediente legislativo de la Ley de Ajuste Tributario, Ley No. 7218. 
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existentes, dotándolo de los mecanismos para poder hacerlo. Este es el único medio para solucionar una de las principales raíces del déficit fiscal».35

La oposición al impuesto del 1% sobre los activos de las empresas fue también seguida por la Unión de Cámaras y Asociaciones de la Empresa Privada, que se pronunció de esa manera en comparecencia ante la comisión que tramitaba el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario, en agosto de 1990.36 Finalmente, este tema no se incluyó en la versión final de la ley aprobada por la Asamblea Legislativa. 

La siguiente propuesta que generó reacción en el medio empresarial fue el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario, de la administración Figueres Olsen, presentado a finales de 1994 y aprobado en 1995. En reacción a esta propuesta, la Unión de Cámaras y Asociaciones de la Empresa Privada, frente a la idea de modificar los impuestos existentes, se expresó nuevamente de forma negativa ante la comisión legislativa que analizaba el proyecto: «El problema de fondo se resuelve con una verdadera voluntad política de resolver lo que se llama déficit fiscal […], no lo resolvemos con un paquete tributario, que es muy grosero para toda la población y para el sector empresarial muy especialmente».37 Los representantes de la unión de gremios empresariales señalaron en esa ocasión que la 35. Carta enviada al presidente de la Asamblea Legislativa el día 8 de agosto de 1990 y firmada por James C. Stanley, presidente de la Amcham. 

36. Comparecencia del presidente y vicepresidente de la Unión de Cámaras y Asociaciones de la Empresa Privada ante la comisión legislativa que analizaba el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario, agosto de 1990. 

37. Comparecencia del presidente y vicepresidente de la Unión de Cámaras y Asociaciones de la Empresa Privada ante la comisión 
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respuesta a la difícil situación fiscal del momento era una revisión del nivel de gasto público, no un ajuste en la recaudación de impuestos. 

A mediados de la década de 1990, se empezó a hablar en Costa Rica de la venta de activos públicos; particularmente, comenzó a abordarse el tema de la privatización de las empresas del Estado como un medio de reducir la deuda interna y, con ello, el peso que los intereses de esta cargaba sobre el gasto público. Esta idea, que fue vista como una alternativa de solución frente a la situación fiscal, también fue planteada por la Unión de Cámaras como reacción a la presentación del Proyecto de Ley de Ajuste Tributario: «En cuanto a ingresos hemos solicitado hacer un inventario de activos reales y venta de aquellos no estratégicos… Creemos nosotros que debe dar una venta parcial de capital de empresas y bancos del Estado 

[…]».38

Por otra parte, la Cámara de Industrias, ante la consulta sobre su opinión con relación a este tema, expresó la necesidad de revisar prioritariamente el tema del gasto, al igual que los mecanismos para mejorar el cobro de impuestos, antes que pensar en ajustar los tributos existentes en ese momento:  « Es esencial fijar un límite al incremento de los gastos en el sector público, que no debiera ser superior al crecimiento del pib».39 La propuesta de la administración Figueres Olsen rescataba el impuesto de un 1% a los activos de las empresas de la propuesta de la legislativa que analizaba el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario, enero de 1995. 

38.  Ídem. 

39. Comparecencia del presidente de la Cámara de Industrias de Costa Rica ante la comisión legislativa que analizaba el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario, enero de 1995. 
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administración Calderón Fournier, lo que también fue adversado por la Cámara de Industrias de Costa Rica.40 

Un criterio muy similar expresó la Cámara de Comercio de Costa Rica con respecto a la situación general de las finanzas públicas: «En muy diversas oportunidades, hemos expresado nuestro parecer con respecto a la reducción de la planilla estatal, la privatización de servicios públicos que no corresponden a la esfera estrictamente gubernamental, la necesaria reforma a los sistemas de pensiones y la inconveniencia de incrementar o crear nuevos tributos, de cara a los procesos de inserción a la economía mundial que nuestro país ha iniciado».41 Adicionalmente, la Cámara Nacional de Turismo y la Cámara Nacional de Hoteleros, de forma conjunta, se expresaron en contra del proyecto de ley, enfatizando en esa oportunidad los eventuales perjuicios que podría provocar el aumento del isv, del 10 

al 15% que se proponía inicialmente.42 

La versión final de la Ley de Ajuste Tributario, de 1995, incorporó el aumento en el impuesto de ventas del 10 al 15%, pero solo durante dieciocho meses. Al cabo de ese plazo el impuesto quedaría definitivamente en un 13%. También se aprobaron varias reformas en aspectos de gestión del isr, y se introdujo el impuesto del 1% a los activos de las empresas, a pesar de la oposición de los distintos gremios empresariales. Este último impuesto fue posteriormente derogado por la Ley de Creación de 40.  Ídem. 

41. Comparecencia del presidente de la Cámara de Comercio de Costa Rica ante la comisión legislativa que analizaba el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario, enero de 1995. 

42. Comparecencia del presidente de la Cámara Nacional de Turismo y el presidente de la Cámara Nacional de Hoteleros de Costa Rica ante la comisión legislativa que analizaba el Proyecto de Ley de Ajuste Tributario, febrero de 1995. 
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Cargas Tributarias sobre Licores, Cervezas y Cigarrillo, Ley No. 7972 ,  del 22 de diciembre de 1999. Adicionalmente, en 2001 la Sala Constitucional falló de manera favorable en una acción de inconstitucionalidad presentada en 1997 

contra este impuesto, por lo que también lo declaró inconstitucional.43

La siguiente modificación legal de importancia fue la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributaria, del año 2001, que implicaba una mayor racionalidad del sistema tributario al eliminar una cantidad importante de impuestos menores, reducir algunas exoneraciones y mejorar el cobro de otros impuestos. Este trámite fue bien valorado por la cúpula empresarial costarricense, que se expresó favora-blemente con respecto al proyecto por medio de la Unión Costarricense de Cámaras y Asociaciones de la Empresa Privada (uccAep): «En relación con el Proyecto de Ley de Simplificación y Eficiencia Tributaria, Expediente No. 

14.189, me permito manifestarle que la Unión de Cámaras valora positivamente el espíritu de esta reforma legal».44

La siguiente gran reforma se presentó durante la administración Pacheco de la Espriella (2002-2006), en la cual la Asamblea Legislativa decidió conformar una comisión mixta integrada por representantes políticos, sindicales y empresariales. La experiencia de esta comisión mixta en el proceso de reforma tributaria se puede resumir en lo señalado por Gómez y O’Farrell (2009): «[…] un claro ejemplo de cómo las condiciones institucionales 43. Voto 02657 del 4 de abril de 2001, expediente 97-007905-007-CO. 

44. Nota firmada por el ingeniero Samuel Yankelewitz, presidente de la Unión Costarricense de Cámaras y Asociaciones de la Empresa Privada, dirigida a la Comisión de Asuntos Hacendarios de la Asamblea Legislativa, 6 de diciembre de 2000. 
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pueden entorpecer el desarrollo de la política tributaria proviene de la frustrada reforma tributaria que entró en discusión en el 2002 en Costa Rica, […] la reforma fiscal entró en un tortuoso camino de consultas, discusiones y negociaciones que demoraron de manera extenuante la aprobación de la misma. […] la vía legislativa inspirada en el filibusterismo parlamentario, favorecido por un reglamento interno de la Asamblea, facilitó que a lo largo de  44 meses de discusión se presentaran más de 3.000 

mociones y otros tantos recursos para paralizar el tratamiento de la misma. Por otro lado, la situación se agravó con el protagonismo dado a la Comisión Especial Mixta compuesta por representantes de la sociedad civil, quienes alejados de una auténtica representación política estaban interesados en salvaguardar sus propios intereses, tanto económicos como ideológicos». 

La reforma propuesta por la administración Chinchilla Miranda (2010-2014) tuvo varios tropiezos y una enorme presión en contra del sector empresarial pero, gracias a un acuerdo político logrado con el Partido Acción Ciudadana (una parte de la oposición), el proyecto logró avanzar. No obstante, la recaudación esperada de la reforma empezó a erosionarse, en función de la negociación del Gobierno con ciertos grupos de presión, particularmente la Cámara Costarricense de la Construcción, la Cámara de Industrias de Costa Rica, la Cámara Costarricense de la Industria Alimentaria, las asociaciones solidaristas,45 las organizaciones vinculadas con el fútbol organizado, entre otros. 

45. Las asociaciones solidaristas son organizaciones sociales conformadas por representantes de los trabajadores y los patronos, creadas en el ámbito de cada empresa que así lo disponga. Se financian con el manejo de los recursos legales de la cesantía, funcionan como entidades de ahorro y crédito, además de 
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A todos ellos se les cedió el espacio para que se aplicara de forma escalonada el aumento del isv, se redujera la tarifa de este impuesto o para que se incluyeran mayores exoneraciones a él, particularmente en el caso de ciertos servicios que pasaban de estar exonerados a pagar un 14% 

de impuesto. 

 4.6.  La formación de leyes   

 y los mecanismos de influencia

En Costa Rica, las normas aplicadas a la formación de leyes tienden a facilitar la influencia de las élites económicas en la política fiscal, cuyo poder particular y capacidad de intervenir en la política son mayores que los de otros grupos de presión. Los grupos de presión poseen distintos medios para influir (Castro, 2003), entre los que se pueden citar:

a)  Los ensayos de persuasión o  lobby; b)  La riqueza económica a través del dinero; c)  Las amenazas; 

d)  El sabotaje a la acción gubernamental, y e)  La acción directa. 

Las élites económicas como grupo de presión han recurrido a los dos primeros medios de influencia enlistados. 

En el caso del primero, se entiende como el medio por el cual se busca disuadir a los oficiales del Gobierno mediante el cabildeo y la realización de consultas en la fase inicial de la elaboración de las propuestas. El segundo «juega un papel fundamental ya que le permite a los grupos disuadir desempeñar actividades comerciales en sectores de comercio minorista y turismo. 
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y comprar la voluntad de los políticos, tecnócratas y oficiales […], mediante compromisos de dinero y reconocimientos de diversa índole, dando paso a prácticas de corrupción» (Castro, 2003). 

Las características del sistema político costarricense habrían facilitado la influencia de las élites, pues «histó-

ricamente Costa Rica se caracterizó, a diferencia de otros países de la región, por un modelo gradualista y consen-sual para la implementación de reformas» (Gutiérrez y Straface, 2008), lo que permitía a un sector o grupo de presión bloquear cualquier intento de introducir cambios en la política fiscal, simplemente afectando la capacidad de alcanzar consensos en la Asamblea Legislativa. El principal ejemplo de esta situación es el fallido intento de reforma fiscal de la administración Pacheco de la Espriella (2002-2006): «A pesar de la solidez técnica del ambicioso proyecto de ley –Ley de Ordenamiento Fiscal (lof)– y la difícil situación fiscal del país, la reforma fiscal entró en un tortuoso camino de consultas, discusiones y negociaciones que demoraron de manera extenuante la aprobación de la misma. […] la situación se agravó con el protagonismo dado a la Comisión Especial Mixta compuesta por representantes de la sociedad civil, quienes alejados de una auténtica representación política estaban interesados en salvaguardar sus propios intereses, tanto económicos como ideológicos» (Gómez y O’Farrell, 2009). 

La formación de comisiones mixtas legislativas, es decir, combinar representantes políticos y de la sociedad civil, no es la norma en la formulación de las leyes, sino más bien constituye una excepción. Los grupos de presión participan de la discusión de los proyectos de ley, solicitan 
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audiencias y se manifiestan por escrito46 sobre esos proyectos, muchas veces por iniciativa de los propios diputados: «El proceso de formación de las leyes se inicia con la discusión del proyecto en alguna de las comisiones permanentes o especiales competentes para ello. Las sesiones de estas comisiones son públicas y suelen ser invi-tados representantes de organizaciones sociales o entes u órganos públicos cuyos intereses se relacionen con el proyecto en discusión, para que emitan su opinión»  (Gu-tiérrez y Straface, 2008). 

La Constitución Política de Costa Rica establece, en su artículo 88, que un proyecto de ley que afecte a las instituciones de educación superior debe ser consultado con ellas; el artículo 97 mandata que un proyecto de ley sobre materia electoral sea consultado con el Tribunal Supremo de Elecciones; el artículo 167 indica que un pro yecto de ley que pueda afectar la organización o funcionamiento del poder judicial debe consultarse con este poder de la República. El artículo 190 establece una situación análoga para el caso de las instituciones autónomas. 

El artículo 157 del Reglamento de la Asamblea Legislativa de Costa Rica formaliza, como parte del procedimiento legislativo, lo establecido en los artículos de la Constitución antes citados. 

Sin embargo, no había ni en la Constitución, ni en el Reglamento de la Asamblea Legislativa de Costa Rica, disposición alguna que obligase a una consulta con las organizaciones privadas. Según la Procuraduría General de la República, las consultas son limitaciones a la potes-tad de legislar, y solo pueden establecerse por norma constitucional. Lo estipulado en el Reglamento de la 46. Opiniones que constan en los expedientes legislativos de los proyectos de ley tramitados. 
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Asamblea «[…] se constituye en una norma eco, que no puede agregar supuestos a las consultas»  (Gutiérrez y Straface, 2008)   establecidas en la Constitución. «El Reglamento no amplía el deber de consulta. Y ese deber tampoco puede ser ampliado por ley. Lo que no obsta para que si la Asamblea lo considera conveniente, a la hora de discutir un determinado proyecto de ley otorgue audiencia a los entes y órganos que considere conveniente. En su caso, que dé participación a sujetos privados» (Gutiérrez y Straface, 2008). Es decir, la consulta a entes privados no es obligatoria; aunque puede consultársele a cualquier persona u organización privada, el procedimiento no es im-perioso y no constituye parte formal del proceso de aprobación de las leyes. 

¿Por qué se consultan los proyectos de ley a las organizaciones del sector privado? ¿Cómo se formaliza la influencia de las élites en la formación de leyes, particularmente en la legislación fiscal y tributaria? Como lo demostró la experiencia de la Comisión Especial Mixta que analizó la reforma tributaria de la administración Pacheco de la Espriella, los grupos de presión buscaban defender sus intereses y para ello recurrían a alguno de los mecanismos de influencia antes descritos (Castro, 2003), ya sea por medio del cabildeo o  lobby y, particularmente, a través de la influencia ejercida por medio de la riqueza económica, mediante el financiamiento a los partidos políticos en sus campañas electorales. 

Como lo indicó Casas (2002), la participación de las élites económicas en el financiamiento de los partidos políticos era evidente: «Aun en Costa Rica, un país con tradiciones relativamente igualitarias en el contexto centroamericano, el proceso de recaudación se caracteriza por un extraordinario elitismo. El tesorero de campaña del partido ganador en 1998 calculó que aproximadamen-
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te us$2 millones debieron ser recaudados por el candidato en sus visitas a unos 80 donantes de primer nivel. 

Un ex-precandidato presidencial y jefe de campaña del Partido Unidad Social Cristiana (pusc) resumió el sesgo social del proceso en términos muy claros: “Las contribuciones no se buscan en la clase media. No se busca una contribución multitudinaria… Quienes contribuyen son el sector industrial y comercial… Básicamente los grandes comerciantes y los grandes industriales del país, grandes intereses y punto”». 

Tal situación ha sido aceptada en privado por los miembros de las élites, cuyo financiamiento a los grupos políticos les genera «acceso» a los representantes políticos: 

«[…] lo que la gente quiere con [la contribución], como primera cosa, es acceso. Esa es la cosa fundamental. Ese acceso no tiene que ser necesariamente al presidente. 

¿Cuándo necesitás al presidente? Casi nunca. Vos lo que necesitás es acceso a los ministros. Generalmente la gente que está en finanzas va a ser ministros. Entonces uno los llama y pide que le saquen una cita con fulano de tal. 

Eso es muy importante. No es influencia: es acceso, que no todo mundo lo tiene. El poder llegar y explicarle un problema a alguien es una gran ventaja»47 (Casas, 2002). 

Si ese «acceso» se transformara en influencia directa en las decisiones de los políticos y en la formación de leyes, se lograría entender la necesidad de los diputados de consultar los proyectos de ley a los grupos organizados privados y cómo estos últimos han podido influir en la política fiscal de las últimas décadas. Muchas de estas influencias se han dado en condiciones de opacidad, pues los procesos de discusión de las leyes en comisiones le-47. Entrevista a Miguel Schyfter, empresario costarricense y expresidente de la Cámara de Industrias de Costa Rica. 
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gislativas no se difunden públicamente, ni los diputados responden por la forma en la que votan: «la virtual ausencia de votaciones nominales en la Asamblea restringe las posibilidades de una rendición de cuentas y la transparencia. Las audiencias de las comisiones legislativas rara vez captan la atención de los medios de comunicación y las sesiones de la comisión de presupuesto no requieren ser difundidas al público»  (Gutiérrez y Straface, 2008). 

5. 

los beneficios fiscAles   

de l As élites t r i butA r i As

 5.1.  ¿Cómo han beneficiado las exoneraciones de impuestos a la élite financiera ? 

El grueso de las exoneraciones que han beneficiado al sector financiero se encuentra en el isr. El artículo 23 de la Ley del Impuesto sobre la Renta otorgaba una reducción de la tarifa de este impuesto a las rentas de inversiones financieras, pues una parte de este artículo establecía que estas rentas se gravarían con un 15% de impuesto, salvo que los títulos estuvieran inscritos en una bolsa comercial o bursátil, o hubiesen sido emitidos por alguna entidad regulada por la Sugef, lo que implicaba que deberían pagar un impuesto del 8%. Esta característica de transmisible o transable, que permite el beneficio de una reducción impositiva o exoneración parcial, estaba presente en la Ley del Impuesto sobre la Renta desde su origen y se podía considerar como un tipo de incentivo a la  bursatilidad de las emisiones de valores. Conviene indicar que, inclusive en el proceso de discusión de esta ley en la Asamblea Legislativa, llegó a proponerse el cobro de un 5%. Ese 
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incentivo beneficiaba básicamente a la transacciones por medio de los mecanismo de la bolsa de valores y a las entidades similares que transaban títulos valores; de igual manera beneficiaba a los dueños de los valores con una carga impositiva menor. 

En 2001, la Ley de Simplificación y Eficiencia Tributaria agregó un inciso al artículo 23 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que dice: «en las operaciones de recompras o reportos de valores […], se aplicará un impuesto único y definitivo del ocho por ciento (8%), sobre los rendimientos generados por la operación; dicho porcentaje será retenido por la bolsa de valores en que se realizó dicha operación. 

En caso de que las operaciones no se realicen mediante los mecanismos de bolsa, los rendimientos devengados de la operación serán considerados como renta ordinaria gravable». Esto permitió, además, darle el beneficio de la tasa reducida a una transacción muy común en el mercado bursátil, con la condición de que se realice por medio de mecanismos de bolsa, a pesar de que esta era una actividad que en muchos casos tiene una naturaleza bancaria.48 

En cuanto a los beneficios de exoneraciones para el sector financiero, el artículo 59 de la Ley del Impuesto sobre la Renta establece que: «No se pagarán impuestos por los intereses, comisiones y otros gastos financieros pagados por empresas domiciliadas en el país a bancos en el exterior –o a las entidades financieras de éstos– 

reconocidos por el Banco Central de Costa Rica como instituciones que normalmente se dedican a efectuar operaciones internacionales, incluidos los pagos efectuados 48. La actividad de reportos es supervisada en numerosas ocasiones por los bancos centrales (como en el caso británico y el español), además de que constituye un instrumento de transmisión de la política monetaria (Mendoza, 2007). 
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por tales conceptos a proveedores del exterior por la importación de mercancías. Tampoco se pagará el impuesto por los arrendamientos de bienes de capital y por los intereses sobre préstamos, siempre que éstos sean utilizados en actividades industriales o agropecuarias por empresas domiciliadas en el país, pagados a instituciones del exterior reconocidas por el Banco Central de Costa Rica como instituciones de primer orden, dedicadas a este tipo de operaciones». 

Es decir, cuando una persona física o jurídica domiciliada en el exterior realiza una transacción con una persona física o jurídica en Costa Rica y esto genera una obligación financiera, como intereses o comisiones de la persona física o jurídica nacional hacia la persona física o jurídica en el exterior, esta constituye una renta originada en territorio nacional y, por el principio de territo-rialidad, deberá ser gravada. El artículo 59 de la Ley del Impuesto sobre la Renta establece que si la entidad del exterior es una «institución que normalmente se dedica a efectuar operaciones internacionales» o es una «institución de primer orden», entonces se le exonera del isr. 

En ambos casos, es el Banco Central el que define cuáles instituciones pueden ser catalogadas de acuerdo con estas características, y publica un listado de ellas usando criterios que no son de carácter tributario. 

Esta exoneración pudo haber tenido una razón de ser en el contexto en el que se aprobó la Ley del Impuesto sobre la Renta, cuando el país tenía un alto endeudamiento externo, bajas reservas internacionales y el reto de estabilizar su situación externa. Pero en la actualidad no tiene sentido exonerar a entidades del exterior para colocar financiamiento en el país, creando incentivos para la operación de la banca 
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fuera de plaza y dificultando al Banco Central el control de la oferta monetaria del país.49 

Otras normas jurídicas que no están presentes en la Ley del Impuesto sobre la Renta, sino en otras leyes, también afectan los impuestos recaudados por concepto de rentas del capital financiero. La primera es el artículo 149 

de la Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda y Creación del Banco Nacional Hipotecario de la Vivienda, que establece que «[…] quedan exentas de toda clase de impuestos, las cuentas de ahorro que se abran en las mutuales y los títulos valores y sus intereses, emitidos por las entidades autorizadas establecidas de acuerdo con esta ley». La segunda norma es el artículo 72 de la Ley de Protección al Trabajador, que exonera «[…] los intereses, los dividendos, las ganancias de capital y cualquier otro beneficio que produzcan los valores en moneda nacional o en moneda extranjera, en los cuales las entidades autorizadas inviertan los recursos de los fondos que adminis-tren», del impuesto establecido en el inciso c) del artícu-lo 23 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

La tercera norma es el artículo 100 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, que crea un tratamiento excepcional para aquellas rentas financieras que no están gravadas en su fuente con el 8% del artículo 23 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. Este artículo establece que las rentas no gravadas con el 8% se gravarán con un impuesto del 5%. 

En vista de que los fondos eminentemente financieros se nutren de los rendimientos de títulos gravados con el 8%, este beneficio pesa sobre los rendimientos de los fondos 49. Numerosos bancos locales utilizan financiamiento del exterior en lugar de pedirle dinero prestado al Banco Central de Costa Rica, en virtud de los beneficios tributarios y la facilidad para obtener financiamiento en moneda extranjera. 
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de inversión inmobiliarios y los fondos de inversión de desarrollo inmobiliario. 

Si bien esto no constituye una exoneración total, el tratamiento de estas rentas no debe compararse con el 8% del artículo 23, sino con el 15% del impuesto de esa misma norma, pues ese es el tratamiento regular a esa renta, de manera que la reducción al 8% es un caso particular cuya excepción se ha convertido en regla. De esa cuenta, el 5% implica una exoneración de dos terceras partes de la tarifa regular a unas rentas que han crecido en importancia dentro del mercado bursátil, desde la aprobación de la Ley Reguladora del Mercado de Valores. 

Finalmente, la Ley del Impuesto sobre la Renta incorpora como exclusión de la renta bruta a las ganancias de capital. El artículo 6 de esta ley elimina de la renta bruta a «[…] las ganancias de capital obtenidas en virtud de traspasos de bienes muebles e inmuebles, a cualquier título, siempre que los ingresos de aquellas no constituyan una actividad habitual, en cuyo caso se deberá tributar de acuerdo con las normas generales de la ley». Dada la va-riabilidad de los precios de los activos financieros, la exoneración de las ganancias de capital excluye una importante fuente de isr, pues de esta manera las ventas de títulos valores a precios mayores a los de compra, las ganancias producidas por las ventas de acciones y las reva-lorizaciones de las participaciones de los fondos de inversión, no hacen ningún aporte tributario, siempre y cuando no sea la actividad habitual, en el sentido de lo dispuesto por la Administración Tributaria. 
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 5.2.  El beneficio de los subsidios a la exportación para la nueva élite exportadora : redistribución inversa e impacto   

 de los cat en el déficit financiero El conjunto de incentivos creados de manera paralela a los cAt, en el marco de la nueva propuesta económica, se manifiesta con toda claridad en los indicadores que se registran alrededor del comportamiento de las exportaciones. Los sectores que transitaron a la nueva propuesta exportadora lograron sacar una gran ventaja de las condiciones generadas en el marco de ese planteamiento de ajuste estructural y reconversión productiva. La diversidad y el aumento de oferta exportable que se registra hacia terceros mercados evidencia el logro de ese propósito y, por supuesto, que los empresarios que transitaron hacia dicha oferta gozan de los frutos y beneficios de esa propuesta de apertura y liberalización de la economía. 

La economía, en términos generales, ha iniciado un proceso de crecimiento centrado en los sectores vinculados con las exportaciones, con un diseño de política económica dirigida hacia ese objetivo (el crecimiento hacia afuera), pero generando problemas de exclusión productiva y social hacia algunas actividades económicas y sectores sociales. 

El mayor costo de los incentivos a la exportación se ubica alrededor de la creación de una dualidad económica que profundiza una desigualdad social importante. Las actividades que no entran en la lógica de la promoción de exportaciones, y que por el contrario han tenido y continuaron teniendo como destino de su producción el mercado interno, se ven fuertemente afectadas por la ausencia de estímulos, subsidios que en el pasado habían posibilitado su subsistencia y su participación en el mercado. 
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Los subsidios en el manejo de los precios dados a los productores de granos básicos para consumo interno y los recursos usados para estos fines empiezan lentamente a transitar hacia formas como los cAt, que ahora incentivan nuevos productos de exportación. 

Las exportaciones de los productos tradicionales a terceros mercados crecieron a un promedio anual del 10.4%, de 1980 a 1998. El 70% de las exportaciones anuales ha estado vinculado con los cAt. Pese a ello, de acuerdo con estudios realizados (Eseuna, 2000), se logró establecer que no hubo un aporte neto de divisas, dado que los sectores agroindustriales e industriales tenían un alto componente importador con relación a los niveles exportados. Por otra parte, el sector agrícola, que carecía de esa condición, no pudo neutralizar ese efecto negativo en la balanza comercial. Por el contrario, con el crecimiento de las exportaciones durante las décadas de 1980 y 1990, se dio un aumento significativo de las importaciones que se registró en una balanza comercial cada vez más deficitaria. 

En cuanto a la creación de empleo, el comportamiento fue errático, pues al inicio del período de aplicación del incentivo hubo más fuentes de trabajo, pero con una evolución no sostenida. Se planteó que la cantidad de empleos creados estuvo por debajo de la expectativa que se estableció al respecto, e incluso se calculó que se hubiera podido generar más puestos de trabajo con el uso alternativo de los recursos utilizados para el financiamiento de los cAt. 

«En un estudio realizado por Procomer, se presenta una estimación de los costos de los cAt en términos de empleo para determinar si la generación de empleo que se ha dado por parte de las empresas beneficiadas con el cAt supera a la que hipotéticamente se hubiera dado si montos iguales a los otorgados por concepto de cAt se 
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hubiesen destinado a la generación de empleo. La estimación consistió en determinar, considerando el ingreso mensual promedio en Costa Rica, cuántos salarios mensuales pudieron haber sido cubiertos con el monto de los cAt otorgados» ( Ibid. ). La conclusión fue clara: se hubiera podido contratar a más personas si el monto total de los cAt se hubiera destinado a generar empleo directo en un uso altern ativo de los recursos. «Los montos de cAt otorgados hubieran permitido pagar el salario de 37.872 

trabajadores al año para el periodo 1973-83 y 227.340 

trabajadores al año entre 1984 y 1996»50 ( Ibid. ). 

En cuanto al costo fiscal de los cAt, existe una afirmación generalizada: su costo es muy alto, de manera que han sido una carga fiscal cuyo beneficio se dirige a un grupo muy pequeño y privilegiado de la población. En la década de 1990, el 6.2% del gasto total del gobierno central tenía como destino los cAt. Si vinculamos esto con el déficit del Gobierno, es claro que estos incentivos representan un porcentaje considerable del mismo: «los montos de cAt otorgados representaron en promedio un 41,2% del déficit del Gobierno Central entre 1990 y 1998» 

( Ibid. ). 

Estimaciones generales con relación al costo-beneficio fiscal neto de los cAt ( Ibid. ) consideran que este es negativo para cada uno de los años en que el incentivo se aplicó en el país. Es decir, si se hace una relación entre el monto otorgado por concepto de cAt y los beneficios obtenidos y cuantificados, se obtiene un saldo negativo. De acuerdo con el estudio realizado por la Escuela de Economía de la Universidad Nacional ( Ibid.), en 1994 ese costo neto representó un 0.82% del pib. 

50. Cifras mayores que las que generó el cAt. 
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conclusiones sobre el pApel   

de l As élites económ icAs   

en l A polít icA fiscA l

En los últimos años, la élite económica costarricense no solo ha influido en la formulación de la política fiscal, sino que además ha sido parte de las autoridades económicas del país. En el gobierno de José María Figueres (1994-1998), el gerente de una importante empresa de logística de exportación ocupó el cargo de ministro de Comercio Exterior. Durante el período de Miguel Ángel Rodríguez Echeverría (1998-2002), el presidente de un banco privado, así como un exbanquero y expresidente de la Asociación Bancaria Costarricense, ocuparon el puesto de ministro de Hacienda. En ese mismo gobierno, el presidente de una empresa exportadora de piezas de mecánica industrial ocupó el cargo de ministro de Comercio Exterior. 

En la administración de Abel Pacheco (2002-2006), se nombró como ministro de Hacienda al gerente de una compañía importadora de productos farmacéuticos; luego de su salida se designó nuevamente al mismo exbanquero y expresidente de la Asociación Bancaria Costarricense que ocupó el cargo en la administración Rodríguez Echeverría, quien a su vez fue sucedido por el exgerente financiero de la Bolsa Nacional de Valores. En el gobierno de Óscar Arias Sánchez (2006-2010), se nombró como ministro de Comercio Exterior a un expresidente de la Cámara de Industrias de Costa Rica y de la Unión Costarricense de Cámaras y Asociaciones de la Empresa Privada. La presidenta Laura Chinchilla (2010-2014), por su parte, tuvo como vicepresidente al exgerente general de un importante banco privado y expresidente de la Asociación Bancaria Costarricense. 
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La política fiscal, en el sentido de lo planteado por Galbraith, ha estado delineada por la influencia de estos grupos aventajados, que se han constituido en los principales beneficiarios de los incentivos fiscales creados en las últimas tres décadas. Además, fueron los más importantes críticos de las medidas de ajuste vía ingresos públicos, exigiendo que el ajuste se realizara por la vía del gasto. 

Esto último no se hizo de manera explícita, a pesar de los programas de ajuste estructural de las décadas de 1980 y 1990. Sin embargo, al no lograr aprobar las reformas tributarias como se plantearon originalmente (pues se aprobaron versiones disminuidas de las propuestas o solamente ajustes temporales a los impuestos), algunas partidas de gasto sufrieron modificaciones históricas para adecuarse a una realidad fiscal diferente, como ha pasado con el gasto de capital. 

La consecuencia de no resolver de manera adecuada y permanente los desequilibrios fiscales de las últimas décadas ha sido la acumulación de deuda pública interna y el crecimiento de la partida de gasto por intereses. Esto debe sumarse a los beneficios fiscales que existen para las rentas financieras. De esa cuenta, la política fiscal se ha convertido más bien en un mecanismo de redistribución inversa de la riqueza, trasladando recursos del agregado de la sociedad al grupo de tenedores de la deuda, contribuyendo además con la pérdida de equidad horizontal y vertical del sistema tributario. El pago de intereses de la deuda, que sobrepasó en su momento el 4% del pib y fue una cuarta parte de los gastos públicos, se convirtió en una limitación para el crecimiento del gasto social y la inversión pública. 

Prueba de lo anterior es que en la administración de Óscar Arias el gasto por intereses de la deuda del gobierno central se redujo, pasando del 4.13% del pib, en 2005, al 
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2.11%, en 2010. Eso permitió liberar recursos para financiar algunos programas nuevos de gasto, como el programa de transferencias monetarias condicionadas (Programa Avancemos). También facilitó un aumento del gasto de capital. No obstante, el reto de un ajuste tributario que solucione de forma permanente los problemas fiscales de Costa Rica se mantiene, pero no será posible alcanzar la meta de cambio hasta que los grupos dominantes comprendan el papel del Estado en el desarrollo social y la competitividad costarricense. 
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siglAs y Acrónimos

Abc 

Asociación Bancaria Costarricense

AcAb 

Asociación Costarricense de Agentes de Bolsa bcie 

Banco Centroamericano de Integración Económica

bid 

Banco Interamericano de Desarrollo

Cambolsa 

Cámara de Concesionarios de Puestos de la Bolsa Nacional de Valores

cAt  

Certificados de abono tributario

cbf 

Cámara de Bancos e Instituciones Financieras de Costa Rica

Cepal 

Comisión Económica para América Latina Conavi  

Consejo Nacional de Vialidad

dAi 

Derechos arancelarios a la importación ee. uu. 

Estados Unidos de América

Eseuna   

Escuela de Economía de la Universidad Nacional fmi 

Fondo Monetario Internacional

gAtt  

Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (siglas en inglés)

Icefi 

Instituto Centroamericano de Estudios Fiscales ieepp 

Instituto de Estudios Estratégicos y Políticas Públicas

isr 

Impuesto sobre la renta

ivA 

Impuesto al valor agregado

omc 

Organización Mundial del Comercio

oms 

Organización Mundial de la Salud

ops 

Organización Panamericana de la Salud

pib 

Producto interno bruto

pusc  

Partido Unidad Social Cristiana

pnud   

Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo uccAep 

Unión Costarricense de Cámaras y Asociaciones de la Empresa Privada

spnf 

Sector público no financiero
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